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[bookmark: _Toc510690296]PRESENTACIÓN:

La Sala de Casación Penal, con fundamento en el artículo 11 de la Constitución Política y en cumplimiento del deber constitucional y legal, presenta a la comunidad jurídica nacional y a la ciudadanía en general, el informe de los resultados más relevantes de la labor desempeñada por este Tribunal de la República, durante el año 2020. Así como de la Comisión de la Jurisdicción Penal, Sub Comisión de Penal Juvenil, Dirección de Justicia Restaurativa, Comisión de Flagrancia, Sub Comisión de Crimen Organizado, Sub Comisión de Trata de Personas, Comisión Enlace Corte O.I.J., Comisión de Gestión Ambiental Institucional, Comisión de Transparencia, Comisión de Nombramientos y Comisión Externa del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, adscritas a la Sala de Casación Penal.
Al igual que años anteriores (2014 al 2019), durante el 2020 se ha continuado consolidando el marco jurisprudencial de conformidad con la normativa procesal de impugnación, en lo relativo a los parámetros de admisibilidad e inadmisibilidad, precedentes contradictorios y en cuestiones de fondo. 
Con respecto a la tarea fundamental que cumple la Sala de Casación Penal, según sus competencias jurisdiccionales, debe señalarse en primer lugar que, durante el 2020, hubo un pequeño aumentó en el ingreso de casos con respecto al año 2019. A esta Sala entraron 1267 asuntos (de ellos 24 asuntos reentrados), 12 más que durante el año 2019. Del total, 736 fueron recursos de casación, 25 menos que en el período anterior; 294 procedimientos de revisión, 68 asuntos menos que durante el año 2019; 52 procedimientos contra miembros de los Supremos Poderes, 1 asunto menos que en el 2019; y 161 conflictos de competencia y solicitudes de informe, 82 asuntos más que en el anterior período.  
Con estos datos, el balance general anual muestra una diferencia favorable entre los casos entrados versus casos salidos, ya que se resolvieron 1413 asuntos e ingresaron 1267 casos, es decir se resolvieron 146 asuntos más, en relación con los casos entrados.  
Desde la entrada en vigencia de la Ley # 8837, se concluye que, en cuanto al ingreso anual de asuntos a la Sala, se mantiene una estabilidad ya que, si bien ha mantenido una tendencia a la baja, durante el año 2013 ingresaron 1461 asuntos, para el año 2020 entraron 1267, siendo la diferencia de 194 asuntos; sin embargo, durante este periodo (2014-2015-2016-2017 y 2019) siempre se dio una disminución de asuntos ingresados.  
Otro factor importante a destacar en cuanto a los resultados estadísticos obtenidos durante el año 2020, corresponde a un significativo aumento en los asuntos resueltos y consecuente incidencia en la disminución de los tiempos de resolución de los recursos de casación y los procedimientos de resolución. La baja en los tiempos de resolución se debe a que en los recursos de casación se tardaron en su resolución un promedio de 4 meses, disminuyendo en 1 mes con respecto al año 2019; con respecto a los procedimientos de revisión se obtuvo un tiempo promedio de resolución de 6 meses y una semana, disminuyendo en 3 semanas en relación con el año 2019. La tendencia en cuanto a los asuntos resueltos se manifestó desde el año 2013 con 1629 casos resueltos, 138 menos que en el 2012; la diferencia entre lo resuelto en el 2014 con respecto al 2013 fue de 45 asuntos menos, y del año 2015 al 2014 se resolvieron 245 casos menos.  Para el año 2016 se resolvieron 1066 asuntos, 273 asuntos menos que en el 2015 y durante el 2017, se resolvieron 948 asuntos, 118 asuntos menos que en el 2016. En el año 2018 se resolvieron 741 asuntos, 207 asuntos menos que en el 2017 y en el 2019 se resuelven el total de 1252 asuntos, 511 asuntos más que en el 2018. Es hasta el 2020 que se resuelven el total de 1413 asuntos, 161 asuntos más que en el 2019. 
Por otra parte, en lo relativo a las cifras “macro”, se tiene que en cuanto al tipo de resoluciones dictadas durante el 2020, un 10% de los reclamos fueron declarados con lugar, un punto porcentual más que en el 2019; un 11% se declararon sin lugar, dos puntos porcentuales menos que en el 2019; un 61% fueron declaradas inadmisibles, cinco puntos porcentuales menos que en el año 2019 y en “otro tipo de resolución” se obtuvo un 18%, sea seis puntos porcentuales más que el obtenido en relación con el año 2019.

En cuanto a las actividades de capacitación y proyección, durante el año 2020 se contó con varios cursos, a manera de ejemplo el curso “Ciber delincuencia en el mundo globalizado, retos para la administración de la justicia penal”, y capacitaciones virtuales, dirigidas a toda la población judicial, de gran interés la que se coordinó con la Dirección de Tecnología de la Información la charla Seguridad de la Información, de la cual se ha coordinado una campaña con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en la que se divulgan las políticas y lineamientos asociados de seguridad de la información del Poder Judicial. 
La Sala de Casación Penal también debió atender los informes solicitados por la Sala Constitucional; es así, como se resolvieron en total catorce informes relativos a recursos de habeas corpus y un Recurso de Amparo, de ellos catorce fueron declarados sin lugar y uno parcialmente con lugar, pero no por la actuación de esta Sala de Casación[footnoteRef:1]. [1: ] 

En cuanto a la Comisión de la Jurisdicción Penal, durante el período 2020 se recibieron un total de 279 consultas, y se resolvieron un total de 298 (consultas pendientes de 2019 y 2020), mediante dictámenes y las restantes se resolvieron a través de documentos que por su naturaleza no requieren del proceso consultivo, pues son asuntos administrativos. 

[bookmark: _Toc510690297]Balance General Estadístico Anual de 2020.
[bookmark: _Toc510690298]Datos estadísticos generales en materia Penal de Adultos.
Los reportes de datos estadísticos señalan que la Sala de Casación Penal inicio el año 2020 con un circulante de 470 expedientes. Ingresaron en el período la cantidad de 1243 asuntos nuevos y 24 reentrados para un total de 1267 asuntos y finalizó con 322 casos activos.
De lo anterior, resulta importante aclarar que, si bien en materia penal de adultos se resolvieron 1413 expedientes durante el periodo señalado, dicha cantidad de asuntos significó resolver 1684 gestiones de diferentes recurrentes. 














BALANCE GENERAL 2020
(Circulante inicial, Entrados, Resueltos y Circulante Activo)








[bookmark: _Toc510690299]Asuntos entrados y reentrados por recurrente. 
[bookmark: _Toc510690300]Total de recurrentes en los asuntos entrados y reentrados en el 2020 (por tipo de recurrente).
En lo relativo al total de recurrentes en las causas ingresadas, en el período 2020 en comparación con el 2019, los datos señalan que: durante el 2020, el total fue de 1352 recurrentes, 38 menos que el año 2019. 










[bookmark: _Toc510690301]Total de recurrentes intervinientes en los recursos de casación.

Para el 2020, el 32% fueron defensores públicos, 1 punto más que en el período anterior; el 29% de los intervinientes en casación fueron defensores privados, igual que en el 2019; el 18% fueron del Ministerio Público, mismo porcentaje del año anterior; los imputados un 12%, dos puntos porcentuales menos que en el 2019; y, en otros un 9%, un punto porcentual más que en el 2019.



[bookmark: _Toc510690302]Total de recurrentes intervinientes en los asuntos entrados por procedimientos de revisión.

En cuanto procedimientos de revisión, se tiene que el 87% fueron presentados por los imputados, 10 puntos porcentual más que en el 2019; el 10% por defensores privados, 3 puntos menos que en el período anterior; el 2% por parte de defensores públicos, 7 puntos menos al año anterior, y; el 1% en otros recurrentes, mismo porcentaje que el año 2019.


[bookmark: _Toc510690304]Asuntos resueltos.
[bookmark: _Toc510690305]Total asuntos resueltos por tipo de resolución.

En el período 2020, el 10% de los asuntos fue declarado con lugar, lo que muestra un aumento de 1 punto porcentual respecto al período 2019. En los asuntos declarados sin lugar, el dato muestra un 11%, dos puntos porcentuales menos con respecto al período anterior; los inadmisibles llegaron a un 61 %, disminuyendo un 5% respecto del 2019 y en cuanto a asuntos resueltos con otro tipo de resolución se obtuvo un 18% que significa seis puntos porcentuales más con respecto al periodo anterior.

[bookmark: _Toc510690310]Recursos de casación. 

En relación a la cantidad de recursos de casación que resolvió la Sala en el año 2019, tenemos que se resolvieron 958 recursos, 37 recursos más con respecto al 2019, de los cuales se declararon 146 con lugar, 24 más que el periodo anterior; 146 recursos sin lugar, 47 recursos menos que el 2019; 660 se declararon inadmisibles, lo que significa 55 casaciones más que el año anterior y 6 se resolvió con otro tipo de resolución, 5 más que en el anterior período.

[bookmark: _Toc510690314]Procedimientos de revisión.

Con respecto a los procedimientos de revisión que se resolvieron, tenemos que 35 procedimientos se declararon con lugar, sea 13 más que el año 2019; 57 procedimientos declarados sin lugar, lo que significa 44 asuntos más que el periodo anterior; en 363 casos se dictó resolución de inadmisible, 41 más que el año anterior y para 14 procedimientos se resolvieron con otro tipo de resolución, lo que significa 7 asuntos menos en relación con el año 2019.



[bookmark: _Toc510690318]Duración promedio de las resoluciones en general emitidas por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.
En el período 2020, la información estadística relativa a los tiempos de duración, mostraron una disminución en la resolución de los asuntos sometidos a conocimiento de la Sala de Casación Penal. Según se había informado con anterioridad, para el período 2015 se mejoraron los tiempos con respecto al 2014, mostrando un valor de 5 meses y 2 semanas para la resolución de los procedimientos de revisión, y de 2 meses y 2 semanas para los recursos de casación. La tendencia a la baja de los tiempos de resolución se mantuvo para el 2016, al mostrar que para la resolución de los procedimientos de revisión se pasó de 5 meses y 2 semanas en el 2015, a 4 meses en el 2016, mientras que en la resolución de los recursos de casación los datos muestran que para el 2016, se mantiene en relación con el 2015, en 2 meses y 2 semanas. Para el 2017, los tiempos de resolución en ambos rubros aumentan mínimamente, ya que para los procedimientos de resolución pasa a 4 meses y 3 semanas, se aumenta 3 semanas en relación con el 2016 y en cuanto a la resolución de los recursos de casación, aumenta a 2 meses y 3 semanas, sea se tarda 1 semana más, en relación con el tiempo obtenido para el 2016. Con respecto al 2018, los tiempos de resolución en ambos procesos aumentan significativamente, toda vez que la resolución de los procedimientos de revisión pasa a una duración mensual promedio de 13 meses, aumentando 8 meses y 7 semanas en relación al 2017, y en cuanto a la resolución de los recursos de casación aumenta su duración promedio a 7 meses y 1 semana, sea se tarda 4 meses y 8 semanas más que en el 2017. En el año 2019, los tiempos de resolución en ambos casos disminuyen nuevamente, según los registros los procedimientos de revisión pasaron de 13 meses en el 2018 a 7 meses en el nuevo período, disminuyendo en 6 meses su resolución, y en cuanto a los recursos de casación, disminuye de 7 meses y 1 semana en el 2018 a 5 meses en el 2019 su resolución, sea dos meses y una semana menos que en el anterior período. En el año 2020, los recursos de casación se tardaron en su resolución un promedio de 4 meses, disminuyendo en 1 mes con respecto al año 2019; con respecto a los procedimientos de revisión se obtuvo un tiempo promedio de resolución de 6 meses y una semana, disminuyendo en 3 semanas en relación con el año 2019. 








[bookmark: _Toc510690319]Datos Estadísticas Generales en Materia Penal Juvenil:
[bookmark: _Toc510690320]Balance General:
	En relación a la materia Penal Juvenil, la Sala de Casación Penal Juvenil sigue con la recopilación de criterios de especialización procesales y sustantivos en su jurisprudencia, condición que facilita continuar con la unificación jurisprudencial para generar sustentados bajo los principios en los que se sustenta la materia penal juvenil.
	Durante el año 2020, iniciamos con un circulante de 18 expedientes pendientes de resolver, como asuntos nuevos ingresaron 25 asuntos, 28 menos que el año 2019; se fallaron 36 asuntos, 8 asuntos menos que el periodo anterior, para quedar con un circulante final de 7 asuntos, lo que significa 11 asuntos menos activos en relación con el año 2019.


Balance General Anual de 2020





[bookmark: _Toc510690321]Asuntos Ingresados:
	Durante el año 2020, en Materia Penal Juvenil ingresaron 25 asuntos, lo que significa 28 asuntos menos en relación con el año 2019 y 3 asuntos menos en relación con los asuntos ingresados durante el año 2014. De los 25 asuntos ingresados, 17 asuntos corresponden a Recursos de Casación, 22 asuntos menos que el año 2019; 2 asuntos como Procedimiento de Revisión, lo que significa 1 más en relación con el periodo anterior y 6 a Conflictos de Competencia, lo que significa 7 asuntos menos que el 2019. 



[bookmark: _Toc510690323]Asuntos resueltos:
	En relación a los asuntos resueltos en materia Penal Juvenil durante el año 2020, tenemos que fueron un total de 36 asuntos, de los cuales 30 corresponden a Recursos de Casación; cero Procedimientos de Revisión y 6 a Conflictos de Competencia. De lo anterior, tenemos que el Circulante final a diciembre de 2020, es de 7 asuntos, correspondiendo a 5 Recursos de Casación y 2 Procedimientos de Revisión.












[bookmark: _Toc510690325]ACTIVIDADES DE CAPACITACION:
En cuanto a las actividades de capacitación y proyección, durante el año 2020 se contó con varios cursos, a manera de ejemplo el curso “Ciber delincuencia en el mundo globalizado, retos para la administración de la justicia penal”, y capacitaciones virtuales, dirigidas a toda la población judicial, de gran interés la que se coordinó con la Dirección de Tecnología de la Información la charla Seguridad de la Información, de la cual se ha coordinado una campaña con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en la que se divulgan las políticas y lineamientos asociados de seguridad de la información del Poder Judicial. 











[bookmark: _Toc510690327]RECURSOS DE HÁBEAS CORPUS:
	
Tal y como se había indicado en el informe del 2019, normalmente cuando los usuarios han recurrido ante la Sala Constitucional para presentar Recursos de Hábeas Corpus y Recursos de Amparo contra la Sala de Casación Penal, el motivo predominante ha sido por el retardo en la tramitación y resolución de los recursos de casación y procedimientos de revisión que tiene bajo su conocimiento esta Sala.

	Es así y como incidencia de los esfuerzos que se han realizado por mantener y tratar de disminuir los tiempos de resolución, que cada año se mantiene o menos usuarios recurren contra la Sala, demandando una respuesta más expedita del servicio. Muestra de lo anterior, es que si bien en el año 2016 se rindieron cinco informes referentes a recursos de hábeas corpus; para el año 2017 se mantiene una tendencia a la baja, con únicamente cuatro informes solicitados por la Sala Constitucional solamente cinco informes; para el año 2018, se mantiene una tendencia a la baja, con únicamente cuatro informes solicitados por la Sala Constitucional; para el año 2019 disminuyen los informes sea 6 rendiciones de cuentas en cuanto a hábeas corpus y 2 respecto a recursos de amparo.  Para el año 2019 disminuyen los informes, sea 6 rendiciones de cuentas en cuanto a hábeas corpus y 2 respecto a recursos de amparo; de los cuales cuatro fueron declarados parcialmente con lugar y cuatro declarados sin lugar. En el año 2020 se incrementa la rendición de informes con respecto a estos recursos, sea 14 referentes a hábeas corpus y 1 referentes a recurso de amparo; siendo que de ellos 13 fueron declarados sin lugar, dos parcialmente con lugar, pero no por la actuación de esta Sala de Casación Penal. 

	1
	20-000542-0007-CO
	Se declare con lugar contra el Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, Pavas, únicamente.

	2
	20-000236-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	3
	20-004852-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	4
	20-005735-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	5
	20-006277-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	6
	20-006224-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	7
	20-008839-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	8
	20-013583-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	9
	20-015357-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	10
	20-015314-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	11
	20-016649-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	12
	20-016433-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	13
	20-018192-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	14
	20-020337-0007-CO
	Se declaró sin lugar.

	15
	20-021914-0007-CO
	Se declaró sin lugar.










6- Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia
Con respecto a dichas Comisiones, tenemos
Ciberseguridad 
Convocatorias a reunión y participación en reuniones

Durante el año 2020 se programaron reuniones en su mayor parte virtuales (mediante la plataforma TEAMS) debido a la pandemia por la COVID-19.  Cabe resaltar que cada una de las convocatorias fue comunicada con la debida antelación a los participantes. 

Reunión N° 1: En la segunda audiencia del día 1 de junio de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Magistradas y Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.
Martín Hernández Serrano – Funcionario de Tecnología de la Información.
Gezer Ramiro Molina Colomer – Funcionario de Tecnología de la Información. 
Reunión extraordinaria sostenida en Corte Plena. Como coordinadora de la Comisión, realicé una breve exposición -junto a compañeros de Tecnología de la Información- a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de Corte Plena sobre la Hoja de Ruta seguida dentro de la Comisión. 

	Reunión N° 2: En la primera audiencia del día 2 de junio de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Mónica Hernández Leiva –Letrada de la Sala de Casación Penal.
Frank Harbottle Quirós –Letrado de la Sala de Casación Penal.
Martín Hernández Serrano –Funcionario de Tecnología de la Información.
Gezer Ramiro Molina Colomer –Funcionario de Tecnología de la Información. 
Reunión con funcionarios del Departamento de Tecnología de la Información para analizar detalles de la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberseguridad en el Poder Judicial”. 

Reunión N° 3: En la segunda audiencia del día 30 de junio de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.	
Mónica Hernández Leiva –Letrada de la Sala de Casación Penal.
Frank Harbottle Quirós –Letrado de la Sala de Casación Penal.
Martín Hernández Serrano –Funcionario de Tecnología de la Información.
Gezer Ramiro Molina Colomer –Funcionario de Tecnología de la Información. 
Reunión para discutir últimos aspectos de la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberseguridad en el Poder Judicial”. 

Reunión N° 4: En la primera audiencia del día 16 de setiembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Walter Espinoza Espinoza –Director del Organismo de Investigación Judicial. 
Erick Lewis Hernández –Jefe de la Sección Especializada contra el Cibercrimen del Organismo de Investigación Judicial
Martín Hernández Serrano –Funcionario de Tecnología de la Información.
Gezer Ramiro Molina Colomer –Funcionario de Tecnología de la Información. 
Ausentes con justificación: 
Juan Carlos Cubillo Miranda –Fiscal Adjunto 3. Fiscalía General. 
Kattia Morales Navarro –Directora de Tecnología de la Información. 	
Invitados: 
Sección Comunicación Organizacional.
Ana Lucía Vásquez Rivera –Jefa Sección Comunicación Organizacional. 
Stephannie Phillips Asch –Sección Comunicación Organizacional.

Sección de Prensa. Erick Fernández Masís –Periodista Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional. 
Reunión con los integrantes de la Comisión para comunicar cada uno de los avances. Participaron de forma muy puntual como invitados varios funcionarios de los Departamentos de Comunicación Organizacional y Prensa del Poder Judicial con la intención de coordinar detalles de la Estrategia de Comunicación para iniciar una campaña de divulgación de la Política y los principales lineamientos en Seguridad de la Información. 

Reunión N° 5: En la primera audiencia del día 8 de octubre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Michael Jiménez Ureña – Jefe del Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Laura Gabriela Quirós Quirós – Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Arlette Zúñiga Lizano –Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información.
Reunión sostenida con funcionarios del Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación, relacionadas con las labores que han desempeñado ellos en los últimos meses sobre concientización a la población judicial. 

Reunión N° 6: En la primera audiencia del día 10 de noviembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Michael Jiménez Ureña –Jefe del Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Laura Gabriela Quirós Quirós – Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Arlette Zúñiga Lizano –Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información.
Reunión con funcionarios del Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación, a fin de coordinar aspectos varios sobre la presentación a realizar a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de Corte Plena sobre prácticas que favorecen el resguardo de la información institucional contenida o transmitida a través de medios digitales o en formato físico. 

Reunión N° 7: En la primera audiencia del día 17 de noviembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Michael Jiménez Ureña –Jefe del Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Laura Gabriela Quirós Quirós – Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Arlette Zúñiga Lizano –Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información.
Reunión con funcionarios del Subproceso de Normas y Estándares de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación sobre capacitación a impartir a funcionarios de la Sala de Casación Penal sobre Seguridad de la Información y aspectos relacionados con la presentación a realizar a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de Corte Plena. 

Reunión N° 8: En la primera audiencia del día 8 de diciembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Juan Carlos Cubillo Miranda –Fiscal Adjunto 3. Fiscalía General. 
Erick Lewis Hernández –Jefe de la Sección Especializada contra el Cibercrimen del Organismo de Investigación Judicial
Gezer Ramiro Molina Colomer –Funcionario de Tecnología de la Información. 
Ausentes con justificación: 
Walter Espinoza Espinoza –Director del Organismo de Investigación Judicial. 
Kattia Morales Navarro –Directora de Tecnología de la Información. 	
Martín Hernández Serrano –Funcionario de Tecnología de la Información.
Invitados: 
Edgar Oviedo Blanco –Representante del Colegio de Profesionales en Informática y Computación.
Óscar Esquivel Barquero –Representantes del Colegio de Profesionales en Informática y Computación.
Luis Alonso Ramírez Jiménez –Representantes del Colegio de Profesionales en Informática y Computación.
Reunión con los integrantes de la Comisión para comunicar cada uno de los avances. En dicha oportunidad fueron invitados funcionarios del Colegio de Profesionales en Informática y Computación con la intención de retomar el Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre dicho Colegio Profesional y el Poder Judicial, lo que involucra, entre otros aspectos, el tema de capacitación. También se hizo mención de un Clúster Nacional de Ciberseguridad

Redacción de oficios

Oficios N° C-CDCS/01-2020, con fecha 12 de junio de 2020 y N° CCDCS/02-2020, del 15 de julio de 2020, en los que se pone en conocimiento a la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberseguridad en el Poder Judicial”, para que se incluya a la mayor brevedad en la agenda de Corte Plena.

Oficio N° C-CDCS/03-2020, del 8 de setiembre de 2020, dirigido a la Directora de la Escuela Judicial en el que se le solicita para que autorice a un funcionario del Área de Servicios Técnicos para que elabore una propuesta de Imagotipo para la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia. 

Oficio N° C-CDCS/04-2020, con fecha 15 de octubre de 2020, dirigido a la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, el cual da respuesta al oficio Nº 7890-2020, que se relaciona con lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 42-2020 celebrada el 20 de julio de los corrientes, artículo XVI, en el que se solicita que cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a la Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación. 

Oficio N° C-CDCS/05-2020, del 16 de octubre de 2020, dirigido a la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, en el que se solicita asignar un espacio en la agenda de Corte Plena para que compañeros y compañeras del Departamento de Tecnología de la Información realicen una exposición a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia sobre prácticas que favorecen el resguardo de la información institucional contenida o transmitida a través de medios digitales o en formato físico. Lo anterior, a propósito de la conmemoración, el 30 de noviembre, del “Día Internacional de la Seguridad de la Información”. Esta actividad se llevó a cabo el 14 de diciembre de 2020. 

Oficio N° C-CDCS/06-2020, del 21 de octubre de 2020, dirigido a la Directora de Gestión Humana, en el que se le solicita se procedan a ejecutar las acciones correspondientes para que el curso virtual “Seguridad de la Información y Seguridad informática”, se establezca como obligatorio y, en consecuencia, se comience a impartir a las personas funcionarias de primer ingreso al Poder Judicial, así como a quienes ya se encuentran laborando en la institución, como parte del proceso de actualización y formación continua. Lo anterior, en atención a que es un aspecto que debe cumplirse al encontrarse establecido la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberseguridad en el Poder Judicial”, la cual fue aprobada por Corte Plena mediante sesión N° 50-2020, celebrada el 7 de setiembre del presente año, Artículo XV. 

Oficio N° C-CDCS/07-2020, del 5 de noviembre de 2020, dirigido a los integrantes de la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia con propuestas de logos para su conocimiento y valoración. 

Oficios N° C-CDCS/08-2020 al CCDCS/38-2020, con fecha 17 de noviembre de 2020, dirigido a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, integrantes de la Comisión y otros funcionarios judiciales, en el que se les pone en conocimiento que se les hace entrega de un sobre con documentación útil sobre prácticas que favorecen el resguardo de la información institucional contenida o transmitida a través de medios digitales o en formato físico, como un esfuerzo conjunto de la Dirección de Tecnología de la Información, la Sección de Comunicación Organizacional y la Comisión de Alto Nivel de Ciberseguridad y Cibercrimen del Poder Judicial.

Oficio N° C-CDCS/39-2020, del 18 de noviembre de 2020, dirigido al Consejo Superior en el que se le solicita interponer sus buenos oficios para que la Dirección Jurídica del Poder Judicial, proceda con el trámite de inscripción del Imagotipo aprobado por la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia. 

Oficio N° C-CDCS/40-2020, del 3 de diciembre de 2020, dirigido al Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Coordinador de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, en el que se le manifiesta el compromiso para fortalecer las buenas prácticas de seguridad para las funcionarias y los funcionarios que laboran bajo la modalidad de teletrabajo en nuestra institución y se le solicita informe si actualmente se cuenta con una iniciativa en el Poder Judicial para regular el teletrabajo.   

Redacción de otros documentos

Durante el primer semestre del año 2020 se elaboró la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberseguridad en el Poder Judicial”, la cual fue aprobada por Corte Plena mediante sesión N° 50-2020, celebrada el 7 de setiembre del presente año, Artículo XV. 

En los meses de octubre y noviembre de 2020 se elaboró, en conjunto con el Departamento de Comunicación Organizacional, una Estrategia de Comunicación de la Política y los lineamientos de Seguridad de la Información. 

Coordinación y ejecución de actividades

Las actividades que a continuación se detallan, se coordinaron en su mayoría por correo electrónico o reuniones por medio de la plataforma TEAMS.

Coordinación de reunión extraordinaria sostenida en Corte Plena el 1 de junio de 2020, en la que, en condición de coordinadora de la Comisión, realizó una breve exposición -junto a compañeros de Tecnología de la Información- a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de Corte Plena sobre la Hoja de Ruta seguida dentro de la Comisión. 

Coordinación con la Escuela Judicial y funcionarios de Tecnología de la Información para el diseño de un Imagotipo que represente a la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia, el cual fue aprobado por la misma. 

Coordinación con el Departamento de Comunicación Organizacional (en colaboración con el Departamento de Tecnología de la Información) sobre el diseño y contenido de las cápsulas para la Campaña de Seguridad de la Información, la cual se hizo efectiva en los meses de octubre y noviembre, tomando en cuenta que octubre es el mes de la Ciberseguridad y el 30 de noviembre es el día de la Seguridad de la Información. 
 
Coordinación con el Departamento de Gestión Humana y la Dirección de Tecnología de la Información para la puesta en marcha del curso virtual “Seguridad de la Información y Seguridad informática”, como una de las capacitaciones de actualización y formación continua para las funcionarias y los funcionarios del Poder Judicial, así como los de nuevo ingreso, siendo que, el 17 de noviembre de 2020, el Departamento de Comunicación Organizacional informó que se encuentra disponible la matrícula para dicho curso. 

Coordinación de entrega (en noviembre de 2020), a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, integrantes de la Comisión y otros funcionarios judiciales, de un sobre con documentación útil sobre prácticas que favorecen el resguardo de la información institucional contenida o transmitida a través de medios digitales o en formato físico. 

Coordinación de sesión de información y sensibilidad, realizada el 14 de diciembre de 2020, en presencia de las señoras Magistradas y los señores Magistrados sobre prácticas que favorecen el resguardo de la información institucional.

Coordinación de capacitación sobre Seguridad de la Información efectuada por funcionarios de Tecnología de la Información al personal de la Sala de Casación Penal (se organizó por grupos), realizada los días 1, 2, y 3 de diciembre del 2020.  

Coordinación, en los meses de noviembre y diciembre de 2020, con el Departamento de Comunicación Organizacional, para el diseño de personas e historietas relacionados con el tema de la Seguridad de la Información Institucional para su posterior divulgación. 

 
Ciberdelincuencia 
a. Convocatorias a reunión y participación en reuniones 

Las reuniones programadas en el año 2020 fueron virtuales debido a la pandemia por la COVID-19.  Cabe resaltar que cada una de las convocatorias fue comunicada con la debida antelación a los participantes. 

Reunión N° 1: En la primera audiencia del día 16 de setiembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales. 
Walter Espinoza Espinoza –Director del Organismo de Investigación Judicial. 
Erick Lewis Hernández –Jefe de la Sección Especializada contra el Cibercrimen del Organismo de Investigación Judicial
Martín Hernández Serrano –Funcionario de Tecnología de la Información.
Gezer Ramiro Molina Colomer –Funcionario de Tecnología de la Información. 
Ausentes con justificación: 
Juan Carlos Cubillo Miranda –Fiscal Adjunto 3. Fiscalía General. 
Kattia Morales Navarro –Directora de Tecnología de la Información. 	
Invitados: 
Sección Comunicación Organizacional.
Ana Lucía Vásquez Rivera –Jefa Sección Comunicación Organizacional. 
Stephannie Phillips Asch –Sección Comunicación Organizacional.
Sección de Prensa.
Erick Fernández Masís –Periodista Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional. 
Reunión con los integrantes de la Comisión para comunicar cada uno de los avances. Se conversó sobre la importancia de comenzar a trabajar en la Ficha Técnica en materia de Ciberdelincuencia. 

Reunión N° 2: En la segunda audiencia del día 10 de noviembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Miguel Ramírez López –Fiscal Adjunto de la Fiscalía Adjunta de Fraudes y Cibercrimen 
Erick Lewis Hernández –Jefe de la Sección Especializada contra el Cibercrimen del Organismo de Investigación Judicial. 
Frank Harbottle Quirós –Letrado de la Sala de Casación Penal.
Reunión sostenida con los señores Miguel Ramírez López y Erick Lewis Hernández. Se coordinó el diseño de un borrador de la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberdelincuencia en el Poder Judicial”. 

Reunión N° 3: En la segunda audiencia del día 17 de noviembre de 2020.
Asistentes: 
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Miguel Ramírez López –Fiscal Adjunto de la Fiscalía Adjunta de Fraudes y Cibercrimen 
Erick Lewis Hernández –Jefe de la Sección Especializada contra el Cibercrimen del Organismo de Investigación Judicial. 
Frank Harbottle Quirós –Letrado de la Sala de Casación Penal.
Reunión convocada para coordinar aspectos puntuales del contenido del borrador de la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberdelincuencia en el Poder Judicial”.

b. Redacción de oficios

Oficio N° C-CDCS/03-2020, del 8 de setiembre de 2020, dirigido a la Directora de la Escuela Judicial en el que se le solicita para que autorice a un funcionario del Área de Servicios Técnicos para que elabore una propuesta de Imagotipo para la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia. 

Oficio N° C-CDCS/04-2020, con fecha 15 de octubre de 2020, dirigido a la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, el cual da respuesta al oficio Nº 7890-2020, que se relaciona con lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 42-2020 celebrada el 20 de julio de los corrientes, artículo XVI, en el que se solicita que cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a la Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación. 

Oficio N° C-CDCS/07-2020, del 5 de noviembre de 2020, dirigido a los integrantes de la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia con propuestas de logos para su conocimiento y valoración. 

Oficio N° C-CDCS/39-2020, del 18 de noviembre de 2020, dirigido al Consejo Superior en el que se le solicita interponer sus buenos oficios para que la Dirección Jurídica del Poder Judicial, proceda con el trámite de inscripción del Imagotipo aprobado por la Comisión de Ciberseguridad y Ciberdelincuencia. 

c. Redacción de otros documentos

Diseño, en los meses de noviembre y diciembre de 2020, de un borrador de la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberdelincuencia en el Poder Judicial”. 

d. Coordinación de actividades
Durante el año 2020, desde la Subcomisión de Delincuencia Organizada, se coordinó el diseño del curso "Ciber delincuencia en el mundo globalizado, retos para la administración de la justicia penal", capacitación impartida (bajo la modalidad virtual), en los meses de julio y agosto, por el señor Alfredo Chirino Sánchez, como parte del “Proyecto Corte/FIU Fortalecimiento de la Respuesta Judicial ante la Delincuencia Organizada de Costa Rica”. En esta capacitación participaron personas juzgadoras, personal de la Defensa Pública, del Ministerio Público y de la Policía Judicial. 

Se ha coordinado con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, como parte de una Campaña, divulgar información para que el personal judicial tome conciencia de la importancia de evitar ser víctimas de daño o pérdida de información sensible y de ataques por la ciberdelincuencia. 

Coordinación, en los meses de noviembre y diciembre de 2020, del diseño de un borrador de la “Ficha técnica para las iniciativas de Ciberdelincuencia en el Poder Judicial”. 

7 - Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Privadas de libertad.

a. Convocatorias a reunión y participación en reuniones: 
Durante el año 2020, en virtud de la emergencia sanitaria por el Covid 19, las reuniones se realizaron de manera virtual, a través de la plataforma tecnológica Teams. 

Reunión N° 1: En la primera audiencia del día 24 de abril 
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales. 
Lic. Carlo Díaz Sánchez – representa a la Fiscalía General.
Licda. Diana Montero Montero – Jefa de la Defensa Pública a.i.
Lic. Gerald Campos Valverde – Subdirector General del OIJ 
Licda. Angie Calderón Chaves – Secretaría Género y Acceso a la Justicia 
Licda. Laura Marcela Arias Guillén – Ejecución de la Pena de la DP.
Licda. Melissa Benavides Víquez – Acceso a la Justicia 

Reunión N° 2: En la segunda audiencia del día 24 de abril 
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales. 
Lic. Carlo Díaz Sánchez – representa a la Fiscalía General.
Licda. Diana Montero Montero – Jefa de la Defensa Pública a.i.
Lic. Gerald Campos Valverde – Subdirector General del OIJ 
Licda. Angie Calderón Chaves – Secretaría Género y Acceso a la Justicia 
Licda. Melissa Benavides Víquez – Acceso a la Justicia 
Ausente con justificación: Licda. Laura Arias Guillén, por motivo de atender audiencia señalada previamente.

Reunión N° 3: Primera audiencia del 9 de junio 
Asistentes:
[bookmark: _Hlk56673147]Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales. 
Lic. Carlo Díaz Sánchez – representa a la Fiscalía General.
Licda. Diana Montero Montero – Jefa de la Defensa Pública a.i.
Lic. Flavio Quesada Sánchez- Secretaría General O.I.J.
Licda. Laura Marcela Arias Guillén – Ejecución de la Pena de la DP.
Licda. Melissa Benavides Víquez – Acceso a la Justicia 

Reunión N° 4: Segunda audiencia del 31 de julio 
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales.
Licda. Ana Eugenia Romero Jenkins
Lic. Carlos Jiménez González
Lic. Melvin Obando Villalobos
Lic. Flavio Quesada Sánchez
En vista de la emergencia sanitaria por el COVID 19, para el conocimiento y aprobación de los asuntos de manera más fluida, se acordó remitir vía correo electrónico, las propuestas sobre temas específicos, acordándose que se convocaría a sesión únicamente en caso de existir alguna oposición.
a. Participación en reuniones
Además de las reuniones a las que se convocó a todas las personas integrantes de la Subcomisión, se tuvo participación en las siguientes actividades:
· El día 10 de junio, en la primera audiencia, hubo sesión de trabajo por Teams con la Mag. Sandra Zúñiga, la licenciada Lucía Sánchez Mora y Tony Porras Mora (Jefe de Celdas del Primer Circuito Judicial de San José), para exponer abordaje de las personas en celdas ante el Covid-19.
· El día 11 de junio, en la primera audiencia, participé en Webinario por Teams: “Bases para un protocolo de traslado de privados de libertad con ocasión del Covid-19”, organizado por el Programa EL PACTO.
· El miércoles 19 de agosto, mantuve reunión con Melissa Benavides y Angie Calderón, para la definición de las políticas del PAO 2021-2022 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Privadas de Libertad.

b. Redacción de oficios
Se redactaron y remitieron 18 oficios durante el año 2020:
[bookmark: _Hlk61942407]
Oficio N° SAJPPL/01-2020: Acuerdo de la Subcomisión, mediante sesión N° 3-2020, del 9 de junio del 2020, en el que se dispone remitir a conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, una consulta realizada por la Fiscal de Ejecución de la Pena, Andrea Severino Mora.

Oficio N° SAJPPL/02-2020: Acuerdo de la Subcomisión, mediante sesión N° 3-2020, dándose respuesta al oficio N° 2-CSG/iom-2019, remitido por el Contralor de Servicios Regional del Segundo Circuito Judicial de San José, Franklin Benavides Solano, indicándose que la situación expuesta fue abordada y enmendada por la autoridad jurisdiccional correspondiente.

Oficio N° SAJPPL/03-2020: El 14 de mayo de 2020, se remitió a las personas integrantes de la Subcomisión, el “boletín Covid-19”, Marzo-Abril de 2020, de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad (SARE) de la OEA.

Oficio N° SAJPPL/04-2020: Se solicitó al Consejo Superior para que dentro de las circulares emitidas, se le hiciera excitativa a los Juzgados y Tribunales de todos los circuitos judiciales, en relación con la revisión de la capacidad de las celdas, el planeamiento de los señalamientos en atención al cumplimiento de las medidas sanitarias.

Oficio N° SAJPPL/05-2020: Acuerdo de la Subcomisión, mediante sesión N° 3-2020, solicitándose a las Contralorías de Servicios de los diferentes circuitos judiciales del país, que pusieran en conocimiento de esta Subcomisión, cualquier asunto que pudiera afectar a la población privada de libertad o apremiada por incumplimiento de su deber alimentario y que pueda constituir una oportunidad de mejora del servicio público que se brinda.

Oficio N° SAJPPL/06-2020: El día 2 de setiembre del 2020, en atención al oficio CACC-355-2020, remitido el 24 de agosto, se compartió con las personas integrantes de la Subcomisión, el “Estatuto de la Justicia y Derechos de las Personas Usuarias” para su análisis y valoración de la pertinencia de formular una propuesta a Corte Plena, tendiente a modificar o actualizar dicha disposición.

[bookmark: _Hlk61943594]Oficio N° SAJPPL/07-2020: El día 2 de setiembre del 2020, se remitió a las personas integrantes de la Subcomisión, el documento elaborado por la Defensa Pública, denominado: “Mecanismo de visitas carcelarias presenciales en materia de ejecución de la pena en el CAI Vilma Curling en el marco de la pandemia por el Covid-19”.

Oficio N° SAJPPL/08-2020: El 11 de setiembre del 2020, se remitió al Despacho de Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, compartiéndose las observaciones realizadas por las personas integrantes de la Subcomisión, al documento “Mecanismo de visitas carcelarias presenciales en materia de ejecución de la apena en el CAI Vilma Curling en el marco de la pandemia por el Covid-19”, se le solicitó al Despacho de Presidencia de la Corte, que si a bien lo estimaban, en representación del Poder Judicial, interpusieran sus buenos oficios para proceder con el traslado de la propuesta elaborada, a las autoridades del Poder Ejecutivo, como lo insta la Defensa Pública. 

Oficio N° SAJPPL/09-2020: El 16 de octubre del 2020, se remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia, una propuesta de modificación al “Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias”, elaborada desde el seno de la Subcomisión, en atención al Oficio CACC-355-2020.

Oficio N° SAJPPL/10-2020: El 24 de setiembre del 2020, en atención al oficio CACC-409-2020, remitido el 11 de setiembre, se dio audiencia a las personas integrantes de la Subcomisión, para que se refirieran a la efectiva vigencia, así como a la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación.

Oficio N° SAJPPL/11-2020: El 28 de setiembre del 2020 se dio respuesta al Oficio N° CACC-409-2020, remitido por la Unidad de Acceso a la Justicia, exponiendo las acciones desarrolladas desde que se asumió la coordinación de la Subcomisión y que demuestra la vigencia de la misma y respecto a la necesidad de seguir operando.

Oficio N° SAJPPL/12-2020: El 2 de octubre del 2020, se agradece a la Unidad de Acceso a la Justicia, haber puesto en conocimiento de la Subcomisión, mediante correo electrónico remitido el 29 de setiembre, la Oportunidad de Fondos del Programa de Participación de la UNESCO.

Oficio N° SAJPPL/13-2020: El 7 de octubre del 2020, se remitió a la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, respuesta al Oficio N° 7699-2020, respecto a la vigencia de la Subcomisión y en cuanto a la necesidad de seguir operando.

Oficio N° SAJPPL/14-2020: El 21 de octubre del 2020, se remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia, respuesta al Oficio CACC-483-2020, de fecha 21 de setiembre, con las modificaciones propuestas por las personas integrantes de la Subcomisión, a la Circular: “Lineamientos Generales para la atención de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”.

Oficio N° SAJPPL/15-2020: El día 7 de octubre, se puso en conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión, la propuesta de Circular: “Lineamientos Generales para la atención de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”, en atención al oficio CACC- otorgándoseles cinco días para que manifestaran lo pertinente.

Oficio N° SAJPPL/16-2020: El 24 de noviembre del 2020, en atención al Oficio CACC-630-2020, del 23 de noviembre del 2020, se informó a la Unidad de Acceso a la Justicia, que quien participaría por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de las Personas Privadas de Libertad, en la capacitación para la despersonalización de datos, sería la señora Sandra Agüero Monge, quien funge como Secretaria de Comisiones.

Oficio N° SAJPPL/17-2020: El 3 de diciembre del 2020, en atención al Oficio N° 10994-2020, remitido por la Unidad de Acceso a la Justicia, se otorgó audiencia a las personas integrantes de la Subcomisión, para realizar observaciones tendientes a la actualización del informe relacionado con la gestión de la Defensoría de los Habitantes sobre los ataques sufridos por personas que laboran en la defensa de los derechos humanos, elaborado en el año 2018. 

Oficio N° SAJPPL/18-2020: El 9 de diciembre del 2020, se dio respuesta al Oficio N° 10994-2020, de la Unidad de Acceso a la Justicia, solicitándose a la Coordinación de dicha Unidad, que si a bien lo tenía, se tomaran en consideración las indicaciones realizadas desde el seno de la Subcomisión, para actualizar el informe relacionado con la gestión de la Defensoría de los Habitantes sobre los ataques sufridos por personas que laboran en la defensa de los derechos humanos.

c. Redacción de otros documentos: 
Se diseñó de manera preliminar, una “Ficha técnica para las iniciativas de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para las Personas Privadas de Libertad”, que contiene distintos rubros: contextualización, justificación, definición de objetivos, actividades y resultados esperados, acciones de visibilidad, cronograma y ruta de trabajo. Dicho documento fue compartido con las personas que integran la Subcomisión y a la fecha, se encuentra en proceso de revisión y aprobación por parte de sus miembros.
También se está trabajando en la elaboración de un proyecto a mediano o largo plazo, en coordinación con el Ministerio de Justicia, que tiene por meta una mayor eficiencia y coordinación en la programación y desarrollo de audiencias virtuales.

d. Resultados: 
1. La atención de consultas y seguimiento a situaciones planteadas por la Fiscalía de Ejecución y la Defensa Pública. 
1. La elaboración de una propuesta de adición de la Circular del Consejo Superior N° 66-2020, relativa al “Marco regulatorio general para la tutela del derecho a la salud y la vida de las personas servidoras del Poder Judicial, personas usuarias y sus familias y garantizar la continuidad de los de servicios judiciales, con motivo de la emergencia sanitaria provocada por el virus COVID-19”, que fue aprobada por el Consejo Superior, en sesión N° 55-2020, del 4 de junio del 2020. 
1. Gestión ante el Consejo Superior, para que dentro de las circulares emitidas, se hiciera una excitativa a los Juzgados y Tribunales de todos los circuitos judiciales, a tomar las medidas necesarias para que las celdas no sobrepasen su capacidad y que en todo momento se respeten las disposiciones sanitarias y los votos emitidos por las diferentes instancias.
1. [bookmark: _Hlk61942383]Solicitud a las Contralorías de Servicios de los diferentes Circuitos Judiciales del país, para que pongan en conocimiento de la Subcomisión, cualquier situación que pueda afectar a la población privada de libertad o apremiada por incumplimiento de su deber alimentario y que pueda constituir una oportunidad de mejora dentro de la administración de justicia (Oficio N° SAJPPL/05-2020).
1. Gestión ante el Despacho de Presidencia de la Corte para que, en representación del Poder Judicial, se trasladara al Ministerio de Justicia y al Ministerio de Salud, para lo que correspondiera, el documento denominado: “Mecanismo de visitas carcelarias presenciales en materia de ejecución de la pena en el CAI Vilma Curling en el marco de la pandemia por el Covid-19”, elaborado por la Defensa Pública, a fin de dar cumplimiento a lo resuelto por la Sala Constitucional en el voto N° 2020-014289, de las 9:20 horas, del 31 de julio del año en curso (Oficio N° SAJPPL/08-2020).
1. Planeación de un proyecto a futuro, en coordinación con el Ministerio de Justicia, que tiene por meta una mayor eficiencia y coordinación en la programación y desarrollo de audiencias virtuales. 
1. Propuesta de modificación al “Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias”, aprobado en el Acta de Corte Plena N° 039-03 del 20 de octubre del 2013 (IX), a partir de los insumos aportados desde el seno de esta Subcomisión (Oficio N° SAJPPL/09-2020). 
1. La definición de las metas del PAO para los años 2021 y 2022 en coordinación con la M. Sc. Melissa Benavides, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.
1. [bookmark: _Hlk56609602]Se informó a la Unidad de Acceso a la Justicia, así como a la Secretaría General de la Corte, sobre la efectiva vigencia de la Subcomisión y la necesidad de seguir operando (Oficios N° SAJPPL/11-2020 y N° SAJPPL/13-2020).
1. Se envió a la Unidad de Acceso a la Justicia, una propuesta para modificar la Circular denominada: “Lineamientos Generales para la Atención de las diferentes Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad en los Servicios del Poder Judicial de Costa Rica” (Oficio N° SAJPPL/14-2020)
1. [bookmark: _Hlk52878726]Participación en la elaboración de la propuesta de “Reforma integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial”, enviada por la Dirección Jurídica, mediante el Oficio N° DJ-AJ-1911-2016, con el fin de realizar las observaciones que se estimaran necesarias, para que pudiera ser conocido por Corte Plena en sesión del lunes 12 de octubre de 2020.
1. Se diseñó de manera preliminar, una “Ficha técnica para las iniciativas de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para las Personas Privadas de Libertad”, que contiene distintos rubros: contextualización, justificación, definición de objetivos, actividades y resultados esperados, acciones de visibilidad, cronograma y ruta de trabajo. Dicho documento fue compartido con las personas que integran la Subcomisión y a la fecha, se encuentra en proceso de revisión y aprobación por parte de sus miembros.
1. Se remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia, un oficio con las observaciones realizadas desde el seno de la Subcomisión, tendientes a actualizar el Informe en relación con una gestión de la Defensoría de los Habitantes, sobre los ataques sufridos por personas que laboran en la defensa de los derechos humanos (Oficio N° SAJPPL/18-2020).




9- Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe:

a. Convocatorias a reunión y participación en reuniones 

Reunión N° 1:  Miércoles 4 de noviembre de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales
Magistrado Román Solís Zelaya
Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas
Karen Leiva Chavarría
Daniela Guevara Walker
Ingrid Bermúdez Vindas
Yessenia Campos Álvarez
Melissa Benavides Víquez
Rebeca Guardia Morales
Jovanna Calderón Altamirano
Mediante correo electrónico remitido el 30 de octubre del 2020,  con instrucciones del señor Magistrado Román Solís Zelaya, Punto de Contacto ante el Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe, el señor Yonathan Alfaro Agüero remitió el Oficio 66-RI-OCRI-2020, del 30 de octubre del 2020, mediante el cual, se convocó a una reunión virtual el miércoles 04 de noviembre de 2020, con el objetivo de conversar sobre las acciones realizadas por el Grupo Especializado de Combate al Delito, y así contar con insumos e información de cara a la participación institucional en la Sesión Ordinaria del Consejo.

b. Redacción de oficios:
[bookmark: _Hlk39580281]	
	               Oficio N° CJCC-GET-CAL/01-2020: El 14 de agosto de 2020, se le solicitó a la señora Karen Leiva Chavarría, de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial que indicara, si a la fecha, existían gestiones pendientes o algún asunto agendado que debiera ser atendido por parte del GET Combate al Delito, con el fin de tomar medidas necesarias y oportunas para su cumplimiento.

	               Oficio N° CJCC-GET-CAL/02-2020: El 16 de octubre de 2020, se le envió a Karen Betzabeth Cobos Bran, Coordinadora Área de Asuntos Interinstitucionales, de la Secretaría de Fortalecimiento Judicial y Cooperación, acuse de recibo del informe final de la gestión realizada por el señor Coordinador del GET Combate al Delito, Magistrado Edwin Roberto Ruano Martínez, informándose de la imposibilidad de la Mag. Zúñiga de asistir a la reunión prevista para el próximo 26 de octubre, por tener sesión de Corte Plena.

	              Oficio N° CJCC-GET-CAL/03-2020: El 27 de noviembre de 2020, se remitió a la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa a.i. Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, en atención al correo electrónico del día 11 de noviembre, correspondiente al oficio N° 76-RI-OCRI-2020, las observaciones realizadas al Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, aprobado el 29 de octubre de 1993.

	               Oficio N° CJCC-GET-CAL/04-2020: El 4 de diciembre del 2020, se comunicaron al Señor Fernando Cruz Castro, los aspectos abordados durante la reunión de coordinación intersectorial convocada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, en ocasión de informar que Costa Rica ostentará la Presidencia Pro Témpore del Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) de enero a julio del 2021.

c. Resultados:
Revisión del Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, aprobado el 29 de octubre de 1993, así como de las observaciones que, respecto al mismo, se realizaron desde el Ministerio de Relaciones Exteriores, proponiéndose las modificaciones que se estimaron pertinentes, con el fin de fortalecer y facilitar la cooperación de los órganos administradores de justicia en la región. 

9- Proyecto Corte/INL/FIU Fortalecimiento de la respuesta judicial ante la Delincuencia Organizada en Costa Rica.

a. Convocatorias a reunión y participación en reuniones 

Con el fin de definir los parámetros necesarios para la implementación de una base de datos o archivo general a nivel del Poder Judicial, que permitiera contener toda la información actualizada en relación con las capacitaciones brindadas en materia de crimen organizado, tanto por el Ministerio Público, como por la Defensa Pública, el Organismo de Investigación Judicial y la Escuela Judicial, se realizaron las siguientes reuniones: 

Reunión N° 1:  Martes 11 de febrero del 2020
Asistentes:
Dixiela Madrigal Mora (Ministerio Público)
Kattia Campos Zúñiga (O.I.J)
Miguel Zamora Acevedo (Defensa Pública)
Rebeca Guardia Morales (Escuela Judicial)
Olga Guerrero Córdoba (Gestión Humana)
Karla Urtecho Madrigal (T.I)
Célimo Elizondo Aguilar (T.I)

Reunión N° 2: Jueves 5 de marzo del 2020.
Asistentes:
Weiman Hin Herrera y Cheryl Bolaños (Gestión Humana)
Ana Cecilia Calvo y don Daniel González (FIU)
Karla Urtecho Madrigal (T.I)
Célimo Elizondo Aguilar (T.I)

Reunión N° 3: Martes 4 de agosto del 2020. 
Se convocó a las siguientes personas:
Weiman Hin Herrera y Cheryl Bolaños (Gestión Humana)
Ana Cecilia Calvo y don Daniel González (FIU)
Célimo Elizondo Aguilar (T.I)
Dixiela Madrigal Mora (Ministerio Público)
Kattia Campos Zúñiga (O.I.J)
Damaris Cruz Obregón (Defensa Pública)
Rebeca Guardia Morales (Escuela Judicial)
Olga Guerrero Córdoba (Gestión Humana)
Cindy Ramírez Ramírez
Ariana Vega Monge
Hulda Chinchilla
Indira Calvo 
b. Redacción de oficios:
Oficio S-CJEDO-03-2020: El 19 de junio de 2020, se instó a las instancias involucradas con el proceso de capacitaciones, para proponer un proyecto que permitiera desarrollar una iniciativa de un Registro Único de Capacitaciones en el Poder Judicial.
c. Resultados:
Dentro del marco del diagnóstico de las necesidades de capacitación de los operadores de justicia, ante la entrada en vigencia de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, se colaboró con el desarrollo de la iniciativa de un Registro Único de Capacitaciones en el Poder Judicial, concretamente, mediante la coordinación de las reuniones dirigidas a concretar dicha iniciativa, con el fin de instaurar un instrumento primordial para hacer más ordenado, eficiente y equitativo el proceso de formación en el ámbito judicial. 
El día 21 de mayo del 2020 se dispuso poner en conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial las gestiones realizadas, tendientes a la implementación de un Registro Único de Capacitaciones a nivel institucional. En sesión N° 66-2020, celebrada el 30 de junio de 2020, el Consejo Superior del Poder Judicial acogió la petición presentada desde la Comisión de Crimen Organizado, en su oficio número S-CJEDO-03-2020, del 19 de junio de 2020:
[bookmark: _Hlk45807024]“ARTÍCULO XXXVI. Se acordó: 1.) Acoger la petición presentada por la doctora Sandra Eugenia Zúñiga Morales, Coordinadora de la Comisión de Crimen Organizado, en su oficio número S-CJEDO-03-2020, del 19 de junio de 2020, en consecuencia, instar a todas las instancias involucradas para que propongan un proyecto que nos lleve a alcanzar este objetivo. Por lo anterior, se hace de conocimiento el presente acuerdo a las Unidades de Capacitaciones en el Poder Judicial para lo que corresponda. 2.) Remitir lo anterior al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para la definición del catálogo de variables para el campo MATERIA o EJE con la ayuda de Rectoría, así como la emisión de una directriz dirigida a los distintos componentes institucionales para que no se hagan más réplicas de SAGA para las Unidades de Capacitación hasta que se concrete una consulta técnica con DTI y la integración de SAGA a SIGA se encuentre en producción.”



10- Comisión Institucional de Trata de Personas:
a. Convocatorias a reunión: 
Reunión N° 1. Miércoles, 17 de junio de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales
Karen Leiva Chavarría 
María Fernanda Calvo Aguilar
Con el fin de conocer las propuestas de proyectos que se han presentado y respecto a la existencia de la posibilidad de concursar por un fondo federal de Estados Unidos para apoyar en el tema de Trata de Personas.

Reunión N° 2 Martes 4 de agosto por medio de la plataforma Teams
Asistentes:
Karen Leiva Chavarría 
María Fernanda Calvo Aguilar
Con el fin de que se diera a conocer la propuesta del Proyecto de trata de personas para su valoración. 

b. Redacción de otros documentos: 
Se ha trabajado en la justificación de la Ficha del Proyecto: “Mejoramiento de la actividad persecutoria del delito de Trata de personas en Costa Rica”, de la mano con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, con el propósito de buscar cooperantes que permitan consolidar su ejecución.

11-Sub Comisión de Delincuencia Organizada.

12. Convocatorias a reunión y participación
 Reunión N° 1. Viernes 3 de julio de 2020.
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Lic. Karen Leiva, Jefa de la OCRI
Zahira Chavarría, profesional de la OCRI
 Andrea Renauld letrada.
Tuvo como propósito revisar el documento base para el convenio de capacitación entre EL PAcCTO y el Poder Judicial. 

Reunión N° 2. Miércoles 8 de julio de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales
Rebeca Guardia, Directora de la Escuela Judicial
Flor Arroyo, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial
Jueza María Aurelia Rodríguez Anchía
Andrea Renauld Castro, letrada. 
Tuvo como propósito revisar las observaciones al “Módulo de Especialización en trámite de asuntos de la Jurisdicción de Crimen Organizado para personal técnico” – a cargo de Ma. Aurelia Rodríguez Anchía. 

Reunión N° 3. Jueves 9 de julio de 2020.
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales
Sra. Rebeca Guardia, Directora a.i, de la Escuela Judicial
Sra. Flor Arroyo, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial 
Msc. Edwin Jiménez, Juez de Apelación de Sentencia Penal
Andrea Renauld Castro, letrada.
[bookmark: _Hlk61903775]Tuvo como propósito examinar las observaciones al “Módulo de Especialización en la Jurisdicción de Crimen Organizado para personas juzgadoras” – a cargo del Msc. Edwin Jiménez

Reunión N° 4. Martes 21 de julio de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Zahira Chavarría
Andrea Renauld, letrada. 
Para revisar los aportes de la OCRI y de la Magistrada Zúñiga Morales, en relación con el documento base para futuras capacitaciones con EL PAcCTO

Reunión N° 5. Jueves 23 de julio de 2020.
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Dr. Daniel González (FIU)
Carmen Rodríguez (FIU), 
Flor Arroyo, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial
Andrea Renauld, letrada.
Simulacro previo a la inauguración de la I fase del Curso sobre Ciberdelincuencia.
Reunión N° 6. Miércoles 29 de julio de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Dr. Alfredo Chirino (docente)
Dr. Daniel González (FIU)
Sra. Rebeca Guardia (Escuela Judicial)
Sra. Flor Arroyo (Escuela Judicial)
Inauguración de la fase I del Curso sobre Ciberdelincuencia, organizado con apoyo de la Embajada de los Estados Unidos, en, a partir de las 17:00 horas. 

Reunión N° 7.  Martes 4 de agosto de 2020.
Asistentes: 
Mag. Sandra Zúñiga Morales
Sra. Zahira Chavarría (OCRI)
Sra. Rebeca Guardia (Directora Escuela Judicial)
Sra. Flor Arroyo (Escuela Judicial)
Sra. Marisol Barboza (Escuela Judicial) 
Andrea Renauld (letrada).
Previa a devolución de observaciones sobre documento base del proyecto de especialización en temas de interés para la jurisdicción de Delincuencia Organizada, con Grupo EL PAcCTO.

Reunión N° 8. Jueves 6 de agosto 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga 
Rebeca Guardia, Directora de la Escuela Judicial
Sra. María Oset (Paccto)
Lic. Karen Leiva (OCRI)
Sra. Zahira Chavarría (OCRI) 
Andrea Renauld (letrada) 
Para revisión de las observaciones realizadas al documento base para la aprobación de un convenio entre EL PAcCTO y Costa Rica, a fin de realizar cursos de especialización en los temas específicos de: 1) Autoría y participación en delincuencia organizada; 2) Red Jaguar y delitos ambientales; 3) Soborno trasnacional y recuperación de activos. 

Reunión N° 9. Martes 11 de agosto de 2020
Asistentes: 
Magistrada Sandra Zúñiga
Sra. Mayra Campos (Fiscalía)
Gerald Campos, Subdirector del OIJ
Sr. Erick Núñez (Defensa Pública)
Lic. Juan Gonzalo Forero (Defensa Pública) 
Andrea Renauld (letrada)
A fin de discutir los subsiguientes temas de interés para capacitaciones a cargo de Florida International University (FIU, Proyecto INL), así como el proyecto con la Embajada relacionado con la adaptación de salas de juicio a los requerimientos de realización de audiencias de Delincuencia Organizada, y otros requerimientos materiales. 

Reunión N° 10. Jueves 13 de agosto de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Sra. Katherine Reyes
Ligia Monge
Frank Harbottle 
Andrea Renauld
Para revisión de asuntos pendientes y avances en Comisiones. 

Reunión N° 11. Miércoles 2 de septiembre de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Sra. Katherine Reyes
Ligia Monge
Frank Harbottle 
Andrea Renauld
Para revisión de asuntos pendientes y avances en Comisiones. 

Reunión N° 12.  Miércoles 2 de septiembre de 2020
Asistentes:
Magistrada Patricia Solano
Magistrada Sandra Zúñiga
Sr. Jacob M. Dotty (Embajada Estados Unidos)
Sra. Mitssy Rovira (INL)
Sr. Daniel González (FIU)
Sra. Ana Carazo (FIU)
Sra. Carmen Rodríguez (consultora FIU)
Andrea Renauld (letrada).
De la Sub Comisión de Delincuencia Organizada con personeros de INL y Florida International University.

Reunión N° 13. Jueves 17 de septiembre de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Sr. Daniel González
Sra. Carmen Rodríguez
Andrea Renauld (letrada).
Personeros de Florida International University, la cual tuvo como objetivo conversar sobre resultados y fases futuras de capacitación en delincuencia organizada, correspondientes al Proyecto INL-Poder Judicial. 

Reunión N° 14. Miércoles 30 de setiembre de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Sra. Priscilla Hernández
Sra. Mitssy Rovira (INL)
Sra. Lisa Le Sage (INL) 
Sr. Daniel González (FIU)
Sra. Ana Carazo (FIU)
Sra. Carmen Rodríguez (FIU) 
Andrea Renauld (letrada).

Reunión N° 15. Jueves 8 de octubre de 2020
Asistentes:
Mag. Sandra Zúñiga
Sr. Daniel González (FIU)
Sra. Ana Cecilia Calvo 
Para presentación de proyecto sobre Protocolos de Seguridad.

Reunión N° 16. Miércoles 14 de octubre de 2020de 
Asistentes:
Mag. Patricia Solano
Mag. Sandra Zúñiga
Sra. Priscilla Hernández (INL)
Sra. Lisa Le Sage (INL)
Sr. Charles Caruso (INL) 
Andrea Renauld (letrada).


Reunión N° 17. Jueves 15 de octubre de 2020
Asistentes: 
Magistrada Sandra Zúñiga
Sra. Karen Leiva (OCRI)
Sra. Zahira Chavarría 
Andrea Renauld (letrada).
Reunión preparatoria previa al conversatorio con grupo EL PAcCTO, sobre definición de tema y modalidad de realización de cursos de especialización a futuro, en temas de Delincuencia Organizada. 

Reunión N° 18. Martes 20 de octubre de 2020
Asistentes:
Mag. Sandra Zúñiga
Sra. María Oset (Paccto)
Sra. Gloria Alves (EL PAcCTO)
Sra. Zahira Chavarría (OCRI)
Andrea Renauld (letrada).
Con grupo EL PAcCTO, sobre Hoja de Ruta 2021 y realización de cursos de especialización en los temas de: 1) Autoría y participación en Delincuencia Organizada; 2) Soborno trasnacional y recuperación de capitales; 3) Red Jaguar y delitos ambientales. 

Reunión N° 19. Miércoles de octubre de 2020, 
Asistentes:
Mag. Sandra Zúñiga
Sr. Walter Espinoza (Director OIJ)
Sr. Erick Lewis (OIJ)
Sra. Mayra Campos (Ministerio Público)
Sr. Erick Núñez (Defensa Pública)
Sr. Juan Gonzalo Forero (Defensa Pública)
Sra. Yendry Portuguez (Defensa Pública)
Sra. Kattia Escalante (Directora a.i. Escuela Judicial), 
Sra. Flor Arroyo (Gestora de Capacitación, Escuela Judicial) y Andrea Renauld (letrada).

Reunión N° 20. Miércoles 4 de noviembre de 2020.
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga
Sra. Katherine Reyes
Ligia Monge
Frank Harbottle 
Andrea Renauld
Para revisión de asuntos pendientes y avances en Comisiones. 

Reunión N° 21.  Jueves 5 de noviembre de 2020
Asistentes:
Mag. Sandra Zúñiga
Sr. Daniel González (invitado/expositor FIU)
Sra. Mayra Campos (Ministerio Público)
Sr. Gerald Campos (OIJ)
Sr. Erick Lewis (OIJ),
Sr. Juan Carlos Forero (Defensa Pública)
Sra. Yendry Portuguez (Defensa Pública) 
Andrea Renauld (letrada). 

Reunión N° 22. Jueves 19 de noviembre de 2020
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales
Sra. Mayra Campos Zúñiga (Ministerio Público)
Sr. Jorge Blanco Matamoros (OIJ)
Sr. Gerald Campos Valverde (OIJ)
Sra. Yendry Portuguez Pizarro (Defensa Pública) 
Sr. Juan Gonzalo Forero (Defensa Pública) 
Andrea Renauld Castro (letrada). 

Reunión N° 23.  Martes 15 de diciembre de 2020.
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales
Sr. Francisco Lemos Viquez
Sr. Juan Lemus
Para revisar los avances de las correcciones a los módulos de especialización en Delincuencia Organizada, asignados al sr. Francisco Lemus (Juez 5), con concesión de permiso con goce de salario. 

Reunión N° 24.  Martes 15 de diciembre de 2020
Asistentes:
Magistrada. Sandra Zúñiga
Sr. Daniel González (FIU)
Sra. Carmen Rodríguez (FIU)
Andrea Renauld (letrada), 
Y los nuevos participantes en el curso sobre Ciberdelincuencia: Srs. Marco Vinicio Bonilla Murillo, Maureen Sancho González, Frank Harbottle Quirós, Martha Brenes Montenegro, Lucía Rebeca Sánchez Jeimy Rojas Alvarado, Irma Patricia Carrillo, Gustavo Nájera Picado y Francisco Lemus.

12. Redacción de oficios

Oficio N° S-CJEDO-05-2020 de fecha 10 de julio de 2020, en el que se solicitó a Consejo Superior, una ampliación a la circular N° 73-2019, relativa a “Mejoras en los sistemas para la identificación de casos de crimen organizado”.

Oficio N° S-CJEDO-06-2020 de fecha 20 de julio de 2020, dirigido a Consejo Superior, en el que se solicita la autorización para ejecutar la I fase del curso de Ciberdelincuencia, del 29 de julio al 21de agosto de 2020. 

Oficio N° S-CJEDO-10-2020 de fecha 18 de agosto de 2020, en el que se solicitó una variación de fechas y permisos para la realización de la I fase del curso sobre Ciberdelincuencia.

Oficio N° S-CJEDO-12-2020 de fecha 20 de octubre de 2020, en el que se solicita a la Escuela Judicial, informar a la Sub Comisión de Delincuencia Organizada, sobre los avances en el proyecto de especialización regional en temas de Delincuencia Organizada, con Grupo EL PAcCTO.

Oficio N° S-CJEDO-13-2020 de fecha 15 de diciembre de 2020, en respuesta a la solicitud de información sobre cantidad de reuniones de la Sub Comisión de Delincuencia Organizada, realizada por el sr. Juan Gonzalo Forero. 

12. Redacción de otros documentos

1) Redacción de síntesis de los aspectos de interés detallados por la metodóloga Marisol Barboza, con miras a la aprobación del diseño curricular por parte de las Escuela Judicial, y su respectiva remisión al Dr. Alfredo Chirino, en fecha 15 de julio de 2020. 

2) Propuesta de proyecto de ley para llenar vacío en relación con el delito de proliferación de armas y su financiamiento, en fecha 5 de agosto de 2020
3) Ampliación de circular existente sobre mejoras al sistema de identificación de casos de delincuencia organizada, con especial énfasis en la identificación de activos. 

4) Recopilación y envío al Sr. Antonio Roma, de Grupo EL PAcCTO, de normativa costarricense de interés para los temas de: 1) Autoría y participación en delincuencia organizada, y 2) Soborno transnacional y recuperación de activos. 3) Delitos ambientales. La misma fue remitida por correo electrónico en fecha 12 de agosto de 2020. 

5) Remisión de oficio comunicando a los miembros de la Sub Comisión de Delincuencia Organizada, de los temas prioritarios para futuras fases de capacitación del Proyecto INL- Poder Judicial de Costa Rica, en fecha 25 de agosto de 2020. Se informó que dicha escogencia fue producto de la solicitud de remisión de prioridades a cada uno de los componentes de la Sub Comisión.

12. Informes 
1) Informe de labores 2020 de la Sub Comisión de Delincuencia Organizada, elaborado en fecha 27 de noviembre de 2020. 

1. Informe detallado de tareas relacionadas con la Sub Comisión de Delincuencia Organizada, con la finalidad de brindar insumos para la actividad de rendición de cuentas de la Sala, 18 de enero de 2021.  

Otras actividades
a. Colaboración para actualización de datos de nuevos participantes en la II fase del Curso sobre Ciberdelincuencia, y remisión de tablas actualizadas de listas a la Sra. Carmen Rodríguez y el sr. Daniel González, de FIU, octubre- noviembre 2020.
b. Coordinación con la Sra. Flor Arroyo para realizar convocatoria y selección de participantes a cursos organizados por UNODOC e ICMEC, en temas de explotación infantil y marcadores genéticos, noviembre 2020
c. Participación en curso UNODOC sobre explotación sexual infantil, en modalidad virtual, 24 al 26 de noviembre de 2020, de las 9:00 a las 10:30 horas.
d. Gestión ante Escuela Judicial, para concesión de permiso con goce de salario, al juez 5 Francisco Lemus Víquez, durante 2 semanas en el mes de diciembre, a efecto de que pueda completar los módulos de especialización en Delincuencia Organizada, iniciados por los jueces María Aurelia Rodríguez y Edwin Jiménez.



Resultados:  
12. Aprobación por parte del Consejo Superior, de una modificación a la circular N° 73-2019, denominada “Mejoras en los Sistemas para la identificación de casos de Crimen Organizado”, en sesión de Consejo Superior, N° 73-2020 celebrada el 21 de julio del 2020, artículo XL.
12. Inauguración del primer curso en Ciberdelincuencia producto del proyecto INL-Poder Judicial, el cual se llevó a cabo entre el 29 de julio y el 24 de agosto de 2020
12. Finalización de módulos de especialización en Delincuencia Organizada, dirigidos a jueces y personal auxiliar. Resta únicamente por conseguir recurso humano para impartición de lecciones.

12- Comisión Reglamento de comisiones

a. Convocatorias a reunión y participación
Reunión N° 1. Jueves 19 de noviembre de 2020, a las 17:00 horas.
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zuñiga Morales 
Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga
Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez
Magistrado Luis Fdo. Salazar Alvarado
Sr. Carlos Montero Zuñiga
Sr. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Sra. Nacira Valverde Bermúdez
Sr. Roger Mata Brenes
Sr. Ana María Rojas Giusti
Elaboración propuesta de la Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.

Reunión N° 2. Miércoles 25 de noviembre de 2020, a las 17:00 horas.
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zuñiga Morales 
Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga
Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez
Magistrado Luis Fdo. Salazar Alvarado
Sr. Carlos Montero Zuñiga
Sr. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Sra. Nacira Valverde Bermúdez
Sr. Roger Mata Brenes
Sr. Ana María Rojas Giusti
Elaboración propuesta de la Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.

Reunión N° 3. Miércoles 02 de diciembre de 2020, a las 17:00 horas.
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zuñiga Morales 
Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga
Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez
Magistrado Luis Fdo. Salazar Alvarado
Sr. Carlos Montero Zuñiga
Sr. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Sra. Nacira Valverde Bermúdez
Sr. Roger Mata Brenes
Sr. Ana María Rojas Giusti
Elaboración propuesta de la Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.

Reunión N° 4. Miércoles 09 de diciembre de 2020, a las 17:00 horas.
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zuñiga Morales 
Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga
Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez
Magistrado Luis Fdo. Salazar Alvarado
Sr. Carlos Montero Zuñiga
Sr. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Sra. Nacira Valverde Bermúdez
Sr. Roger Mata Brenes
Sr. Ana María Rojas Giusti
Elaboración propuesta de la Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.

Reunión N° 4. Miércoles 16 de diciembre de 2020, a las 17:00 horas.
Asistentes:
Magistrada Sandra Eugenia Zuñiga Morales 
Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga
Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez
Magistrado Luis Fdo. Salazar Alvarado
Sr. Carlos Montero Zuñiga
Sr. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Sra. Nacira Valverde Bermúdez
Sr. Roger Mata Brenes
Sr. Ana María Rojas Giusti
Elaboración propuesta de la Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.


13- Comisión Gerencial de Tecnología de la Información
a. Convocatorias y participación en reuniones

Reunión N° 1. Miércoles 09 de diciembre.
Asistentes:
Magistrada Sandra Zúñiga Morales 
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga
Magistrado Jorge Olaso Alvarez
Sra. Kattia Morales Navarro
Sr. Michael Jiménez Ureña
Sr. Orlando Castrillo Vargas
Sr. Martin Hernandez Serrano
Sr. Haideer Miranda Bonilla
Sr. Ana Eugenia Romero Jenkins
Sr. Silvia Navarro Romanini
Carlos Montero Zuñiga
Erick Mora Leiva

Además, se realizaron un total de 45 entrevistas a los y las participantes como magistrados suplentes de la Sala de Casación Penal, las cuales se detallan a continuación:

Grupo 1
Miércoles 14 de octubre de 2020
Acon NG Rosa María
González González Rafael Mayed
Camacho Morales Jorge Arturo
Campos Anchía Roque Rafael
Charpentier Celano Monique
Cortés Coto Ronald Hernán
Dumani Stradtmann Cynthia
García Chaves Alberto Jose 
Fallas Redondo David Alberto
Herrera López Aisen Francisco
Fonseca Jiménez Yadira
López Madrigal Rosibel
Mena Ayales Francisco José
Morales Jiménez Juan Carlos

Grupo 2
Martes 20 de octubre de 2020
Fernández Calvo Miguel Ernesto
Arce Acuña Angie Andrea
Fallas Calderón Manuel Gerardo
Garay Boza Norberto Enrique
Hernández Martínez Giovanni
Sánchez Delgado José Daniel
Montero Mena Gemma Elizabeth
Nicolás Alvarado Ronald Gerardo 
Olsen Villegas Andrés De La Trinidad
Ortega Jiménez Víctor Manuel
Poblador Ramírez Tomás Esteban

Grupo 3
Miércoles 21 de octubre de 2020

Porras Cascante Miguel Alejandro
Porter Aguilar Hugo
Portuguez Pizarro Yendry Patricia
Quirós Pereira José Asdrúbal
Ramírez Alfaro Eliecer Orlando
Redondo Gutiérrez Carlos Luis
Rodríguez Morales María Gabriela
Román Matamoros José Antonio
Salas Mora Blanca Iris
Salinas Durán Edwin
Jirón Calvo Jose Abraham
Segura Bonilla Rafael
Serrano Baby William
Solís Zamora Ana Isabel
Ulate Calderón Olman Alberto
Vargas González Patricia 
Viales Rosales Olga María
Víquez Carrillo Andrea
White Ward Omar Antonio
Zamora Acevedo Miguel

La Sala de Casación Penal celebró el 40 aniversario, el día 25 de noviembre de 2020, tuve el agrado de realizar la Introducción Exposición del Dr. Juan Carlos Ortiz Pradillo, profesor de la Universidad de Castilla- La Mancha, de España. “La globalización de la delincuencia y el uso delictivo de la tecnología y sus problemas procesales de investigación y prueba.



14- COMISIÓN NACIONAL DE FLAGRANCIA

I. ANTECEDENTE.

La Comisión Nacional de Flagrancia, remonta su historia en los propios orígenes del procedimiento especial de Flagrancia;  precisamente, un 25 de agosto del año 2008, cuando Corte Plena, en sesión 28-2008, artículo XV[footnoteRef:2]; y ante la necesidad de resolver; sin que implicara una reforma legal, la duración de los procesos penales, en especial respecto de aquellos que se estimaban como “sencillos” y de “fácil investigación”; acordó implementar un plan piloto que se ejecutó en el II Circuito Judicial de Goicochea. [2:  Acuerdo de Corte Plena, sesión N° 28-2008, artículo XV, del 25 de agosto 2008, aprobó el “Reglamento de Organización y Competencias de los funcionarios penales de San José, a cargo del trámite de delitos y contravenciones en flagrancia” https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/act-1-0003-303-15] 

Bajo este planteamiento, se comenzó a perfilar el diseño de un nuevo procedimiento penal que fuera i) expedito, sencillo y efectivo, ii) de calidad; iii) asegurando todos los derechos y garantías procesales; iv) que respetara las fases del proceso penal, vi) que fuera oral[footnoteRef:3]. [3:  Modelo de atención del Procedimiento Expedito de Flagrancia consiste en una Audiencia Temprana: para atender la detención, traslado inmediato ante fiscal, imputación de cargos y pruebas, diseño de acusación o solicitudes alternas, solicitud y realización de la audiencia, pronunciamiento del juez sobre flagrancia, nombramiento de defensor,  escogencia o designación de defensor, oportunidad para preparar defensa y ofrecer pruebas de descargo, solicitud de medidas cautelares, resolución sobre ellas. Se realiza la audiencia preliminar en los términos de los artículos 316 y siguientes del C.P.P., Se verifica nuevamente la posibilidad de salidas alternas o bien se concluye con el auto de apertura a juicio; y una Audiencia-Juicio oral y público: Se lleva a cabo el debate, se evacua la prueba, se oyen conclusiones y se dicta la sentencia.
] 


Esta iniciativa, fue en gran medida, el impulso de lo que hoy conocemos como el procedimiento especial de flagrancia, vertido en los enunciados de la Ley 8720[footnoteRef:4], hoy, Título VIII “Procedimiento expedito para los delitos en Flagrancia”, de nuestro Código Procesal Penal. [4:   Ley 8720, Título II, artículo 18. Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al Código Penal. Asamblea Legislativa, La Gaceta N° 77 del 22 de abril del 2009] 


Con esta modificación legal, se produjo la reestructuración organizacional de la materia penal en el Poder Judicial, estableciéndose las secciones de flagrancia, no como jurisdicción especializada, sino que, como parte de los Tribunales ordinarios. Esta transformación conllevó el necesario acompañamiento especializado, para que, en principio, estuviese vigilante de la debida ejecución de los asuntos en materia de flagrancia y además, brindaran criterio experto a las personas integrantes de Corte Plena.
La Comisión Nacional de Flagrancia, de conformidad con los artículos 67 y 85 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el   Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, es creado por Corte Plena como un órgano especial de carácter mixto y ordinario, cuya función está dirigida específicamente a dar apoyo consultivo en la materia que le ha sido designada a Corte Plena, así como, al Consejo Superior.

Esta comisión interinstitucional, está conformada por las personas Jerarcas de: a) el Ministerio Público, b) la Defensa Pública, c) el Organismo de Investigación Judicial, d) de la Dirección Ejecutiva; también la compone f) un representante de judicatura en materia de flagrancia, y, g) una persona Magistrada, designada por Corte Plena, quien funge a su vez, como persona coordinadora del órgano. Actualmente, la señora Patricia Solano Castro, Magistrada propietaria de la Sala de Casación Penal, ostenta el cargo de Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia.

La función principal de este órgano consultivo, es brindar criterio técnico jurídico y consensuado, que sirva de apoyo en las decisiones de gobierno judicial del máximo Jerarca del Poder Judicial, conocido como, Corte Plena, y brindar recomendaciones que impacten en la buena administración de la justicia, así como las cargas de trabajo entre los distintos despachos y personas colaboradoras auxiliares, en el ámbito jurisdiccional.

II. Acciones Realizadas.

a) Convocatoria a sesiones de trabajo.

Durante el año 2020, atendiéndose las medidas sanitarias implementadas para el trabajo, la Comisión Nacional de Flagrancia efectuó siete sesiones ordinarias virtuales, por medio de la plataforma Microsoft Teams, donde se analizó, discutió y deliberó en 25 asuntos que impactan en la gestión de las secciones de flagrancia, por ende, en el valor de servicio de administración de justicia; así como el tratamiento prioritario de capacitación y actualización de las personas que laboran y atienden asuntos de flagrancia, en la materia.
De esta forma, se detalla el orden de las discusiones:

a.1. Sesión número 01-20 CNF: 

1.  Las observaciones al oficio número 008-CNFLAG, referente a la “Aclaración sobre cierres colectivos y secciones de Flagrancia.”. 
1. Informe Anual de Labores del año 2019 de la Sección de Flagrancia del Tribunal de Heredia.
1. Informe de evaluación final del Plan Estratégico Institucional 2013-2018
1. Informe de la Dirección de Planificación en respuesta a consulta de la señora Ligia Arias Alegría, ex jueza de flagrancia.
1. Informe de Rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia
1. Propuesta de mejora del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y avance del rediseño del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, los resultados del:
1. Juzgado Penal de Limón, Bribrí, Batán, Pococí y Siquirres.
1. Tribunal Penal de Limón, Pococí y Siquirres.
1. Flagrancia de Limón y Pococí.
1. Consulta del Juez Andrés Olsen ante la Comisión de Flagrancia.
1. Análisis de planteamiento presentado por la señora Fiscala General ante la Comisión sobre la audiencia de competencia inicial. 

a.2. Sesión número 02-20 CNF:

I. Resultados de la reunión con la coordinación de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón. Así como informar sobre el acuerdo VIII adoptado en la sesión 01-20. 
II. Manual y Guía del procedimiento de de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología de la Escuela Judicial y observaciones realizadas por el Centro de Justicia Restaurativa. 
III. Situación del Turno Vespertino de Flagrancia de Heredia. 


a.3. Sesión número 03-20 CNF: 

1. Propuesta de rediseño del Tribunal de Flagrancia de Limón. La Dirección de Planificación informa que el Tribunal Penal de Limón es el despacho que tiene más circulante de causas penales a nivel nacional.
1. En el informe de la Dirección de Planificación 1061-PLA-OI-2020,[footnoteRef:5] se indica que, en virtud de las características de la zona, el horario vespertino no favorece el desempeño eficiente de las funciones judiciales.  [5:  https://pjcr-my.sharepoint.com/:w:/g/personal/rquirosp_poder-judicial_go_cr/Ed_J5eoPdVhJuiQW_ealvNYBOFUs6LCw31Y26VCtfnj3qg?e=Yvh3Nm

] 

Informe 
1. Propuesta de trabajo de las personas juzgadoras del Tribunal de Flagrancia de Limón, quienes, en lo conducente,  proponen “a) La realización de al menos -10- juicios unipersonales, por semana, que corresponden al Tribunal Penal de Limón, (ordinario) con la participación de un juez de la sección de Flagrancia, en el horario de las 07:00 a las 11:30 horas y de 13:00 horas a las 16:30 horas; b) Los dos jueces restantes estarían en el horario de las 17:00 a las 23:00 horas, realizando juicios unipersonales, propios de la sección de Flagrancia; c) Solicitaríamos a la Administración de los Tribunales de Limón, sea asignado un técnico supernumerario, que nos asista en los juicios a partir del 3 de agosto. En virtud de lo anterior, solicitamos su aprobación, para iniciar este proyecto de reducción del circulante del Tribunal Penal ordinario de Limón.”
1. El criterio DJ-C-266-2020 de la Dirección Jurídica sobre la posibilidad de variar jornada laboral y agregar funciones a las personas juzgadoras de los Tribunales de Flagrancia del país, sin que ello implique un ius variandi abusivo, y cuya conclusión determinó que: “el cambio de jornada sí representaría un ius variandi abusivo si no se fundamenta en criterios objetivos y si es que de forma previa los funcionarios no aceptaron esa condición cuando fueron nombrados. Lo cual no significa que pueda iniciarse algún proceso de reestructuración o reorganización con el cese de la relación laboral con responsabilidad patronal, de estimarse irremediablemente necesaria la reorganización o reestructuración, ante la posibilidad de que no exista materialmente ninguna otra forma de ofrecer un mejor servicio público más que la modificación de la jornada. En lo que atañe a la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia, esto no constituye un ejercicio abusivo del ius variandi, siempre y cuando dichas funciones no impliquen una degradación del puesto, lo cual no se considera así, ya que los cargos de juez 4 penal en flagrancia y otros tribunales penales configuran un mismo perfil competencial.”
1. Revisión del documento borrador de Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología de la Escuela Judicial.

1. Observaciones y propuesta de modificación, realizadas por el Centro de Justicia Restaurativa y la Defensa Pública, al documento borrador de Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia.

1. Aprobación de la Embajada de Estados Unidos de Presupuesto para incluir asuntos de flagrancia en el programa de Justicia Restaurativa.

a.4. Sesión número 04-2020 CNF:

1. Segunda revisión del Manual y la Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Metodología de la Escuela Judicial.  
1. Observaciones y propuestas realizadas al documento por el Ministerio Público, Defensa Pública y Justicia Restaurativa.    
1. La aprobación de la Embajada de Estados Unidos de presupuesto para incluir asuntos de flagrancia en el programa de Justicia Restaurativa.
1. Atención de consulta de la jueza Mauren Sancho González sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia. 
1. Plan de trabajo de las Secciones de Flagrancia de los Tribunales Penales, salvo II Circuito Judicial de San José, en días feriados y asuetos. 

a.5. Sesión número 05-2020 CNF:  convocada para continuar la atención de asuntos de la agenda de la sesión 04-2020. 
I. Producto de la discusión y análisis de las observaciones realizadas por parte del Ministerio Público, Defensa Pública y Justicia Restaurativa; se traslada a la persona consultora externa, las apreciaciones acogidas en el seno de la Comisión y se acuerda redactar un nuevo documento que atienda las recomendaciones y objeciones efectuadas por los miembros de la Comisión Nacional de Flagrancia. 

a.6. Sesión 06-2020 CNF, se atendieron los siguientes asuntos: 

I.  Consulta sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia, donde en lo conducente se solicita, se valores la “la asignación de una plaza de Juez/a de Trámite y de una plaza de técnico/a judicial para que brinde soporte a las secciones de Flagrancia del Tribunal Penal de Heredia.”

II. Análisis del proyecto “Criterio de la Comisión Nacional de Flagrancia sobre la forma en que deben operar las Secciones de Flagrancia en feriados y asuetos”. 




a.7. Sesión 07-2020, se trataron los siguientes asuntos: 

I. Informe de la Dirección de Planificación número 1893-PLA-MI-OI-2020, referente a la propuesta de funcionamiento de las secciones de flagrancia de los Tribunales Penales del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, (se adjunta las observaciones realizadas por la Defensa Pública). 
  
II. Criterio a la consulta realizada sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia durante los fines de semana largos. En lo conducente se acordó: “En razón de lo anteriormente expuesto, dado que el Tribunal de Flagrancia de Heredia labora en jornada idéntica a la del Tribunal Ordinario (de lunes a viernes), respetuosamente solicito al Consejo Superior que se autorice el pago del rubro de disponibilidad y horas extra (si es que efectivamente debe haber desplazamiento del personal a la sede del Tribunal si el caso lo amerita), para atender la disponibilidad de fines de semana largo y se nos indique cómo debe funcionar Sarapiquí, tomando en consideración que entre la sede del Tribunal de Heredia y la sede de Sarapiquí hay una importancia distancia geográfica y se hace necesario que para cualquier situación de urgencia en dicha sede, exista personal disponible que pueda evacuar de primera mano cualquier situación de urgencia. Agradezco atender esta gestión a la brevedad posible para disponer lo que corresponda para los fines de semana del 28 al 30 de noviembre y del 11 al 13 de diciembre, del 25 al 27 de diciembre y del 1 al 3 de enero que son los próximos que deben cubrirse este año e inicios del 2021”.

III. 
  Informe de la Dirección de Planificación número 1935-PLA_EV-2020, suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, jefe a.i. del Subproceso de Evaluación, relacionado con la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-202. IV.  Propuesta del Ministerio Público, de inclusión de los fiscales y las fiscalas de Flagrancia en los roles de disponibilidad de las respectivas fiscalías territoriales en las que trabajan, cuando su horario sea de 7:30 am a 4:30 pm.




1. Rendimiento en la gestión de consultas y pronunciamientos de la Comisión Nacional de Flagrancia
Durante el año 2020, la Comisión Nacional de Flagrancia, además de acompañar en el proceso de rediseño del modelo de trabajo de las Secciones de Flagrancia, recibió ocho (8) consultas y emitió un total de dieciocho (18) criterios o pronunciamientos que sirven de apoyo a la Corte Plena para la buena gobernanza judicial, y que marcan pautas de relevancia en materia de flagrancia, entre ellas, las siguientes:

Elaboración propia


	Pronunciamientos de la Comisión Nacional de Flagrancia 
– 2020-

	Oficio
	Tema
	Resumen
	Enlace

	01-CNFLAG
	Ius Variandi
	Solicitud de criterio jurídico previo a pronunciamiento de la CNFLAG, con relación a la variación de horario y jornada laboral de jueces y juezas de flagrancia
	


	02-CNFLAG
	Funcionamiento de las secciones de Flagrancia para feriados y asuetos
	Se solicita al Consejo Superior valorar la conveniencia institucional de mantener el servicio de las Secciones de Flagrancia para los días feriados y asuetos, modificar las disposiciones al respecto y disponer que, a partir del primero de mayo del 2020, estas Secciones no presten el servicio en esas fechas, lo anterior, con excepción del I y II Circuito Judicial de San José.
	


	03-CNFLAG
	Continuidad del servicio en las Secciones de Flagrancia en tiempos de pandemia covid-19
	La consulta se encuentra solventada con lo dispuesto en la circular No. 57-2020, en el tanto para la funcionalidad del procedimiento de Flagrancia se establece que las diligencias que deben realizarse durante la atención de la emergencia, son: ·       Audiencias iniciales (no se excluyen las de personas que se encuentran en libertad). · Rebeldías. · Continuaciones de audiencias iniciales. · Juicios de personas privadas de libertad. ·Sentencias escritas (sobreseimientos, abreviados).
	


	04-CNFLAG
	Cierres colectivos, Jueves y Viernes Santos. Incompetencia en causas tramitadas en flagrancia. 

	Se dispuso que, para los cierres colectivos, Jueves y Viernes Santos, las Secciones de Flagrancia del país, con excepción del Primer y Segundo Circuito Judicial, no deben mantener la apertura efectiva. 
Se establece que la excepción es la declinación del procedimiento de flagrancia en casos en los que corresponden, la orden es que todo se reciba y la excepción es pasar a ordinario.

	


	05-CNFLAG
	Se solicita criterio de esta Comisión en torno a una gestión de las personas juzgadoras del Tribunal de Flagrancia de Liberia, sobre su preocupación en torno a una serie de aspectos relacionados con el funcionamiento del procedimiento expedito de flagrancia en esa jurisdicción.
	La Comisión estima que lo procedente es apegarse al criterio técnico que ha sido conocido por el Consejo Superior y sobre el cual se emitió el pronunciamiento en los términos expuestos. 

	
[bookmark: _MON_1685977045]          

	06-CNFLAG
	Rediseño de Procesos de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Limón. 

	La Comisión Nacional de Flagrancia acuerda recomendar el rediseño de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, propuesto por la Dirección de Planificación en el escenario 1, a partir de un cambio de jornada laboral y la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia.

	


	07-CNFLAG
	Consulta de la jueza Maureen Sancho González, coordinadora del Tribunal Penal de Heredia. 
	Se acuerda apoyar la propuesta planteada de trasladar al día a los dos jueces de la Sección de Flagrancia de Heredia, en igual sentido tanto la Fiscalía como la Defensa Pública, están de acuerdo en adoptar las medidas necesarias, para el adecuado funcionamiento de dicho traslado, lo anterior, en el entendido de que se informó por parte de la Dirección de Planificación que ese traslado se contempla dentro de uno de los escenarios propuestos en el informe técnico
	


	08-CNFLAG
	Se solicita informar sobre la efectiva vigencia, de la Comisión Nacional de Flagrancia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación.
	Informe sobre las funciones y tareas pendientes de la Comisión Nacional de Flagrancia. 
	


	09-CNFLAG
	La Sala Constitucional tramitó el recurso de hábeas corpus N° 20-018192-0007-CO, interpuesto por Jonathan Argüello Coto, a favor de Rodolfo Wilson Williams, contra el Tribunal Penal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón.
	La magistrada Patricia Solano Castro rinde informe, en su condición de presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia, aclarando lo correspondiente al funcionamiento de la materia penal y las disposiciones institucional atinentes a la materia de flagrancia. 

	



	10-CNFLAG
	Informe de labores correspondiente a las acciones realizadas por la Comisión Nacional de Flagrancia durante el año 2020. 
	Se rinde informe anual con el propósito de ser incluido en la rendición de cuentas del Poder Judicial de Costa Rica para el año 2021.

	


	11-CNFLAG
	La jueza Mauren Sancho, coordinadora del Tribunal Penal de Heredia, solicita se valore la asignación de una plaza de juez/a de trámite y de una plaza de técnico/a judicial para que brinde soporte a las secciones de Flagrancia del Tribunal Penal de Heredia.
	Se acuerda, comunicar que no es posible aprobar la asignación de recurso adicional para dicho Tribunal, toda vez que, con base en el informe técnico de la Dirección de Planificación, en el cual se refleja el poco trabajo producido por la Sección de Flagrancia de Heredia. Además, cabe indicar que el Tribunal Penal de Heredia debe redireccionar sus acciones con el recurso humano con la cuenta actualmente.
	


	12-CNFLAG
	Apoyo de las secciones de flagrancia a las secciones ordinarias.
	Se acuerda apoyar la propuesta para que las secciones de flagrancia de todo el país, atiendan audiencias tempranas, y que además den apoyo a las secciones ordinarias celebrando debates preferentemente de personas privadas de libertad, durante los cierres colectivos, hacer este acuerdo de conocimiento por parte del Consejo Superior. Cabe mencionar que en el presente acuerdo se encontraban presentes los Gestores de la Jurisdicción Penal, quienes manifestaron su anuencia.
	


	13-CNFLAG
	Propuesta de la Dirección de Planificación para que las Secciones de Flagrancia realicen juicios durante el cierre colectivo 2020-2021.
	Se acuerda aprobar la propuesta de la Dirección de Planificación. 
	


	14-CNFLAG
	Informe de labores correspondiente a las acciones realizadas por la Comisión Nacional de Flagrancia durante el año 2020. 
	 Se remite nuevamente informe anual con el propósito de ser incluido en la rendición de cuentas del Poder Judicial de Costa Rica para el año 2021.
	


	15-CNFLAG
	La jueza coordinadora del Tribunal Penal de Heredia, la señora Mauren Sancho González, consulta sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia para los fines de semana largos.
	Se acordó que en atención a la consulta que realiza el Consejo Superior, siendo que las secciones de Flagrancia, forman parte de los diferentes tribunales penales del país, los jueces de flagrancia pueden entrar en el rol general de disponibilidad del Tribunal, la persona juzgadora que se encuentre disponible, pueda y debe atender los asuntos de personas detenidas que se presenten en ese período, tanto del ordinario como de flagrancia.

	


	16-CNFLAG
	Abordaje realizado a las oficinas de Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José (Defensa Pública – Ministerio Público – Judicatura).
	La Comisión aprueba el informe de planificación y recomienda que, al momento de hacer el cierre de San José, se realice de forma ordenada a efectos de evitar afectación al servicio y tribunales. 

	


	17-CNFLAG
	Se remiten al Consejo Superior observaciones sobre el cierre colectivo. 
	Se realizan observaciones, a efectos de que el Consejo Superior, si lo considera aportuno, gire directrices a la Dirección Ejecutiva, a efectos que las Unidades Administrativas, de los diferentes circuitos judiciales donde operan los tribunales de flagrancia, brinden los servicios necesarios para que puedan continuar con el servicio durante el cierre colectivo 2020 – 2021, en los términos que recomienda la Dirección de Planificación.

	


	18-CNFLAG
	La Fiscala General de la República, Emilia Navas Aparicio, consulta sobre inclusión de los fiscales y las fiscalas de Flagrancia en los roles de disponibilidad de las respectivas fiscalías territoriales en las que trabajan, cuando su horario sea de 7:30 am a 4:30 pm.
	La Comisión estima no existe ningún motivo para que las fiscalías tomen parte en este rol, pero se trata de una competencia que le corresponde en forma exclusiva a la Fiscalía General de la República.

	





1. Resumen

Como parte de sus objetivos y metas de trabajo, la Comisión Nacional de Flagrancia, se ha trazado brindar apoyo sustantivo a la Corte Plena, brindando criterios o recomendaciones en la materia, con el fin de que sean valoradas por el máximo jerarca del Poder Judicial, para la buena gestión y eficiencia de los procesos en materia de flagrancia; así también, esta comisión contribuye activamente en el trabajo de reorganización del modelo de trabajo de las Secciones de Flagrancia del país; que se encuentra realizando la Dirección de Planificación, por disposición de Corte Plena; bajo una visión de aseguramiento del acceso a la justicia de las personas usuarias del servicio, y, garantizando a su vez, los derechos de las personas funcionarias. 
Menester indicar que la reorganización en materia de flagrancia, es tronco fundamental para dar continuidad al proceso de rediseño del modelo penal que se está llevando a cabo en el Poder Judicial, y cuyos esfuerzos; tanto de la Dirección de Planificación, como de las personas colaboradoras que se desempeñan en la materia de flagrancia, y de esta Comisión, lo que busca es, mediante acciones de mejora continua, el aseguramiento del valor del servicio de administración de justicia; que esta sea de calidad, efectiva y brindada con eficiencia.  
Desde el mes de mayo de 2019, la Comisión Nacional de Flagrancia ha realizado una labor en conjunto con la Dirección de Planificación del Poder Judicial, con el objetivo de lograr el alineamiento organizacional de todas las Secciones de Flagrancia del país, proceso que continúa desarrollándose. 
Este proceso de rediseño está siendo desarrollado por la Dirección de Planificación como parte del “Proyecto de Rediseño del Modelo Penal” que coordina la Comisión de la Jurisdicción Penal, mediante el análisis de las cargas de trabajo y los requerimientos organizacionales, se ha elaborado estudios técnicos para determinar las necesidades reales de las personas usuarias que acceden a los servicios judiciales, el acceso a la justicia y la sostenibilidad de las Secciones de Flagrancia.
De esta forma, la Comisión Nacional de Flagrancia ha trabajado en el análisis, evaluación y elaboración de propuestas para el consenso de acuerdos y decisiones en beneficio de las personas usuarias, de la Institución y de las personas funcionarias públicas, esto bajo la pretensión de garantizar un efectivo acceso a la justicia y sin discriminación alguna.
En esta línea, la Comisión también ha realizado esfuerzos para determinar la mejor propuesta de trabajo, lo cual incluye la atención a los asuntos ordinarios por parte de las personas operadoras de justicia que laboran en las Secciones de Flagrancia, a partir de un estudio de las cargas de trabajo de los circuitos judiciales. 
Por ejemplo, a partir de los datos expuestos en los informes N°330-PLA-OI-2019 y N°749-PLA-OI-2019, ambos de la Dirección de Planificación, la Comisión Nacional de Flagrancia determinó la necesidad de mejorar la ejecución operativa en el ámbito de aplicación del procedimiento especial de flagrancia, por cuanto se sigue requiriendo generar la toma de decisiones asertivas, en función del aparato de justicia y de las personas usuarias. 
En consecuencia, atendiendo al principio de acceso a la justicia, la Comisión Nacional de Flagrancia ha tomado una serie de acuerdos trascendentales para la implementación de una propuesta de colaboración en asuntos ordinarios, considerando que las recomendaciones técnicas que ha rendido la Dirección de Planificación en sus diferentes informes, se fundamenten en datos estadísticos históricos y documentos puestos en consulta, revisados y validados con el personal de los respectivos despachos judiciales. 
Este proceso de mejora organizacional se ha ido efectuando de manera paulatina en los diferentes circuitos judiciales, atendiendo las diversas características del entorno cultural, psicosocial, el zonaje y la ubicación de los despachos, así como los factores internos de trabajo que inciden, o puedan incidir, en la buena labor que realizan los jueces y las juezas de flagrancia. 
	 
	Importante también, hacer mención, que durante el 2020, además del trabajo conjunto con la Dirección de Planificación, para el logro de las metas de esta Comisión, se ha trabajado en forma colaborativa con los representantes del Ministerio Público y la Defensa Pública, quienes, en busca de la eficiencia del procedimiento expedito de flagrancia, y claros de que se debe garantizar el principio de justicia pronta y cumplida para las personas usuarias, y con el fin de optimizar los recursos institucionales, se implementaron planes pilotos para celebrar debates unipersonales de las Secciones Ordinarias de los Tribunales Penales. Conforme se avanzó en el análisis de situación de las Secciones de Flagrancia, durante el año 2020, se adoptaron medidas para que cada persona juzgadora cumpla con las cuotas de trabajo establecidas por la Corte Suprema y el Consejo Superior, en aseguramiento de la calidad y eficiencia de los servicios de administración de justicia.

Comprometidos con el valor del servicio de administración de justicia, la Comisión Nacional de Flagrancia seguirá contribuyendo al máximo jerarca; dentro de sus funciones y competencias, al desarrollo de la gobernanza debida del Poder Judicial.



15-  Sub Comisión Penal Juvenil

Como parte de las labores que se realizaron durante el año 2020 con el apoyo del Dr. Álvaro Burgos Mata, coordinador de la Sub Comisión Penal Juvenil, me permito indicar se mantuvo un trabajo continuo de coordinación con los integrantes de este grupo de trabajo dada la relevancia de que se integren esfuerzos en el campo penal juvenil y se brinden respuestas oportunas y articuladas que respeten los principios rectores de la materia. 
Se asistió a dos sesiones de la Sub Comisión Penal Juvenil, realizadas el 14 de mayo y 17 de setiembre del 2020. 
	Desde la oficina del Dr. Álvaro Burgos Mata, se elaboraron los oficios de respuesta a las diversas solicitudes dirigidas a la Sub Comisión Penal Juvenil por parte del Consejo Superior, de la Secretaría de la Corte, Planificación, Unidad de Acceso a la Justicia, entre otros. Cuando resulta ser oportuno y luego del estudio de la consulta con el Dr. Burgos en su condición de coordinador, se procedió a direccionar las consultas a los integrantes de la subcomisión para hicieran sus aportes. Todas las respuesta recibidas, fueron analizadas para consolidar la posición de la Sub Comisión en cada uno de los temas sometidos a nuestro conocimiento, de manera que desde una óptica especializada se propusieron soluciones y abordajes de conformidad con la normativa nacional e internacional de tutela de los derechos de la población joven en conflicto con la ley, y procurando el que se garantice un servicio público de calidad, atendiéndose la “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil” que se normativizó mediante la Circular N°65-2011 de fecha 07 de junio del 2011 y que fue reiterada mediante la Circular N°174-2017 del 01 de noviembre de 2017, publicada en el Boletín Judicial N°239 del 18 de diciembre del 2017.
Se trabajó constantemente en atender situaciones especiales que se relacionan con la necesaria tutela de los derechos fundamentales de las personas menores de edad vinculadas a un proceso penal juvenil. En la línea de cumplimiento de este compromiso, se redactaron propuestas de redacción que culminaron con la publicación de las las Circulares de la Secretaría de la Corte: N°179-2020 del 24 de agosto del 2020, Legitimación de personas menores de edad víctimas para intervenir en asuntos judiciales; y N°224-2020 del 02 de octubre del 2020, Deber de ejecutar sin mayor dilación las órdenes de localización, presentación y captura emitidas por el Juzgado Penal Juvenil, aún y cuando se trate de personas menores de edad que no porten consigo un documento de identidad.
Algunos de los temas que se atendieron en la Sub Comisión Penal Juvenil y por los que se generaron oficios de respuestas, estuvieron relacionados con la revisión del Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias, el “Procedimiento para tratar datos personales en las resoluciones que se publican en Poder Judicial”, Instrumento de recolección de datos e información - los derechos humanos en la administración de justicia- justicia juvenil, análisis del movimiento de trabajo en los Juzgados Penales Juveniles durante el 2019, actualización de matriz de indicadores del Juzgado Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, lineamientos generales para la atención de personas en condición de vulnerabilidad, informe sobre labores y trascendencia de la Sub Comisión Penal Juvenil, reproducción de audiencias y juicios utilizando la consulta privada del Sistema de Gestión en Línea, gestión de la Defensoría de los Habitantes sobre los ataques sufridos por personas que laboran en la defensa de los derechos humanos, entre otros. 
Se participó en una reunión con el departamento de estadística, planificación, desarrollo organizacional, modernización institucional y varios jueces de Juzgados Penales Juveniles del país (Heredia, Cartago, Alajuela), a efecto de analizar las propuestas de la Dirección de Planificación para definir las cargas de trabajo en la jurisdicción penal juvenil
Se trabajó en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia para definir las metas del Plan Anual Operativo 2021-2022, lo que evidentemente es relevante porque las mismas nacen desde el seno de un Sub Comisión especializada en materia penal juvenil y en atención a las prioridades de la misma. 
Se redactó el informe anual de labores para el 2020 de la Sub Comisión Penal Juvenil, y se envió a la Unidad de Acceso a la Justicia.
Se han coordinado reuniones de trabajo virtuales con el Ministerio de Educación, el Patronato Nacional de la Infancia, Ministerio Público y Defensa Pública, a efectos de integrar esfuerzos interinstitucionales relacionados con la materia penal juvenil y con la intensión de tener canales de comunicación abierta con otros sectores vinculados con los intereses y protección de los derechos de la población penal juvenil en conflicto con la ley penal.  Se ha estado trabajando en una iniciativa que denominamos “Alfabetización en materia Penal Juvenil”, que pretende se instaure un día al año en que se brinden charlas a las personas menores de edad sobre sus derechos y obligaciones en relación a la aplicación de la Ley de Justicia Penal Juvenil.
Se sostuvo una reunión con el Centro de Jurisprudencia, a efectos de actualizar el espacio de la página web del Poder Judicial destinada a la materia penal juvenil. Al momento hemos estado gestionando la solicitud y envió de los “links” de acceso a varias instituciones de interés a efectos de poder ponerlos en el portal web.
Se levantó una lista actualizada del personal judicial que trabaja en la materia penal juvenil a nivel nacional, con la finalidad de poder tener contacto directo con ellos y enviarles información de interés. 
Durante todo el año 2020, se ha mantenido participación activa en el Proyecto de Mentores Judiciales, de manera que se asiste a reuniones virtuales y se revisan productos y documentos sometidos a consideración. En diciembre del 2020, participamos en una reunión en la que el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro hice un detalle de avance del proyecto, destacando la participación de la Sub Comisión Penal Juvenil. 
Se recibió capacitación para la formulación de SEVRI para la Comisión de Acceso a la Justicia y sobre la despersonalización de datos de las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Comisión.
Se realizaron dos informes de respuesta a la solicitud de criterio sobre proyectos de ley por parte de la Asamblea Legislativa: expediente 20-000119-0006-PE sobre el proyecto de ley denominado “Ley que define la competencia por materia sobre casos de menores de edad presuntos de infringir la ley de tránsito”, Expediente legislativo N° 21.814; y expediente 20-000138-0006-PE sobre el proyecto de ley denominado “Adición de incisos a los artículos 34 y 259 del Código Procesal Penal para suspender los plazos de prisión preventiva y de prescripción de la acción penal en situaciones de emergencia nacional”, expediente número 21.969.






16- Dirección Nacional de Justicia Restaurativa

La Dirección Nacional de Justicia Restaurativa se creó a partir del 20 de enero del 2019 con la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, Ley 9582, se encuentra bajo la Rectoría del Magistrado de la Sala Tercera designado por Corte Plena, a cargo del Señor Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas. La Dirección de Justicia Restaurativa ante las circunstancias de la pandemia, continúo brindando sus servicios de forma ininterrumpida, respetando todas las medidas de bioseguridad de las autoridades del Poder Judicial y del Ministerio de Salud. 
El Plan Anual Operativo, las acciones asociadas al Plan Estratégico Institucional, así como los proyectos institucionales que se ejecutan desde la Dirección, de forma innovadora se readecuaron en su modalidad de ejecución, avanzando adecuadamente, para brindar el mejor servicio de justicia restaurativa a las personas usuarias, contribuyendo además con los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

A continuación, se presentan los principales resultados obtenidos en Justicia Restaurativa de enero a octubre del 2020: 

Ampliación de cobertura de los procesos restaurativos. 

Las labores de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa estuvieron enfocadas en el mandato legal de implementar a nivel nacional los procesos de Justicia Restaurativa. Una organización adecuada, colaborativa y participativa, con el Ministerio Público, Defensa Pública, Departamento de Trabajo Social y Psicología, Centro de Resolución Alterna de Conflictos, la Judicatura en materia penal y penal juvenil, así como el ámbito administrativo, permitió, aún con las restricciones presupuestarias, la ampliación en 3 Circuitos Judiciales en Justicia Penal Restaurativa y 10 nuevos juzgados en materia penal juvenil, en 6 Juzgados Contravencionales; en relación al Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial Restaurativa se implementó en juvenil en 6 Circuitos Judiciales y en personas adultas se amplió en 2 nuevos lugares; por reglamento interno del Poder Judicial se dio inicio con el servicio del proceso para el Bienestar Integral del personal judicial. 

En la siguiente tabla se observa la ampliación de cobertura a detalle: 

Tabla 1. Ampliación de cobertura de los procedimientos de Justicia Restaurativa. Año 2020.
	Materia
	Circuitos Judiciales a diciembre 2019
	Ampliación Circuitos Judiciales 2020

	


JJR
	Alajuela
	Turrialba

	
	Cartago
	San Ramón

	
	Heredia
	Cañas

	
	Liberia
	Quepos

	
	Limón
	Buenos Aires

	
	Pérez Zeledón
	Puriscal

	
	Pococí
	Nicoya-Santa Cruz

	
	Puntarenas
	Corredores

	
	San José
	Sarapiquí

	

	

JPR
	Pavas
	
San Ramón

	
	Goicoechea
	

	
	Heredia
	

	
	Cartago
	Alajuela


	
	Pococí
	

	
	Pérez Zeledón
	Limón

	
	Puntarenas
	

	

	



Contravenciones
	JJR-Casas de Justicia San José 
	

JJR-Casas de Justicia Nicoya

	
	JJR-Casas de Justicia Cartago
	

	
	JJR-Casas de Justicia Heredia
	

	
	JJR-Casas de Justicia Puntarenas
	

	
	JJR-Casas de Justicia San Ramón
	

	
	JJR-Casas de Justicia San Carlos
	

	
	
	

	
	
JPR Pavas
	JPR Limón

	
	
	JPR Alajuela

	
	
	JPR Liberia

	
	
JPR Puntarenas
	JPR Cartago

	
	
	JPR Goicoechea

	
	
	JPR Heredia

	

	


PTDJ
	


-
	JJR San José

	
	
	JJR Limón

	
	
	JJR Pérez Zeledón

	
	
	JJR Cartago

	
	
	JJR Heredia

	
	
	JJR Alajuela

	
	

	
	JPR Goicoechea
	Pococí 


	
	JPR Heredia
	

	
	
	Pérez Zeledón 

	
	JPR Pavas
	


                                                                                                 Fuente: Elaboración propia. 

Asuntos tramitados por los Procedimientos de Justicia Restaurativa. 

Es indispensable para lograr la finalidad restaurativa que contempla la Ley 9582, que exista una cercanía entre el evento que se investiga, el abordaje del equipo interdisciplinario y la resolución judicial, así mismo cumplir con el plazo de 1 mes desde el ingreso del asunto a la Oficina de Justicia Restaurativa y la celebración de la Reunión Restaurativa y de 10 días en el caso de asuntos de flagrancia, como se contempla en el numeral 22 de dicha ley. Por ello es importante que los servicios de Justicia Restaurativa se continúen brindando de manera ininterrumpida, promoviendo el uso de la virtualidad cuando así se requiera.  
Un trabajo conjunto de la Dirección de Justicia Restaurativa, el Ministerio Público, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología, permitió a los equipos interdisciplinarios organizarse conforme la alerta en que se encuentra el respetivo Circuito Judicial, combinando las modalidades de trabajo presencial y teletrabajo, con tendencia a la utilización de la virtualidad.  Teniendo los siguientes resultados en Justicia Penal Restaurativa del mes de enero a octubre 2020:

Tabla 2. Estadística Justicia Penal Restaurativa. Enero a octubre 2020.
	Estadísticas Justicia Penal Restaurativa 
Enero-Octubre 2020

	Reuniones Restaurativas señaladas
	1331

	Realizadas
	1065

	Con acuerdo
	1050

	No hubo acuerdo
	26

	No realizadas
	268

	Aud. Verificación Señaladas
	631

	Se mantiene medida alterna
	352

	Se modifica medida alterna
	301

	Se revoca medida alterna
	68

	Se homologa indemnización seguro
	11

	Red de apoyo
	

	Coordinaciones interinstitucionales 
	3594

	Cantidad de instituciones que conforman la red
	1289

	Entrevistas (atenciones personas usuarias)
	

	Legales
	2022

	Psicosociales
	1813

	Seguimiento de medidas alternas
	679


                                                                                                                         Fuente: Datos preliminares Dirección de Planificación

En materia penal juvenil, tomando en cuenta que las plazas no son exclusivas para la atención de Justicia Juvenil Restaurativa, sino que, es una función más dentro del personal que tramita el proceso ordinario, la organización se realizó conforme la modalidad de trabajo que estableció la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, la coordinación de la Defensa Pública y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, según la disposición que tomó cada Juzgado Penal Juvenil en relación a la atención de asuntos. Y de enero a octubre 2020 se cuenta con los siguientes resultados:

Tabla 3. Estadísticas Justicia Juvenil Restaurativa. Enero a octubre 2020.
	Estadísticas Justicia Juvenil Restaurativa 
Enero-Octubre 2020

	Reuniones Restaurativas señaladas
	213

	Realizadas
	152

	Con acuerdo
	148

	No hubo acuerdo
	10

	No realizadas
	58

	Aud. Verificación Señaladas
	108

	Realizadas
	79

	No realizadas
	30

	Revocatoria
	0

	Red de apoyo
	

	Coordinaciones interinstitucionales 
	388

	Cantidad de instituciones que conforman la red
	1300

	Entrevistas
	

	Legales
	1543

	Psicosociales
	768

	Seguimiento de medidas alternas
	59


                                                                                      Fuente: Datos preliminares Dirección de Planificación 

En acatamiento al reglamento aprobado por Corte Plena en setiembre del 2019, a partir del mes de febrero del 2020, se inició la atención de los procesos de Justicia Restaurativa para el bienestar integral del personal judicial, datos que se detallarán en el apartado de dicho Proyecto.  
Durante el 2020, con gran empeño, determinación e innovación, se trabajó para mantener un servicio público de calidad, que se refleja en testimonios de personas usuarias, como los que se aprecian a continuación: 

[image: ]                        [image: ]


[image: ]                    [image: ]

Acciones que permitieron la ampliación de cobertura y alcanzar los resultados estadísticos de Justicia Restaurativa.
Conforme las funciones que estableció el Consejo Superior, la Dirección de Justicia Restaurativa de enero a octubre del 2020 dentro de sus principales actividades, desarrolló un total de 1.123 acciones, como se aprecia en el siguiente gráfico: 
Gráfico N°1 Principales acciones realizadas por la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa. Enero a octubre 2020.
[image: ]
La mayor cantidad de acciones son 355 que se agrupan en el seguimiento y atención de los equipos interdisciplinarios, donde la Dirección realiza su aporte técnico como personas profesionales en Derecho y expertas en Justicia Restaurativa; seguidas por 179 acciones administrativas, necesarias para el funcionamiento de cada una de las oficina de Justicia Restaurativa y apoyo a los equipos interdisciplinarios para que brinden un servicio público de calidad, sin dejar de lado el trabajo en equipo que se desarrolla desde la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa. 
Después se encuentran las 129 acciones de cooperación internacional, lo que denota que los proyectos siguieron su marcha, contribuyendo a los objetivos del año 2020. Se tienen 119 relacionadas con coordinaciones institucionales, forma de trabajo que caracteriza a Justicia Restaurativa para conseguir la mejor atención para las personas usuarias. 
En quinto lugar se tienen 114 acciones correspondientes a divulgación, para promover la utilización de los procesos restaurativos. Con 60 acciones se ubica lo referente a capacitación, de suma importancia en la implementación que establece la Ley de Justicia Restaurativa. 
Luego se encuentran 58 acciones de construcción de instrumentos, que fueron medulares para la reorganización del servicio en tiempos de pandemia. Con la misma cantidad de 58 acciones, se ubican las coordinaciones interinstitucionales, que denotan la interacción con otras instancias externas al Poder Judicial para poder generar mayor equidad en las personas usuarias y una atención integral que se refleja en la satisfacción del servicio brindado. 
Finalmente se observan con 31 acciones la Proyección Internacional y con 20 la proyección a la comunidad.
A continuación se presentan de forma más detallada las acciones más relevantes que se reflejan en el gráfico anteriormente expuesto: 

· Atención y seguimiento de equipos, creación de instrumentos, así como funciones administrativas. 
Se tuvo la oportunidad de realizar visitas a las oficinas de Justicia Restaurativa para un total de 8, sin embargo se implementó con gran aceptación la virtualidad, y comunicación telefónica o por correo electrónico. Lo que permitió una respuesta más oportuna, sin desplazamiento y con ahorro de tiempo así como recursos económicos institucionales.
La atención y seguimiento de equipos interdisciplinarios es de las principales funciones que desarrolla la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, labor que se encuentra a cargo de sus profesionales en Derecho. El análisis, de la información que se obtiene en las comunicaciones constantes, informes estadísticos, encuestas de satisfacción de personas usuarias, actividades de trabajo con equipos interdisciplinarios y vistas que se realizaron, dieron pie al establecimiento de estrategias consensuadas con el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para mejorar cada día el servicio público que se brinda, para mantener el nivel de satisfacción del año 2019, que fue de un 97%.
Durante el año 2020 se construyeron nuevos instrumentos de actuación, con el objetivo claro de un mayor acceso a los procesos restaurativos. Por ejemplo se aprobó el protocolo de Justicia Juvenil Restaurativa con la policía judicial; el protocolo de inserción sociolaboral de justicia juvenil restaurativa, y siempre en materia juvenil la matriz de análisis de riesgos como apoyo en la elaboración de planes reparadores más efectivos para la inserción de las personas menores de edad, todos ellos en el marco del Proyecto financiado por la Embajada de los Estados Unidos en Costa Rica. 
En materia penal, se tienen las coordinaciones de hojas de ruta con la Procuraduría General de la República y con el Instituto Costarricense de Seguros, que buscan una atención mucho más ágil y coordinada para la resolución de asuntos penales. Además el protocolo de contravenciones sin presencia de defensa técnica, para ampliar el rango de atención restaurativa. 
Finalmente los lineamientos de virtualidad que se implementaron en el mes de abril del 2020 y que fueron actualizados en el mes de noviembre del presente año, que permitieron incursionar, innovar e implementar de una forma más segura para evitar el contagio de la COVID-19, las nuevas formas de realizar diligencias y audiencias restaurativas por medios virtuales. 
No se pueden dejar de lado las acciones administrativas indispensables en toda organización, y con mucho más razón para la implementación a nivel nacional de la Ley de Justicia Restaurativa, lo que implicó ubicación de espacio físico, la conectividad y el equipo tecnológico indispensable, entre otras, para el funcionamiento de la Justicia Restaurativa en los nuevos Circuitos Judiciales.
Propiamente en la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, se implementó el Sistema Integrado de Comunicación Electrónica (SICE), el Sistema Especifico de Valoración de Riesgos (SEVRI), la Evaluación de Desempeño, se cumplió con los controles electrónicos para el seguimiento de las modalidades de trabajo ante la Pandemia, la reorganización del personal, así como la adaptabilidad a la virtualidad para el desarrollo normal de las labores que en ningún momento se interrumpió durante este 2020.

· Capacitación. 
La capacitación es indispensable para la implementación de la Ley de Justicia Restaurativa y la adecuada utilización de los instrumentos que se construyeron. Durante el año 2020 participaron de procesos de formación al menos 1.053 personas.
Se rediseñaron las capacitaciones, se realizaron formaciones en modalidad virtual sincrónica o bimodal, para un total de 83 horas capacitación, impartidas por las profesionales de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y un alcance de 566 personas capacitadas. 
Desde la Escuela Judicial se trabajó con el apoyo de personas expertas en justicia restaurativa en el rediseño de las capacitaciones que se imparten de forma presencial y se realizó en 4 oportunidades el curso de Autoformación en Justicia Restaurativa, que es completamente virtual asincrónico, alcanzando la capacitación de 231 personas. 
Se realizaron gestiones que permitieron a 8 personas de los equipos psicosociales de Justicia Restaurativa, participar del congreso internacional de Justicia Restaurativa organizado por el Instituto Internacional de Prácticas Restaurativas, en México a inicios del mes de marzo, ello con el apoyo de Gestión Humana. 
Con el inicio de la pandemia, ante la necesidad de implementar la virtualidad en las audiencias, con el apoyo de la Escuela Judicial se capacitaron 3 personas en “El ABC de la resolución de conflictos a distancia” impartida por ODR Latinoamérica, para un total de 20 horas capacitación; también se desarrolló el Conversatorio “Mejores Prácticas y desafíos de Justicia Restaurativa en etapa de ejecución”, que contó con panelistas del Estado de México y Costa Rica, y una participación de poco más de 100 personas de diferentes países de la región. Además la Escuela Judicial desarrolló el conversatorio “Fortalecimiento de los Equipos de Justicia Restaurativa: Estrategias de Negociación en el manejo positivo del conflicto”, con la partición de 14 personas de los equipos interdisciplinarios de Justicia Restaurativa. 
Finalmente en el Congreso Internacional de Justicia Restaurativa, que organizó la Dirección de Justicia Restaurativa con el apoyo de la Escuela Judicial y la Dirección de Tecnología de la Información se certificó la participación de 131 personas.  
      
· Divulgación y Proyección a la comunidad.

La divulgación se convierte en una forma de comunicación con la comunidad, permite a las personas usuarias estar informadas de los servicios restaurativos, al igual que a personas funcionarias judiciales. Durante este año 2020, se realizaron actividades virtuales con una participación de 33 personas en total. 
La campaña de Justicia Restaurativa, realizada en el año 2019 con el financiamiento de la Unión Europea, se colocó en todos los Circuitos Judiciales que atienden procesos restaurativos y se divulgó por medio del correo electrónico de Prensa y Comunicación Organizacional, así como en los monitores al ingreso de los edificios de Tribunales en los diferentes lugares del país. 
Con el apoyo de Prensa y Comunicación, se diseñó un panfleto con información general sobre Justicia Restaurativa. Desde la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, se confeccionó el folleto informativo de resultados 2019 de Justicia Penal Restaurativa, Justicia Juvenil Restaurativa y del Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial Restaurativa, información que permite llegar a persona usuarias tanto en la meseta central, como hasta las zonas más alejada del país. 
Utilizando las redes sociales entre enero y octubre del 2020, se realizaron 69 publicaciones por el Facebook, así como 8 notas de prensa. 
La comunidad es indispensable para que se desarrollen procesos restaurativos, por eso se resalta la participación que posee en las Reuniones Restaurativas, que a raíz de la pandemia se potenció de manera virtual sincrónica, o bien por medio de videos que se confeccionaron con el liderazgo de los equipos psicosociales; así mismo su integración en la red de apoyo, a octubre del año 2020, con un total de 1.300 instituciones y organizaciones en materia juvenil y de 1.289 en penal, que permite a las personas usuarias el realizar horas de servicio comunitario, donaciones o bien recibir tratamiento o horas socioeducativas. Como por ejemplo en la fotografía: el cuadro que pintó la persona imputada para donar a una institución de su comunidad; así mismo donaciones de mascarillas, servicios de mensajería a hogares de ancianos, dar clases virtuales a personas en condición de vulnerabilidad de sus propias comunidades, entre otras condiciones innovadoras para poder realizar una reparación del daño y sin riesgos de contagio de la COVID-19.
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· Coordinaciones Institucionales e Interinstitucionales. 
El trabajo en Justicia Restaurativa es interdisciplinario y busca dar una respuesta integral a las personas usuarias de la administración de justicia, lo que sin duda implica la interacción a lo interno y externo del Poder Judicial. Durante el año 2020, se realizaron al menos 57 sesiones de trabajo con otros despachos del Poder Judicial, mientras que se llevaron a cabo 42 encuentros con Jerarcas o coordinaciones del Ministerio Público, Defensa Pública y Departamento de Trabajo Social y Psicología.
Justicia Restaurativa es el Rector de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en el Poder Judicial, en total coordinación con el Viceministerio de Justicia y Paz que ejerce la rectoría en el Poder Ejecutivo; Política Pública que es producto de la cooperación internacional de EuroSocial en el año 2015 y cuyo plan de acción finaliza en el año 2021. Durante este año 2020 entre las principales acciones de la Política se logró una interacción con las Casas de Justicia a nivel nacional, para lograr la implementación del proceso de desjudicialización que señala la Ley de Justicia Restaurativa.   
Desde Justicia Restaurativa, se participó en 15 sesiones de las diferentes comisiones institucionales que se integran, donde se resaltan los siguientes aportes:  
· En la Comisión de Resolución Alterna de Conflictos (RAC), se trabajó en la confección del protocolo para la atención virtual que brindan las personas juzgadoras RAC en Justicia Restaurativa. 
· En la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se desarrolla un trabajo conjunto para consolidar la cosmovisión indígena en los asuntos donde son parte personas de pueblos originarios, con una atención en este año 2020 de 1 asunto en Turrialba y 4 asuntos en Buenos Aires, en Justicia Penal Restaurativa. 
· En la Comisión de ética y valores, se divulga e impulsan los procesos para el Bienestar Integral del Personal Judicial. 
· En la Comisión de Justicia Abierta, se participa del plan de acción de la Política Publica de Justicia Abierta, específicamente con el Proyecto de Justicia Restaurativa para el bienestar integral del personal judicial, cuyos resultados se exponen en un apartado del presente informe.   
En el espacio interinstitucional, se es invitado en el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia, espacio de interacción que permite conocer acciones pertinentes para Justicia Juvenil Restaurativa, en este año se contó con un directorio de iniciativas ante las dificultades de la COVID-19 enfocado a la atención de personas menores de edad, las que fueron conocidas por los equipos interdisciplinarios de Justicia Juvenil Restaurativa para su integración en planes restaurativos, por ejemplo horas socioeducativas en modalidad virtual dirigidas a personas menores de edad.  
Para la implementación de los procesos restaurativos en fase de ejecución, se tiene una coordinación constante con el Ministerio de Justicia. En penal, propiamente con la unidad de Monitoreo Electrónico, donde se han realizado al menos 5 sesiones de trabajo desde la Dirección y 1 mensual por parte del equipo psicosocial de Justicia Penal Restaurativa encargado de esta materia. En penal juvenil las sesiones de trabajo se realizan con el Programa de Sanciones Penales Juveniles, al menos en 6 ocasiones.
[image: ]Relacionado con el Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial (PTDJ), se integra la Comisión Nacional de Prevención y Atención Integral del Consumo de Sustancias Psicoactivas en Personas Menores de Edad (CONASPE), además se realizan sesiones de trabajo y reuniones de jerarcas del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) y del Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD) para la buena marcha del PTDJ. En este año 2020 se obtuvo la ampliación que se señala al inició del informe y además la graduación de 5 personas adultas del Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo supervisión judicial restaurativo. Transformando la vida de personas, que pasan de vivir en la calle, cometer ilícitos, a mejorar su salud, integrarse con sus familias, estudiar y hasta obtener un trabajo. 

· Proyección internacional 
[image: ]El Poder Judicial de Costa Rica destaca por ser un referente a nivel de la región en Justicia Restaurativa, lo cual es beneficioso porque promueve los intercambios internacionales que permiten adquirir nuevos conocimiento y buenas prácticas que se llegan a implementar en los procesos costarricenses, adicionalmente eso permite la sostenibilidad y consolidación en la implementación de los procesos restaurativos, que generan confianza en los cooperantes internacionales, obteniendo fondos para continuar la promoción y ampliación que exige la Ley de Justicia Restaurativa. 
En el año 2020 se realizaron al menos 12 participaciones como conferencistas a nivel internacional, las de los primeros meses de forma presencial y todas las demás aprovechando la tecnología, se dieron en modalidad virtual, como se muestra en la siguiente tabla: 
Tabla N°4. Participaciones internacionales Justicia Restaurativa. 2020.
	Actividad
	Fecha
	Persona Participante
	Acuerdo CS

	Congreso Justicia y Educación con Visión Restaurativa
Presencial:  México
Invita:  IIRP
	Del 4 al 6 de maro
	Gerardo Rubén Alfaro
	Sesión no. 11-2020, celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo LXXXII

	Participación en comisión especial para impulsar un proyecto de ley sobre justicia restaurativa y terapéutica para Colombia.
Invita: Poder Judicial Colombia
	Forma virtual en sesiones celebradas t los días martes de 4:00pm a 7:00pm (hora Costa Rica), del 12 de mayo al 07 de julio del 2020
	Michelle Mayorga Agüero
	[bookmark: x__Toc42535490]Sesión N° 57-2020 celebrada el 11 de junio del 2020, ARTÍCULO LX


	Experiencias y avances del estudio diagnóstico sobre consumo de drogas y comisión de delitos
Invita: CICAD-OEA
	1 de mayo de 2020
	Michelle Mayorga
	

	Ponencia virtual sobre el tema “Derechos procesales de la Justicia Penal Juvenil”, el próximo 11 de junio a las 3:00 p.m., hora Costa Rica. Esta invitación fue realizada por el Tribunal de Familia de la República del Perú.
	11 de junio
	Lourdes Espinach Rueda
	Sesión N° 56-2020 celebrada el 09 de junio del 2020, ARTÍCULO XXXIV

	II Precongreso “Justicia Juvenil: Teorías y prácticas restaurativas en América Latina Invita: la Asociación Latinoamericana de magistrados, funcionarios, profesionales y operadores de niñez, adolescencia y familia de Argentina.

	12 de junio 2020
	Lourdes Espinach Rueda
	Sesión N° 56-2020 celebrada el 09 de junio del 2020, ARTÍCULO XXXIV

	III Congreso Nacional e Internacional sobre mediación y Justicia Juvenil Restaurativa
Invita: Comisión Permanente de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, Poder Judicial de Perú
	16 de julio del 2020
	Michelle Mayorga Agüero
	

	Seminario virtual Buenas prácticas sobre el tratamiento como alternativa al encarcelamiento para las personas en conflicto con la ley con trastornos por consumo de drogas durante la COVID-19
	17 de setiembre
	Mag. Gerardo Rubén Alfaro Vargas
	

	I Encuentro Latinoamericano de experiencias y buenas prácticas en la atención de adolescentes en conflicto con la Ley,
Invita: Centro para el Emprendimiento y Aprendizaje Sostenible de Perú
	25 de setiembre
	Lourdes Espinach
	

	Clase magistral universitaria
Invita: Programa de actualización Penal Juvenil Universidad de San Isidro Dr. Plácido Marín, Argentina
Argentina
	30 de setiembre
	Jovanna Calderón Altamirano
	

	Charlas a profesionales que ejecutan medidas alternativas y sanciones penales juveniles en medio libre de la Corporación Opción, Chile.
Invita: Grupo Opción por los derechos de los niños y Niñas
	
7 de octubre 
	Lourdes Espinach Rueda
	

	 III Foro Latinoamericano de Justicia Juvenil Restaurativa 
Invita: Asociación Latinoamericana de magistrados, funcionarios, profesionales y operadores de Niñez, Adolescencia y Familia
(ALAMFPYONAF), Argentina
	16-17 de octubre
	Lourdes Espinach Rueda
	

	 Conversatorio Mejores prácticas y desafíos de Justicia Restaurativa en etapa de ejecución. México-Costa Rica
Invita: Poder Judicial de México y Costa Rica
	4 de noviembre 
	Adriana Ramírez
	



En el año 2020, se continúa integrando el Grupo de Trabajo Especializado de Justicia Restaurativa en el marco de del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe. El grupo fue coordinado por Guatemala, desarrolló una serie de borradores de instrumentos de actuación, que se encuentran con observaciones de los diferentes países integrantes, pendientes de su validación. Los instrumentos de actuación son: Guía para la aplicación de métodos alternos y justicia restaurativa. Diseño Curricular para la capacitación de operadores penal juvenil para la aplicación de la guía. Perfil de personas facilitadoras, mediadoras y conciliadoras. Perfil de profesional en psicología. Perfil de persona profesional en trabajo social. Perfil de persona pedagoga. Glosario de conceptos. Propiamente desde Costa Rica: 
· Se participó de videoconferencia, donde se inició la validación de la Guía; durante el mes de marzo.
· Se mantuvo una reunión con Guatemala para ampliar sobre la solicitud de revisión de instrumentos que estaban solicitando; en el mes de julio.  
· Se revisaron los instrumentos de guía, diseño curricular, perfil de la persona profesional en trabajo social y perfil de la persona mediadora; se les realizaron las respectivas observaciones en el mes de agosto. 
· Se reiteraron las observaciones realizadas en el mes de agosto y se revisaron los instrumentos: perfil de persona psicóloga, de pedagoga y el glosario de conceptos, así como el informe final de trabajo del grupo bajo la coordinación de Guatemala, realizando las respectivas observaciones en el mes de octubre. 
· Se participó en la reunión de finalización de gestión de la coordinación de Guatemala, en el pasado mes de octubre.   
   
En este año 2020, se realizó el Congreso Internacional de Justicia Restaurativa, primero que se organiza desde el Poder Judicial de Costa Rica, para ello la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa contó con el apoyo de la Escuela Judicial y la Dirección de Tecnología de la Información. Producto de la participación del Señor Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas en el mes de marzo en México, así como los enlaces que se lograron en el Proyecto que financió la Unión Europea, se contó con conferencistas de Brasil, México, Argentina, Colombia, y además con las ponencias de las personas funcionarias expertas en Justicia Restaurativa de Costa Rica. El Congreso giró en torno a la nueva realidad y los servicios de Justicia Restaurativa en tiempos de la COVID-19, la implementación de la virtualidad. Con un público de aproximadamente 175 personas durante los 3 días de actividad.
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· Cooperación Internacional.
El crecimiento y consolidación de los procesos restaurativos ha estado de la mano con la cooperación internacional desde sus inicios en el año 2012. Actualmente no es la excepción, en el año 2020: se realizó la ejecución del Proyecto Corte-Embajada USA-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa con el financiamiento de la Embajada de los Estados Unidos de América en Costa Rica, que finaliza en febrero del 2021; se inició con el Proyecto Fortalecimiento de Penal Juvenil y Justicia Restaurativa financiado por el Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), que tiene previsto culminar en diciembre del año 2021; la fase de cierre del Proyecto Regional de Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que contó con el auspicio del Programa ADELANTE de la Unión Europea. Finalmente se logró la aprobación del Proyecto de Creación de Mecanismos Interinstitucional para la promoción de la inserción social de la persona joven en la etapa de ejecución de las sanciones penales juveniles, bajo el financiamiento de EuroSocial+. Todos ellos se explican en el siguiente apartado sobre Proyectos a cargo de la Dirección de Justicia Restaurativa. 
En momentos de restricciones presupuestarias y enfrentando una pandemia, la cooperación permitió continuar con capacitaciones; procesos de divulgación; construcción de nuevos instrumentos de actuación; adquirir por medio de donaciones computadoras portátiles, que contribuyen a la participación virtual en las diligencias restaurativas; entre otros aportes para la implementación de la Ley de Justicia Restaurativa. 
Además, las actividades propiciadas con la cooperación, dieron pie a una mayor integración, mantener el servicio de calidad, personal judicial con mejores herramientas y más conocimientos para resolver los asuntos restaurativos. Mayor capacidad a nivel institucional para la formulación y ejecución de proyectos. Enlaces con países como Colombia y México, que se reflejaron en el Primer Congreso Internacional de Justicia Restaurativa organizado por el Poder Judicial, y en el Conversatorio sobre buenas prácticas en fase de ejecución. 
Además en el año 2020 se empiezan a obtener impactos en la comunidad, producto de los procesos de divulgación realizados en los 3 años anteriores con financiamiento de la Unión Europea, como se refleja en la alianza que logró realizar el equipo de Justicia Penal Restaurativa de Puntarenas con la Vice-intendente Municipal de Monteverde, para contar con un espacio físico para reuniones de Alcohólicos Anónimos, que permitió a una persona imputada culminar su procesos restaurativo y liderar dicha organización en este lugar, manifestó la persona usuaria: 
“La oficina de Justicia Restaurativa me ayudó y me sometí a ir a citas al IAFA y asistir a un grupo de AA por once meses, fue así como encontré compañeros de AA pero no se estaban reuniendo, no había local, pero la municipalidad nos prestó un lugar… fue así como pude lograr la recuperación hasta ahora, gracias a la ayuda de las personas profesionales como la psicóloga…”. (Persona usuaria Justicia Penal Restaurativa, 2020.)

Proyectos Institucionales a cargo de la Dirección de Justicia Restaurativa. 

1. Justicia Restaurativa para el bienestar integral del personal judicial. 

A continuación, se presenta la sinopsis, relacionada con el movimiento de trabajo en Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal judicial, desde el inicio de labores en el mes de febrero 2020 hasta el mes de octubre 2020.
A. Antecedentes
· El procedimiento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal judicial se crea y regula mediante Reglamento aprobado por Corte Plena en la Sesión N° 41-19 celebrada el 30 de septiembre de 2020, Artículo XIV y se basa en los principios y valores restaurativos.
· El equipo interdisciplinario de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal judicial brinda un abordaje integral centrado en la persona funcionaria y no en la conducta sancionable, generando un cambio de paradigma en la resolución de conflictos disciplinarios a lo interno del Poder Judicial. 
· La atención de casos por parte del equipo interdisciplinario inició en el mes de febrero 2020 como un plan piloto de tres años y con cobertura en el Gran Área Metropolitana (Ver artículo 49, título III -Disposiciones transitorias- en su capítulo único del reglamento del programa). 
B. Resultados
A partir del registro de casos y la información contenida en los controles internos de la Dirección de Justicia Restaurativa, se destacan los siguientes resultados durante los meses de febrero a octubre 2020: 
Gráfico N° 2. Oficinas de origen de las causas derivadas a Justicia Restaurativa. Febrero a Octubre 2020

                                                                                                              Fuente: Elaboración propia
Como se muestra en el Gráfico N° 1, al finalizar el mes de octubre 2020 ingresaron 85 casos de los cuales 66 fueron derivados por el Tribunal de la Inspección Judicial, 18 por la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial y 01 por la judicatura.
Gráfico N° 2. Ámbito laboral de las personas usuarias. Enero a Octubre 2020.

                                                                                                Fuente: Elaboración propia
De la cantidad de causas ingresadas, se visualiza que la mayoría de los casos son de personas que laboran en el ámbito Auxiliar de Justicia (OIJ, MP, Defensa Pública, Escuela Judicial, etc.), en segundo lugar del ámbito jurisdiccional (Tribunales o Juzgados), y en tercer lugar del ámbito administrativo (Administraciones Regionales, servicios generales, etc.).
Gráfico N° 3. Sexo de las personas usuarias. Enero a Octubre 2020. 

                                                                                               Fuente: Elaboración propia
Tal como se aprecia en el gráfico número 3, de la cantidad de casos ingresados hasta el mes de octubre 2020, 32 son de mujeres y 53 de hombres. 
De los 85 asuntos derivados se devolvieron 33 causas a la vía ordinaria, por no cumplir con los requisitos previstos en el reglamento, como por ejemplo: la falta de voluntariedad o la no localización por medios conocidos. Además, como dato de interés, 12 de las causas devueltas eran casos de mujeres y 21 de hombres. Del total de causas ingresadas, se realizaron 45 Reuniones Restaurativa y se mantienen 7 asuntos en trámite previo al acuerdo restaurativo.
A partir del mes de marzo, producto de la emergencia nacional por la enfermedad de la COVID-19 Justicia Restaurativa incorporó la virtualidad en todas las actuaciones, pero aún en este contexto, al cierre del mes de octubre 2020, de las 45 Reuniones Restaurativas realizadas, todas culminaron con acuerdo restaurativo, es decir, se obtuvo un 100 % de efectividad. De estas 45 causas con acuerdo restaurativo, 17 son de mujeres y 28 de hombres.
La totalidad de las causas con acuerdo restaurativo son por cobro judicial, así que suman 252 horas de abordaje psicosocial y 252 horas en educación financiera y estrategias, como por ejemplo la elaboración de presupuestos personales y familiares, planes de ahorro y 1 hora sobre comunicación asertiva por conflicto personal (charla), así como la implementación de acciones para generar nuevos ingresos a través de emprendimientos, según sus capacidades y habilidades personales, sin que generen conflictos de intereses con su relación laboral; asuntos que se encuentran en seguimiento bajo el principio de alto apoyo y alto control, realizándose durante el periodo del informe 94 seguimientos, 27 referencias institucionales y 233 acciones de coordinación para sustentar e impulsar los planes reparadores. 
Se mantiene un trabajo articulado con la Sección de Apoyo Psicológico Operacional del Organismo de Investigación Judicial (SAPSO), la Asociación Solidarista de Empleados Judiciales (ASOSEJUD) y el Servicio de Salud de Empleados Judiciales, como parte de la Red de Apoyo institucional para el programa, y se continúa con la ampliación de la red. 
Para poner en marcha el proceso restaurativo, el equipo llevó a cabo diversas acciones de coordinación, entre ellas, 18 reuniones de equipo, 16 reuniones con otras instancias judiciales y 22 reuniones con la jefatura, con ello se logró:

· La creación de un control de expedientes ingresados, tramitados, en seguimiento y devueltos a la vía ordinaria (Microsoft Excel). Además, en este documento contiene datos socio demográficos de las personas usuarias del programa. 
· Se definieron los indicadores mensuales y una agenda de trabajo conjunto.
· Se construyó la fórmula estadística para registrar el movimiento de trabajo mensual, que fue revisada por el Sub Proceso de Estadísticas de la Dirección de Planificación. 
· Un instrumento de valoración y entrevista psicosocial ajustado a la naturaleza de los casos derivados por los distintos órganos disciplinarios. 
· Un instrumento o encuesta de satisfacción, para medir la calidad de servicio y el nivel de satisfacción de las personas usuarias del programa.


Proyecto de Cooperación Internacional Corte-Embajada USA-NSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa.

Este proyecto que inició, en su II fase en febrero del 2019 y tiene fecha de finalización en febrero del 2021, durante el año 2020 continuó exitosamente su ejecución, pese a los retos enfrentados ante la pandemia por la COVID-19.

Como consecuencia de la pandemia, y con el fin de ajustarse a la nueva realidad, se modificaron las metodologías de trabajo para la elaboración de los productos. Para ello se optó por la utilización de la virtualidad y la adaptación de las actividades para asegurar una adecuada interacción e intercambio entre de los diferentes intervinientes.

[image: C:\Users\aramirezco\Documents\DIRECCIÓN NACIONAL DE JUSTICIA RESTAURATIVA\PROYECTO USA\REUNIÓN EQUIPO CONTRAPARTE\AÑO 2020\JULIO\IMAGEN 2 REUNIÓN EQUIPO CONTRAPARTE (16-07-2020).png]Se desarrollaron las 2 reuniones de equipo contraparte que se contemplaron para este año 2020, la primera en el mes de febrero por lo que se hizo de manera presencial y la segunda en el mes de junio, donde gracias a la virtualidad se contó con la participación del subdirector de INL-Embajada de los Estados Unidos en Costa Rica y desde Washington uno de los representantes de alta gerencia de NCSC. 

Uno de los mayores desafíos consistió en la integración de las personas menores de edad en las actividades para la recolección de insumos, pues implicó la búsqueda de estrategias para brindar accesibilidad a las plataformas virtuales, y que las actividades lograran ser interactivas, atractivas y motivaran la participación. Frente a lo anterior, se ejecutaron grupos focales virtuales, en los que se utilizaron presentaciones y videos interactivos. Además, se contempló el pago de recargas telefónicas, y en el proceso de convocatoria se hizo uso de una comunicación fluida y muy cercana con las personas jóvenes.

Por otro lado, en relación con algunos productos finales, también, se requirió realizar una serie de modificaciones al tenor del cumplimiento de las medidas sanitarias establecidas por las autoridades de salud y el Poder Judicial. Entre ellos, la realización de talleres virtuales con personas menores de edad, e incorporando estrategias para propiciar la accesibilidad de las personas menores de edad a la virtualidad, o bien, creando cajas de herramientas para la implementación de talleres.

[image: C:\Users\aramirezco\Documents\DIRECCIÓN NACIONAL DE JUSTICIA RESTAURATIVA\PROYECTO USA\MATRIZ DE RIESGO\PRESENTACIÓN\IMG_20200929_144017 (1).jpg]No obstante lo anterior, y gracias a la capacidad de reinventar estrategias de acción, se lograron crear productos claves para agilizar el proceso de implementación de la Ley de Justicia Restaurativa en la materia de Justicia Juvenil Restaurativa, de cara a las necesidades detectadas tanto en la población usuaria penal juvenil, el requerimiento de instrumentos de actuación que permitan implementar procedimientos restaurativos específicos, y el proceso de ampliación de la cobertura territorial (publicitación, sensibilización y capacitación tanto del personal judicial, como de las comunidades).

Siendo así, al mes de noviembre se ha cumplido con un 82% del Proyecto. Durante este año 2020 entre las principales acciones se destacan:

	
Construcción de Instrumentos de actuación

	Construcción de vídeos 
	Actividades Virtuales Realizadas
	

Donaciones 

	Protocolo para la Inserción Sociolaboral de Justicia Juvenil Restaurativa (Protocolo de actuación, instrumento digital, y malla curricular).
	Videos sobre Justicia Juvenil Restaurativa para la capacitación del personal judicial (4 videos explicativos sobre las diferentes diligencias que comprenden el proceso juvenil restaurativo)
	Taller sobre Atención de Personas con Discapacidad dirigido a personal judicial de Puntarenas (impartido virtualmente los días 29/06/2020 y 02/07/2020, a 20 personas).
	7 computadoras portátiles 

	
	
	Taller sobre Justicia Juvenil Restaurativa dirigido a Personas Funcionarias de Instituciones que brindan Tratamiento ante el Consumo de Sustancias Psicoactivas de Personas Menores de Edad en Limón (brindado virtualmente los días 17, 22 y 29/07/2020 y el 05/08/2020, a 18 personas).
	4 proyectores 

	
	
	Acto de divulgación sobre Justicia Juvenil Restaurativa dirigido al personal judicial (celebrado de manera virtual el 27/08/2020, y con participación de 11 personas)
	

	Protocolo de Interacción con la Policía Judicial de Justicia Juvenil Restaurativa.
	Videos preventivos dirigidos a personas menores de edad (2 videos cuyo objetivo es la prevención del delito en personas menores de edad).
	Capacitación sobre el Protocolo de Inserción Sociolaboral de Justicia Juvenil Restaurativa (brindada de manera virtual el día 18/08/2020, a 31 personas).
	

	
	
	Capacitación sobre el Protocolo de Interacción con la Policía Judicial de Justicia Juvenil Restaurativa (brindada de manera virtual el 21/09/2020, a 19 personas).
	

	
	
	Acto de divulgación sobre Justicia Juvenil Restaurativa dirigido a la comunidad (celebrado de manera virtual el 29/09/2020, y con participación de XX personas).
	

	
	
	Capacitación sobre la Matriz de Factores de Riesgo y Factores Protectores para la Elaboración de Planes Reparadores en Justicia Juvenil Restaurativa (brindada de manera virtual los días 06 y 23/10/2020, a 17 personas).
	

	Matriz de Factores de Riesgo y Factores Protectores para la Construcción de Planes Reparadores en Justicia Juvenil Restaurativa (Matriz digital y Manual de uso).
	
	
	

	
	
	Talleres virtuales impartidos a personas menores de edad en conflicto con la ley sobre Habilidades para la vida y Habilidades para la inserción sociolaboral (brindado mediante la plataforma Moodle, a 10 personas).
	



Proyecto de Fortalecimiento de Justicia Juvenil Restaurativa y Penal Juvenil.
El proyecto Fortalecimiento de Penal Juvenil y Justicia Juvenil Restaurativa es financiado por el Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) consiste en una cooperación internacional cuyo objetivo es la agilización de la resolución de conflictos penales juveniles, juveniles restaurativos y el abordaje de la delincuencia juvenil desde una óptica integral.
Parte de los productos que se elaborarán en el marco del presente Proyecto se contempla la implementación del Programa de Mentoría Judicial, cuyo fin consiste en la elaboración de una red de personas que funjan como mentoras de personas menores de edad en conflicto con la ley, durante el período de cumplimiento de su salida alterna, y con ello, cuenten con una guía personalizada que les permita cumplir con sus compromisos judiciales.
Cabe destacar que el presente Proyecto inició su ejecución en mayo del presente año, y durante este plazo se ha logrado elaborar la planificación y cronograma de ejecución del mismo, el documento de línea base para el Programa de Mentoría Judicial, la contratación de la fundación que brindará apoyo en el inicio del Programa de Mentoría Judicial, coordinaciones institucionales e interinstitucionales necesarias para el desarrollo de acciones, y la creación de instrumentos para el inicio del proceso de inscripción y selección de las personas mentoras.
Las anteriores acciones responden a preparativos imprescindibles para el inicio del desarrollo de los productos incluidos en el Proyecto, mismos que se estarán elaborando durante el año 2021.

 Proyecto Regional Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa.

Este proyecto es coordinado por el Poder Judicial de Costa Rica, se ejecuta en conjunto con los Poderes Judiciales del Colombia y el Estado de México, todos los productos se alcanzaron entre el año 2017 y 2019; durante este 2020 se encuentra en fase de cierre y tiene un avance del 88%. 

Proyecto de EuroSocial+

Este proyecto se formuló y presentó ante la Unión Europea en conjunto con la Defensa Pública, durante este 2020 fue aprobado y se está a la espera de la comunicación por parte de EuroSocial+ para iniciar su ejecución.



[bookmark: _Toc510690330]17- COMISION DE LA JURISDICCION PENAL.
[bookmark: _Toc25829599]La Comisión de la Jurisdicción Penal fue creada por Corte Plena en la sesión No. 60-78 del 02 de octubre de 1978, en el artículo XVII. En aquel momento, los magistrados integrantes consideraron la necesidad de crear una comisión para que visitaran los juzgados penales que presentaban una cantidad importante de asuntos pendientes y para que los integrantes de esa comisión instruyeran a los funcionarios sobre aspectos prácticos de la tramitación judicial y si era necesario, que pusiera en conocimiento de la inspección judicial las demoras que obedecían a negligencia en la función. 
Del acta de constitución se extrae: “Dice el Magistrado Odio que al examinar los informes de la Sección de Estadística del Poder Judicial, se observa que en algunos Juzgados de la materia penal va en aumento el número de asuntos pendientes, lo que acarrea un grave perjuicio para las personas que se encuentran sometidas a proceso y guardan detención, y que al elevarse la cantidad de asuntos en trámite, el problema se agudiza y es menor la posibilidad de que esas oficinas se pongan al día; que por todo ello considera urgente buscar alguna solución, para lo cual propone que se nombre una comisión, a fin de que, con vista en los datos estadísticos, sus integrantes visiten los Juzgados que tienen un mayor número de asuntos activos e instruyan a los funcionarios sobre los aspectos prácticos de la tramitación judicial…”
Posteriormente, en la sesión No. 46-79, del 13 de agosto de 1979, en el artículo XVIII, se resolvió sobre la reorganización de esta comisión, en el sentido de que su objetivo principal es ocuparse de todo lo relacionado con el sistema procesal penal para corregir defectos y uniformar criterios. 

	Coordinación de la Comisión
Actualmente, la Comisión es presidida por la Magistrada Presidenta de la Sala de Casación Penal, Patricia Solano Castro, cuya designación se realizó por Corte Plena en sesión No. 18-19 celebrada el 13 de mayo del año en curso, en la que se acordó: 
 “Tener por recibida la comunicación del Magistrado Ramírez, por ende, tener por designada a la Magistrada Solano como coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal.”

Objetivo de la Comisión. 

La Comisión de la Jurisdicción Penal ha funcionado como un ente de apoyo para los órganos superiores del Poder Judicial, así como para los operadores del derecho penal y funcionarios y funcionarias en la materia, en lo que se refiere a la interpretación de la normativa atinente, de manera consecuente con los fines de su creación. Asimismo, emite criterios jurídicos de relevancia que se requieren para la toma de decisiones en la materia penal por parte de los órganos superiores del Poder Judicial como Consejo Superior y Corte Plena, esto, sin referirse a casos concretos que se encuentren en la vía judicial. 
Se trata de la comisión que abarca la jurisdicción más grande del Poder Judicial, en cuanto a cantidad de funcionarios que laboran en la materia penal, así como la carga laboral más importante de la institución, por lo que se reciben más de 200 consultas al año y se sesiona al menos una vez al mes de forma ordinaria. Actualmente la Comisión lidera el Proyecto del Rediseño y Mejora Integral del Modelo Penal que se ejecuta por parte de la Dirección de Planificación, mismo que valga indicar, surgió en el seno de esta comisión, misma que ha coordinado todas las acciones relacionado con la operatividad del sistema de administración de justicia penal en medio de la pandemia ocasionada por el virus del Covid-19.
El Proyecto de Mejora Integral del Modelo Penal, es ejecutado por la Dirección de Planificación, la cual requiere de la asesoría técnica de la Comisión no solo en lo referente a la interpretación de la normativa atinente sino de la forma de operar los diferentes tribunales, de manera que se pronuncia sobre los informes de previo a que sean remitidos para su aprobación al Consejo Superior, siendo que posteriormente vigila su implementación. 
El proyecto tiene como objetivo principal la disminución en los tiempos de respuesta a las personas usuarias para la resolución de las causas en la materia penal e incrementar la efectividad de audiencias y debates con la respectiva articulación con el ámbito auxiliar de justicia. De modo que se encuentra alineado con el Plan Estratégico Institucional de Modernización (Innovación) de la Gestión Judicial y con su objetivo de sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad.
En lo referente al funcionamiento de este proyecto y los objetivos alcanzados, se adjunta el informe 897-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, de fecha 18 de junio de 2020, en el cual se recopila la información al respecto. 
Con la ejecución de este proyecto la mora judicial ha disminuido significativamente y se han logrado avances importantes en la mejora del sistema de administración de justicia penal, sobre todo con la implementación de cuotas de trabajo. 
Desde abril de 2020 fue asignado un gestor a la Comisión y en el mes de julio, por el volumen de trabajo originado en la emergencia nacional por la pandemia, se asignó un segundo gestor; funcionarios que han sido de gran valía y ayuda por cuanto han facilitado no sólo coordinar acciones con los tribunales penales y órganos auxiliares de justicia, sino confección de directrices en lo referente a la prestación de servicios en la materia penal en la atención de la emergencia ocasionada por la enfermedad del Covid-19. 
También se han sostenido varias sesiones de diálogo con el Ministerio de Justicia y Paz y con el Ministerio de Salud, para lograr las coordinaciones necesarias para mantener el servicio de administración de justicia penal en tiempos de crisis como la actual.

Integrantes de la Comisión

La Comisión está integrada por personas representantes de diferentes oficinas institucionales:

	Mag. Patricia Solano Castro 
	Magistrada Sala Casación Penal Presidenta.

	Mag. Sandra E. Zúñiga Morales
	Magistrada Sala Casación Penal.

	Mag. Alicia Salas Torres 
	Magistrada suplente Sala Constitucional.

	Mayra Campos Zúñiga
	Ministerio Público.

	Juan Carlos Pérez Murillo
	Director General de la Defensa Pública.

	Walter Espinoza Espinoza
	Director General del Organismo de Investigación Judicial.

	Lic. Ronald Gdo. Nicolás Alvarado
	Representación de los jueces y juezas penales.

	Lic. Danilo Enrique Segura Mata 
	Representación de la jurisdicción penal juvenil.

	Licda. Cinthya Saenz Valerio 
	Representación de la jurisdicción contravencional.

	Odilie Robles Escobar
	Representación de los Jueces y Juezas de Ejecución de la Pena.

	Lic. Gary Amador Badilla 
	Integrante del Consejo Superior





Estado General de las Consultas de la Comisión.
Gráfico general de la atención de las consultas para el año 2020.




Consultas recibidas por la Comisión de la Jurisdicción Penal.

Durante el año 2020, la comisión recibió un total de 279 consultas, las cuales se detallan a continuación:
	Consulta
	Tema

	001-2020
	Oficio 13193-19 del Consejo Superior, al respecto de lo acordado en sesión 107-19 del 10 de diciembre del 2019, artículo XLIX, sobre el plazo de los asuntos sometidos en conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal. 

	002-2020
	Oficio 2174-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, remitiendo informe relacionado con los movimientos de trabajo en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles durante el 2018 y el último quinquenio. 

	003-2020
	Oficio 2176-PLA-2019 de la Dirección de Planificación, copiando a la Comisión, oficio dirigido a la Dirección de la Defensa Pública, al respecto del informe 749-PLA-2019, sobre el estudio de rediseño realizado a la Defensa Pública de turno extraordinario y Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José. 

	004-2020
	Oficio 13462-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 106-19 del 05 de diciembre de 2019, artículo XXV, sobre lo atendido mediante el oficio CJP232-2019, al respecto de la negativa del O.I.J. al realizar ordenes de presentación en materia contravencional. 

	005-2020
	Oficio 2204-PLA-OI-2019, de la Dirección de Planificación, al respecto del taller de presentación del modelo de tramitación de los Tribunales Penales.

	006-2020
	Oficio 006-P-2020 del Despacho de la Presidencia de la Corte, remitiendo gestión de parte de la Defensoría de los Habitantes, mediante la cual solicita el criterio de la Comisión al respecto de los casos donde la imputada este en periodo de lactancia y tenga que trasladarse a juicio.

	007-2020
	Oficio Nº 02-CLP-2020, de la Comisión de Monitoreo y Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, solicitando a la Comisión de Asuntos Penales para que se emita directriz de manera que los Tribunales de Juicio agenden con prioridad estos procesos de Ley de Penalización y los delitos sexuales, después de “reo preso”.

	008-2020
	Oficio 721-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 110-19 del 19 de diciembre del 2019, artículo XXVII, relacionado con el oficio CJP231-2019 del criterio de la Comisión respecto al oficio CACC-01-2019.

	009-2020
	Oficio 888-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 109-2019, del 17 de diciembre de 2019, artículo XXVIII, sobre situación de la Defensa Pública de Liberia, en cuanto a resolver situaciones atientes a la disponibilidad, solicitando criterio de la Comisión.

	010-2020
	Oficio 828-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 05-2020, del 21 de enero del 2020, artículo LXXIV, al respecto del oficio de la Comisión CJP228-2019 y CJP001-2020, relacionado con los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos.

	011-2020
	Oficio 794-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 110-19 del 19 de diciembre del 2019, artículo LIII, donde se acordó tomar nota de lo comunicado mediante oficio CGTI-27-2019, de la Comisión Gerencial de Tecnología, relacionado con el tema de acceso a los expedientes judiciales por parte de los abogados particulares que no forman parte del proceso, atendido por la comisión mediante oficio CJP046-2019.

	012-2020
	Oficio 152-PLA-MI-OI-2020, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe relacionado con la modificación del cronograma del Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal.

	013-2020
	Correo de fecha 05-02-2020, del señor Carlos Alfonso Mora Mora, del Juzgado Contravencional de Pavas, en atención a la circular 003-2003, gestión 1483-2018, sobre el nombramiento de un defensor público en causa por lesiones levísimas, se copia a la comisión.

	014-2020
	Oficio 180-PLA-ES-2020 de la Dirección de Planificación, en atención a la incidencia de mejora planteada por Marcela Chacón Chacón del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, donde solicita a la Dirección de Tecnología de Información y al Subproceso de Estadística realizar un cambio en el informe mensual estadístico que se genera desde la plataforma sigma, denominado “Informe mensual Tribunal Penal y Flagrancia EJ-08_10_11”; a fin de no mostrar aquellos intervinientes que se registran en el sistema informático como “Imputado Inhábil”.

	015-2020
	Oficio 1304-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 10-2020, del 6 de febrero del 2020, artículo XL, sobre oficio CJP007-2020 del informe 1531-PLA-ES-2019, de los cuadros estadísticos sobre los homicidios dolosos durante el 2018 y el último quinquenio.

	016-2020
	Oficio 1445-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de la sesión 11-2020 del 11 de febrero del 2020, artículo LXVII, sobre la Ley de Penalización de Violencia Contra la Mujer por razón de género bajo el ámbito de la Ley de Penalización de Violencia Contra la Mujer y el Convenio Belém do Pará, atendido mediante oficio CJP012-2020.

	017-2020
	Oficio 1467-2020 de Corte Plena, comunicado acuerdo de sesión 03-2020 del 20 de enero del 2020, artículo XXV, sobre la reforma de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, puede estar relacionado con la consulta 07-2020(Oficio Nº 02-CLP-2020, de la Comisión de Monitoreo y Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, solicitando a la Comisión de Asuntos Penales para que se emita directriz de manera que los Tribunales de Juicio agenden con prioridad estos procesos de Ley de Penalización y los delitos sexuales, después de “reo preso”).

	018-2020
	Oficio 1471-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 03-2020 del 20 de enero del 2020, artículo XXVI, sobre la consulta que realiza el Consejo de Administración de Grecia, sobre la aplicación de la circular 156-2013, atendido mediante oficio CJP219-2019.

	019-2020
	Oficio 1516-2020 del Corte Plena, comunicando oficio 002-JCMCP-2018 del señor Carlos Alfonso Mora Mora, Coordinador Judicial del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Pavas, solicitando aclaración o interpretación del acuerdo adoptado por Corte Plena en sesión 54-02 del 02 de diciembre de 2002, artículo XVII. y el oficio JEFDP-144-2020 de la señora Diana Montero Montero, jefa de la Defensa Pública, como respuesta.

	020-2020
	Oficio 246-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el análisis y cuadros estadísticos de los movimientos de trabajo en los Tribunales Penales, durante el 2018 y el último quinquenio.

	021-2020
	Oficio 284-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe de rediseño del proceso del modelo penal mediante nuevas tecnologías de información del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Cañas.

	022-2020
	Oficio 287-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el rediseño del Proceso Penal, del Juzgado Penal de Sarapiquí.

	023-2020
	Oficio 285-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia.

	024-2020
	Oficio 104-STGAJ-2020 de la Secretaría Técnica de Genero y Acceso a la Justicia, referente al informe sobre las medidas y actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a lo ordenado en la resolución 19-010316-0007-CO, sobre las políticas institucionales del Poder Judicial.

	025-2020
	Oficio DVV-S1-024-2020, de la señora magistrada Damaris Vargas V, coordinadora de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, trasladando la gestión planteada por la señora Ariana Céspedes López, Fiscala Adjunta Indígena, relativo a las ayudas económicas a las personas indígenas.

	026-2020
	Oficio 25-SEGA-2020 de la Auditoría Judicial, solicitando indicar las acciones realizadas, por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, así como la evidencia respectiva, en relación con las sugerencias números 1 y 2 contenidas en el Informe de Advertencia N° 932-47-SAO-2019 del 13 de agosto de 2019, relacionado con “…Los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos”, conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 75-2019 del 27 de agosto de 2019.

	027-2020
	Oficio 2081-2020, del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 11-2020 del 11 de febrero del 2020, artículo LV, sobre el oficio Nº 124-PLA-ES-2020 del 28 de enero en curso, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, remite el informe suscrito por la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya, Jefa del Subproceso de Estadística, relacionado con un resumen de aquellos expedientes que, al 30 de junio de 2019, todavía se encontraban activos en los diferentes despachos judiciales de primera instancia. 

	028-2020
	Oficio 13-Mag.2.SCP-2020, de la Dirección de Planificación, relativo a la respuesta de porqué no se le incluyo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, en la evaluación del plan institucional 2013-2018. 

	029-2020
	Oficio 2108-2020 de Corte Plena, comunicado acuerdo de sesión 06-2020, del 10 de febrero del 2020, artículo XVIII, sobre oficio 362-DG-2017, sobre el informe de cuenta de la Comisión de Enlace Corte - O.I.J. sobre la Ley Contra la Delincuencia Organizada. 

	030-2020
	Oficio 2272-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 18-2020 del 5 de marzo del 2020, artículo LII, sobre los oficios 322-PLA-PP-2020 de la Dirección de Planificación y DGPN-SD-242-2019, sobre "Lineamientos sobre Formulación, Ejecución y Evaluación del Presupuesto de la República". 

	031-2020
	Oficio 320-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, relativo al oficio 461-PLA-2018, sobre el Modelo de Atención del Organismo de Investigación Judicial, atendido mediante oficio CJP183-2019. I

	032-2020
	Correo de fecha 07 de marzo del 2020, del señor Luis Guillermo Araya Vallejos, comunicando problemática que se da en el Tribunal Penal de Santa Cruz, con relación a los asuntos de Crimen Organizado y la falta de personal de la Defensa Pública. 

	033-2020
	Oficio 014-CCPJ-2020, del Centro de Conciliación del Poder Judicial, solicitando aclarar lo manifestado por la Mag. Patricia, en el acuerdo de Corte Plena del 10 de febrero del 2020, artículo XXIV, sobre la gran cantidad de asuntos prescritos en dicho Centro. 

	034-2020
	Oficio 2300-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 16-2020, del 27 de febrero del 2020, artículo LV, relacionado con el "Procedimiento para la Grabación de las Audiencias Orales y Actos de Investigación atendido mediante oficio CJP023-2020. 

	035-2020
	Oficio 015-CCPJ-2020, del Centro de Conciliación del Poder Judicial, dando respuesta al oficio 2118-2020 del 10 de febrero del 2020, artículo XXIV, relativo a la propuesta de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, remite proyecto de Ley. 

	036-2020
	Oficio DJ-944-2020 de la Dirección Jurídica, remitiendo oficio DGT-284-2020 de la Directora General de Tributación del Ministerio de Hacienda, sobre la resolución sobre el trámite de los mandamientos judiciales. Dan 15 días.

	037-2020
	Oficio 343-72-SEGA-2020 de la Auditoría Judicial, remitiendo informe sobre el resultado del seguimiento de las sugerencias de Auditoria dirigidas a la Comisión de la Jurisdicción Penal. Referencia CJP228-2019 y CJP033-2020.

	038-2020
	Oficio 2740-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 17-2020 del 3 de marzo del 2020, artículo LIII, sobre la aprobación del Protocolo de Cadena de Custodia en el manejo de los procesos penales, atendido por la Comisión mediante oficio CJP195-2019.

	039-2020
	Oficio 2119-2020 de Corte Plena comunicando acuerdo de sesión 06-2020 del 10 de febrero del 2020, artículo XXIV, referentes a la propuesta de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a la obligatoriedad de los jueces y juezas en sus diferentes materias de incorporar el mecanismo de resolución alternativa de conflictos. 

	040-2020
	Oficio 474-PLA-PE-2020, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe suscrito por el Máster Allan Pow, jefe de Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con el seguimiento de los proyectos estratégicos, a los cuales da seguimiento esta Dirección. 

	041-2020
	Oficio 2826-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 17-2020 del 03 de marzo del 2020, artículo XLIX, sobre las Reglas para el dictado de las sentencias orales o escritas en las distintas jurisdicciones del país, atendido por la Comisión mediante oficio CJP113-2019/CJP030-2020. 

	042-2020
	Oficio 2817-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 17-2020 del 3 de marzo del 2020, artículo XLVII, sobre la revisión del acta de la visita del Tribunal de la Inspección Judicial al Circuito Judicial de Limón, atendido por la Comisión mediante oficio CJP025-2020.

	043-2020
	Oficio 2818-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 17-2020 del 03 de marzo del 2020, artículo XLVIII, relacionado con el acta de visita realizada por el Tribunal de la Inspección Judicial al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Atendida mediante oficio CJP026-2020.

	044-2020 
	Oficio 2820-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 17-2020 del 03 de marzo del 2020, artículo L, relacionado con Criterio de la Comisión sobre el la rogatoria de la Agencia de Protección de Datos, atendido por la comisión mediante oficio CJP029-2020. 

	045-2020
	Oficio 2914-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican el acuerdo de la sesión 21-2020, del 24 de marzo del 2020, artículo XI, mediante el cual se acordó aprobar el informe "resumen del Anteproyecto de Presupuesto y el Plan Anual Operativo, correspondiente a cada una de las Comisiones Institucionales y del Programa Hacia Cero Papel y el Consejo de Personal". 

	046-2020
	Oficio 3025-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunica el acuerdo de sesión 24-2020 del 19 de marzo del 2020, artículo LXXI, relacionado con los resultados de la visita realizada en el Juzgado Mixto de Sarapiquí, por parte de la Inspección Judicial, atendida mediante oficio CJP035-2020. 

	047-2020
	Oficio 3075-2020 del Consejo Superior, comunicando el acuerdo de sesión 24-2020, del 19 de marzo del 2020, artículo LXX, sobre los cuadros estadísticos de personas fallecidas por accidentes de tránsito ocurridas en el 2018 y que fueron atendidas por los oficiales de la Policía Judicial del O.I.J. atendido mediante oficio CJP039-2020.

	048-2020
	Oficio MJP-227-03-2020 del Ministerio de Justicia y Paz, remitiendo consultas ante la emergencia sanitaria nacional producto del virus COVID-19, en aras de proteger los derechos fundamentales de la población penitenciaria, así como adición de la Magistrada Sandra Zúñiga. 

	049-2020
	Oficio CACC-101-2020, de la Unidad de Acceso a la Justicia, remitiendo acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

	050-2020
	Oficio 2971-2020 del Consejo Superior remitiendo acuerdo de sesión 24-2020, del 19 de marzo del 2020, artículo LXXII, sobre el informe 1264-PLA-2019, de la Dirección de Planificación, relacionado con los cuadros estadísticos sobre movimientos de trabajo en las fiscalías penales durante el 2018 y el último quinquenio. Atendido por la Comisión mediante oficio CJP037-2020. 

	051-2020
	Oficio 3261-2020 del Consejo Superior, remitiendo el acuerdo de sesión 30-2020, del 31 de marzo del 2020, artículo LIV, sobre el informe de la Dirección de Planificación 516-PLA-2020 sobre el acatamiento al punto 1.3 de la circular 57-2020, relacionado con las disposiciones para el funcionamiento del sistema de justicia penal, ante el Covid-19. 

	052-2020
	Oficio 3239-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 20-2020 del 12 de marzo del 2020, artículo LII, sobre los principales resultados obtenidos del análisis de las “Personas detenidas a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país al finalizar el 2018, atendido por la Comisión mediante oficio CJP069-2020, pronunciamiento que no se hecha de menos en el informe de Planificación.

	053-2020
	Oficio 3406-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 29-2020 del 27 de marzo del 2020, artículo único, sobre el oficio 02-Mag.2.CSP-2020 de la Presidenta de la Comisión de la Jurisdicción Penal la Magistrada Patricia Solano,  en relación con la atención de la emergencia por contagio de la enfermedad Covid-19 en el Poder Judicial, según la cual, se solicitó a los gestores de las diferentes materias y jurisdicciones una propuesta de plan de trabajo para la atención de las oficinas durante este periodo indefinido de cierre. 

	054-2020
	Oficio CACC-130-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, remitiendo acuerdo de sesión virtual del 31 de marzo del 2020, artículo V, solicitando a la Comisiones Jurisdiccionales, emitan las listas de personas juzgadoras por materia que estiman conveniente sean capacitadas con prioridad en la temática de "Promoción de la autonomía personal de las personas con Discapacidad". 

	055-2020
	Oficio 548-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite informe correspondiente al rediseño del modelo penal, ara el circuito judicial de Puntarenas.

	056-2020
	Oficio 3696-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXXIII, sobre el oficio 409-PLA-2019 de la Dirección de Planificación, relativo a los 13 cuadros estadísticos y análisis, sobre los movimientos de trabajo en los juzgados competentes en materia Penal Juvenil Durante el 2017, atendido por la Comisión mediante oficio CJP185-2019. 

	057-2020
	Oficio 3706-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXXXI, sobre el informe 1090-PLA-ES-2019, de la Dirección de Planificación relacionado con las muertes ocurridas por homicidio culposo en Costa Rica durante el 2018 y que fueron atendidas por el O.I.J. atendido por la Comisión mediante oficio CJP040-2020. 

	058-2020
	Oficio 3703-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXXX, sobre el informe 1354-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con los movimientos ocurridos para la temática de personas fallecidas en Costa Rica por suicidios durante el 2018, atendido por la Comisión mediante oficio CJP041-2020. 

	059-2020
	Oficio 559-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación remitiendo informe relacionado al proyecto de mejora integral del proceso penal, sobre algunos aspectos en los Juzgados Penales y Juzgados de Ejecución de la Penal, que se requieren sean analizados por la Comisión. 

	060-2020
	Oficio 3795-2020 de la Secretaría de la Corte, canalizando la gestión del señor M.Sc. Juan Diego Quirós Delgado, mediante el cual plantea la idea de utilizar las videoconferencias para las audiencias orales. 

	061-2020
	Oficio 3741-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXIX, mediante el cual se conoció el oficio 320-PLA-MI-2020, relativo al informe relacionado con el "Modelo de atención del Organismo de Investigación Judicial".

	062-2020
	Oficio 3802-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 30-2020 del 31 de marzo del 2020, artículo XXV, mediante el cual se conoció el oficio 2173-PLA-OI-2019, relacionado con el análisis del tema de disponibilidad que atienden las juezas del Juzgado Penal de Cartago en materias especializadas como Penal Juvenil, Pensiones, Contravenciones y ejecución de la pena. 

	063-2020
	Oficio 3631-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo XXV, mediante el cual se conoció el tema referente al informe relacionado con los accesos, permisos y perfiles creados para el registro de anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos (SREM).

	064-2020
	Oficio 3745-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 24-2020, del 19 de marzo del 2020, artículo XV, mediante el cual se conoció el oficio DJ-C-105-2020, sobre la negativa del Organismo de Investigación Judicial de realizar ordenes de presentación en materia Contravencional. 

	065-2020
	Oficio 3863-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 38-2020 del 17 de abril del 2020, artículo I, sobre el oficio PJ-DGH-CAP-022-2020, de la Dirección de Gestión Humana remitió la proyección presupuestaria para permisos con goce de salario con sustitución para personal judicial becado, así como ayudas económicas para actividades de capacitación y becas correspondientes al año 2021. 

	066-2020
	Oficio 3958-2020 del Consejo Superior, de sesión 32-2020, del 2 de abril del 2020, artículo LX, relativo al oficio 1623-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre los movimientos de trabajo de los Juzgados Penales Juveniles, durante el 2018, atendido por parte de la Comisión mediante oficio CJP058-2020. 

	067-2020
	Oficio 3906-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 38-2020 del 17 de abril del 2020, artículo VIII, sobre la información concerniente a la formulación presupuestaria para el 2021. 

	068-2020
	Oficio 610-PLA-2020 de la Dirección de Planificación, sobre circular 57-2020, donde se acordó valorar los casos que actualmente se encuentran con prisión preventiva próximos a vencer, durante abril, mayo y junio se solicita a la Comisión implementar el desarrollo de protocolo de actuación en audiencias virtuales mediante el uso de software Microsoft Teams, y dar seguimiento. 

	069-2020
	Oficio 4069-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 40-2020 del 23 de abril del 2020, artículo LXXVII, sobre la inclusión a las circulares del Covid-19, lo concerniente a la materia Penal Juvenil. 

	070-2020
	Oficio 623-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación en atención al oficio de la Comisión CJP034-2020 al respecto del informe 278-PLA-EV-2020 del Plan Estratégico Institucional 2013-2018. 

	071-2020
	Oficio 4080-20 del Consejo Superior, de sesión 41-2020 del 28 de abril del 2020, artículo LXXXV, donde se conoció el oficio 516-PLA-2020, sobre los instrumentos de medición para los despachos judiciales oficio 31-Mag.2.SCP-2020. 

	072-2020
	Oficio 4023-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 38-2020 del 17 de abril del 2020, artículo X, sobre lo concerniente a la formulación presupuestaria para el 2021 de las subpartidas 10701 y 10702 sobre actividades de capacitación y protocolarias. 

	073-2020
	Correo de parte del despacho de la Presidencia de la Corte, de fecha 05 de mayo del 2020, mediante el cual remite el oficio INAMU-PE-0270-2020, mediante el cual solicitan al Poder Judicial, definir directrices para impulsar políticas nacionales para la igualdad y equidad de género, con las instituciones públicas las instancias estatales que desarrollan programas para las mujeres y las organizaciones sociales ante en el contexto de la pandemia por el Covid-19, en resguardo de la niñez. 

	074-2020
	Correo del señor Nelson Campos Vega, de fecha 6 de mayo del 2020, mediante el cual consulta a la Comisión al respecto de los sobreseimientos definitivos y otras gestiones. 

	075-2020
	Oficio 653-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe sobre los movimientos de trabajo del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José, durante el 2019 y el último quinquenio. 

	076-2020
	Oficio DP-26-2020 del Despacho de la presidencia, mediante el cual le solicitan a la Comisión de parte de la Comisión de Emergencias, la remisión de una propuesta sobre la implementación de aquellos servicios que paulatinamente se tendrán que reanudar en vista a la flexibilización de las medidas adoptadas por el Poder Ejecutivo, ante la declaratoria de emergencia por el Covid-19. 

	077-2020
	Oficio 666-PLA-2020 de la Dirección de Planificación solicitando lineamientos en cuanto a las audiencias orales en materia contravencional.

	078-2020
	Oficio 671-PLA-EV-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite copia de la solicitud de diseñar un protocolo para la atención de asuntos en forma virtual en audiencias de tránsito.

	079-2020
	Oficio 4190-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 28-2020 del 26 de marzo del 2020, artículo XLV, donde se conoció el informe 389-PLA-ES-2020, sobre los movimientos de trabajo del Juzgado de Ejecución de la Pena, durante el 2018 y último quinquenio.

	080-2020
	Oficio 674-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación mediante el cual remiten listado de los tipos de audiencias, estados y motivos de cancelación de debates señalados que se reflejan en los informes de Agenda Cronos, para la generación de informes en materia penal. 

	081-2020
	Oficio DVV-S1-060-2020 de la Magistrada Damaris Vargas, mediante la cual invita a participar de una capacitación sobre el Sistema de Monitoreo de Cambios de Uso de la Tierra en Paisajes Productivos, para la semana del 25 al 29 de mayo del 2020. 

	082-2020
	Correo de la señora Sara Jiménez Torres de la Contraloría de Servicios, de fecha 11 de mayo del 2020, mediante el cual solicita el criterio de la Comisión al respecto de una audiencia que no se realizó y el Ministerio Público no aviso a los testigos, los cuales sí se presentaron y generó molestias.

	083-2020
	Correo del señor Danny Durán Cerdas de fecha 11 de mayo del 2020, mediante el cual solicita autorización para realizar vista oral, por medio de la plataforma MS Teams.

	084-2020
	Oficio 4363-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 43-2020 del 5 de mayo del 2020, artículo LXII, donde se atendió el oficio 32-Mag.2.SCP-2020, relativo a la modificación del acuerdo del Consejo Superior en el artículo I, punto 2.2.1.6.3, publicado en la circular 66-2020. 

	085-2020
	Oficio 4346-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remite el acuerdo del 21 de abril del 2020, de sesión 39-2020, artículo XXI, relativo al oficio 424-56-SAO-2020 del estudio "Evaluación operativa en la fiscalía adjunta de ejecución de la pena".

	086-2020
	Correo de la señora Catalina Espinoza Sáenz de la Escuela Judicial, de fecha 11 de mayo del 2020, mediante el cual nos remite la propuesta de evaluación para materia penal, para que se revise y se realicen observaciones o una propuesta.

	087-2020
	Oficio 4389-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 41-2020 del 28 de abril del 2020, artículo XXXII, relativo al oficio 547-PLA-OI-2020 y 285-PLA-OI-2020, del rediseño del proceso penal en la sección de Flagrancia de Liberia, atendido por la Comisión mediante oficio CJP066-2020. 

	088-2020
	Oficio 4520-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 22-2020 del 27 de abril del 2020, artículo XVI, sobre la temática de la designación de defensores públicos en materia contravencional, atendido por la Comisión en el oficio CJP060-2020. 

	089-2020
	Oficio 4619-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de la sesión 36-2020, del 14 de abril del 2020, artículo IV, sobre las medidas en cuanto a la declaratoria de emergencia por motivo del Covid-19, en cuanto a la materia Penal Juvenil. Solo se le copia a la Comisión. 

	090-2020
	Oficio 013-702-2020 de parte de la Comisión Enlace Corte-OIJ, coordinada por el magistrado Gerardo Rubén Alfaro, mediante el cual traslada al Comisión el oficio 284-DG-2020 de fecha 24 de marzo del 2020, al respecto de la realización de juicios con motivo de la declaratoria de emergencia Covid-19, y la peligrosidad y riesgo en Limón.

	091-2020
	Oficio 4605-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 41-2020 del 28 de abril del 2020, artículo XXXIX, mediante el cual se conoció lo relativo al informe 303-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación relacionado con los principales resultados obtenidos del análisis de las personas detenidas a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país al finalizar el 2018. 

	092-2020
	Oficio 4757-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunico el acuerdo de sesión 27-2020 del 18 de mayo del 2020, artículo VII, mediante el cual conoció el protocolo para la realización de videoconferencias en procesos penales, remitido por la Comisión mediante oficio CJP103-2020. 

	093-2020
	Oficio 4768-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunico el acuerdo de sesión 22-2020, del 27 de abril del 2020, artículo XV, sobre la unificación de plazos para cambios de medida cautelar CJP219-2019. 

	094-2020
	Oficio CACC-222-2020, de la Comisión de Acceso a la Justicia, mediante el cual nos remiten el acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 8 de mayo del 2020, en atención al oficio 825-DG-2019 del OIJ, sobre la administración de riesgos expuestos en la materia penal. 

	095-2020
	Oficio 4884-20 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 51-2020, del 21 de mayo del 2020, artículo LXVII; mediante el cual se conoció los oficios 138-CACMCJ-JEF-2020, 735-PLA-2020, 1787-DE-2020, sobre la situación de emergencia sanitaria provocada por el Covid-19. 

	096-2020
	Oficio 4865-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican el acuerdo de sesión 43-2020 del 05 de mayo del 2020, artículo XIV, al respecto de las acciones para la continuidad de las audiencias penales por motivo del Covid-19. 

	097-2020
	Oficio 4945-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican el acuerdo de sesión 48-2020 del 14 de mayo del 2020, artículo V, mediante el cual comunican el acuerdo de esperar la respuesta de la Comisión en la implementación de Teams en los Juzgados de Ejecución de la Pena. 

	098-2020
	Oficio 4900-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos remiten el acuerdo de sesión 43-2020 del 5 de mayo del 2020, artículo LVI, donde se atendió el oficio CJP080-2020 de los resultados obtenidos del análisis de las personas sentenciadas en los Tribunales Penales durante el 2018. 

	099-2020
	Oficio PJ-DGH-SGD-052-2020 de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual remite la propuesta de Circular, al respecto de la Ley 9635, donde solicita el visto bueno de la Comisión, en el tema de Gestión de Desempeño. 

	100-2020
	Oficio 4960-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 43-2020 del 5 de mayo del 2020, artículo XXXVII, sobre el oficio CJP079-2020. 

	101-2020
	Correo de la señora María Jiménez Soto, de fecha 28 de mayo del 2020, mediante el cual solicita a la comisión el procedimiento a seguir por la judicatura al generarse una actualización o reafirmación de la citada documentación (estudio operativo de la Auditoría al Juzgado Penal del de San José.) en momento de realizar la orden de captura por el OIJ. 

	102-2020
	Oficio 5088-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos remiten el acuerdo de sesión 52-2020 del 26 de mayo del 2020, artículo LIX, sobre el oficio 36-mag.2 SCP-2020, sobre principales acciones de seguimiento por el Covid-19. 

	103-2020
	Oficio 5091-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 25-2020 del 11 de mayo del 2020, artículo VI, sobre el tema de conocimiento de la realización de videoconferencias en materia penal y el criterio rendido por la Comisión CJP103-2020. 

	104-2020
	Correo de la señora Cinthia Sáenz Valerio, de fecha 1 de junio del 2020, mediante el cual solicita a la comisión una solución integral al respecto de procesos contravencionales señalados y próximos a prescribir. 

	105-2020
	Oficio 059-S-2020 de SITRAJUD, mediante el cual consultan a la Comisión al respecto del acuerdo de Consejo Superior N° 109-19 del 17 de diciembre del 2019, artículo XXVIII, sobre el pronunciamiento de la Comisión sobre ese tema.

	106-2020
	Oficio 996-DTI-2020 de la Dirección de Tecnología de la Información al respecto del acuerdo de sesión 27-2020 de Corte Plena, artículo VII, sobre el protocolo para la realización de videoconferencias en procesos penales. 

	107-2020
	Correo de la señora Nuria Villalobos Solano, de fecha 08 de junio del 2020, mediante el cual presente la consulta a la Comisión, sobre pronunciamiento en cuanto al archivo judicial proceda a recibir el remesado de cientos de expedientes archivados en el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José. 

	108-2020
	Correo de la licenciada Jeannette Mena Rodríguez, de fecha 08-06-2020, mediante el cual traslada solicitud de criterio de la Comisión, sobre dejar sin efecto juicios por aumentos de Covid-19. 

	109-2020
	Correo de la señora Ivette Carranza, de fecha 10 de junio del año en curso, mediante el cual consulta la posibilidad de que los jueces al momento del juicio se encuentran enlazados virtualmente en diferentes lugares.

	110-2020
	Oficio 5417-20 del consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 56-2020 del 09 de junio del 2020, artículo LXXXI, donde se conoció el oficio 041-Mag2.SCP-2020, sobre la atención de la alerta naranja por Covid-19.

	111-2020
	Oficio 184-CACMFJ-JEF-2020 / 875-PLA-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten a Corte Plena, un informe detallado con todas las acciones realizadas por motivo de la declaratoria de emergencia nacional por motivo del Covid-19, solamente se le copia a la Comisión.

	112-2020
	Oficio 473-DG-2020/ Ref. 600-2020 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, consultando a la Comisión voto 2020-10147 de la Sala Constitucional, sobre el riesgo de contagio por enfermedad de Covid-19, por el traslado de las personas de libertado. 

	113-2020
	Oficio 5692-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 52-2020 del 26 de mayo del 2020, artículo XXX, sobre el oficio 006-SPJ-2020 de la Sub Comisión Penal Juvenil, sobre el plan de abordaje respectivo en razón del Covid-19, en la materia Penal Juvenil. 

	114-2020
	Oficio 5839-2020 del Consejo Superior, comunicando el acuerdo de sesión 52-2020 del 26 de mayo del 2020, artículo XLI, sobre el oficio 946-PLA-2018 y 558-PLA-ES-2020, sobre los movimientos de trabajo ocurridos en el Programa de Justicia Restaurativa del Poder Judicial, durante el 2017. 

	115-2020
	Correo del señor Marco Vinicio Lizano Oviedo, de fecha 24 de junio del 2020, mediante el cual traslada inquietud de los jueces, al respecto de la circular 119-2020, sobre la "Responsabilidad de la Jueza o el Juez Coordinador del despacho, de dejar constancia al momento de realizar el remesado, de que no existen bienes decomisados o evidencias ligadas a los expedientes ni documentos de interés para las partes" .

	116-2020
	Oficio 5938-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de la sesión 59-2020 del 16 de junio del 2020, artículo XXIX, sobre la declaratoria de emergencia por Covid-19 en el sector de Cobano. 

	117-2020
	Oficio 923-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe sobre el análisis del movimiento de trabajo en los Juzgados Penales durante el 2019.

	118-2020
	Oficio 950-PLA-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe de seguimiento del oficio 493-PLA-2020, sobre la prórroga de licencias con goce de salario y sustitución en los Tribunales de Juicio que disponen de estructura mínima, ante la situación del Covid-19.

	119-2020
	Oficio 5967-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 54-2020, del 02 de junio del 2020, artículo XLVII, sobre el rediseño del proceso del Tribunal Penal de Liberia, donde se conoció el oficio CJP109-2020. 

	120-2020
	Oficio 5966-2020 del Consejo Superior, de sesión 54-2020 del 02 de junio del 2020, artículo XLVI, sobre el protocolo para las audiencias virtuales comunicada mediante oficio CJP108-2020. 

	121-2020
	Oficio 5965-2020 del Consejo Superior, de sesión 54-2020, del 02 de junio del 2020, artículo XLV, sobre la situación relacionada con el Depósito de Objetos Decomisados por Juzgados Contravencionales, oficio CJP104-2020. 

	122-2020
	Oficio 955-PLA-PE-2020 de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite el enlace para el documento relacionado con el segundo informe de seguimiento del 2020 de los proyectos incorporados al Portafolio de Proyectos Estratégicos. Adicionalmente para el caso de los proyectos en los cuales se concedieron licencias de permiso con goce de salario, según lo estipulado en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

	123-2020
	Oficio 5991-20 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 55-2020, del 4 de junio del 2020, artículo LII, sobre oficio 521-PLA-PE-2020 sobre el informe relacionado con los resultados de la encuesta de opinión sobre el acceso a la justicia que tiene la población penal juvenil en Upala.

	124-2020
	Oficio 961-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el funcionamiento del Sistema de justicia Penal durante la atención de la emergencia nacional.

	125-2020
	Oficio 6057-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 55-2020 del 4 de junio del 2020, artículo LV, sobre el oficio CJP122-2020 del uniforme 610-PLA-2020, referente diligencias programadas con personas privadas de libertad a partir del 1 de abril y hasta el 30 de junio de 2020. 

	126-2020
	Oficio 6062-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 55-2020 del 4 de junio del 2020, artículo LVI, mediante el cual se conoció el oficio CJP118-2020 sobre el informe de la Dirección de Planificación número 1707-PLA-OI-MI-2019, relativo a la falta de dos fiscales en la Fiscalía de Pococí. 

	127-2020
	Oficio 6020-2020, del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 55-2020 del 4 de junio del 2020, artículo XXXII, sobre el oficio CJP117-2020l relacionado con oficio del Consejo Superior número 13136-19 conde consta el acuerdo XLVII de la sesión 107-19 y el oficio del Departamento de Planificación número 1659-PLA-OI-20219, en que nos comunicó el informe relativo al “Rediseño de procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Pavas”. 

	128-2020
	Oficio 6209-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 57-2020, del 11 de junio del 2020, artículo XXXV, sobre el oficio CJP126-2020 donde se resuelve una situación atinente a la forma en que estamos asumiendo la disponibilidad. 

	129-2020
	Oficio 6233-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 60-2020, del 18 de junio del 2020, artículo, sobre gestión de la señora Jannette Mena Rodríguez, sobre solicita al Consejo Superior que se valore la posibilidad de asignar el recurso otorgado como parte del Plan Remedial de Descongestionamiento del Rediseño de Procesos en materia penal, del Tribunal de Guápiles al Tribunal Penal de Siquirres ante la emergencia por Covid-19 atendido mediante oficio 042-Mag.2.SCP-2020.

	130-2020
	Oficio 6262-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 57-2020 del 11 de junio del 2020, artículo LXI, sobre informe en torno a la nota remitida por el Ministerio de Justicia y Paz en oficio No. MJP-621-09-2019 del 23 de setiembre de 2019, atendido por la Comisión en oficio CJP094-2020. 

	131-2020
	Oficio 993-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual le copia a la Comisión, el informe Modernización Institucional, relacionado con el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas para analizar el movimiento de estas plazas, Dan plazo de 10 días naturales. 

	132-2020
	Oficio 6393-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 67-2020 del 2 de julio del 2020, artículo LXI, donde se atendió oficio 043-Mag.2.SCP-2020, sobre los criterios de atención según la zona de criticidad definida por el Ministerio de Salud. 

	133-2020
	Oficio 1018-PLA-OI-MI-2020, de la Dirección de Planificación remitiendo informe relacionado con el conjunto de actividades enfocadas en el abordaje de la Jurisdicción Penal del país, sobre propuesta de Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal. 

	134-2020
	Oficio 6419-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 66-2020, del 30 de junio de 2020, artículo LXVII, sobre disposiciones a seguir sobre los servicios que el poder judicial brinda en las zonas en que el Poder Ejecutivo ha decretado la alerta naranja debido al COVID-19, vigentes durante el lapso de tiempo en que se mantenga la alerta. CJP 150-2020.

	135-2020
	6441-20, del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 69-2020, celebrada el 07 de julio del 2020, artículo LIX, sobre gestión de La licenciada Diana Zúñiga Agüero, Defensora Pública Coordinadora de la Defensa Pública de Coto Brus, mediante oficio N° DPCB-10-2020 del 3 de julio de 2020, relativo a la declaratoria de alerta naranja en Coto Brus.

	136-2020
	Consulta del señor Jorge Morales Garcia, mediante correo electrónico del 13-07-2020, sobre las Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, posee la misma validez que una firma física.

	137-2020
	Oficio 6476-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 59-2020 del 16 de junio del 2020, artículo LXI, sobre el oficio 447-DG-2020 del OIJ, sobre problema con cantidad de custodios. 

	138-2020
	Oficio 6546-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 33-2020 del 15 de junio de 2020, artículo XVI, referentes a los resultados del trabajo que han hecho las diferentes oficinas del Poder Judicial, con motivo de la declaratoria de estado de emergencia nacional, debido a la situación sanitaria provocada por el COVID-19.

	139-2020
	Oficio 6569-2020, del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican acuerdo de sesión 64-2020 del 23 de julio del 2020, artículo LXXI, sobre el acuerdo tomado el día de hoy por el comité de fiscales coordinadores de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, en adelante FAPTA- se solicita su intervención con carácter de urgencia por un tema de administración; por la tardía en las resoluciones de realización o suspensiones de juicios y audiencias de la Jurisdicción Penal de Hacienda. 

	140-2020
	Oficio 1057-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con la competencia para abordar las solicitudes de órdenes de allanamiento por parte del Ministerio de Salud. 

	141-2020
	Oficio 1061-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con el Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 

	142-2020
	Oficio 6678-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de la sesión 70-2020 del 9 de julio del 2020, artículo LIV, mediante el cual comunican la gestión de la Coordinadora del Juzgado Penal de Hacienda y Función Pública del Segundo Circuito Judicial de San José, donde se procurará la realización de las diligencias ya señaladas siempre y cuando ello sea posible y no se ponga en riesgo ni la salud ni la vida de las personas funcionarias de nuestras oficinas ni la de las personas usuarias. 

	143-2020
	Oficio 6740-20 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 72-2020- del 16 de julio del 2020, artículo LXXIII, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19. 

	144-2020
	Correo de la señora Cinthia Sáenz Valerio, de fecha 9 de julio del 2020, mediante el cual traslada a la Comisión gestión sobre siguiente plan de trabajo para nuestros juzgados, en razón de la Circular 57-2020, y en búsqueda del cumplimiento de las Ordenes Sanitarias del Ministerio de Salud, que nos convoca a realizar teletrabajo, a no salir de las casas y a procurar el distanciamiento social, y que a su vez cumplamos con dar un servicio de calidad hacia nuestros usuarios, procurando teletrabajo, así como mantener controlable y baja la línea de crecimiento de casos con COVID-19.

	145-2020
	Oficio 6694-20 del Consejo Superior, de sesión 70-2020 del 9 de julio de 2020, artículo LIII, sobre medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Bagaces, ante Covid-19, solamente se le copia a la Comisión.

	146-2020
	oficio 1071-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Tribunal Penal de Limón. 

	147-2020
	Oficio 6762-2020 del Consejo Superior, acuerdo de sesión 66-2020 del 30 de junio de 2020, artículo XL, solicitando criterio de la Comisión al respecto del Oficio TZS-OSA-230-2020 del 19 de junio de 2020, de la licenciada Carmen María Rodríguez Montoya, jueza coordinadora del Tribunal de Juicio de Osa. 

	148-2020
	Oficio 6713-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remiten el acuerdo de sesión 70-2020 del 9 de julio del 2020, artículo LV, sobre correo electrónico del 29 de junio de 2020, el máster Pedro Méndez Aguilar, Juez Coordinador interino del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, remitió un protocolo que ha sido elaborado para ser aplicado en el citado Tribunal con ocasión de la emergencia nacional por el Covid-19, se hace de conocimiento de la Comisión. 

	149-2020
	Oficio 6808-20 del Consejo Superior, mediante el cual remite copia del acuerdo de sesión 71-2020 del 14 de julio del 2020, artículo XXI, donde se atendió oficio N° 687-72-SAEE-2020 de fecha 16 de junio de 2020, el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, remite el informe correspondiente a la evaluación efectuada por la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, denominada “Evaluación del Sistema de Control interno en la bodega de drogas del Organismo de Investigación Judicial” Solo se le copia a la Comisión. 

	150-2020
	Oficio 1085-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el proyecto 0110-PLA-P15 sobre Virtualización de servicios Jurisdiccionales Poder Judicial, se remite copia a la Comisión. 

	151-2020
	Oficio 6744-2020, del Consejo Superior, mediante el cual comunican el acuerdo de sesión 70-2020 del 9 de julio de 2020, artículo LII, donde se conoció el oficio N° 23-CAIICJZA-2020, del Licenciado Jeffrey Thomas Daniels y el máster Miguel Gutiérrez Fernández, por su orden presidente y secretario del Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mediante el cual remite los planes para un determinado grupo de despachos, ante la declaratoria de alerta naranja. 

	152-2020
	Oficio CACC-336-2020 de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, consultando a la Comisión informar sobre las acciones realizadas desde el ámbito de Jurisdicción Penal, asociados a los artículos 56 y 67 de la Ley de acceso a la Justicia. 

	153-2020
	Oficio 1102-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual se remite el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Talamanca. 

	154-2020
	Oficio 1108-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite el informe final relacionado con el funcionamiento del Sistema de Justicia Penal durante la atención de la emergencia nacional. El cual se atendió mediante el oficio CJP153-2020. 

	155-2020
	Oficio 6909-2020 de la Secretaría General de la Corte, mediante el cual trasladan el correo de la señora Jueza Penal Natalia Rodríguez Solís, mediante el cual solicita aclaración o reconsideración de las disposiciones de Corte, en cuanto al tema de los allanamientos en zonas decretadas como en alerta naranja, por motivo del Covid-19. 

	156-2020
	Consulta por parte del oficial de la Inspección Judicial, Wagner Torres Cortés, mediante el cual traslada lo acordado mediante la resolución 2102-2020, al respecto de la queja al respecto de trasladar al imputado a la oficina de monitoreo previo que, al Juzgado de Ejecución de la Pena, por el tema de monitoreo electrónico. 

	157-2020
	Oficio 7117-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 74-2020 del 23 de julio del 2020, artículo XV, en relación con el oficio CJP156-2020 sobre instar a los jueces a utilizar los medios tecnológicos para hacer audiencias virtuales.

	158-2020
	Oficio 7024-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio de 2020, artículo LIX, sobre medidas adoptadas por el Juzgado Penal de Grecia, en razón de la declaratoria de alerta naranja. Solo se copia a la Comisión. 

	159-2020
	Oficio 7069-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio de 2020, artículo LXII, en relación con las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Escazú, por motivo de la declaratoria en alerta naranja. Solo se copia a la Comisión. 

	160-2020
	Oficio 7025-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio de 2020, artículo LXIII, en relación con las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Cartago, por motivo de la declaratoria en alerta naranja. Solo se copia a la Comisión. 

	161-2020
	Oficio 7027-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LXVII, mediante el cual se comunica las medidas adoptadas por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José. solo se copia a la Comisión. 

	162-2020
	Oficio 7166-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 76-2020 del 30 de julio de 2020, artículo XXVII, mediante el cual se acordó lo correspondiente al informe 950-PLA-2020 de la Dirección de Planificación, (consulta 118-2020) integraciones para la atención de la emergencia. Solo se copia a la Comisión. 

	163-2020
	Oficio 7056-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LXVIII, mediante el cual se comunica las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Santa Ana, al respecto de la declaratoria de alerta Naranja. Solo se copia a la Comisión. 

	164-2020
	Oficio 7063-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se comunica el acuerdo de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LX, mediante el cual se comunica las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Bribrí, al respecto de las declaratoria de emergencia. 

	165-2020
	Oficio 7160-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican lo acordado en sesión 70-2020 del 9 de julio del 2020, artículo LXXII, en relación con la gestión que presenta la licenciada Leidy Marcela González Acuña, Jueza Coordinadora del Juzgado Penal de La Fortuna, se solicita "Trasladar la gestión a la Comisión de la Jurisdicción Penal para que en conjunto con la Dirección de Planificación para su análisis y recomienden a este Consejo lo que corresponda". 

	166-2020
	Correo del señor Danilo Segura Mata de fecha 3 de agosto 2020, mediante el cual comparte la gestión hecha por el Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José, para la atención de usuarios, y solicita a la Comisión, apoyar e impulsar la gestión. 

	167-2020
	Oficio 7108-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se comunica el acuerdo de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LV, donde se conoció las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Golfito, en el marco de la declaratoria de emergencia.

	168-2020
	Correo de la señora Mayra Campos de fecha 05-08-2020, en el cual solicita la inclusión del catálogo de delitos al Código Electoral Ley 8765.

	169-2020
	Correo de parte de la Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales, mediante el cual remite para conocimiento de la Comisión, el proyecto de Ley Proliferación de armas de destrucción masiva y su financiamiento, así como la propuesta del Ministerio Público.

	170-2020
	Consulta de la Magistrada Damaris Vargas, de fecha 06-08-2020, sobre con personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 

	171-2020
	Oficio 7382-2020 de Corte Plena, mediante el cual se comunica lo acordado en sesión 41-2020 del 13 de julio del 2020, artículo V, donde se conoció el oficio CJP113-2020 sobre la inclusión de una persona juzgadora en materia contravencional como integrante de la Comisión. 

	172-2020
	Oficio 289-CACMFJ-JEF-2020 del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante el cual nos remiten el oficio 66-CACMFJ-ACM-2020, del mismo Centro, mediante el cual remiten el informe sobre las labores desempeñadas por los despachos jurisdiccionales en el marco de la pandemia, en seguimiento de la gestión que realiza la materia contravencional.

	173-2020
	Oficio 695-ODCV-20, de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas I CJ San José, mediante el cual remite solicitud de aclaración en cuanto al acto conclusivo- requerimiento fiscal según artículo 114 del C.P.P..

	174-2020
	Correo del señor Michael Steve Morales Molina, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Grecia, mediante el cual remite un listado de los problemas presentados al momento de realizar las audiencias judiciales con el Ministerio de Justicia.

	175-2020
	Correo de fecha 13-08-2020 de la señora Jeannethe Mena Rodríguez Jueza del Tribunal de Guápiles, comunicando problema con la saturación de Celdas del OIJ, por motivo del Covid-19.

	176-2020
	7436-2020 del Consejo Superior, comunicando el acuerdo de sesión 72-2020 del 16 de julio del 2020, artículo XLIX, sobre el informe 521-PLA-MI-2020 de la Dirección de Planificación, sobre ampliar el informe relacionado con los resultados de la encuesta de opinión sobre el acceso a la justicia que tiene la población penal juvenil en Upala. 

	177-2020
	7421-2020 del Consejo Superior acuerdo de sesión 74-2020 del 23 de julio de 2020, artículo XXI, mediante el cual se conoció el oficio N° DP-352-2020 de 13 de julio de 2020, remitió la gestión presentada por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento. 

	178-2020
	Oficio 1219-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con los movimientos de trabajo en los Tribunales de Apelación de Sentencia durante el 2019 y el último quinquenio, dan plazo de 22 días naturales. 

	179-2020
	Oficio 298-CACMFJ-JEF-2020, mediante el cual remiten el oficio 68-CACMFJ-ACM-2020, sobre la gestión realizada por los despachos de materia contravencional durante el 1 de junio al 3 de julio 2020. 

	180-2020
	Oficio 7274-2020 del Consejo Superior, acuerdo del 71-2020, del 14 de julio del 2020, artículo XLIII, donde se conoció el oficio 047-CIJ-2019 del Centro de Información de Jurisprudencia la Auditoría Judicial, para la revisión del "Procedimiento para tratar datos personales en las resoluciones que se publican en el PJ".

	181-2020
	Oficio 1244-PLA-ES-2020 de la Dirección de Planificación, mediante el cual copia el informe final relacionado con los movimientos de trabajo durante el 2019 y el último quinquenio del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José. 

	182-2020
	Oficio 1231-PLA-ES-2020 de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con cuadros estadísticos y análisis sobre los movimientos de trabajo en los Juzgados competentes en el Ministerio Público durante el 2019 y el último quinquenio. 

	183-2020
	Oficio 1216-PLA-OI-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con el conjunto de actividades enfocadas en el abordaje de la Jurisdicción Penal del País, sobre propuesta de Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal. 

	184-2020
	Oficio 7492-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican el acuerdo de sesión 72-2020 del 16 de julio de 2020, artículo XXV, sobre el informe suscrito por la señora Rebeca Herrera Padilla, de la Unidad de Atención a Personas Sujetas a Monitoreo Electrónico. 

	185-2020
	Oficio 7383-2020 del Corte Plena, conoció en sesión 41-2020 del 13-07-2020 artículo V, designar a un juez contravencional en la Comisión, respuesta a la señora María Solano Gamboa.

	186-2020
	Oficio 1281-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relativo a los movimientos de trabajo en los Juzgado en materia contravencional durante el 2019 y el último quinquenio. 

	187-2020
	Correo de la señora Mauren Sancho González, mediante el cual remite respuesta del Ministerio de Justicia, en el cual deniegan la solicitud de ubicar a tres detenidos en un mismo centro para la realización de Juicio. Por motivo del Covid-19. 

	188-2020
	Correo de la Gestoría en Materia Penal, al respecto de la gestión del suscrito Pedro Méndez Aguilar, juez coordinador del Tribunal Penal de Pavas, en el cual indica la situación que rige el despacho ante la constante suspensión de juicios. 

	189-2020
	Correo del señor Luis Albino Rodríguez Cruz, Juez Coordinador del Tribunal Penal de Limón, en el cual traslada la inquietud por el nombramiento de un juez tramitador, para la realización de juicios unipersonales, en la zona de Talamanca, y el riesgo de prescripción. 

	190-2020
	Correo de la señora Jazmín Castillo Cubero Jueza Contravencional de Cartago, de fecha 25-08-2020, solicitando el criterio de la Comisión sobre la definición de competencia funcional.

	191-2020
	Oficio 1303-PLA-2020 de la Dirección de Planificación, sobre circular 52-2020 emitida por la Corte Plena y las limitaciones presupuestarias, así como la cantidad de recurso ordinario que disponen que les limita la realización de los juicios colegiados, y que en el caso particular de los Tribunales de Apelación de la Sentencia Penal de San Ramón y Santa Cruz. 

	192-2020
	Correo de la Mag. Damaris Vargas Vásquez, sobre distorsiones sobre el abordaje del tema relacionado con "recuperación de tierras por parte de las personas indígenas", solicita el criterio de la Comisión. 

	193-2020
	Oficio 7980-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 78-2020 de 6 de agosto del 2020, artículo XXXVII, sobre la eliminación masiva de expedientes en el archivo Judicial, para que un integrante de la Comisión integre una comisión especial para abordar la problemática. 

	194-2020
	Oficio 1337-PLA-PE-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con el plan de acción para la continuidad de los servicios judiciales como respuesta al impacto de la emergencia nacional COVID-19.  

	195-2020
	Oficio 1351-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con la revisión de las cuotas establecidas a los Tribunales de Apelación de Sentencia Penal.

	196-2020
	Oficio 671-SG/OIJ-2020 de la Dirección del OIJ, mediante el cual comunican problemática con el Ministerio de Justicia, por la no recepción de personas detenidas. 

	197-2020
	Oficio 8179-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se comunica acuerdo de sesión 80-2020 del 14 de agosto de 2020, artículo XLVII, en relación al oficio CJP165-2020 sobre los asuntos de vieja data.

	198-2020
	Oficio 1370-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual se remite la respuesta a la consulta de la realización de un informe que logre determinar la forma en la que debe funcionar las distintas secciones de flagrancia.

	199-2020
	Oficio 1385-PLA-2020 / 331-CACMFJ-JEF-2020 de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite copia del oficio a Corte Plena, respecto del seguimiento de las materias y los resultados del mes de junio, julio y un análisis comparativo, de los servicios durante la emergencia. 

	200-2020
	Oficio 8146-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remiten el acuerdo de sesión 79-2020 del 11 de agosto de 2020, artículo XXXVIII, donde se conoció el informe 1108-PLA-OI-2020. Se dispuso, solicitar criterio a la Comisión que permita el mejor funcionamiento del sistema judicial. 

	201-2020
	Oficio 7696-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 42-2020 del 20 de julio del 2020, artículo XVI, en el cual se solicitar a cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación. 

	202-2020
	Oficio 192-FAI-2020 de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en respuesta al oficio CJP180-2020, sobre el cumplimiento de la medida cautelar 321-12 de la CIDH.

	203-2020
	Correo del señor Edgar Ramírez Villalobos, trasladando la problemática con el Tribunal Penal de Osa, por el señalamiento de varios juicios y la falta de fiscales. 

	204-2020
	Oficio 8360-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 86-2020 del 3 de setiembre de 2020, artículo XXVIII, en el cual se conoce el oficio CJP169-2020, mediante el cual se comunica a los coordinadores, la no saturación de Celdas. 

	205-2020
	Oficio 8522-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 83-2020 del 25 de agosto de 2020, artículo XII, comunicando problemática con la disminución de espacio en celdas por motivo del distanciamiento sanitario, se hace de conocimiento de la comisión. 

	206-2020
	Correo del 15-09-2020 del señor Andrés Olsen Villegas, con respecto a problemática en las desestimaciones solicitadas por el Ministerio Público de Cartago, y el Tribunal de Flagrancia. 

	207-2020
	Oficio 1433-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, con respecto al informe del rediseño del proceso penal del Tribunal Penal de Limón. 

	208-2020
	Oficio 1434-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, con respecto al informe del rediseño del proceso penal del Juzgado Penal de Talamanca.

	209-2020
	Oficio 8592-2020, del Consejo Superior, mediante el cual remite el acuerdo de sesión 85-2020, del 1 de setiembre de 2020, artículo X, relacionado con Recordar a todos los despachos judiciales del país que tramitan materia penal, la obligación de realizar una adecuada coordinación para que se cumplan de manera estricta las medidas sanitarias en todas las actuaciones que se realicen, tomando en consideración los protocolos y lineamientos emitidos por el Ministerio de Salud, la Corte Plena y este Consejo Superior. 

	210-2020
	Oficio 1468-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe con respecto al oficio 3160-15, relacionado con estadísticas cualitativas y cuantitativas para las variables audiencias y sentencias de tipo tanto orales como escritas en los Juzgados y Tribunales Penales.

	211-2020
	Correo del señor Carlos Eduardo Arias Córdoba, de fecha 24 de agosto de 2020, mediante el cual solicita el criterio de la Comisión, sobre el criterio jurídico usado por los jueces, para otorgar a las partes en las audiencias orales el espacio de 10 a 15 minutos para exponer sus alegatos. 

	212-2020
	Oficio 8814-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 88-2020, del pasado 10 de setiembre de 2020, artículo XXXIII, donde se conoció el tema del estudio realizado con el objeto de obtener los insumos complementarios, requeridos para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas. 

	213-2020
	Oficio 1490-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite al Consejo Superior, el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas para analizar el movimiento de estas plazas. 

	214-2020
	Oficio 764-DG-2020, de la Dirección General del OIJ, mediante el cual la negativa del Ministerio de Justicia al momento de recibir personas detenidas, para que desde la dirección de la Comisión, a fin de poner en conocimiento a las autoridades penales del país. 

	215-2020
	Oficio 8833-2020, del Consejo Superior, mediante el cual comunican el acuerdo de sesión 86-2020, del 3 de setiembre de 2020, artículo XXIX, donde se conoció el oficio CJP172-2020, sobre “Responsabilidad de la Jueza o el Juez Coordinador del despacho, de dejar constancia al momento de realizar el remesado, de que no existen bienes decomisados o evidencias ligadas a los expedientes ni documentos de interés para las partes”.  

	216-2020
	Oficio 8797-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 86-2020 del 03 de setiembre de 2020, artículo LIII, donde se conoció el oficio CJP179-2020, mediante el cual la jurisdicción de la Fortuna solicita aclaración de la Circular 140-2020. 

	217-2020
	Oficio 1510-PLA-PE-2020, de la Dirección de Planificación relacionado con el tercer informe de seguimiento del 2020, de los proyectos incorporados al Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos. Adicionalmente, para el caso de los proyectos en los cuales se concedieron licencias de permiso con goce de salario, según lo estipulado en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

	218-2020
	Oficio 8901-2020, del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 92-2020, del 22 de setiembre de 2020, artículo XL, donde se conoció el oficio Nº 1372-PLA-MI-2020 relacionado con el diagnóstico y propuestas para el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal Ministerio Público - Fiscalía de Pavas. Solo se copia a la Comisión, ingreso el 28-09-2020

	219-2020
	Oficio 1532-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite informe sobre el seguimiento mensual de las labores realizadas por las oficinas durante la emergencia por Covid-19, e informa a la Comisión. 

	220-2020
	Oficio 1513-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite copia del informe relacionado con las inconsistencias detectadas mediante la generación de los informes de inconsistencias y durante el proceso de elaboración de datos estadísticos. 

	221-2020
	Oficio 74-FAPZ-JEFATURA-2020, de la Magistrada Damaris Vargas, mediante el cual remite al señor Presidente de la Corte, donde traslada en relación con la preocupación mostrada por el señor Ramírez Villalobos en la condición dicha, sobre las decisiones tomadas por la Jurisdicción Agraria y la Jurisdicción Penal sobre la situación en que se encuentra la población indígena de China Kichá en Pérez Zeledón y las acciones jurisdiccionales. 

	222-2020
	Oficio 8940-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo del 24-09-2020 de sesión 93-2020, artículo LXV, donde se conoció el oficio CJP187-2020 sobre el informe de la licenciada Rebeca Herrera Padilla, jefa de la Unidad de Atención a Personas Sujetas a Monitoreo con Dispositivo Electrónico (UME) y hacer este acuerdo de conocimiento de los Juzgados Penales. 

	223-2020
	Oficio 9198-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunica acuerdo de sesión 50-2020 del 7 de setiembre de 2020, artículo XXVI, donde se conoció el oficio CJP170-2020 sobre los allanamientos en Pavas, y el Covid-19. 

	224-2020
	Oficio 9187-2020 oficio del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 50-2020 del 7 de setiembre de 2020, artículo XVIII, donde se conoció, lo relacionado con la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos en el Poder Judicial. 

	225-2020
	Oficio 8975-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 50-2020 del 7 de setiembre de 2020, artículo XII, donde se tomó el acuerdo en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, en el cual jurisdicciones remitir a esta Corte Plena un plan de trabajo remedial para las audiencias que no se han podido realizar, para los próximos seis meses, conforme a lo expuesto. 

	226-2020
	Oficio 9130-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunica acuerdo de sesión 55-2020, del 28-09-2020, artículo XIV, donde se prorrogan las medidas de la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19. 

	227-2020
	Oficio 1562-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con la revisión del monto de la cuantía en materia Civil, para efecto de establecer el tope entre menor y mayor cuantía y por consiguiente el acceso al recurso de Casación. 

	228-2020
	Correo del señor Benito Martin Jiménez Carranza, de fecha 09-10-2020, mediante el cual remite la consulta en relación a los alcances del artículo 405 bis del Código Penal, tanto para las denuncias por Maltrato o Abandono de Animales, que nos plantean en los Despachos contravencionales, como aquellas de esa naturaleza ingresadas por incompetencia del Ministerio Público. 

	229-2020
	Correo del señor José Berlatta Valladares, de fecha 12-10-2020, mediante el cual plantea consulta con respecto a la circular 120-2020 sobre las audiencias virtuales por medio de la plataforma Teams. 

	230-2020
	Oficio 317-STGAJ-2020, de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, mediante el cual remite informe relacionado con los indicadores institucionales, legislación nacional e instrumentos internacionales, relacionados con el reconocimiento y ejercicio de derechos de las personas menores de edad víctimas en los procesos judiciales.

	231-2020
	Oficio 9541-2020 del Consejo superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 95-2020 del 2 de octubre de 2020, artículo XLI, sobre el informe 1433-PLA-OI-2020, del Rediseño de Procesos del Tribunal Penal de Limón.

	232-2020
	Oficio 9584-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 93-2020 del 24 de setiembre de 2020, artículo XLV, sobre el informe 1434-PLA-OI-2020, Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Talamanca. 

	233-2020
	Oficio 1598-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite informe sobre el número de personas sentenciadas en los tribunales penales del país, durante el 2019.

	234-2020
	Oficio 1613-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con la situación de las personas detenidas, sin y con sentencia, a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país, al finalizar el 2019.

	235-2020
	Oficio DP-541-2020 del Despacho de la Presidencia, mediante el cual solicitan el informe anual de la Comisión, para la rendición de cuentas del año 2019-2020. 

	236-2020
	Oficio 1621-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe definitivo del relacionado con el proyecto realizado en el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Cañas. 

	237-2020
	Oficio 1628-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con los movimientos de trabajo en las Fiscalías Penales Juveniles del Ministerio Público, durante el 2019 y el último quinquenio.

	238-2020
	Oficio 1629-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con los movimientos de trabajo en los tribunales penales, durante el 2019 y el último quinquenio.

	239-2020
	Oficio 9794-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 95-2020 del 02 de octubre de 2020, artículo XLV, donde se conoció el oficio N°757-DG-2020, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en el cual solicitan analicen el tema citado por el máster Espinoza Espinoza y remitan a este Consejo Superior un criterio en cuanto a la legalidad de que el Organismo de Investigación Judicial, de conformidad con la limitación que establece el artículo 295 del código procesal civil, deniegue a las personas usuarias que así lo solicitan, la información de si han sido consultadas en los sistemas institucionales, con motivo de una investigación en curso.

	240-2020
	Oficio 9932-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remite acuerdo de sesión 94-2020 del 30 de setiembre de 2020, artículo XXXVI, sobre plan de trabajo del II circuito Judicial de la Zona Atlántica, ante la declaratoria de emergencia oficio 57-CAIICJZA-2020.

	241-2020
	Correo de la señorita Catalina Espinoza Sáenz, de la Escuela Judicial, de fecha 23-10-2020 mediante el cual remite el Informe de la Evaluación de Resultados de la Especialización Penal en el desempeño laboral, para visto bueno de la Comisión. 

	242-2020
	Oficio 1308-290-ISEG-SEGA-2020, de la Auditoría Judicial, mediante el cual remite solicitud de informar sobre lo relacionado con los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos.

	243-2020
	Correo de la licenciada Nuria Villalobos Solano, de fecha 28-10-2020, mediante el cual plantea la consulta correspondiente al conflicto de interpretación de plazos para señalar las causas que vienen acusadas como Tráfico Internacional de Drogas cuando la incautación de droga fue realizada por guardacostas estadounidenses. 

	244-2020
	Oficio 10224-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican el acuerdo de sesión 103-2020 del 27 de octubre de 2020, artículo XXVI, donde se atendió lo concerniente a la coordinación de don Pedro Méndez del Tribunal Penal de Pavas y la denuncia por Acoso Laboral de la señora Cinthya Elena, para que la Comisión y la Gestoría intervengan en dicho despacho. 

	245-2020
	Oficio 350-STGAJ-2020, de la Secretaría Técnica de Genero y Acceso a la Justicia, mediante el cual remiten informe 702-PLA-ES-2020, sobre variables sociodemográficas, en las diversas materias, para que desde esta jurisdicción se coadyuve en temas de inclusión de datos estadísticos por parte de los despachos judiciales.

	246-2020
	Oficio CCA-142-2020 de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, sede Cartago, mediante la cual traslada la consulta con lo acontecido en el expediente 17-000976-0067-PE, sobre la atención de una persona usuaria con triple condición de vulnerabilidad.

	247-2020
	Oficio 9979-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remite acuerdo de sesión 97-2020 de 8 de octubre de 2020, artículo XLIX, mediante el cual se conoció lo concerniente al informe 1490-PLA-MI-2020, relacionado con el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas y el oficio CJP158-2020. 

	248-2020
	Oficio 10550-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 100-2020, del 20 de octubre de 2020, artículo LI, mediante el cual comunican lo resuelto mediante oficio 1568-UAMP-2020, y hacen este acuerdo de conocimiento de los gestores de las diferentes jurisdicciones para que en conjunto con la Dirección de Planificación, presenten una propuesta para la disminución de horas extra en cada materia. 

	249-2020
	Oficio 10625-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 106-2020 del 5 de noviembre de 2020, artículo XXXIV, mediante el cual se conoció la nota del señor Juez de Pavas, mediante el cual se solicita a la Comisión, rinda criterio sobre lo expuesto por el licenciado Willy Escalante Quirós, Juez Coordinador interino del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José. 

	250-2020
	Correo de la licenciada Cinthia Sáenz Valerio, Jueza Contravencional de Heredia, mediante el cual traslada consulta sobre el uso del protocolo para las audiencias de resolución alterna de conflictos y Justicia Restaurativa en conciliaciones.

	251-2020
	Oficio CACC-612-2020 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Situación de Discapacidad, mediante el cual se remite acuerdo donde se dispuso Solicitar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Centro de Conciliación del Poder Judicial y a las Comisiones Jurisdiccionales de Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral y Familia, hacer una atenta instancia a las personas juzgadoras para que analicen los contenidos de la circular y su aplicación, con absoluto respeto al principio de independencia judicial. 

	252-2020
	Oficio 10781-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se conoció sesión 105-2020 de 03-11-2020 artículo III; donde se conoció se autorizó a la licenciada Heidi Ulate Torres, Jueza Penal del Primer Circuito Judicial de San José, para que realizara las audiencias preliminares.

	253-2020
	Oficio 10782-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 105-2020 del 3-11-2020, artículo V, sobre informe de Acta de Visita al Tribunal de Juicio de Pavas, presentado por el Tribunal de la Inspección Judicial.

	254-2020
	Oficio 10851-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remite el acuerdo de sesión 110-2020 del 12 de noviembre de 2020, artículo LIX, donde se conoció consulta sobre circular 140-2020. Se acordó hacer de conocimiento de las comisiones jurisdiccionales. 

	255-2020
	Oficio 10794-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 105-2020 del 03 de noviembre de 2020, artículo XXXIV, 1502-PLA-PP-2020, informe relacionado con el Costo de la Justicia del año 2019. 

	256-2020
	Oficio 10819-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 110-2020 del 12 de noviembre de 2020, artículo XX, donde se conoció el acta de visita realizada en el Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Desamparados, durante los días 21 y 22 de octubre de 2020. Se copia a la Comisión para conocimiento. 

	257-2020
	Oficio 10424-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 102-2020 del 22 de octubre de 2020, artículo XXVI, donde se conoció el informe N° PJ-DGH-0174-2020 presentado por la Dirección de Gestión Humana que conlleva los ajustes respectivos en la relación de puestos del Poder Judicial, entre ellos los puestos 103245 y 378561. Se dispuso comunicar para conocimiento a la Comisión.

	258-2020
	Oficio 10948-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se conoció la sesión 104-2020 del 29 de octubre de 2020, artículo XXXII, correspondiente Unidad de Celdas de la Delegación Regional del I Circuito Judicial de Alajuela, atraviesa una situación crítica producto de directrices emanadas por instancias judiciales en relación a medidas sanitarias por Covid-19, tal y como se puede evidenciar en el informe de fecha 02 de octubre del año en curso, se dispuso hacer de conocimiento de la Comisión.

	259-2020
	Oficio 1898-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten informe definitivo relacionado con el análisis y cuadros estadísticos de los movimientos de trabajo en los Tribunales Penales, durante el 2018 y el último quinquenio. 

	260-2020
	Oficio 1892-PLA-MI-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con el abordaje realizado a las oficinas de Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José (Defensa Pública – Ministerio Público – Judicatura).

	261-2020
	Oficio 1935-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021.

	262-2020
	Oficio 1939-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con el número de personas sentenciadas en los tribunales penales del país, durante el 2019.

	263-2020
	Oficio 1938-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con los movimientos de trabajo en los Juzgados de Ejecución de la Pena (materia Penal adultos), durante el 2019 y el último quinquenio. Nos dan 22 días naturales plazo.

	264-2020
	Oficio 1941-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con los secuestros extorsivos ocurridos durante el 2019 y el último quinquenio. 

	265-2020
	Oficio 1942-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con las muertes accidentales ocurridas durante el 2019. 

	266-2020
	Oficio 11365-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 111-2020, del 17 de noviembre de 2020, artículo XXXIX, mediante el cual remite el oficio FGR-1343-2020, sobre tema de disponibilidad en materia contravencional.

	267-2020
	Oficio 11427-2020 del Corte Plena, remitiendo acuerdo de sesión 67-2020 del 16 de noviembre de 2020, artículo XVI, sobre el oficio del Auditor Judicial, en oficio N° 1134-55-FIS-SATI-2020 sobre. “Evaluación de los mecanismos de almacenamiento de audiencias orales”. 

	268-2020
	Oficio 1975-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite el informe relacionado con los resultados del abordaje realizado en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Heredia.

	269-2020
	Oficio 2013-PLA-PP-PE-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe correspondiente al análisis de las necesidades de permisos con goce de salario para el año 2021. 

	270-2020
	Oficio 11570-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remiten el acuerdo de sesión 113-2020 del 24 de noviembre de 2020, artículo IX, donde se conoció el acta de visita del Tribunal de la Inspección Judicial, al Tribunal de Juicio y Flagrancia de San Carlos, se dispuso hacer de conocimiento de la Comisión. 

	271-2020
	Oficio 2448-DTI-2020, de la Dirección de Tecnología de la Información, mediante el cual solicita aclaración respecto a la migración de datos del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales al nuevo sistema de gestión “Sistema Integral de Procesos Jurisdiccionales” (SIAGPJ). 

	272-2020
	Oficio 2009-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionados con los movimientos de trabajo en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, durante el 2019 y el último quinquenio. 

	273-2020
	Oficio 11671-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remiten el acuerdo de sesión 118-2020 del 10 de diciembre de 2020, artículo XXIX, en el cual se conoció periodo presupuestario 2021 se han realizado una serie de recortes al presupuesto institucional, Entre las subpartidas que más se han visto afectadas, se encuentran las suplencias (Subpartida 0.01.05) correspondiente a la partida de Remuneraciones.

	274-2020
	Gestión por parte de la Gestoría en materia Penal, en el cual traslada la problemática suscitada en Puriscal con la realización de audiencias virtuales en pavas.

	275-2020
	Oficio 11741-2020 de la Secretaría de la Corte, mediante el cual comunica lo dispuesto en sesión 67-2020 del 16 de noviembre del 2020, artículo XVI, para la actualización de la circular 198-2013. (procedimiento para la grabación de audiencias orales y actos de investigación).

	276-2020
	Oficio 1557-130-IAO-SAO-2020, mediante el cual remiten el informe borrador, correspondiente a la "Evaluación operativa respecto el nivel de prescripción de los procesos y el control y seguimiento de las órdenes de captura vinculadas a estos casos”, para su revisión.

	277-2020
	Oficio de parte de la Magistrada Rocío Rojas Morales, mediante el cual remite las respuestas a la comisión sobre las inquietudes que nos fueron planteadas por la Comisión de la Jurisdicción Penal, en relación con la reforma a la LOPJ que promueve la Comisión RAC y que busca formalizar la existencia de la jurisdicción. 

	278-2020
	Oficio PICPA-79-2020 de parte de la Jueza Rebeca Salazar Alcócer, gestora agraria, en el cual se comunica acuerdo de la Comisión Agraria con respecto al oficio CACC-319-2020 relacionado a los resultados de capacitación y eventuales sugerencias de mejora. 

	279-2020
	Oficio 11799-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 112-2020 del 20 de noviembre del 2020, artículo XXVI, donde se conoció el oficio 45-CAN-2020 del Consejo de Administración de Guanacaste, Nicoya, y se dispuso enviar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que analice el tema administrativo. 



Consultas atendidas por la Comisión de la Jurisdicción Penal.

Durante el año 2020, la comisión ha atendido un total de 296 consultas las cuales se detallan a continuación:
	
Consulta
	Tema

	164-18
	Consulta del Juez Jorge Ortega, del Juzgado Contravencional de Tarrazú, relacionado con la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, en aplicación de las penas de días multas en conversión días de prisión.

	243-18
	Oficio 1527-PLA-2018, de la dirección de Planificación, remitiendo aclaración estadística, de la consulta 106-18, acordada mediante oficio 12340-18, del Consejo Superior, sobre el Tribunal de Apelación de Sentencia del 2017, referencia oficio CJP106-18 y CJP227-18.

	045-19
	Oficio 541-PLA-OI-2019 de la dirección de Planificación, sobre las acciones realizadas por esta Dirección en el Tribunal de Juicio de Limón, se da el plazo de 8 días, solamente se le copia a la Comisión.

	052-19
	Oficio 559-PLA-OI-2019, de la Dirección de Planificación, sobre el impacto de la descentralización de los delitos de Hacienda y La Función Pública, oficio 50-PLA-OI-2019, se le copia a la Comisión.

	056-19
	Oficio 214-CACMFJ-JEF-2018, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, solicitando criterio de la Comisión sobre los procesos de audiencias masivas.

	060-19
	Oficio 4499-19 del Consejo Superior comunicando acuerdo de sesión 34-19 del 23 de abril de 2019, artículo LXIX, relativo al informe 410-DG-2019, del Organismo de Investigación Judicial, sobre el protocolo de cadena de custodia.

	062-19
	Correo de la Jueza Natalia Rodríguez, del Juzgado Penal de Pavas, solicitando colaboración de la Comisión sobre la problemática en la reestructuración y la gran cantidad de solicitudes que ingresan al Juzgado Penal de Pavas. 

	069-19
	Oficio 4411-19 de Corte Plena, comunicando acuerdo 13-19 del 25 de marzo de 2019, artículo XXI, sobre el protocolo de actuación para el desempeño de los tribunales de juicio.

	075-19
	Correo de la Licda. Natalia Orozco Murillo, consultando sobre la aplicación de la prescripción en la ley de tránsito, luego de la reforma de la Ley 9078. Antecedente CJP079-16. 

	080-19
	Correo de la Lcda. Brisa Campbell Arguello, de fecha 5 de junio de 2019, consultando sobre el responsable del trámite en los asuntos de delito de acción privada (Querella).

	100-19
	Oficio 6732-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 59-19 del 3 de julio de 2019, artículo V, sobre visita realizada por el Tribunal de la Inspección al Tribunal de Juicio de Limón, donde se acordó pedir un informe en el plazo de dos meses, ingreso el 08-07-2019. (945-IJ-2019)

	102-19
	Oficio 6916-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 60-19, del 04 de julio del 2019, artículo XXX, sobre las reglas para el dictado de sentencias orales o escritas en las distintas jurisdicciones del país, atendida por la comisión mediante oficio CJP113-2019, se trasladan las observaciones a la Comisión. 

	105-19
	Correo del 07 de junio de 2018, no ingresado en su oportunidad, de parte del señor Jorge Steve Fernández Rodríguez, consultando el criterio de la Comisión sobre el dictado de la sentencia oral mediante lectura, y la obligatoriedad de la presencia del juez.

	110-19
	Correo del señor Fabricio Wong Álvarez, juez del Tribunal Penal de San Ramón, solicitando el criterio de la Comisión al respecto de la integración del Tribunal en la celebración de audiencias previas al debate, en el sentido de sí debe o no ser colegiadas. 

	114-19
	Correo del licenciado Yulián Masís Aguilar, sobre la obligación en tiempo de presentar el documento producto de una presentación o localización de una persona, aun cuando ya se haya hecho la presentación al despacho.

	118-19
	Correo de la compañera técnica judicial Angie Loria Gamboa, de fecha 24 de julio del año en curso, solicitando el criterio de la comisión, acerca de la prioridad que puede tener un señalamiento de anticipo jurisdiccional de prueba con personas detenida y un señalamiento a debate con delito prescrito y otro que están por prescribir.

	124-19
	Correo de la Dra. Mayra Campos, relativo al tema tomado en sesión 05-19 sobre la recepción de los expedientes en los despachos judiciales, y la unificación de criterios.

	128-19
	Oficio 7704-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 66-19 del 24 de julio de 2019, artículo LXXVIII sobre el oficio 1089-PLA-ES-2019, relacionado a los cuadros estadísticos de "personas fallecidas por accidente de tránsito ocurridas en el 2018".

	130-19
	Oficio 7733-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 66-19 del 24 de julio de 2019, artículo LXXIX, sobre el oficio 1090-PLA-ES-2019, sobre las muertes ocurridas por homicidio culposo en Costa Rica durante el 2018.

	131-19
	Correo de la señora Carmen Rodríguez Montoya, consultando el criterio de la Comisión, sobre el tema de las incongruencias plasmadas en la minuta elaborada por el Juez penal, en relación a sentencia oral.

	133-19
	Oficio 1245-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre informe estadísticos relacionado con los cuadros estadísticos sobre homicidio dolosos durante el 2018 y el último quinquenio.

	134-19
	Oficio 1244-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre las muertes de mujeres por razones de género bajo el ámbito de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer y la Convención para el 2018, y el último quinquenio.

	135-19
	Oficio 1239-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación relacionado con los movimientos de trabajo en los tribunales de apelación durante el 2018.

	138-19
	Oficio 1249-PLA-ES-2019, de la Dirección de Planificación remitiendo informe relacionado con el movimiento de trabajo de los Juzgados Penales durante el 2018 y el último quinquenio.

	145-19
	Oficio 1333-PLA-ES-2019, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe para estudio de la Comisión sobre los principales resultados obtenidos del análisis de las personas sentenciadas en los Tribunales Penales durante el 2018. 

	146-19
	Oficio 1334-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, solicitando el criterio y visto bueno de la Comisión sobre los formularios oficiales propuestos por el señor Carlos Alfonso Mor Mora coordinador judicial del Juzgado Contravencional y Meno Cuantía de Pavas, para las citaciones de la parte ofendida y la del imputado para la indagatoria. 

	148-19
	Consulta mediante oficio 39-JPENCOB-2019, del Juzgado Penal de Cobano, consultando el criterio de la Comisión sobre la practica tomada por distintas fiscalías del país, a la hora de presentar solicitudes tituladas como Excepciones previas. 

	150-19
	Oficio 8689-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 74-19 del 21 de agosto de 2019, artículo XVIII, sobre la gestión presentada mediante oficio 047-CIJ-2019, por la licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, del Centro de Información de Jurisprudencia para establecer los criterios específicos por valorar para la des personificación de las sentencias judiciales en donde estén involucradas personas en condición de vulnerabilidad. 

	152-19
	Oficio 8851-19 del Consejo Superior, copiando acuerdo de sesión 75-19 del 27 de agosto de 2019, artículo LVIII, sobre el informe remitido por la Dirección de Planificación mediante oficio 1270-PLA-ES-2019 sobre los secuestros extorsivos ocurridos en Costa Rica atendidos por el Organismo de Investigación Judicial durante el 2018. 

	153-19
	Oficio 1403-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre los movimientos de trabajo de los Juzgado de Ejecución de la Penal durante el 2018 y el último quinquenio. 

	154-19
	Oficio 1405-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre los movimientos de trabajo de los Juzgados Penales Juveniles durante el 2018.

	159-19
	Oficio 33-CSG-2019 de la Contraloría de Servicios del Segundo Circuito Judicial de San José, solicitando el criterio de la Comisión, sobre la recepción de denuncias por mensajes mortificantes donde el imputado es ignorado, y el competente de recibir dicha denuncia. 

	160-19
	Oficio 1490-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, remitiendo informe relacionado con los movimientos de trabajo en las fiscalías penales juveniles durante el 2018 y el último quinquenio.

	161-19
	Oficio 9426-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 80-19 del 12 de setiembre de 2019, artículo LIX, sobre el oficio número 1354-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre los movimientos ocurridos para la temática de personas fallecidas en Costa Rica por suicidios durante el 2018. 

	163-19
	Oficio 9614-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 81-19 del 17 de setiembre de 2019, artículo LXXXVIII, sobre el oficio DP-567-2019 del Despacho de la Presidencia, sobre la visita realizada por el Tribunal de la Inspección Judicial al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, (Consulta 100-19). 

	165-19
	Oficio 9697-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 82-19 del 19 de setiembre de 2019, artículo LXXIII, sobre el oficio 1264-PLA-2019 de la Dirección de Planificación sobre el movimiento de trabajo de las Fiscalías Penales durante el 2018 y el último quinquenio. 

	166-19
	Oficio 1570-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, comunicando informe relacionado con los principales resultados obtenidos del análisis de las personas detenidas a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país al finalizar el 2018. 

	168-19
	Oficio 1573-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio para la modificación de las plantillas de los formularios de Denuncia Genérica (FIORDI001), Denuncia de Delitos de Penalización de Violencia Contra las Mujeres, Denuncia de delitos Sexuales en Perjuicio de Persona Mayor de Edad (FVORDI001), Denuncia de Persona Menor de Edad (de 12 años de edad a menos de 18) y Denuncia de Persona Menor de edad, dan 22 días naturales, vence el 18-10-2019. 

	169-19
	Oficio 9870-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 81-2019, del 17 de setiembre de 2019, artículo XIII, sobre informe de visita de la Inspección Judicial al Juzgado Mixto de Sarapiquí, los días 18 y 19 de diciembre de 2017.

	171-19
	Oficio 10018-19 del Consejo Superior, copiando acuerdo de sesión 84-19 del pasado 26 de setiembre de 2019, artículo LXXVII, sobre el oficio 870-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación relativo al guía para la estandarización y definición de apuntes en Agenda Cronos para la materia penal 2018, atendido mediante oficio de esta Comisión CJP156-18. 

	172-19
	Oficio 1659-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, comunicando sobre oficio 5230-19 del Consejo Superior, relacionado al modelo penal para el Juzgado Penal de Pavas.

	173-19
	1676-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, comunicando rediseño de procesos del Tribunal Penal de Sarapiquí como parte de la mejora integral del proceso penal.

	174-19
	1683-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, comunicando rediseño de procesos del Tribunal Penal de Heredia.

	175-19
	Oficio 10395-19 del Consejo Superior, sobre acuerdo de sesión número 86-19 del 03 de octubre de 2019, artículo XXVI, sobre el oficio nº MJP-621-09-2019 de la señora Marcia González Aguiluz, Ministra de Justicia y Paz, sobre la preocupación en relación con los excesivos tiempos de respuesta de algunos jueces en relación con los informes y solicitudes de revocatoria del monitoreo electrónico en personas indiciadas y sentenciadas. Piden el criterio de la Comisión. 

	177-19
	1707-PLA-OI-MI-2019 de la Dirección de Planificación, sobre la falta de personal en la Fiscalía para cubrir la gran cantidad de señalamientos del Tribunal Penal y Juzgado Penal de Pococí.

	178-19
	Oficio CACC-340-2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia Persona con Discapacidad, haciendo de conocimiento el acuerdo de la sesión celebrada el pasado 10 de setiembre de 2019, donde atendió el oficio DE-939-2019, solicitando desarrollar de forma conjunta que faciliten los procesos de inclusión de la población con discapacidad. Donde se acordó conformar un equipo para preparar una propuesta de protocolo ajustada al Poder Judicial en colaboración y asesoría del CONAPDIS. 

	181-19
	Oficio 10740-19 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 40-19, del 23 de setiembre de 2019, artículo XXII, sobre “Acciones para mejorar los resultados de la gestión del Centro de Conciliación del Poder Judicial y sus Sedes Regionales”.

	182-19
	Oficio 11231-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 87-19 del 8 de octubre de 2019, artículo XXVIII, sobre gestión del señor Arcelio Hernández Mussio, sobre monitoreo electrónico, se copia a la Comisión.

	188-19
	Oficio 434-CACMFJ-JEF-2019, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante el cual trasladan al consejo Superior el criterio al  respecto de establecer un procedimiento formal a nivel institucional para la revisión de permisos y cuentas de acceso al Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria (SOAP).

	189-19
	Oficio 1820-PLA-MI-2019, de la Dirección de Planificación copiando el informe relacionado al ajuste realizado a las matrices de los Juzgados Contravencionales a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil.

	190-19
	Oficio 1235-DG-2019, del Organismo de Investigación Judicial, relacionado con el oficio 9351-19 (Consulta 117-19), sobre las cargas de trabajo en el Juzgado Contravencional del Primer Circuito Judicial de San José, propiamente en cuanto al atraso en los objetos decomisados, ubicados en el Complejo de Ciencias Forenses en San Joaquín de Flores. 

	193-19
	Correo del señor Freddy Calderón Chaves, de fecha 18 de noviembre de 2019, sobre consulta al Consejo Superior al respecto del nombramiento por inopia de jueces categoría 4.

	194-19
	Oficio 12088-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 99-19 del pasado 12 de noviembre de 2019, artículo XCVI, sobre oficio CJP057-2019, relativo al informe 1347-PLA-2018, "Procedimiento para la grabación de audiencias orales".

	195-19
	Oficio 1284-DG-2019/Ref.1447-2019 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, solicitando el criterio de la Comisión sobre la reforma del 2016, a la Ley de Archivo y Registro Judicial, que modifico la manera en que debe computarse las anotaciones de juzgamientos.

	196-19
	Oficio 1946-PLA-OI-2019, de la Dirección de Planificación relativo al rediseño del proceso penal por medio de nuevas tecnologías, del Juzgado Penal de Cañas.

	198-19
	Oficio 1953-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, remitiendo el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Juzgado Penal de San Joaquín de Flores.

	199-19
	Oficio 1964-PLA-OI-2019, de la Dirección de Planificación, remitiendo el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Juzgado Penal de Heredia, dan 22 días (no se indica si son naturales o hábiles).

	200-19
	Oficio 1963-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, remitiendo el informe al respecto del Rediseño de Procesos del modelo penal para el Tribunal Penal de Liberia.

	202-19
	Oficio 1977-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, al respecto del informe realizado para el rediseño de modelo del proceso penal del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia. 

	203-19
	oficio 2044-PLA-2019 de la Dirección de planificación, en referencia a la consulta 132-19 realiza el 29-11-2019 en relación con definir los parámetros de los plazos para la  eliminación y remesado de expedientes en el Juzgado Penal de Heredia, a fin de revisar y aclarar los alcances de las directrices emitidas.

	204-19
	oficio 0344-STGAJ-2019 de la Secretaría Técnica de Género y acceso a la Justicia, con relación en lo ordenado por la Sala Constitucional en lo referente a que la Secretaría debe elaborar un modelo de los indicadores para permitir medir el cumplimiento de las políticas institucionales en el ejercicio de derechos de las personas menores de edad víctimas en los procesos judiciales.

	205-19
	oficio 2168-PLA-EV-2019 del área de Planeación y evaluación del Departamento de Planificación, en relación de analizar por parte de la comisión las mejoras realizadas en el Juzgado Penal de Santa Cruz. 

	001-2020
	Oficio 13193-19 del Consejo Superior, al respecto de lo acordado en sesión 107-19 del 10 de diciembre del 2019, artículo XLIX, sobre el plazo de los asuntos sometidos en conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal. 

	002-2020
	Oficio 2174-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, remitiendo informe relacionado con los movimientos de trabajo en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles durante el 2018 y el último quinquenio. 

	003-2020
	Oficio 2176-PLA-2019 de la Dirección de Planificación, copiando a la Comisión, oficio dirigido a la Dirección de la Defensa Pública, al respecto del informe 749-PLA-2019, sobre el estudio de rediseño realizado a la Defensa Pública de turno extraordinario y Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José. 

	004-2020
	Oficio 13462-19 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 106-19 del 05 de diciembre de 2019, artículo XXV, sobre lo atendido mediante el oficio CJP232-2019, al respecto de la negativa del O.I.J. al realizar ordenes de presentación en materia contravencional. 

	005-2020
	Oficio 2204-PLA-OI-2019, de la Dirección de Planificación, al respecto del taller de presentación del modelo de tramitación de los Tribunales Penales.

	006-2020
	Oficio 006-P-2020 del Despacho de la Presidencia de la Corte, remitiendo gestión de parte de la Defensoría de los Habitantes, mediante la cual solicita el criterio de la Comisión al respecto de los casos donde la imputada este en periodo de lactancia y tenga que trasladarse a juicio, ingreso el 10 de enero del 2020, pero ingreso al Despacho de la Presidencia el 26 de diciembre del 2019, la Defensoría de los Habitantes.

	007-2020
	Oficio Nº 02-CLP-2020, de la Comisión de Monitoreo y Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, solicitando a la Comisión de Asuntos Penales para que se emita directriz de manera que los Tribunales de Juicio agenden con prioridad estos procesos de Ley de Penalización y los delitos sexuales, después de “reo preso”.

	008-2020
	Oficio 721-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 110-19 del 19 de diciembre del 2019, artículo XXVII, relacionado con el oficio CJP231-2019 del criterio de la Comisión respecto al oficio CACC-01-2019.

	009-2020
	Oficio 888-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 109-2019, del 17 de diciembre de 2019, artículo XXVIII, sobre situación de la Defensa Pública de Liberia, en cuanto a resolver situaciones atientes a la disponibilidad, solicitando criterio de la Comisión. 

	010-2020
	Oficio 828-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 05-2020, del 21 de enero del 2020, artículo LXXIV, al respecto del oficio de la Comisión CJP228-2019 y CJP001-2020, relacionado con los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos. 

	011-2020
	Oficio 794-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 110-19 del 19 de diciembre del 2019, artículo LIII, donde se acordó tomar nota de lo comunicado mediante oficio CGTI-27-2019, de la Comisión Gerencial de Tecnología, relacionado con el tema de acceso a los expedientes judiciales por parte de los abogados particulares que no forman parte del proceso.

	012-2020
	Oficio 152-PLA-MI-OI-2020, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe relacionado con la modificación del cronograma del Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal. 

	013-2020
	Correo de fecha 05-02-2020, del señor Carlos Alfonso Mora Mora, del Juzgado Contravencional de Pavas, en atención a la circular 003-2003, gestión 1483-2018, sobre el nombramiento de un defensor público en causa por lesiones levísimas.

	014-2020
	Oficio 180-PLA-ES-2020 de la Dirección de Planificación, en atención a la incidencia de mejora planteada por Marcela Chacón Chacón del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, donde solicita a la Dirección de Tecnología de Información y al Subproceso de Estadística realizar un cambio en el informe mensual estadístico que se genera desde la plataforma sigma, denominado “Informe mensual Tribunal Penal y Flagrancia EJ-08_10_11”; a fin de no mostrar aquellos intervinientes que se registran en el sistema informático como “Imputado Inhábil”.

	015-2020
	Oficio 1304-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 10-2020, del 6 de febrero del 2020, artículo XL, sobre oficio CJP007-2020 del informe 1531-PLA-ES-2019, de los cuadros estadísticos sobre los homicidios dolosos durante el 2018 y el último quinquenio. 

	016-2020
	Oficio 1445-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de la sesión 11-2020 del 11 de febrero del 2020, artículo LXVII, sobre la Ley de Penalización de Violencia Contra la Mujer por razón de género bajo el ámbito de la Ley de Penalización de Violencia Contra la Mujeres y el Convenio Belém do Pará, atendido mediante oficio CJP012-2020. 

	018-2020
	Oficio 1471-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 03-2020 del 20 de enero del 2020, artículo XXVI, sobre la consulta que realiza el Consejo de Administración de Grecia, sobre la aplicación de la circular 156-2013, atendido mediante oficio CJP219-2019. 

	019-2020
	Oficio 1516-2020 del Corte Plena, comunicando oficio 002-JCMCP-2018 del señor Carlos Alfonso Mora Mora, Coordinador Judicial del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Pavas, solicitando aclaración o interpretación del acuerdo adoptado por Corte Plena en sesión 54-02 del 02 de diciembre de 2002, artículo XVII. y el oficio JEFDP-144-2020 de la señora Diana Montero Montero, jefa de la Defensa Pública, como respuesta. 

	020-2020
	Oficio 246-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el análisis y cuadros estadísticos de los movimientos de trabajo en los Tribunales Penales, durante el 2018 y el último quinquenio. 

	021-2020
	Oficio 284-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe de rediseño del proceso del modelo penal mediante nuevas tecnologías de información del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Cañas. 

	022-2020
	Oficio 287-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el rediseño del Proceso Penal, del Juzgado Penal de Sarapiquí.

	023-2020
	Oficio 285-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia.

	024-2020
	Oficio 104-STGAJ-2020 de la Secretaría Técnica de Genero y Acceso a la Justicia, referente al informe sobre las medidas y actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a lo ordenado en la resolución 19-010316-0007-CO, sobre las políticas institucionales del Poder Judicial. 

	025-2020
	Oficio DVV-S1-024-2020, de la señora magistrada Damaris Vargas V, coordinadora de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, trasladando la gestión planteada por la señora Ariana Céspedes López, Fiscala Adjunta Indígena, relativo a las ayudas económicas a las personas indígenas.

	026-2020
	Oficio 25-SEGA-2020 de la Auditoría Judicial, solicitando indicar las acciones realizadas, por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, así como la evidencia respectiva, en relación con las sugerencias números 1 y 2 contenidas en el Informe de Advertencia N° 932-47-SAO-2019 del 13 de agosto de 2019, relacionado con “…Los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos”, conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 75-2019 del 27 de agosto de 2019.

	027-2020
	Oficio 2081-2020, del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 11-2020 del 11 de febrero del 2020, artículo LV, sobre el oficio Nº 124-PLA-ES-2020 del 28 de enero en curso, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, remite el informe suscrito por la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya, Jefa del Subproceso de Estadística, relacionado con un resumen de aquellos expedientes que, al 30 de junio de 2019, todavía se encontraban activos en los diferentes despachos judiciales de primera instancia. 

	028-2020
	Oficio 13-Mag.2.SCP-2020, de la Dirección de Planificación, relativo a la respuesta de por qué no se le incluyo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, en la evaluación del plan institucional 2013-2018. 

	029-2020
	Oficio 2108-2020 de Corte Plena, comunicado acuerdo de sesión 06-2020, del 10 de febrero del 2020, artículo XVIII, sobre oficio 362-DG-2017, sobre el informe de cuenta de la Comisión de Enlace Corte - O.I.J. sobre la Ley Contra la Delincuencia Organizada. 

	030-2020
	Oficio 2272-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 18-2020 del 5 de marzo del 2020, artículo LII, sobre los oficios 322-PLA-PP-2020 de la Dirección de Planificación y DGPN-SD-242-2019, sobre "Lineamientos sobre Formulación, Ejecución y Evaluación del Presupuesto de la República". 

	031-2020
	Oficio 320-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, relativo al oficio 461-PLA-2018, sobre el Modelo de Atención del Organismo de Investigación Judicial, atendido mediante oficio CJP183-2019. 

	032-2020
	Correo de fecha 07 de marzo del 2020, del señor Luis Guillermo Araya Vallejos, comunicando problemática que se da en el Tribunal Penal de Santa Cruz, con relación a los asuntos de Crimen Organizado y la falta de personal de la Defensa Pública. 

	033-2020
	Oficio 014-CCPJ-2020, del Centro de Conciliación del Poder Judicial, solicitando aclarar lo manifestado por la Mag. Patricia, en el acuerdo de Corte Plena del 10 de febrero del 2020, artículo XXIV, sobre la gran cantidad de asuntos prescritos en dicho Centro. 

	034-2020
	Oficio 2300-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 16-2020, del 27 de febrero del 2020, artículo LV, relacionado con el "Procedimiento para la Grabación de las Audiencias Orales y Actos de Investigación.

	035-2020
	Oficio 015-CCPJ-2020, del Centro de Conciliación del Poder Judicial, dando respuesta al oficio 2118-2020 del 10 de febrero del 2020, artículo XXIV, relativo a la propuesta de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, remite proyecto de Ley. 

	036-2020
	Oficio DJ-944-2020 de la Dirección Jurídica, remitiendo oficio DGT-284-2020 de la Directora General de Tributación del Ministerio de Hacienda, sobre la resolución sobre el trámite de los mandamientos judiciales. 

	037-2020
	Oficio 343-72-SEGA-2020 de la Auditoría Judicial, remitiendo informe sobre el resultado del seguimiento de las sugerencias de Auditoria dirigidas a la Comisión de la Jurisdicción Penal. Referencia CJP228-2019 y CJP033-2020. 

	038-2020
	Oficio 2740-2020, del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 17-2020 del 3 de marzo del 2020, artículo LIII, sobre la aprobación del Protocolo de Cadena de Custodia en el manejo de los procesos penales, atendido por la Comisión mediante oficio CJP195-2019.

	040-2020
	Oficio 474-PLA-PE-2020, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe suscrito por el Máster Allan Pow, jefe de Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con el seguimiento de los proyectos estratégicos, a los cuales da seguimiento esta Dirección.

	041-2020
	Oficio 2826-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 17-2020 del 03 de marzo del 2020, artículo XLIX, sobre las Reglas para el dictado de las sentencias orales o escritas en las distintas jurisdicciones del país, atendido por la Comisión mediante oficio CJP113-2019/CJP030-2020. 

	042-2020
	Oficio 2817-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 17-2020 del 3 de marzo del 2020, artículo XLVII, sobre la revisión del acta de la visita del Tribunal de la Inspección Judicial al Circuito Judicial de Limón, atendido por la Comisión mediante oficio CJP025-2020.

	043-2020
	Oficio 2818-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 17-2020 del 03 de marzo del 2020, artículo XLVIII, relacionado con el acta de visita realizada por el Tribunal de la Inspección Judicial al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Atendida mediante oficio CJP026-2020. 

	044-2020 
	Oficio 2820-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 17-2020 del 03 de marzo del 2020, artículo L, relacionado con Criterio de la Comisión sobre el la rogatoria de la Agencia de Protección de Datos, atendido por la comisión mediante oficio CJP029-2020. 

	045-2020
	Oficio 2914-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican el acuerdo de la sesión 21-2020, del 24 de marzo del 2020, artículo XI, mediante el cual se acordó aprobar el informe "resumen del Anteproyecto de Presupuesto y el Plan Anual Operativo, correspondiente a cada una de las Comisiones Institucionales y del Programa Hacia Cero Papel y el Consejo de Personal". 

	046-2020
	Oficio 3025-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunica el acuerdo de sesión 24-2020 del 19 de marzo del 2020, artículo LXXI, relacionado con los resultados de la visita realizada en el Juzgado Mixto de Sarapiquí, por parte de la Inspección Judicial, atendida mediante oficio CJP035-2020. 

	047-2020
	Oficio 3075-2020 del Consejo Superior, comunicando el acuerdo de sesión 24-2020, del 19 de marzo del 2020, artículo LXX, sobre los cuadros estadísticos de personas fallecidas por accidentes de tránsito ocurridas en el 2018 y que fueron atendidas por los oficiales de la Policía Judicial del O.I.J. 

	048-2020
	Oficio MJP-227-03-2020 del Ministerio de Justicia y Paz, remitiendo consultas ante la emergencia sanitaria nacional producto del virus COVID-19, en aras de proteger los derechos fundamentales de la población penitenciaria, así como adición de la Magistrada Sandra Zúñiga. 

	049-2020
	Oficio CACC-101-2020, de la Unidad de Acceso a la Justicia, remitiendo acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

	050-2020
	Oficio 2971-2020 del Consejo Superior remitiendo acuerdo de sesión 24-2020, del 19 de marzo del 2020, artículo LXXII, sobre el informe 1264-PLA-2019, de la Dirección de Planificación, relacionado con los cuadros estadísticos sobre movimientos de trabajo en las fiscalías penales durante el 2018 y el último quinquenio. 

	051-2020
	Oficio 3261-2020 del Consejo Superior, remitiendo el acuerdo de sesión 30-2020, del 31 de marzo del 2020, artículo LIV, sobre el informe de la Dirección de Planificación 516-PLA-2020 sobre el acatamiento al punto 1.3 de la circular 57-2020, relacionado con la disposición para el funcionamiento del sistema de justicia penal, ante el Covid-19. 

	052-2020
	Oficio 3239-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 20-2020 del 12 de marzo del 2020, artículo LII, sobre los principales resultados obtenidos del análisis de las “Personas detenidas a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país al finalizar el 2018, atendido por la Comisión mediante oficio CJP069-2020, pronunciamiento que no se echa de menos en el informe de Planificación.

	053-2020
	Oficio 3406-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 29-2020 del 27 de marzo del 2020, artículo único, sobre el oficio 02-Mag.2.CSP-2020 de la Presidenta de la Comisión de la Jurisdicción Penal la Magistrada Patricia Solano,  en relación con la atención de la emergencia por contagio de la enfermedad Covid-19 en el Poder Judicial, según la cual, se solicitó a los gestores de las diferentes materias y jurisdicciones una propuesta de plan de trabajo para la atención de las oficinas durante este periodo indefinido de cierre. 

	054-2020
	Oficio CACC-130-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, remitiendo acuerdo de sesión virtual del 31 de marzo del 2020, artículo V, solicitando a la Comisiones Jurisdiccionales, emitan las listas de personas juzgadoras por materia que estiman conveniente sean capacitadas con prioridad en la temática de "Promoción de la autonomía personal de las personas con Discapacidad". 

	055-2020
	Oficio 548-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite informe correspondiente al rediseño del modelo penal, ara el circuito judicial de Puntarenas, ingreso el 21 de abril del 2020.

	056-2020
	Oficio 3696-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXXIII, sobre el oficio 409-PLA-2019 de la Dirección de Planificación, relativo a los 13 cuadros estadísticos y análisis, sobre los movimientos de trabajo en los juzgados competentes en materia Penal Juvenil D-durante el 2017, atendido por la Comisión mediante oficio CJP185-2019. 

	057-2020
	Oficio 3706-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXXXI, sobre el informe 1090-PLA-ES-2019, de la Dirección de Planificación relacionado con las muertes ocurridas por homicidio culposo en Costa Rica durante el 2018 y que fueron atendidas por el O.I.J. atendido por la Comisión mediante oficio CJP040-2020. 

	058-2020
	Oficio 3703-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXXX, sobre el informe 1354-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con los movimientos ocurridos para la temática de personas fallecidas en Costa Rica por suicidios durante el 2018, atendido por la Comisión mediante oficio CJP041-2020. 

	059-2020
	Oficio 559-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación remitiendo informe relacionado al proyecto de mejora integral del proceso penal, sobre algunos aspectos en los Juzgados Penales y Juzgados de Ejecución de la Penal, que se requieren sean analizados por la Comisión. 

	060-2020
	Oficio 3795-2020 de la Secretaría de la Corte, canalizando la gestión del señor M.Sc. Juan Diego Quirós Delgado, mediante el cual plantea la idea de utilizar las videoconferencias para las audiencias orales. 

	061-2020
	Oficio 3741-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo LXIX, mediante el cual se conoció el oficio 320-PLA-MI-2020, relativo al informe relacionado con el "Modelo de atención del Organismo de Investigación Judicial".

	062-2020
	Oficio 3802-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 30-2020 del 31 de marzo del 2020, artículo XXV, mediante el cual se conoció el oficio 2173-PLA-OI-2019, relacionado con el análisis del tema de disponibilidad que atienden las juezas del Juzgado Penal de Cartago en materias especializadas como Penal Juvenil, Pensiones, Contravenciones y ejecución de la pena. 

	063-2020
	Oficio 3631-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 27-2020 del 24 de marzo del 2020, artículo XXV, mediante el cual se conoció el tema referente al informe relacionado con los accesos, permisos y perfiles creados para el registro de anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos (SREM).

	064-2020
	Oficio 3745-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 24-2020, del 19 de marzo del 2020, artículo XV, mediante el cual se conoció el oficio DJ-C-105-2020, sobre la negativa del Organismo de Investigación Judicial de realizar ordenes de presentación en materia Contravencional. 

	065-2020
	Oficio 3863-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 38-2020 del 17 de abril del 2020, artículo I, sobre el oficio PJ-DGH-CAP-022-2020, de la Dirección de Gestión Humana remitió la proyección presupuestaria para permisos con goce de salario con sustitución para personal judicial becado, así como ayudas económicas para actividades de capacitación y becas correspondientes al año 2021. 

	066-2020
	Oficio 3958-2020 del Consejo Superior, de sesión 32-2020, del 2 de abril del 2020, artículo LX, relativo al oficio 1623-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, sobre los movimientos de trabajo de los Juzgados Penales Juveniles, durante el 2018.

	067-2020
	Oficio 3906-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 38-2020 del 17 de abril del 2020, artículo VIII, sobre la información concerniente a la formulación presupuestaria para el 2021. 

	068-2020
	Oficio 610-PLA-2020 de la Dirección de Planificación, sobre circular 57-2020, donde se acordó valorar los casos que actualmente se encuentran con prisión preventiva próximos a vencer, durante abril, mayo y junio se solicita a la Comisión implementar el desarrollo de protocolo de actuación en audiencias virtuales mediante el uso de software Microsoft Teams, y dar seguimiento. 

	069-2020
	Oficio 4069-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 40-2020 del 23 de abril del 2020, artículo LXXVII, sobre la inclusión a las circulares del Covid-19, lo concerniente a la materia Penal Juvenil. 

	070-2020
	Oficio 623-PLA-EV-2020 de la Dirección de Planificación en atención al oficio de la Comisión CJP034-2020 al respecto del informe 278-PLA-EV-2020 del Plan Estratégico Institucional 2013-2018. 

	071-2020
	Oficio 4080-20 del Consejo Superior, de sesión 41-2020 del 28 de abril del 2020, artículo LXXXV, donde se conoció el oficio 516-PLA-2020, sobre los instrumentos de medición para los despachos judiciales oficio 31-Mag.2.SCP-2020.

	072-2020
	Oficio 4023-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 38-2020 del 17 de abril del 2020, artículo X, sobre lo concerniente a la formulación presupuestaria para el 2021 de las subpartidas 10701 y 10702 sobre actividades de capacitación y protocolarias. 

	073-2020
	Correo de parte del despacho de la Presidencia de la Corte, de fecha 05 de mayo del 2020, mediante el cual remite el oficio INAMU-PE-0270-2020, mediante el cual solicitan al Poder Judicial, definir directrices para impulsar políticas nacionales para la igualdad y equidad de género, con las instituciones públicas las instancias estatales que desarrollan programas para las mujeres y las organizaciones sociales ante en el contexto de la pandemia por el Covid-19, en resguardo de la niñez.

	074-2020
	Correo del señor Nelson Campos Vega, de fecha 6 de mayo del 2020, mediante el cual consulta a la Comisión al respecto de los sobreseimientos definitivo y otras gestiones. 

	075-2020
	Oficio 653-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, remitiendo informe sobre los movimientos de trabajo del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José, durante el 2019 y el último quinquenio. 

	076-2020
	Oficio DP-26-2020 del Despacho de la presidencia, mediante el cual le solicitan a la Comisión de parte de la Comisión de Emergencias, la remisión de una propuesta sobre la implementación de aquellos servicios que paulatinamente se tendrán que reanudar en vista a la flexibilización de las medidas adoptadas por el Poder Ejecutivo, ante la declaratoria de emergencia por el Covid-19. 

	077-2020
	Oficio 666-PLA-2020 de la Dirección de Planificación solicitando lineamientos en cuanto a las audiencias orlaes en materia contravencional.

	078-2020
	Oficio 671-PLA-EV-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite copia de la solicitud de diseñar un protocolo para la atención de asuntos en forma virtual en audiencias de tránsito. 

	079-2020
	Oficio 4190-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 28-2020 del 26 de marzo del 2020, artículo XLV, donde se conoció el informe 389-PLA-ES-2020, sobre los movimientos de trabajo del Juzgado de Ejecución de la Pena, durante el 2018 y último quinquenio.

	080-2020
	Oficio 674-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación mediante el cual remiten listado de los tipos de audiencias, estados y motivos de cancelación de debates señalados que se reflejan en los informes de Agenda Cronos, para la generación de informes en materia penal. 

	081-2020
	Oficio DVV-S1-060-2020 de la Magistrada Damaris Vargas, mediante la cual invita a participar de una capacitación sobre el Sistema de Monitoreo de Cambios de Uso de la Tierra en Paisajes Productivos, para la semana del 25 al 29 de mayo del 2020. 

	082-2020
	Correo de la señora Sara Jiménez Torres de la Contraloría de Servicios, de fecha 11 de mayo del 2020, mediante el cual solicita el criterio de la Comisión al respecto de una audiencia que no se realizó y el Ministerio Público no aviso a los testigos, los cuales sí se presentaron y generó molestias.

	083-2020
	Correo del señor Danny Durán Cerdas de fecha 11 de mayo del 2020, mediante el cual solicita autorización para realizar vista oral, por medio de la plataforma MS Teams.

	084-2020
	Oficio 4363-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 43-2020 del 5 de mayo del 2020, artículo LXII, donde se atendió el oficio 32-Mag.2.SCP-2020, relativo a la modificación del acuerdo del Consejo Superior en el artículo I, punto 2.2.1.6.3, publicado en la circular 66-2020. 

	085-2020
	Oficio 4346-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remite el acuerdo del 21 de abril del 2020, de sesión 39-2020, artículo XXI, relativo al oficio 424-56-SAO-2020 del estudio "Evaluación operativa en la fiscalía adjunta de ejecución de la pena".

	086-2020
	Correo de la señora Catalina Espinoza Sáenz de la Escuela Judicial, de fecha 11 de mayo del 2020, mediante el cual nos remite la propuesta de evaluación para materia penal, para que se revise y se realicen observaciones o una propuesta.

	087-2020
	Oficio 4389-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 41-2020 del 28 de abril del 2020, artículo XXXII, relativo al oficio 547-PLA-OI-2020 y 285-PLA-OI-2020, del rediseño del proceso penal en la sección de Flagrancia de Liberia, atendido por la Comisión mediante oficio CJP066-2020. 

	088-2020
	Oficio 4520-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 22-2020 del 27 de abril del 2020, artículo XVI, sobre la temática de la designación de defensores públicos en materia contravencional, atendido por la Comisión en el oficio CJP060-2020. 

	089-2020
	Oficio 4619-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de la sesión 36-2020, del 14 de abril del 2020, artículo IV, sobre las medidas en cuanto a la declaratoria de emergencia por motivo del Covid-19, en cuanto a la materia Penal Juvenil. Solo se le copia a la Comisión. 

	090-2020
	Oficio 013-702-2020 de parte de la Comisión Enlace Corte-OIJ, coordinada por el magistrado Gerardo Rubén Alfaro, mediante el cual traslada al Comisión el oficio 284-DG-2020 de fecha 24 de marzo del 2020, al respecto de la realización de juicios con motivo de la declaratoria de emergencia Covid-19, y la peligrosidad y riesgo en Limón. 

	091-2020
	Oficio 4605-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 41-2020 del 28 de abril del 2020, artículo XXXIX, mediante el cual se conoció lo relativo al informe 303-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación relacionado con los principales resultados obtenidos del análisis de las personas detenidas a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país al finalizar el 2018. Atendido por la Comisión mediante oficio CJP073-2020. 

	092-2020
	Oficio 4757-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunico el acuerdo de sesión 27-2020 del 18 de mayo del 2020, artículo VII, mediante el cual conoció el protocolo para la realización de videoconferencias en procesos penales, remitido por la Comisión mediante oficio CJP103-2020. 

	093-2020
	Oficio 4768-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunico el acuerdo de sesión 22-2020, del 27 de abril del 2020, artículo XV, sobre la unificación de plazos para cambios de medida cautelar CJP219-2019. 

	094-2020
	Oficio CACC-222-2020, de la Comisión de Acceso a la Justicia, mediante el cual nos remiten el acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 8 de mayo del 2020, en atención al oficio 825-DG-2019 del OIJ, sobre la administración de riesgos expuestos en la materia penal. 

	095-2020
	Oficio 4884-20 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 51-2020, del 21 de mayo del 2020, artículo LXVII; mediante el cual se conoció los oficios 138-CACMCJ-JEF-2020, 735-PLA-2020, 1787-DE-2020, sobre la situación de emergencia sanitaria provocada por el Covid-19. 

	096-2020
	Oficio 4865-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican el acuerdo de sesión 43-2020 del 05 de mayo del 2020, artículo XIV, al respecto de las acciones para la continuidad de las audiencias penales por motivo del Covid-19. I

	097-2020
	Oficio 4945-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican el acuerdo de sesión 48-2020 del 14 de mayo del 2020, artículo V, mediante el cual comunican el acuerdo de esperar la respuesta de la Comisión en la implementación de Teams en los Juzgados de Ejecución de la Pena. 

	098-2020
	Oficio 4900-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos remiten el acuerdo de sesión 43-2020 del 5 de mayo del 2020, artículo LVI, donde se atendió el oficio CJP080-2020 de los resultados obtenidos del análisis de las personas sentenciadas en los Tribunales Penales durante el 2018. 

	099-2020
	Oficio PJ-DGH-SGD-052-2020 de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual remite la propuesta de Circular, al respecto de la Ley 9635, donde solicita el visto bueno de la Comisión, en el tema de Gestión de Desempeño. 

	100-2020
	Oficio 4960-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 43-2020 del 5 de mayo del 2020, artículo XXXVII, sobre el oficio CJP079-2020.

	101-2020
	Correo de la señora María Jiménez Soto, de fecha 28 de mayo del 2020, mediante el cual solicita a la comisión el procedimiento a seguir por la judicatura al generarse una actualización o reafirmación de la citada documentación (estudio operativo de la Auditoría al Juzgado Penal del de San José.) en momento de realizar la orden de captura por el OIJ. 

	102-2020
	Oficio 5088-2020 del Consejo Superior, mediante el cual nos remiten el acuerdo de sesión 52-2020 del 26 de mayo del 2020, artículo LIX, sobre el oficio 36-mag.2 SCP-2020, sobre principales acciones de seguimiento por el Covid-19. 

	103-2020
	Oficio 5091-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 25-2020 del 11 de mayo del 2020, artículo VI, sobre el tema de conocimiento de la realización de videoconferencias en materia penal y el criterio rendido por la Comisión CJP103-2020. 

	104-2020
	Correo de la señora Cinthia Sáenz Valerio, de fecha 1 de junio del 2020, mediante el cual solicita a la comisión una solución integral al respecto de procesos contravencionales señalados y próximos a prescribir. 

	105-2020
	Oficio 059-S-2020 de SITRAJUD, mediante el cual consultan a la Comisión al respecto del acuerdo de Consejo Superior N° 109-19 del 17 de diciembre del 2019, artículo XXVIII, sobre el pronunciamiento de la Comisión sobre ese tema. 

	106-2020
	Oficio 996-DTI-2020 de la Dirección de Tecnología de la Información al respecto del acuerdo de sesión 27-2020 de Corte Plena, artículo VII, sobre el protocolo para la realización de videoconferencias en procesos penales. 

	107-2020
	Correo de la señora Nuria Villalobos Solano, de fecha 08 de junio del 2020, mediante el cual presente la consulta a la Comisión, sobre pronunciamiento en cuanto al archivo judicial proceda a recibir el remesado de cientos de expedientes archivados en el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José. 

	108-2020
	Correo de la licenciada Jeannette Mena Rodríguez, de fecha 08-06-2020, mediante el cual traslada solicitud de criterio de la Comisión, sobre dejar sin efecto juicios por aumentos de Covid-19. 

	109-2020
	Correo de la señora Ivette Carranza, de fecha 10 de junio del año en curso, mediante el cual consulta la posibilidad de que los jueces al momento del juicio se encuentran enlazados virtualmente en diferentes lugares.

	110-2020
	Oficio 5417-20 del consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 56-2020 del 09 de junio del 2020, artículo LXXXI, donde se conoció el oficio 041-Mag2.SCP-2020, sobre la atención de la alerta naranja por Covid-19.

	112-2020
	Oficio 473-DG-2020/ Ref 600-2020 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, consultando a la Comisión voto 2020-10147 de la Sala Constitucional, sobre el riesgo de contagio por enfermedad de Covid-19, por el traslado de las personas de libertado. 

	113-2020
	Oficio 5692-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 52-2020 del 26 de mayo del 2020, artículo XXX, sobre el oficio 006-SPJ-2020 de la Sub Comisión Penal Juvenil, sobre el plan de abordaje respectivo en razón del Covid-19, en la materia Penal Juvenil. 

	114-2020
	Oficio 5839-2020 del Consejo Superior, comunicando el acuerdo de sesión 52-2020 del 26 de mayo del 2020, artículo XLI, sobre el oficio 946-PLA-2018 y 558-PLA-ES-2020, sobre los movimientos de trabajo ocurridos en el Programa de Justicia Restaurativa del Poder Judicial, durante el 2017. 

	115-2020
	Correo del señor Marco Vinicio Lizano Oviedo, de fecha 24 de junio del 2020, mediante el cual traslada inquietud de los jueces, al respecto de la circular 119-2020, sobre la "Responsabilidad de la Jueza o el Juez Coordinador del despacho, de dejar constancia al momento de realizar el remesado, de que no existen bienes decomisados o evidencias ligadas a los expedientes ni documentos de interés para las partes" .

	116-2020
	Oficio 5938-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de la sesión 59-2020 del 16 de junio del 2020, artículo XXIX, sobre la declaratoria de emergencia por Covid-19 en el sector de Cobano. 

	117-2020
	Oficio 923-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe sobre el análisis del movimiento de trabajo en los Juzgados Penales durante el 2019. 

	118-2020
	Oficio 950-PLA-2020, de la Dirección de Planificación, sobre el informe de seguimiento del oficio 493-PLA-2020, sobre la prórroga de licencias con goce de salario y sustitución en los Tribunales de Juicio que disponen de estructura mínima, ante la situación del Covid-19.

	119-2020
	Oficio 5967-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 54-2020, del 02 de junio del 2020, artículo XLVII, sobre el rediseño del proceso del Tribunal Penal de Liberia.

	120-2020
	Oficio 5966-2020 del Consejo Superior, de sesión 54-2020 del 02 de junio del 2020, artículo XLVI, sobre el protocolo para las audiencias virtuales comunicada mediante oficio CJP108-2020. 

	121-2020
	Oficio 5965-2020 del Consejo Superior, de sesión 54-2020, del 02 de junio del 2020, artículo XLV, sobre la situación relacionada con el Depósito de Objetos Decomisados por Juzgados Contravencionales.

	122-2020
	Oficio 955-PLA-PE-2020 de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite el enlace para el documento relacionado con el segundo informe de seguimiento del 2020 de los proyectos incorporados al Portafolio de Proyectos Estratégicos. Adicionalmente para el caso de los proyectos en los cuales se concedieron licencias de permiso con goce de salario, según lo estipulado en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

	123-2020
	Oficio 5991-20 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 55-2020, del 4 de junio del 2020, artículo LII, sobre oficio 521-PLA-PE-2020 sobre el informe relacionado con los resultados de la encuesta de opinión sobre el acceso a la justicia que tiene la población penal juvenil en Upala. 

	124-2020
	Oficio 961-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, sobre el informe relacionado con el funcionamiento del Sistema de justicia Penal durante la atención de la emergencia nacional.

	125-2020
	Oficio 6057-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 55-2020 del 4 de junio del 2020, artículo LV, sobre el oficio CJP122-2020 del informe 610-PLA-2020, referente diligencias programadas con personas privadas de libertad a partir del 1 de abril y hasta el 30 de junio de 2020. 

	126-2020
	Oficio 6062-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 55-2020 del 4 de junio del 2020, artículo LVI, mediante el cual se conoció el oficio CJP118-2020 sobre el informe de la Dirección de Planificación número 1707-PLA-OI-MI-2019, relativo a la falta de dos fiscales en la Fiscalía de Pococí. 

	127-2020
	Oficio 6020-2020, del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 55-2020 del 4 de junio del 2020, artículo XXXII, sobre el oficio CJP117-2020l relacionado con oficio del Consejo Superior número 13136-19 conde consta el acuerdo XLVII de la sesión 107-19 y el oficio del Departamento de Planificación número 1659-PLA-OI-20219, en que nos comunicó el informe relativo al “Rediseño de procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Pavas”. 

	128-2020
	Oficio 6209-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 57-2020, del 11 de junio del 2020, artículo XXXV, sobre el oficio CJP126-2020 donde se resuelve una situación atinente a la forma en que estamos asumiendo la disponibilidad. 

	129-2020
	Oficio 6233-20 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 60-2020, del 18 de junio del 2020, artículo, sobre gestión de la señora Jannette Mena Rodríguez, sobre solicita al Consejo Superior que se valore la posibilidad de asignar el recurso otorgado como parte del Plan Remedial de Descongestionamiento del Rediseño de Procesos en materia penal, del Tribunal de Guápiles al Tribunal Penal de Siquirres ante la emergencia por Covid-19.

	130-2020
	Oficio 6262-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 57-2020 del 11 de junio del 2020, artículo LXI, sobre informe en torno a la nota remitida por el Ministerio de Justicia y Paz en oficio No. MJP-621-09-2019 del 23 de setiembre de 2019.

	131-2020
	Oficio 993-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual le copia a la Comisión, el informe Modernización Institucional, relacionado con el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas para analizar el movimiento de estas plazas.

	132-2020
	Oficio 6393-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 67-2020 del 2 de julio del 2020, artículo LXI, donde se atendió oficio 043-Mag.2.SCP-2020, sobre los criterios de atención según la zona de criticidad definida por el Ministerio de Salud. 

	133-2020
	Oficio 1018-PLA-OI-MI-2020, de la Dirección de Planificación remitiendo informe relacionado con el conjunto de actividades enfocadas en el abordaje de la Jurisdicción Penal del país, sobre propuesta de Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal.

	134-2020
	Oficio 6419-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 66-2020, del 30 de junio de 2020, artículo LXVII, sobre disposiciones a seguir sobre los servicios que el poder judicial brinda en las zonas en que el Poder Ejecutivo ha decretado la alerta naranja debido al COVID-19, vigentes durante el lapso de tiempo en que se mantenga la alerta. 

	135-2020
	6441-20, del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 69-2020, celebrada el 07 de julio del 2020, artículo LIX, sobre gestión de La licenciada Diana Zúñiga Agüero, Defensora Pública Coordinadora de la Defensa Pública de Coto Brus, mediante oficio N° DPCB-10-2020 del 3 de julio de 2020, relativo a la declaratoria de alerta naranja en Coto Brus. 

	136-2020
	Consulta del señor Jorge Morlaes Garcia, mediante correo electrónico del 13-07-2020, sobre las Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, posee la misma validez que una firma física. 

	137-2020
	Oficio 6476-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 59-2020 del 16 de junio del 2020, artículo LXI, sobre el oficio 447-DG-2020 del OIJ, sobre problema con cantidad de custodios. 

	138-2020
	Oficio 6546-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 33-2020 del 15 de junio de 2020, artículo XVI, referentes a los resultados del trabajo que han hecho las diferentes oficinas del Poder Judicial, con motivo de la declaratoria de estado de emergencia nacional, debido a la situación sanitaria provocada por el COVID-19.

	139-2020
	Oficio 6569-2020, del Consejo Superior, mediante el cual nos comunican acuerdo de sesión 64-2020 del 23 de julio del 2020, artículo LXXI, sobre el acuerdo tomado el día de hoy por el comité de fiscales coordinadores de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, en adelante FAPTA- se solicita su intervención con carácter de urgencia por un tema de administración; por la tardía en las resoluciones de realización o suspensiones de juicios y audiencias de la Jurisdicción Penal de Hacienda. 

	140-2020
	Oficio 1057-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con la competencia para abordar las solicitudes de órdenes de allanamiento por parte del Ministerio de Salud.

	141-2020
	Oficio 1061-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con el Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 

	142-2020
	Oficio 6678-2020 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de la sesión 70-2020 del 9 de julio del 2020, artículo LIV, mediante el cual comunican la gestión de la Coordinadora del Juzgado Penal de Hacienda y Función Pública del Segundo Circuito Judicial de San José, donde se procurará la realización de las diligencias ya señaladas siempre y cuando ello sea posible y no se ponga en riesgo ni la salud ni la vida de las personas funcionarias de nuestras oficinas ni la de las personas usuarias. 

	143-2020
	Oficio 6740-20 del Consejo Superior, remitiendo acuerdo de sesión 72-2020- del 16 de julio del 2020, artículo LXXIII, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19. 

	144-2020
	Correo de la señora Cinthia Sáenz Valerio, de fecha 9 de julio del 2020, mediante el cual traslada a la Comisión gestión sobre siguiente plan de trabajo para nuestros juzgados, en razón de la Circular 57-2020, y en búsqueda del cumplimiento de las Ordenes Sanitarias del Ministerio de Salud, que nos convoca a realizar teletrabajo, a no salir de las casas y a procurar el distanciamiento social, y que a su vez cumplamos con dar un servicio de calidad hacia nuestros usuarios, procurando teletrabajo, así como mantener controlable y baja la línea de crecimiento de casos con COVID-19.

	145-2020
	Oficio 6694-20 del Consejo Superior, de sesión 70-2020 del 9 de julio de 2020, artículo LIII, sobre medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Bagaces, ante Covid-19.

	146-2020
	oficio 1071-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Tribunal Penal de Limón. 

	147-2020
	Oficio 6762-2020 del Consejo Superior, acuerdo de sesión 66-2020 del 30 de junio de 2020, artículo XL, solicitando criterio de la Comisión al respecto del Oficio TZS-OSA-230-2020 del 19 de junio de 2020, de la licenciada Carmen María Rodríguez Montoya, jueza coordinadora del Tribunal de Juicio de Osa. 

	148-2020
	Oficio 6713-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remiten el acuerdo de sesión 70-2020 del 9 de julio del 2020, artículo LV, sobre correo electrónico del 29 de junio de 2020, el máster Pedro Méndez Aguilar, Juez Coordinador interino del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, remitió un protocolo que ha sido elaborado para ser aplicado en el citado Tribunal con ocasión de la emergencia nacional por el Covid-19, se hace de conocimiento de la Comisión. 

	149-2020
	Oficio 6808-20 del Consejo Superior, mediante el cual remite copia del acuerdo de sesión 71-2020 del 14 de julio del 2020, artículo XXI, donde se atendió oficio N° 687-72-SAEE-2020 de fecha 16 de junio de 2020, el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, remite el informe correspondiente a la evaluación efectuada por la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, denominada “Evaluación del Sistema de Control interno en la bodega de drogas del Organismo de Investigación Judicial”.

	151-2020
	Oficio 6744-2020, del Consejo Superior, mediante el cual comunican el acuerdo de sesión 70-2020 del 9 de julio de 2020, artículo LII, donde se conoció el oficio N° 23-CAIICJZA-2020, del Licenciado Jeffrey Thomas Daniels y el máster Miguel Gutiérrez Fernández, por su orden Presidente y Secretario del Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mediante el cual remite los planes para un determinado grupo de despachos, ante la declaratoria de alerta naranja. 

	152-2020
	Oficio CACC-336-2020 de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, consultando a la Comisión informar sobre las acciones realizadas desde el ámbito de Jurisdicción Penal, asociados al artículo 56 y 67 de la Ley de acceso a la Justicia. 

	153-2020
	Oficio 1102-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual se remite el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Talamanca.

	154-2020
	Oficio 1108-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual nos remite el informe final relacionado con el funcionamiento del Sistema de Justicia Penal durante la atención de la emergencia nacional. 

	155-2020
	Oficio 6909-2020 de la Secretaría General de la Corte, mediante el cual trasladan el correo de la señora Jueza Penal Natalia Rodríguez Solís, mediante el cual solicita aclaración o reconsideración de las disposiciones de Corte, en cuanto al tema de los allanamientos en zonas decretadas como en alerta naranja, por motivo del Covid-19. 

	157-2020
	Oficio 7117-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 74-2020 del 23 de julio del 2020, artículo XV, en relación con el oficio CJP156-2020 sobre instar a los jueces a utilizar los medios tecnológicos para hacer audiencias virtuales.

	158-2020
	Oficio 7024-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio de 2020, artículo LIX, sobre medidas adoptadas por el Juzgado Penal de Grecia, en razón de la declaratoria de alerta naranja. 

	159-2020
	Oficio 7069-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio de 2020, artículo LXII, en relación con las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Escazú, por motivo de la declaratoria en alerta naranja. 

	160-2020
	Oficio 7025-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio de 2020, artículo LXIII, en relación con las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Cartago, por motivo de la declaratoria en alerta naranja. 

	161-2020
	Oficio 7027-2020, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior, de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LXVII, mediante el cual se comunica las medidas adoptadas por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José. 

	162-2020
	Oficio 7166-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 76-2020 del 30 de julio de 2020, artículo XXVII, mediante el cual se acordó lo correspondiente al informe 950-PLA-2020 de la Dirección de Planificación, (consulta 118-2020) integraciones para la atención de la emergencia. 

	163-2020
	Oficio 7056-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LXVIII, mediante el cual se comunica las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Santa Ana, al respecto de la declaratoria de alerta Naranja. 

	164-2020
	Oficio 7063-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se comunica el acuerdo de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LX, mediante el cual se comunica las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Bribrí, al respecto de las declaratoria de emergencia. 

	165-2020
	Oficio 7160-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunican lo acordado en sesión 70-2020 del 9 de julio del 2020, artículo LXXII, en relación con la gestión que presenta la licenciada Leidy Marcela González Acuña, Jueza Coordinadora del Juzgado Penal de La Fortuna, se solicita "Trasladar la gestión a la Comisión de la Jurisdicción Penal para que en conjunto con la Dirección de Planificación para su análisis y recomienden a este Consejo lo que corresponda". 

	166-2020
	Correo del señor Danilo Segura Mata de fecha 3 de agosto 2020, mediante el cual comparte la gestión hecha por el Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José, para la atención de usuarios, y solicita a la Comisión, apoyar e impulsar la gestión. 

	167-2020
	Oficio 7108-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se comunica el acuerdo de sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020, artículo LV, donde se conoció las medidas adoptadas por el Juzgado Contravencional de Golfito, en el marco de la declaratoria de emergencia.

	168-2020
	Correo de la señora Mayra Campos de fecha 05-08-2020, en el cual solicita la inclusión del catálogo de delitos al Código Electoral Ley.

	169-2020
	Correo de parte de la Magistrada Sandra Eugenia Zúñiga Morales, mediante el cual remite para conocimiento de la Comisión, el proyecto de Ley Proliferación de armas de destrucción masiva y su financiamiento, así como la propuesta del Ministerio Público. 

	170-2020
	Consulta de la Magistrada Damaris Vargas, de fecha 06-08-2020, sobre con personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 

	171-2020
	Oficio 7382-2020 de Corte Plena, mediante el cual se comunica lo acordado en sesión 41-2020 del 13 de julio del 2020, artículo V, donde se conoció el oficio CJP113-2020 sobre la inclusión de una persona juzgadora en materia contravencional como integrante de la Comisión. 

	172-2020
	Oficio 289-CACMFJ-JEF-2020 del Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante el cual nos remiten el oficio 66-CACMFJ-ACM-2020, del mismo Centro, mediante el cual remiten el informe sobre las labores desempeñadas por los despachos jurisdiccionales en el marco de la pandemia, en seguimiento de la gestión que realiza la materia contravencional. 

	173-2020
	Oficio 695-ODCV-20, de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas I CJ San José, mediante el cual remite solicitud de aclaración en cuanto al acto conclusivo- requerimiento fiscal según artículo 114 del C.P.P..

	174-2020
	Correo del señor Michael Steve Morales Molina, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Grecia, mediante el cual remite un listado de los problemas presentados al momento de realizar las audiencias judiciales con el Ministerio de Justicia.

	175-2020
	Correo de fecha 13-08-2020 de la señora Jeannethe Mena Rodríguez Jueza del Tribunal de Guápiles, comunicando problema con la saturación de Celdas del OIJ, por motivo del Covid-19.

	176-2020
	7436-2020 del Consejo Superior, comunicando el acuerdo de sesión 72-2020 del 16 de julio del 2020, artículo XLIX, sobre el informe 521-PLA-MI-2020 de la Dirección de Planificación, sobre ampliar el informe relacionado con los resultados de la encuesta de opinión sobre el acceso a la justicia que tiene la población penal juvenil en Upala. 

	177-2020
	7421-2020 del Consejo Superior acuerdo de sesión 74-2020 del 23 de julio de 2020, artículo XXI, mediante el cual se conoció el oficio N° DP-352-2020 de 13 de julio de 2020, remitió la gestión presentada por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento.

	178-2020
	Oficio 1219-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con los movimientos de trabajo en los Tribunales de Apelación de Sentencia durante el 2019 y el último quinquenio.

	185-2020
	Oficio 7383-2020 del Corte Plena, conoció en sesión 41-2020 del 13-07-2020 artículo V, designar a un juez contravencional en la Comisión, respuesta a la señora María Solano Gamboa.

	187-2020
	Correo de la señora Mauren Sancho González, mediante el cual remite respuesta del Ministerio de Justicia, en el cual deniegan la solicitud de ubicar a tres detenidos en un mismo centro para la realización de Juicio. Por motivo del Covid-19. 

	188-2020
	Correo de la Gestoría en Materia Penal, al respecto de la gestión del suscrito Pedro Méndez Aguilar, juez coordinador del Tribunal Penal de Pavas, en el cual indica la situación que rige el despacho ante la constante suspensión de juicios.

	189-2020
	Correo del señor Luis Albino Rodríguez Cruz, Juez Coordinador del Tribunal Penal de Limón, en el cual traslada la inquietud por el nombramiento de un juez tramitador, para la realización de juicios unipersonales, en la zona de Talamanca, y el riesgo de prescripción. 

	190-2020
	Correo de la señora Jazmin Castillo Cubero Jueza Contravencional de Cartago, de fecha 25-08-2020, solicitando el criterio de la Comisión sobre la definición de competencia funcional.

	191-2020
	Oficio 1303-PLA-2020 de la Dirección de Planificación, sobre circular 52-2020 emitida por la Corte Plena y las limitaciones presupuestarias, así como la cantidad de recurso ordinario que disponen que les limita la realización de los juicios colegiados, y que en el caso particular de los Tribunales de Apelación de la Sentencia Penal de San Ramón y Santa Cruz. 

	192-2020
	Correo de la Mag. Damaris Vargas Vásquez, sobre distorsiones sobre el abordaje del tema relacionado con "recuperación de tierras por parte de las personas indígenas".

	193-2020
	Oficio 7980-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 78-2020 de 6 de agosto del 2020, artículo XXXVII, sobre la eliminación masiva de expedientes en el archivo Judicial, para que un integrante de la Comisión integre una comisión especial para abordar la problemática. 

	194-2020
	Oficio 1337-PLA-PE-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con el plan de acción para la continuidad de los servicios judiciales como respuesta al impacto de la emergencia nacional COVID-19. 

	195-2020
	Oficio 1351-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relacionado con la revisión de las cuotas establecidas a los Tribunales de Apelación de Sentencia Penal.

	196-2020
	Oficio 671-SG/OIJ-2020 de la Dirección del OIJ, mediante el cual comunican problemática con el Ministerio de Justicia, por la no recepción de personas detenidas. 

	197-2020
	Oficio 8179-2020 del Consejo Superior, mediante el cual se comunica acuerdo de sesión 80-2020 del 14 de agosto de 2020, artículo XLVII, en relación al oficio CJP165-2020 sobre los asuntos de vieja data.

	198-2020
	Oficio 1370-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual se remite la respuesta a la consulta de la realización de un informe que logre determinar la forma en la que debe funcionar las distintas secciones de flagrancia.

	199-2020
	Oficio 1385-PLA-2020 / 331-CACMFJ-JEF-2020 de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite copia del oficio a Corte Plena, respecto del seguimiento de las materias y los resultados del mes de junio, julio y un análisis comparativo, de los servicios durante la emergencia. 

	200-2020
	Oficio 8146-2020 del Consejo Superior, mediante el cual remiten el acuerdo de sesión 79-2020 del 11 de agosto de 2020, artículo XXXVIII, donde se conoció el informe 1108-PLA-OI-2020. Se dispuso, solicitar criterio a la Comisión que permita el mejor funcionamiento del sistema judicial. 

	201-2020
	Oficio 7696-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 42-2020 del 20 de julio del 2020, artículo XVI, en el cual se solicitar a cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación.

	202-2020
	Oficio 192-FAI-2020 de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en respuesta al oficio CJP180-2020, sobre el cumplimiento de la medida cautelar 321-12 de la CIDH (Consulta 170-2020). 

	203-2020
	Correo del señor Edgar Ramírez Villalobos, trasladando la problemática con el Tribunal Penal de Osa, por el señalamiento de varios juicios y la falta de fiscales. 

	204-2020
	Oficio 8360-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 86-2020 del 3 de setiembre de 2020, artículo XXVIII, en el cual se conoce el oficio CJP169-2020, mediante el cual se comunica a los coordinadores, la no saturación de Celdas. 

	205-2020
	Oficio 8522-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 83-2020 del 25 de agosto de 2020, artículo XII, comunicando problemática con las disminuciones de espacio en celdas por motivo del distanciamiento sanitario, se hace de conocimiento de la comisión. 

	206-2020
	Correo del 15-09-2020 del señor Andrés Olsen Villegas, con respecto a problemática en las desestimaciones solicitadas por el Ministerio Público de Cartago, y el Tribunal de Flagrancia. 

	207-2020
	Oficio 1433-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, con respecto al informe del rediseño del proceso penal del Tribunal Penal de Limón. 

	208-2020
	Oficio 1434-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, con respecto al informe del rediseño del proceso penal del Juzgado Penal de Talamanca. 

	209-2020
	Oficio 8592-2020, del Consejo Superior, mediante el cual remite el acuerdo de sesión 85-2020, del 1 de setiembre de 2020, artículo X, relacionado con Recordar a todos los despachos judiciales del país que tramitan materia penal, la obligación de realizar una adecuada coordinación para que se cumplan de manera estricta las medidas sanitarias en todas las actuaciones que se realicen, tomando en consideración los protocolos y lineamientos emitidos por el Ministerio de Salud, la Corte Plena y este Consejo Superior. 

	210-2020
	Oficio 1468-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe con respecto al oficio 3160-15, relacionado con estadísticas cualitativas y cuantitativas para las variables audiencias y sentencias de tipo tanto orales como escritas en los Juzgados y Tribunales Penales. 

	211-2020
	Correo del señor Carlos Eduardo Arias Córdoba, de fecha 24 de agosto de 2020, mediante el cual solicita el criterio de la Comisión, sobre el criterio jurídico usado por los jueces, para otorgar a las partes en las audiencias orales el espacio de 10 a 15 minutos para exponer sus alegatos. 

	212-2020
	Oficio 8814-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 88-2020, del pasado 10 de setiembre de 2020, artículo XXXIII, donde se conoció el tema del estudio realizado con el objeto de obtener los insumos complementarios, requeridos para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas. 

	213-2020
	Oficio 1490-PLA-MI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite al Consejo Superior, el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas para analizar el movimiento de estas plazas. 

	214-2020
	Oficio 764-DG-2020, de la Dirección General del OIJ, mediante el cual la negativa del Ministerio de Justicia al momento de recibir personas detenidas, para que desde la dirección de la Comisión, a fin de poner en conocimiento a las autoridades penales del país. 

	215-2020
	Oficio 8833-2020, del Consejo Superior, mediante el cual comunican el acuerdo de sesión 86-2020, del 3 de setiembre de 2020, artículo XXIX, donde se conoció el oficio CJP172-2020, sobre “Responsabilidad de la Jueza o el Juez Coordinador del despacho, de dejar constancia al momento de realizar el remesado, de que no existen bienes decomisados o evidencias ligadas a los expedientes ni documentos de interés para las partes”.  

	216-2020
	Oficio 8797-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 86-2020 del 03 de setiembre de 2020, artículo LIII, donde se conoció el oficio CJP179-2020, mediante el cual la jurisdicción de la Fortuna solicita aclaración de la Circular 140-2020. 

	217-2020
	Oficio 1510-PLA-PE-2020, de la Dirección de Planificación relacionado con el tercer informe de seguimiento del 2020, de los proyectos incorporados al Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos. Adicionalmente, para el caso de los proyectos en los cuales se concedieron licencias de permiso con goce de salario, según lo estipulado en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

	218-2020
	Oficio 8901-2020, del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 92-2020, del 22 de setiembre de 2020, artículo XL, donde se conoció el oficio Nº 1372-PLA-MI-2020 relacionado con el diagnóstico y propuestas para el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal Ministerio Público - Fiscalía de Pavas. 

	219-2020
	Oficio 1532-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite informe sobre el seguimiento mensual de las labores realizadas por las oficinas durante la emergencia por Covid-19.

	220-2020
	Oficio 1513-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite copia del informe relacionado con las inconsistencias detectadas mediante la generación de los informes de inconsistencias y durante el proceso de elaboración de datos estadísticos. 

	221-2020
	Oficio 74-FAPZ-JEFATURA-2020, de la Magistrada Damaris Vargas, mediante el cual remite al señor Presidente de la Corte, donde traslada en relación con la preocupación mostrada por el señor Ramírez Villalobos en la condición dicha, sobre las decisiones tomadas por la Jurisdicción Agraria y la Jurisdicción Penal sobre la situación en que se encuentra la población indígena de China Kichá en Pérez Zeledón y las acciones jurisdiccionales. 

	222-2020
	Oficio 8940-2020 del Consejo Superior, comunicando acuerdo del 24-09-2020 de sesión 93-2020, artículo LXV, donde se conoció el oficio CJP187-2020 sobre el informe de la licenciada Rebeca Herrera Padilla, Jefa de la Unidad de Atención a Personas Sujetas a Monitoreo con Dispositivo Electrónico (UME) y hacer este acuerdo de conocimiento de los Juzgados Penales. 

	223-2020
	Oficio 9198-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunica acuerdo de sesión 50-2020 del 7 de setiembre de 2020, artículo XXVI, donde se conoció el oficio CJP170-2020 sobre los allanamientos en Pavas, y el Covid-19. 

	224-2020
	Oficio 9187-2020 oficio del Consejo Superior, comunicando acuerdo de sesión 50-2020 del 7 de setiembre de 2020, artículo XVIII, donde se conoció, lo relacionado con la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos en el Poder Judicial. 

	225-2020
	Oficio 8975-2020 de Corte Plena, comunicando acuerdo de sesión 50-2020 del 7 de setiembre de 2020, artículo XII, donde se tomó el acuerdo en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, en el cual jurisdicciones remitir a esta Corte Plena un plan de trabajo remedial para las audiencias que no se han podido realizar, para los próximos seis meses, conforme a lo expuesto. 

	226-2020
	Oficio 9130-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunica acuerdo de sesión 55-2020, del 28-09-2020, artículo XIV, donde se prorrogan las medidas de la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19. 

	227-2020
	Oficio 1562-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con la revisión del monto de la cuantía en materia Civil, para efecto de establecer el tope entre menor y mayor cuantía y por consiguiente el acceso al recurso de Casación. 

	228-2020
	Correo del señor Benito Martin Jiménez Carranza, de fecha 09-10-2020, mediante el cual remite la consulta en relación a los alcances del artículo 405 bis del Código Penal, tanto para las denuncias por Maltrato o Abandono de Animales, que nos plantean en los Despachos contravencionales, como aquellas de esa naturaleza ingresadas por incompetencia del Ministerio Público. 

	229-2020
	Correo del señor José Berlatta Valladares, de fecha 12-10-2020, mediante el cual plantea consulta con respecto a la circular 120-2020 sobre las audiencias virtuales por medio de la plataforma Teams. 

	230-2020
	Oficio 317-STGAJ-2020, de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, mediante el cual remite informe relacionado con los indicadores institucionales, legislación nacional e instrumentos internacionales, relacionados con el reconocimiento y ejercicio de derechos de las personas menores de edad víctimas en los procesos judiciales. 

	231-2020
	Oficio 9541-2020 del Consejo superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 95-2020 del 2 de octubre de 2020, artículo XLI, sobre el informe 1433-PLA-OI-2020, del Rediseño de Procesos del Tribunal Penal de Limón.

	232-2020
	Oficio 9584-2020 del Consejo Superior, mediante el cual comunica el acuerdo de sesión 93-2020 del 24 de setiembre de 2020, artículo XLV, sobre el informe 1434-PLA-OI-2020, Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Talamanca.

	233-2020
	Oficio 1598-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite informe sobre el número de personas sentenciadas en los tribunales penales del país, durante el 2019. 

	234-2020
	Oficio 1613-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con la situación de las personas detenidas, sin y con sentencia, a la orden de los Juzgados y Tribunales Penales del país, al finalizar el 2019, ingreso el 16-10-2020, dan 22 días naturales vence el 07-11-2020

	235-2020
	Oficio DP-541-2020 del Despacho de la Presidencia, mediante el cual solicitan el informe anual de la Comisión, para la rendición de cuentas del año 2019-2020.

	237-2020
	Oficio 1628-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con los movimientos de trabajo en las Fiscalías Penales Juveniles del Ministerio Público, durante el 2019 y el último quinquenio. 

	238-2020
	Oficio 1629-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con los movimientos de trabajo en los tribunales penales, durante el 2019 y el último quinquenio.

	242-2020
	Oficio 1308-290-ISEG-SEGA-2020, de la Auditoría Judicial, mediante el cual remite solicitud de informar sobre lo relacionado con los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos.

	245-2020
	Oficio 350-STGAJ-2020, de la Secretaría Técnica de Genero y Acceso a la Justicia, mediante el cual remiten informe 702-PLA-ES-2020, sobre variables sociodemográficas, en las diversas materias, para que desde esta jurisdicción se coadyuve en temas de inclusión de datos estadísticos por parte de los despachos judiciales. 

	260-2020
	Oficio 1892-PLA-MI-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con el abordaje realizado a las oficinas de Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José (Defensa Pública – Ministerio Público – Judicatura).

	261-2020
	Oficio 1935-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021.

	238-2020
	Oficio 1629-PLA-ES-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con los movimientos de trabajo en los tribunales penales, durante el 2019 y el último quinquenio.

	242-2020
	Oficio 1308-290-ISEG-SEGA-2020, de la Auditoría Judicial, mediante el cual remite solicitud de informar sobre lo relacionado con los accesos y permisos otorgados a nivel del Ministerio Público, respecto las anotaciones en el Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos.

	245-2020
	Oficio 350-STGAJ-2020, de la Secretaría Técnica de Genero y Acceso a la Justicia, mediante el cual remiten informe 702-PLA-ES-2020, sobre variables sociodemográficas, en las diversas materias, para que desde esta jurisdicción se coadyuve en temas de inclusión de datos estadísticos por parte de los despachos judiciales. 

	260-2020
	Oficio 1892-PLA-MI-OI-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remite el informe relacionado con el abordaje realizado a las oficinas de Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José (Defensa Pública – Ministerio Público – Judicatura). el 26-11-2020

	261-2020
	Oficio 1935-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, mediante el cual remiten el informe relacionado con la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021. 




Se giraron un total de 220 oficios de respuesta, de los cuales se puede detallar como los más relevantes los siguientes 127 oficios a continuación:

	[bookmark: RANGE!A1:E233]Consecutivo:
	Año:
	Detalle

	CJP001
	2020
	Sesión 08-2019, Propuesta de circular al respecto de Criterio de la Comisión sobre registro de mandamientos en el registro electrónico por el Ministerio Público

	CJP003
	2020
	Sesión Criterio de la comisión sobre el dictado de la sentencia oral, si es necesario que este el Tribunal debidamente integrado.

	CJP004
	2020
	Criterio de la Comisión al respecto de Audiencias Masivas.

	CJP006
	2020
	Criterio de la Comisión al respecto de la elaboración de un modelo del indicador para permitir medir el cumplimiento de las políticas institucionales en el ejercicio de derechos de las personas menores de edad víctimas.

	CJP007
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe estadístico sobre los homicidios dolosos ocurridos en el quinquenio 2014-2018.

	CJP008
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe relacionado con los movimientos en los juzgados de ejecución de la pena en materia de adulto

	CJP012
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe estadístico sobre muertes de mujeres por razones de género al marco de la Ley de Penalización de Violencia contra la Mujer y la Convención Belém do Pará, correspondiente al quinquenio 2017-2018.

	CJP013
	2020
	Designación de un representante para integrar en la CONAPDIS

	CJP014
	2020
	Criterio de la Comisión sobre “Acciones para mejorar los resultados de la gestión del Centro de Conciliación del Poder Judicial y sus Sedes Regionales"

	CJP015
	2020
	Sesión 01-2020, Se toma nota del Protocolo de Cadena de Custodia en el Manejo de los Procesos Penales.

	CJP016
	2020
	Sesión 01-2020, Criterio de la Comisión sobre reducción de plazo de prescripción a la mitad en materia de accidentes y colisiones (transito)

	CJP025
	2020
	Criterio de la Comisión CASO LIMÓN, sobre acta de visita del Tribunal de la Inspección Judicial

	CJP026
	2020
	Criterio de la Comisión CASO LIMÓN, sobre informe del Director del Despacho de la Presidencia acerca de las acciones tomadas en relación con el Tribunal de Juicio de Limón

	CJP027
	2020
	Criterio de la Comisión, sobre la conversión de días multas a días de prisión, caso de

	CJP029
	2020
	Criterio de la Comisión sobre el la rogatoria de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes, para que informe inmediatamente al Centro Electrónico de Información de Jurisprudencia del Poder Judicial, sobre la recepción de denuncias sobre la existencia de datos sensibles.

	CJP030
	2020
	Sesión 02-2020, Criterio de la Comisión sobre la duración del dictado de las sentencias orales en materia de Flagrancia.

	CJP033
	2020
	Reiteración del criterio de la comisión oficio CJP228-2019 acceso al sistema SREM al Ministerio Público

	CJP035
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 9870-19 de Corte Plena, sobre la visita del Tribunal de la Inspección Judicial, al Juzgado Mixto de Sarapiquí.

	CJP036
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 1334-PLA-MI-2019 sobre la citación de imputados y testigos dentro del proceso contravencional.

	CJP037
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 9697-19 del Consejo Superior, sobre la gestión de las Fiscalías del Ministerio Público durante el 2018.

	CJP038
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 02-CLP-2020, sobre la Ley de Penalización de Violencia contra las mujeres.

	CJP039
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 7704-19 del Consejo Superior, sobre las estadísticas sobre personas fallecidas en accidentes de tránsito en el período 2018

	CJP040
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 7733-19 del Consejo Superior, sobre la cantidad de homicidios culposos ocurridos en el período 2018.

	CJP041
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 9426-19 del Consejo Superior, sobre los suicidios ocurridos en el país en el período 2018 y que fueron atendidos por el O.I.J

	CJP060
	2020
	Reitera el criterio de la Comisión al respecto de la designación de los defensores públicos en materia de contravenciones

	CJP061
	2020
	Respuesta de la Comisión acerca del proyecto denominado Resolución sobre el trámite de los mandamientos judiciales.

	CJP062
	2020
	Reitera el criterio de la Comisión sobre la nueva etapa procesal a cargo del Centro de Resolución Alterna de Conflictos (RAC).

	CJP066
	2020
	Criterio de la Comisión oficio 285-PLA-OI-2020, relativo al rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Limón.

	CJP067
	2020
	Criterio de la Comisión oficio 1573-PLA-OI-2019, relativo al estudio para la modificación de las plantillas de los formatos de denuncia genérica .

	CJP068
	2020
	Criterio de la Comisión oficio DVV-S1-024-2020, sobre otorgar viáticos a los usuarios que requieren ayuda económica de las poblaciones indígenas.

	CJP069
	2020
	Criterio de la Comisión oficio 1570-PLA-ES-2019, sobre personas detenidas a la orden de los juzgados y tribunales penales al finalizar el 2018

	CJP070
	2020
	Criterio de la Comisión sobre el plazo para presentación ante la autoridad judicial la documentación de localización del O.I.J.

	CJP073
	2020
	Se reitera el criterio de la Comisión en el oficio CJP069-2020.

	CJP078
	2020
	Criterio de la Comisión sobre señalamiento de anticipo jurisdiccional de prueba con persona detenida y un señalamiento con delitos por prescribir.

	CJP079
	2020
	Criterio de la Comisión sobre movimientos de trabajo de los juzgados penales durante el 2018.

	CJP080
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe 1534-PLA-ES-2019, sobre el análisis estadístico de las personas sentenciadas en los tribunales penales durante el 2018.

	CJP081
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe 2204-PLA-OI-2019, sobre el taller de presentación del modelo de tramitación de los tribunales penales.

	CJP082
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe 60-PLA-EV-2020 relativo al seguimiento realizado al proyecto de mejoramiento del Juzgado Penal de Santa Cruz.

	CJP083
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe 1676-PLA-OI-2019 sobre el rediseño del proceso penal del Tribunal Penal de Sarapiquí.

	CJP084
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 2174-PLA-ES-2019 sobre movimientos de trabajo del Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.

	CJP089
	2020
	Criterio de la Comisión sobre la utilización de medios tecnológicos para la realización de audiencias y otras diligencias.

	CJP090
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 246-PLA-OI-2020 sobre informe del análisis y cuadros estadísticos de los movimientos de trabajo en los Tribunales Penales durante el 2018 y el último quinquenio.

	CJP092
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 284-PLA-OI-2020 sobre el rediseño del proceso del modelo penal para el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Cañas.

	CJP102
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio INAMU-PE-270-2020.

	CJP103
	2020
	Sesión extraordinaria de la Comisión número 04-2020 tema PROTOCOLO PARA LA REALIZACIÓN DE VIDEOCONFERENCIAS EN PROCESOS PENALES

	CJP104
	2020
	Criterio de la Comisión sobre depósito de objetos en materia contravencional por parte del O.I.J.

	CJP105
	2020
	Criterio de la Comisión sobre consulta del MP sobre nombramiento de juez 4 por inopia.

	CJP108
	2020
	Respuesta al oficio 610-PLA-2020 de Planificación sobre el Protocolo de actuación en Audiencias Virtuales.

	CJP109
	2020
	Respuesta al oficio 3240-2020 rediseño del proceso penal para Tribunal Penal de Liberia.

	CJP115
	2020
	Sesión 05-2020, Criterio de la Comisión sobre la celebración de audiencias previas al debate.

	CJP116
	2020
	Sesión 05-2020, Criterio de la Comisión sobre movimientos de trabajo en las fiscalías penales juveniles durante el 2018 y el último quinquenio.

	CJP117
	2020
	Sesión 05-2020, Criterio de la Comisión sobre rediseño del proceso penal del Juzgado Penal de Pavas.

	CJP118
	2020
	Sesión 05-2020, Criterio de la Comisión sobre gran cantidad de señalamientos del Tribunal Penal y Juzgado Penal de Pococi.

	CJP119
	2020
	Sesión 05-2020, Criterio de la Comisión sobre rediseño del proceso penal del Juzgado Penal de Sarapiquí.

	CJP120
	2020
	Sesión 05-2020, Criterio de la Comisión sobre consulta de la Defensoría de los Habitantes, en cuanto a tema de Lactancia.

	CJP125
	2020
	Listado de respuesta de la Comisión sobre capacitación den Discapacidad

	CJP126
	2020
	Criterio de la Comisión sobre problemática en disponibilidad en la Defensa Pública de Liberia.

	CJP127
	2020
	Criterio de la comisión sobre rediseño del proceso penal para el Juzgado Penal de San Joaquín de Flores

	CJP128
	2020
	Criterio de la Comisión sobre los movimientos de trabajo durante el 2019 y el último quinquenio en el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil

	CJP129
	2020
	Criterio de la Comisión sobre el rediseño del proceso penal de Heredia.

	CJP130
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio PJ-DGH-SGD-052-2020

	CJP131
	2020
	Sesión 06-2020, respuesta de la comisión, gestión Enlace Corte-OIJ.

	CJP133
	2020
	Criterio de la Comisión sobre rediseño del proceso penal para el Juzgado Penal de Liberia

	CJP134
	2020
	Criterio de la Comisión sobre consulta de la Contraloría de Servicios en cuanto a la responsabilidad de comunicar la cancelación de una audiencia a los testigos.

	CJP139
	2020
	Criterio de la Comisión en respuesta al oficio de SITRAJUD 059-S-2020 CJP126-2020

	CJP142
	2020
	Criterio de la comisión sobre rediseño del proceso penal para el circuito Judicial de Puntarenas.

	CJP143
	2020
	Criterio de la comisión sobre excepciones previas.

	CJP145
	2020
	Criterio de la Comisión sobre cambios en los informes mensuales estadísticos que genera la Dirección de Planificación, "imputado inhábil"

	CJP146
	2020
	Criterio de la Comisión sobre propuesta de plan de evaluación en la especialización penal de la Escuela Judicial

	CJP147
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 559-PLA-OI-2020 proyecto de mejora integral del proceso penal

	CJP149
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 666-PLA-ES-2020, tipos de audiencias, estados y motivos de cancelación de audiencias que se registran en materia contravencional

	CJP150
	2020
	Ampliación de la circular 120-2020

	CJP151
	2020
	Sesión 01-2020 de la Comisión, sobre corrección de la minuta de la audiencia preliminar por parte del juez penal que la redactó.

	CJP152
	2020
	Sesión 01-2020, de la Comisión, sobre el oficio 1683-PLA-OI-2019, rediseño proceso penal del Tribunal Penal de Heredia.

	CJP153
	2020
	Respuesta de la Comisión, sobre labores realizadas ante la declaratoria de emergencia.

	CJP154
	2020
	Criterio de la Comisión sobre eliminación de expedientes en materia penal.

	CJP155
	2020
	Sesión 06-2020, oficio a Corte Suprema, sobre criterio de la Comisión ante nuevas medidas por el Covid-19.

	CJP157
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 1018-PLA-OI-MI-2020, rediseño del modelo penal

	CJP158
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 993-PLA-MI-2020, modernización institucional

	CJP159
	2020
	Criterio de al Comisión sobre oficio 923-PLA-ES-2020.

	CJP160
	2020
	Criterio de la Comisión sobre Oficio 33-CSG-2019 de la Contraloría de Servicios del Segundo Circuito Judicial de San José, solicitando el criterio de la Comisión, sobre la recepción de denuncias por mensajes mortificantes donde el imputado es ignorado, y el competente de recibir dicha denuncia. Ingreso el 12-09-2019.

	CJP161
	2020
	Criterio de la Comisión (Check List), para la recepción de expedientes por parte de los Juzgados Penales.

	CJP162
	2020
	Criterio de la Comisión sobre recomendación para la organización del Juzgado Contravencional de Heredia.

	CJP163
	2020
	Criterio de la Comisión sobre condición de riesgo en zonas indígenas de bribri y batan.

	CJP164
	2020
	Se reitera el criterio de la Comisión en el oficio CJP154-2020. Eliminación de expedientes

	CJP165
	2020
	Criterio de la Comisión sobre expedientes activos 124-PLA-ES-2020

	CJP166
	2020
	Criterio de la Comisión sobre listas de señalamientos en agenda cronos,

	CJP169
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 473-DG-2020 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial

	CJP170
	2020
	Criterio de la Comisión al respecto del correo electrónico remitido por la Licenciada Natalia Rodríguez Solís, jueza coordinadora del Juzgado Penal de Pavas, quien solicita aclaración y reconsideración a lo dispuestos en la Circular No. 153-2020 (Allanamientos)

	CJP171
	2020
	Gestión ante el Ministerio de Justicia, por problemas con audiencias orales

	CJP172
	2020
	Criterio de la Comisión sobre responsabilidad del juez de dejar constancia del remesado.

	CJP173
	2020
	Criterio de la Comisión sobre el trámite de las querellas.

	CJP174
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe 623-PLA-EV-2020, en atención al oficio CJP034-2020

	CJP175
	2020
	Criterio de la Comisión sobre incorporación de delitos del tipo de infracción al código electoral

	CJP176
	2020
	Criterio de la Comisión al respecto de la validez de la firma digital

	CJP177
	2020
	Criterio de la Comisión sobre informe 1102-PLA-OI-2020 rediseño del Proceso Penal del Juzgado Penal de Talamanca

	CJP178
	2020
	Criterio de la Comisión, sobre inconvenientes en el Tribunal Penal de Pavas, para la realización de audiencias.

	CJP179
	2020
	Criterio de la Comisión sobre circular 140-2020 y el Circuito judicial de San Carlos.

	CJP180
	2020
	Criterio de la comisión sobre medidas cautelares de personas beneficiarias poblaciones indígenas

	CJP181
	2020
	Criterio de la comisión sobre oficio 1071-PLA-OI-2020 sobre rediseño del modelo penal del Tribunal de Limón.

	CJP182
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 7382-2020 integrar juez contravencional a la Comisión.

	CJP183
	2020
	Criterio de la comisión sobre oficio 1219-PLA-2020 sobre movimientos de trabajo de Tribunales de Apelación de Sentencia durante el 2019 y el último quinquenio.

	CJP184
	2020
	Criterio de la Comisión sobre Ley de Registro y Archivo Judicial.

	CJP185
	2020
	Criterio de la Comisión sobre oficio 66-CACMFJ-ACM-2020, del mismo Centro, mediante el cual remiten el informe sobre las labores desempeñadas por los despachos jurisdiccionales en el marco de la pandemia, en seguimiento de la gestión que realiza la materia contravencional

	CJP186
	2020
	Criterio de la Comisión Oficio 695-ODCV-20, de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas I CJ San José, mediante el cual remite solicitud de aclaración en cuanto al acto conclusivo- requerimiento fiscal según artículo 114 del C.P.P., Ingreso el 12-08-2020

	CJP188
	2020
	Criterio de la comisión sobre informe 1231-PLA-2020, sobre el movimiento de trabajo de los juzgados competentes del MP.

	CJP189
	2020
	Criterio de la comisión sobre informe 1281-PLA-ES-2020, sobre movimiento de trabajo de los juzgados contravencionales 2019 y el ultimo quinquenio.

	CJP190
	2020
	Criterio de la Comisión sobre Correo de la Mag. Damaris Vargas Vásquez, sobre distorsiones sobre el abordaje del tema relacionado con "recuperación de tierras por parte de las personas indígenas", solicita el criterio de la Comisión. Ingreso el 26-08-2020

	CJP191
	2020
	Respuesta a don Walter de Oficio 671-SG/OIJ-2020 de la Dirección del OIJ, mediante el cual comunican problemática con el Ministerio de Justicia, por la no recepción de personas detenidas. Ingreso el 31-08-2020

	CJP192
	2020
	Criterio de la Comisión, relacionado con el “Procedimiento para tratar datos personales en las resoluciones que se publican en Poder Judicial”.

	CJP195
	2020
	Criterio de la Comisión, sobre preocupación relacionado con las disposiciones adoptadas por las jurisdicciones administrativas y agrarias, en cuanto a la población indígena.

	CJP197
	2020
	Criterio de la Comisión sobre con los proyectos puestos en nuestro conocimiento, sobre la reforma al artículo 69 de la Ley 7786 en relación con el delito de Legitimación de Capitales, así como la creación del tipo penal de proliferación de armas y su destrucción masiva.

	CJP198
	2020
	Respuesta Informe de continuidad de la Comisión Oficio 7696-2020 de Corte Plena, mediante el cual comunican acuerdo de sesión 42-2020 del 20 de julio del 2020, artículo XVI, en el cual se solicitar a cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte

	CJP199
	2020
	Criterio de la comisión al respecto del Oficio TZS-OSA-230-2020 del 19 de junio de 2020, de la licenciada Carmen María Rodríguez Monto

	CJP202
	2020
	Criterio de la comisión al respecto del oficio 764-DG-2020, con respecto a la recepción de privados en centro penitenciarios

	CJP203
	2020
	Criterio de la comisión al respecto de la inconsistencia en las desestimaciones del Tribunal de Cartago.

	CJP205
	2020
	Sesión 09-2020 criterio del informe 1532-PLA-OI-2020, el seguimiento mensual de las labores realizadas por las oficinas durante la emergencia por Covid-1

	CJP206
	2020
	Criterio de la comisión sobre oficio 1337-PLA-PE-2020, plan de acción para la continuidad del servicio

	CJP211
	2020
	Se remite informe de labores 2020 de la Comisión

	CJP213
	2020
	Criterio de la comisión oficio 1613-PLA-ES-2020, personas detenidas, sin sentencia y con sentencia a la orden de Juzgados y Tribunales Penales durante el 2019.

	CJP214
	2020
	Criterio de la comisión contravencional daños por peleas entre animales.

	CJP215
	2020
	Sesión 10-2020 Criterio de la comisión Correo de la señora Jazmín Castillo Cubero Jueza Contravencional de Cartago, de fecha 25-08-2020, solicitando el criterio de la Comisión sobre la definición de competencia funcional, ingreso el 25-08-2020

	CJP216
	2020
	Sesión 10-2020 Criterio de la Comisión Correo del señor José Berlatta Valladares, de fecha 12-10-2020, mediante el cual plantea consulta con respecto a la circular 120-2020 sobre las audiencias virtuales por medio de la plataforma Teams. Ingreso el 12-10-2020

	CJP217
	2020
	Ampliación al oficio CJP147-2020.

	CJP218
	2020
	Criterio de la comisión al respecto del informe 1893-PLA-MI-OI-2020, relacionado con el abordaje realizado a las oficinas de Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José (Defensa Pública – Ministerio Público – Judicatura

	CJP219
	2020
	Criterio de la comisión al respecto del informe 1629-PLA-ES-2020, relacionado con los movimientos de trabajo en los tribunales penales durante el 2019 y el último quinquenio.

	CJP220
	2020
	Criterio de la Comisión al respecto del informe 1935-PLA-EV-2020, relacionado con las secciones de flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021.


Reuniones realizadas por la Comisión de la Jurisdicción Penal.

Durante el año 2020, se han realizado un total de período del 1 de julio del 2020 hasta el 18 de diciembre del 2020, se realizaron un total de 14 reuniones, las cuales a continuación se detallan:
1. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 01-2020, la cual se llevó a cabo el 31 de enero del 2020.
2. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 02-2020, la cual se llevó a cabo el 21 de febrero del 2020.
3. Sesión con la Dirección de Planificación para atender el tema del rediseño del modelo penal, la cual se llevó a cabo el 5 de marzo del 2020.
4. Sesión con compañeros del Ministerio de Justicia y Paz, así como del Centro de Atención Institucional Vilma Curlyn Rivera, para atender la consulta 06-2020 sobre la temática de la lactancia y las privadas de libertad, la cual se llevó a cabo el 10 de marzo del 2020.
5. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 03-2020, la cual se llevó a cabo el 16 de abril del 2020.
6. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 04-2020, la cual se llevó a cabo el 14 de mayo del 2020.
7. Sesión ordinaria de la Comisión Número 05-2020, la cual se llevó a cabo el 22 de mayo del 2020.
8. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 06-2020, la cual se llevó a cabo el 10 de julio del 2020.
9. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 07-2020, la cual se llevó a cabo el 20 de agosto del 2020.
10. Sesión extraordinaria de coordinación de la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección de Planificación, la cual se llevó a cabo el 20 de agosto de 2020.
11. Sesión ordinaria de la Comisión Número 08-2020, la cual se llevó a cabo el 25 de setiembre del 2020.
12. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 09-2020, la cual se llevó a cabo el 28 de octubre del 2020.
13. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 10-2020, la cual se llevó a cabo el 20 de noviembre del 2020.
14. Sesión Ordinaria de la Comisión Número 11-2020, la cual se llevó a cabo el 16 de diciembre del 2020.
15. Sesión extraordinaria de coordinación de la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección de Planificación, la cual se llevó a cabo el 20 de agosto de 2020.
16. Sesión de trabajo con la Dirección de Planificación, la cual se llevó a cabo el 08 de setiembre de 2020.
17. Sesión de trabajo con la Dirección de Planificación, la cual se llevó a cabo el 22 de setiembre de 2020.
18. Sesión de trabajo con la Dirección de Planificación, la cual se llevó a cabo el 06 de octubre de 2020.

Sesión de trabajo con la Dirección de Planificación, la cual se llevó a cabo el 20 de octubre de 2020

18 - Centro Gestor Materia Penal
Desde el Centro Gestor en Materia Penal se ha trabajado junto a la Dirección de Planificación, de la Dirección de Tecnología de la Información, de la Dirección Ejecutiva, con el fin de dar seguimiento a los despachos penales en su funcionamiento en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el COVID-19, elaborando una serie de proyectos con el fin de salvaguardar el derecho a la vida y la salud, de los funcionarios judiciales e intervinientes del proceso. 
Se trabajó en la redacción, modificación, y publicación de las circulares: 
•	Circular 57-2020 Disposiciones para el funcionamiento del sistema de justicia penal durante la atención de la emergencia nacional por los riesgos de contagio del virus que ocasiona la enfermedad del Covid-19.
•	Circular 58-2020. Se aclara que todo el sistema penal que atiende lo relativo a las personas privadas de libertad continúa en funcionamiento.
•	Circular 61-2020 se define el Instrumento de medición a utilizar por los Juzgados, Tribunales Penales, Secciones de Flagrancia, Ejecución de la Pena, Tribunal de Apelación y Sala Tercera, para remitir los informes de labores en modalidad de teletrabajo, que serían la base para que la Dirección de Planificación efectuará el respectivo seguimiento a los despachos de la jurisdicción penal.
•	Circular 63-2020, que modificó la 52-2020, en el sentido de que todos los órganos jurisdiccionales, administrativos y auxiliares de justicia, deberán mantener la continuidad de los servicios.
•	Circular 66-2020, marco regulatorio sobre las medidas a adoptar en el servicio de las personas servidoras del Poder Judicial, en situación de riesgo con motivo de la declaratoria de emergencia.
•	Circular 67-2020, sobre Lineamientos generales para la implementación del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión extraordinaria N°18-2020, celebrada el 2 de abril de 2020, artículo único.
•	Circular 101-2020 sobre las disposiciones para ir retornando a la normalidad en el sistema de justicia penal en el Poder Judicial.
•	Circular 102-2020 Protocolo para la realización de audiencias orales por medios tecnológicos en materia penal, contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil. 
•	Circular 120-2020 Disposiciones a seguir por los despachos judiciales de materia penal ubicados en las zonas en las que el Poder Ejecutivo ha decretado alerta naranja debido al COVID-19, vigentes durante el lapso en que se mantenga la alerta.
•	Circular 140-2020. Se definen las circulares aplicables por los despachos judiciales de materia penal ubicados en las zonas en las que el Poder Ejecutivo decrete alerta roja, naranja y amarilla debido al COVID-19, y que serán de acatamiento obligatorio durante el lapso en que se mantenga la alerta
•	Circular 153 -2020 en relación con el acuerdo de Corte Plena, sesión N° 42-2020 del 20 de julio de 2020, en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.
•	243-2020 Asunto: Se modifica el artículo LXXXI del Consejo Superior de la sesión N° 56-2020 del 9 de junio de 2020, únicamente en cuanto a los asuntos que pueden conocer los despachos judiciales en materia penal del país, ubicados en las zonas donde se haya decretado la alerta naranja por parte del Poder Ejecutivo debido al COVID-19.
Se coordinó con la Dirección de Tecnología de la Información el acondicionamiento de las salas de juicio, para que pudieran realizarse las audiencias por videoconferencia, y que las cámaras móviles puedan captar a los participantes.
Se organizaron talleres para la aplicación del Protocolo de audiencias por videoconferencia y capacitación para el uso de la herramienta Teams. Esto en conjunto con la Dirección de Tecnología de la Información.
Se realizó un estudio previo al cierre durante el periodo de Semana Santa, para determinar la forma de trabajo bajo la emergencia sanitaria.
Se atendieron y evacuaron las consultas de los juzgados y tribunales penales, Ministerio Público y Defensa Púbica a nivel nacional, sobre la forma de trabajo durante la pandemia.
Se coordinó el otorgamiento de licencias VDI y VPN para que los funcionarios y funcionarias de la jurisdicción penal pudieran realizar su teletrabajo, y para que el Sistema de Gestión pudiera utilizarse por estas personas.
Se revisa el protocolo del Ministerio de Justicia y el Ministerio de Salud, sobre realización de audiencias por videoconferencia con personas privadas de libertad, y se enviaron las objeciones al mismo.
Se realizaron reuniones con todos los tribunales penales del país para analizar los planes remediales a las audiencias suspendidas por la pandemia, y asuntos de vieja data con poblaciones vulnerables, en especial personas menores de edad. 
Se dio acompañamiento técnico a la Dirección de Planificación en la validación de las propuestas de rediseño del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Se brindó criterio técnico en la propuesta de implementación del escritorio virtual en la jurisdicción penal, y se participó en la validación de la mejora tecnológica de control automático de prescripciones.
Se confeccionan informes para la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre demandas contra Costa Rica. 
Además, desde la Sala de Casación se han coordinado con múltiples oficinas e instituciones, para hacer posible la realización de audiencias y juicios, con la afluencia de gran cantidad de personas presentes, por tratarse de asuntos de trámite complejo o de delincuencia organizada, esto en virtud de la pandemia por covid-19.
Se realizaron diversas sesiones de trabajo en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores para la “Campaña para la prohibición de armas letales autónomas” liderada por Fundación para la Paz y la Democracia (FUNDADEM). 
Se trabajó con la Dirección de Planificación, Subproceso de Estadística en la finalización del proyecto de “Clasificación Internacional de Delitos”, proyecto que se inició en el año 2019, y finalizó en el año 2020. 
Se ha trabajado desde el mes de julio del 2020 en el la reestructuración y actualización del Centro de Jurisprudencia de la Sala de Casación, ajustándose a las recomendaciones extendidas por el Departamento de Auditoría del Poder Judicial.
Se solicitó a la Dirección de Planificación trabajar de manera conjunta en el plan de rediseño del modelo penal en la Sala de Casación, sin embargo, no se ha logrado finalizar debido a que no se le ha dado el seguimiento oportuno por parte de Planificación.
Y por último, se trabaja en la elaboración del Proyecto 21.800, “Ley de Ejecución de la Pena”, el cual se tramita actualmente en la Asamblea Legislativa. 

19- Comisión Especial de Supervisión Externa al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones:
1.  Coordinación de las acciones del CJIC, En razón de lo dispuesto por el Consejo Superior en Sesión N° 77-2020 de fecha 05 de agosto de 2020, artículo XVII, el Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, mediante oficio N° 29-CJIC-2020 de fecha 17 de setiembre de 2020, ante la imposibilidad material de realizar la migración de los servidores, pues no se cuenta con el visto bueno de la DEA para que la empresa e Link colabore en dicho proceso, y al no poder presupuestarse el pago de los servicios por parte del Poder Judicial con la empresa Pen Link por no encontrarse domiciliada en Costa Rica y por no ser el cliente directo de los servicios contratados para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC),  con el ánimo de dar un buen uso a los equipos tecnológicos que se adquirieron para el CJIC con fondos públicos, procedió con la devolución a la Dirección de Tecnologías de la Información del Poder Judicial, del equipo que se detallará a continuación, ello para que fuera utilizado en otros proyectos del Poder Judicial, con la condición de que cuando estos equipos sean requeridos por el CJIC, se proceda con un nuevo proceso de compra para reponer estos equipos. Los dispositivos que se devolvieron y que ya se encuentran en custodia de la Dirección de Tecnologías de la Información son: i) Storage Hewlett Packard Enterprise modelo 3PAR StoreServ 8200; ii) 5 servidores tipo rack, marca Hewlett Packard modelo DL360; iii) 2 switch Hewlett Packard Enterprise modelo FlexFabric 5710 Switch de 24 puertos. 

2) Adicionalmente, en virtud de que los convenios a través de los cuales el Gobierno de los Estados Unidos de América dotó del equipo tecnológico para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones de Costa Rica, se encuentran vencidos desde hace varios años, la Dirección del CJIC junto con la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de la Oficina de Cooperación Internacional del Poder Judicial, iniciaron conversaciones para definir las estrategias con las cuales se llevarán a cabo las negociaciones para que se firmen nuevos convenios de patrocinio, pero estableciendo parámetros claros en cuanto a las necesidades reales del CJIC, según criterios de la DTIC del Poder Judicial, así como eliminar condicionamientos como el de compartir información sensible producto de las intervenciones telefónicas, a fin de que se dé la dotación de equipos, lo cual a todas luces violenta la soberanía costarricense, y es contraria a las disposiciones establecidas en los artículos 24 de la Constitución Política y 9 de la Ley sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones. Se reitera que esto apenas se encuentra en una etapa de definición de estrategias, toda vez que se valoran cooperaciones de otros países. De momento, lo que se cuenta es con una comunicación verbal de la DEA en donde informa que para julio de 2021 pretenden actualizar la plataforma tecnológica del CJIC. Sin embargo, se desconocen los alcances de dicha actualización, así como si estos se ajustan a las políticas establecidas por la DTIC del Poder Judicial y a las necesidades que enfrenta el CJIC en la lucha contra la delincuencia organizada. 

3) Se procedió por parte del CJIC, bajo la asesoría de la DTIC del Poder Judicial, a solicitar la cotización de plataformas tecnológicas para poder ejecutar la intervención de las comunicaciones. Actualmente, se cuenta con las cotizaciones de las empresas Utimaco y Verint, las cuales ofrecen soluciones para la interceptación de las comunicaciones, mejorando las capacidades en el CJIC para la ejecución de las tareas encomendadas por ley, entre ellas, la interceptación de datos, la transcripción en tiempo real, ubicación en tiempo real, y la traducción hasta de cuatro idiomas en tiempo real. Dichas cotizaciones rondan el millón quinientos mil dólares. Aún se está a la espera de otras cotizaciones. En caso de que el Poder Judicial opte por asumir el pago de los sistemas de interceptación, deberá presupuestarse un monto cercano al indicado anteriormente, así como la anualidad de su actualización que ronda los doscientos mil dólares. 

4) Siendo que la Ley Contra la Delincuencia Organizada en sus artículos 30 y 36 establece que la plataforma tecnológica del CJIC se actualizará y mantendrá con el 10% de los dineros y valores decomisados y comisados o del producto de bienes invertidos, subastados o rematados, producto de los asuntos de delincuencia organizada, se requirió al Instituto Costarricense sobre Drogas informar sobre el monto que corresponde al Poder Judicial respecto de dichos dineros, siendo que la suma hoy ronda los dieciocho millones de colones, los cuales a todas luces son insuficientes para darle un adecuado mantenimiento a la plataforma tecnológica del CJIC. Esto es así, por cuanto el Ministerio Público, Juzgados Penales y Tribunales de Juicio, no identifican adecuadamente las causas que corresponden a delincuencia organizado, a pesar que para ello ya se cuenta con la respectiva casilla de identificación en los sistemas Gestión y Escritorio Virtual. Además, al momento de depositar los dineros decomisados en las cuentas del ICD la gran mayoría son identificados como Ley N°8204 (Narcotráfico), y no se tiene el debido cuidado de que en aquellos casos de delincuencia organizada se depositen los dineros identificándolos como tales, Ley N° 8754 (Contra la Delincuencia Organizada). 


5) Por otra parte, desde la Presidencia de la Corte y la Comisión, se están explorando y analizando otros mecanismos para inyectar recursos para el mantenimiento de la plataforma tecnológica del CJIC. Uno de ellos es proponer una reforma legal a la Ley N° 8642 General de Telecomunicaciones, para que parte de los fondos que administra el Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONATEL), con dineros obtenidos del canon que pagan las operadoras de los servicios telefónicos para la explotación del espectro radioeléctrico, se destinen para el financiamiento del CJIC. Esto apenas se encuentra en estudio de factibilidad y fue acordado en la más reciente rendición de cuentas que realizó el señor Presidente de la Corte, conforme el artículo 14 de la Ley Contra la Delincuencia Organizada. 
6) Así las cosas, se puede observar que se han venido desarrollado ingentes esfuerzos por parte del Poder Judicial, sea la Comisión, el CJIC, DTIC, Presidencia de la Corte y la Comisión Externa que da Supervisión al CJIC, con el ánimo de subsanar las necesidades que enfrenta tan importante oficina del Poder Judicial en la lucha contra la delincuencia organizada.
[bookmark: _Toc510690334]7) Consideramos que la información relacionada al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, es de carácter sensible, y por tanto, se le debe dar un trato confidencial.
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CUADRO N° 1
BALANCE GENERAL 2020
(Expedientes Entrados-reentrados, Resueltos y Circulante Activo)

Entrados	
2016	2017	2018	2019	2020	1046	1006	940	1255	1267	Resueltos	
2016	2017	2018	2019	2020	1066	948	741	1252	1413	Circulante Activo	
2016	2017	2018	2019	2020	212	270	468	471	322	



Total recurrentes en los asuntos entrados y reentrados en el 2020
 ( por tipo de recurrente )

Defensa Pública	
271	Ministerio Público	
196	Imputado	

375	Defensor Privado	

264	Otros	

246	NOTA: Corresponde a la cantidad de recursos de casación, procedimientos de revisión y otras gestiones presentadas y NO a la cantidad de expedientes ingresados.





Cantidad recurrentes intervinientes en los Recursos entrados en Casación


Def. Privado	Def. Público	Imputado	M.P.	Otros	233	264	101	145	75	

Cantidad recurrentes intervinientes en los 
Procedimientos entrados en Revisión


Def. Público	Def. Privado	Imputado	Otros	6	30	266	5	

Total de asuntos resueltos
(Casación, Revisión, Sup. Poderes y Otros)
según tipo de resolución


Con lugar	Sin lugar	Inadmisible	Ot. Tipo res.	144	157	864	248	

CASACIÓN 
Recursos resueltos según recurrente 

Imputado	
Con lugar  146	Sin lugar 146	Inadmisibles  660	Otro tipo res. 6	4	9	106	1	Otros	
Con lugar  146	Sin lugar 146	Inadmisibles  660	Otro tipo res. 6	10	13	59	1	Def. priv.	
Con lugar  146	Sin lugar 146	Inadmisibles  660	Otro tipo res. 6	19	28	226	0	M. P.	
Con lugar  146	Sin lugar 146	Inadmisibles  660	Otro tipo res. 6	85	39	46	2	Def. pub.	
Con lugar  146	Sin lugar 146	Inadmisibles  660	Otro tipo res. 6	28	57	223	2	NOTA: Corresponde a la cantidad de recursos de casación resueltos y NO a la cantidad  de expedientes en casación terminados.





REVISIÓN 
Total Procedimientos de Revisión
 resueltos según recurrente 

Imputado	
Con lugar  35	Sin lugar  57	Inadmisibles  363	Otro tipo res.  14	17	39	306	11	Otros	
Con lugar  35	Sin lugar  57	Inadmisibles  363	Otro tipo res.  14	0	0	6	0	Def. priv.	
Con lugar  35	Sin lugar  57	Inadmisibles  363	Otro tipo res.  14	6	5	40	0	Def. pub.	
Con lugar  35	Sin lugar  57	Inadmisibles  363	Otro tipo res.  14	12	13	11	3	M.P.	
Con lugar  35	Sin lugar  57	Inadmisibles  363	Otro tipo res.  14	0	0	0	0	NOTA: Corresponde a la cantidad de procedimientos de revisión resueltos y NO a la cantidad de expedientes en revisión terminados.





DURACIÓN PROMEDIO DE RESOLUCION 
DE LOS RECURSOS DE CASACIÓN Y PROCEDIMIENTOS DE REVISIÓN 
a  2020
 (En meses y semanas)

Casación	
2015	2016	2017	2018	2019	2020	2.2000000000000002	2.2000000000000002	2.2999999999999998	7.1	5	4	Revisión	
2015	2016	2017	2018	2019	2020	5.2	4	4.3	13	7	6.1	AÑOS





SALA TERCERA
MATERIA PENAL JUVENIL
   Balance  General Anual 2020

Inicial	

18	Entrados	
25	Salidos	
36	Final	
7	CIRCULANTE TOTAL
Movimiento Anual
Entrados: 25 
Reentrados: 0
Salidos:  36





CUADRO N° 1
BALANCE GENERAL
(Expedientes Entrados ( nuevos y reentrados), Resueltos y Circulante Activo)

Entrados	
2015	2016	2017	2018	2019	2020	31	41	47	27	53	25	Resueltos	25

2015	2016	2017	2018	2019	2020	28	32	59	25	44	36	Circulante Activo	
2015	2016	2017	2018	2019	2020	10	19	7	9	18	7	



Asuntos ingresados por tipo de causa en el 2020
PENAL JUVENIL

Casación  	
17	Revisión   	
2	Conflicto Competencia	
6	


Asuntos votados y pendientes en Casación, Revisión y Conflictos de Competencia

Vot. Cas.	
30	Pend. Cas.	
5	Vot. Rev.	
0	Pend. Rev.	

2	Vot. Conflicto Competencia	

6	Pend. Conflicto Competencia	
0	



Total recursos de casación, procedimientos de revisión y conflictos de competencia resueltos según tipo de resolución






Con lugar	Sin lugar	Inadmisible	Otro tipo resolución	14	3	12	7	
RENDIMIENTO CNFLAG -2020
Total	
Consultas entrantes 2020	Pronunciamientos CNFLAG	8	12	Resueltas	
Consultas entrantes 2020	Pronunciamientos CNFLAG	8	12	KPI/100%	100%
100%

Consultas entrantes 2020	Pronunciamientos CNFLAG	8	12	




OFICINA DE ORIGEN	



Tribunal de la Inspección Judicial	Oficina de Asuntos Internos	Judicatura	66	18	1	
Serie1	


Jurisdiccional	Auxiliar de Justicia	Administrativo	21	49	15	
Serie1	


53	32	
Información General

Activo	
58	Recibido	
279	Salido	

296	Pendiente	
41	Consultas 2020





Inicial	Entrados	Salidos	Final	Suspendidos	470	1267	1413	322	0	
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San José, 24 de abril del 2020.


Oficio N°002-CNFLAG-2020


Licenciado


Carlos Toscano Mora Rodríguez


Subsecretario General a.í.


Consejo Superior


Estimado Licenciado Mora Rodríguez:

Reciba un cordial saludo. En mi condición de Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia, remito para conocimiento del Consejo Superior, el acuerdo adoptado por esta Comisión en sesión virtual, con relación al funcionamiento de las secciones de Flagrancia para feriados y asuetos: 


“De conformidad con lo expuesto, se acuerda: En atención a las consideraciones emitidas por esta Comisión, solicitar al Consejo Superior, valorar la conveniencia institucional de mantener el servicio de las Secciones de Flagrancia para los días feriados y asuetos, modificar las disposiciones al respecto y disponer que, a partir del primero de mayo del 2020, estas Secciones no presten el servicio en esas fechas, lo anterior, con excepción del I y II Circuito Judicial de San José”.


Por lo anteriormente indicado, y por ser un asunto de interés institucional de carácter urgente, se solicita sea conocido en sesión del próximo martes 28 de abril de 2020.


Reciba un cordial saludo, Atentamente;


Patricia Solano Castro,


Coordinadora Comisión Nacional de Flagrancias,


Magistrada Sala de Casación Penal


Poder Judicial de Costa Rica


c.c. Archivo
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San José, 08 de mayo del 2020.


Oficio N°003-CNFLAG-2020


Señora:


Silvia Navarro Romanini


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia


S.     D.


Estimada señora:

En atención al oficio de la Secretaría General de la Corte No. 4108-2020, del 04 de mayo de 2020, en el cual se traslada a la Comisión Nacional de Flagrancia el acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 42-2020 celebrada el 30 de abril del 2020, artículo LIX, en el que se resolvió con respecto a una gestión presentada por la defensora pública de Flagrancia, licenciada Jenny María Valverde Jiménez: 


“Se acordó: Trasladar la consulta de la licenciada Jenny María Valverde Jiménez, Defensora Pública de Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela a la Comisión de Flagrancia, para estudio e informe a este Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.”


La gestionante solicita al Consejo Superior una aclaración en relación con el funcionamiento de las Secciones de Flagrancia en materia penal, concretamente, si en aplicación de las circulares relacionadas con la atención de la emergencia por los riesgos de contagio de la enfermedad del Covid-19, deben realizarse audiencias con personas que se encuentran en libertad. 


Al respecto, se informa esta consulta se encuentra solventada con lo dispuesto en la circular No. 57-2020, en el tanto para la funcionalidad del procedimiento de Flagrancia se establece que las diligencias que deben realizarse durante la atención de la emergencia, son: 


·       Audiencias iniciales (no se excluyen las de personas que se encuentran en libertad).


·       Rebeldías.


·       Continuaciones de audiencias iniciales.


·       Juicios de personas privadas de libertad.


·       Sentencias escritas (sobreseimientos, abreviados).


Reciba un cordial saludo, Atentamente;


Patricia Solano Castro,


Coordinadora Comisión Nacional de Flagrancias,


Magistrada Sala de Casación Penal


Poder Judicial de Costa Rica


c.c. Archivo
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
MAGISTRADA
San José, Costa Rica








San José, 16 de junio del 2020.


Oficio N°004-CNFLAG-2020


Señor:


Andrés Olsen Villegas 


Juez de Juicio


S.  D.


Estimado señor:


Reciba un cordial saludo. En atención al correo electrónico remitido por su persona a la Comisión Nacional de Flagrancia, en el que se refiere a una serie de inquietudes, le comunico el acuerdo adoptado por dicha Comisión de manera virtual, con respecto a los temas planteadas. 

En lo que se refiere al aspecto expuesto en el primer correo electrónico del 17 de marzo de 2020, como es de su conocimiento, ya el Consejo Superior del Poder Judicial, por recomendación de la Comisión Nacional de Flagrancia, dispuso que, para los cierres colectivos, jueves y viernes santos, las Secciones de Flagrancia del país, con excepción del Primer y Segundo Circuito Judicial, no deben mantener la apertura efectiva. 

En relación con los siguientes temas presentados, le informo que sus apreciaciones en lo que respecta a la necesidad de aprovechar y potenciar al máximo el procedimiento de flagrancia son absolutamente compartidas por los miembros de la Comisión, ciertamente, si las Secciones de Flagrancia, en determinado momento, no tienen asuntos que resolver en esa materia, ya se ha establecido que deben colaborar haciendo desestimaciones, criterios de oportunidad o asuntos de la materia ordinaria, ya que esas labores corresponden con el perfil competencial delimitado en el Manual Descriptivo de Puestos del Poder Judicial para las personas juzgadoras. 

También se le informa que se ha solicitado a la Dirección de Planificación un estudio integral sobre la forma en la que deben laborar las Secciones de Flagrancia en cierres colectivos, feriados y asuetos, con el fin de tener un panorama más claro y técnico al respecto, el cual será conocido en la Comisión una vez que se haga de nuestro conocimiento. 

La normativa establece el proceso que debe seguirse en este tipo de procedimiento expedito, desde la Comisión se ha realizado un Manual y una guía del procedimiento de flagrancia para los operadores judiciales, el cual se encuentra en proceso de análisis y contempla varios aspectos que son señalados por su persona en estos correos electrónicos, por lo que debemos estar a la espera de esos manuales que buscan homogenizar los procedimientos a nivel nacional. 

Desde esta Comisión se ha instado, en diversas oportunidades, para que se optimice la utilización de este procedimiento para los delitos que responden con esa naturaleza, siendo un esfuerzo constante que también se realiza desde el Ministerio Público. En esa línea, se dictó la circular 25-ADM-2019 (adjunta), en la que se establece que la excepción es la declinación del procedimiento de flagrancia en casos en los que corresponden, la orden es que todo se reciba y la excepción es pasar a ordinario.

Se le hace saber que en la Comisión Nacional de Flagrancia se tiene un espacio para la representación de la Judicatura, que en este momento se encuentra a cargo del Juez Paúl Hernández Balmaceda, con quien pueden canalizarse este tipo de inquietudes en el futuro, que es el procedimiento establecido para esos efectos.   

En razón de lo expuesto, sus preocupaciones forman parte de los asuntos a los que se les está dando seguimiento desde esta Comisión, por lo que en definitiva se agradece su iniciativa en cuanto al interés y esfuerzo común de potencializar estos recursos y este instituto legal en búsqueda de una mejor y más eficiente administración de justicia.


Atentamente, 


Patricia Solano Castro


Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
MAGISTRADA
San José, Costa Rica








San José, 02 de julio del 2020.


Oficio N°005-CNFLAG-2020


Carlos Toscano Mora Rodríguez


Sub secretario General Interno 


Corte Suprema de Justicia 


Estimado señor:


Reciba un cordial saludo. En atención al oficio No. 12752-19, del 03 de diciembre de 2019, procedo a informarle el acuerdo adoptado por la Comisión Nacional de Flagrancia de forma virtual.

En este oficio se solicita criterio de esta Comisión en torno a una gestión de las licenciadas Yulieth Jiménez Torrentes y María Fernanda Quesada Ramírez y los licenciados Breiner Escamilla López y José Pablo Matarrita Carrillo, todos Juezas y Jueces del Tribunal de Flagrancia de Liberia. En la cual exponen su preocupación en torno a una serie de aspectos relacionados con el funcionamiento del procedimiento expedito de flagrancia en esa jurisdicción, los juzgadores plantean aspectos relacionados con la carga laboral que presenta esa oficina, la existencia de tiempos muertos en razón de que hace falta recurso humano en la Fiscalía que trabaja para Flagrancia, entre otros temas en torno a la operatividad de esa oficina. 

Al respecto, para el momento en que se presentó esta gestión, se mantenía pendiente el estudio de Planificación en torno a esa Sección. 

            El Ingeniero Dixon Li Morales, jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, remitió al Consejo Superior del Poder Judicial, el informe N° 547-PLA-OI-2020, del 16 de abril relacionado con “el rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia.


           Parte de los aspectos que se resaltan en dicho informe son que la integración que mayor participación ocupa en el dictado de sentencias, obedece a la Abreviada (62%), mientras que la unipersonal y colegiada muestran en términos porcentuales 28% y 10% respectivamente, en concordancia con los valores nacionales, entendiendo ese dato como un indicador de que el modelo de flagrancia pensado por la legisladora o legislador creó secciones de flagrancia en todo el país con estructuras de cuatro juezas o jueces, las cuales respondían a una naturaleza de sentencias colegiadas, lo cual no concuerda con la realidad de flagrancia.

          Por otro lado, se señala la existencia de una sola plaza de Fiscala o Fiscal para la atención de los asuntos de Flagrancia y se pudo identificar que la Fiscalía de Flagrancia del Circuito Judicial de Guanacaste, junto con su homóloga del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, son las únicas dependencias de este tipo (exceptuando la del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José) que cuentan con solamente una plaza de Fiscala o Fiscal para la atención expedientes originados bajo esta modalidad.

           Ciertamente, el informe confirma que la zona de Liberia muestra la segunda entrada de importancia en asuntos de Flagrancia a nivel nacional por plaza de Jueza o Juez, así como la primera por recurso de Fiscala o Fiscal en el país, superando en al menos un 50% su carga de trabajo a las restantes oficinas homólogas a nivel nacional.

           En relación con estas premisas, el Departamento de Planificación realiza una serie de recomendaciones, previa oportunidad de pronunciamiento al Tribunal, para dar soluciones a los puntos de mejora establecidos, en los siguientes términos en lo que interesa: 

“Al Tribunal de Flagrancia


14.2. Programar una semana al mes, audiencias bajo la modalidad masiva, en aquellos expedientes que permitan la aplicación de una medida alterna o bien un procedimiento abreviado, lo anterior permitirá que por cada 20  asuntos señalados de manera masiva, se reduce la agenda en aproximadamente 15 días. 


14.3. Programar en agenda las audiencias iniciales, lo que significa que la Sección de Flagrancia será la que efectúe el respectivo proceso de citación, labor que en adelante no realizará el Ministerio Público para evitar el choque en espacios de agenda, lo que evitará reprocesos y maximización de utilización de los espacios disponibles en agenda.


14.5. En concordancia con el modelo de tramitación de los Tribunales Penales, informe 1427-PLA-19, se establece que una Jueza o Juez Tramitador y una Coordinadora o Coordinador Judicial está en capacidad de poder dar cobertura a un ideal entre tres y cuatro secciones de juicio, por lo cual siempre y cuando el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste mantenga una estructura que sobrepase las cuatro secciones, la Sección de Flagrancia deberá continuar su autogestión  administrativa, lo anterior significa que la forma de trámite quedará a cargo de las plazas juzgadoras de la Sección de Flagrancia y las funciones administrativas como generación de indicadores, asignación de asuntos por rol para plazas juzgadoras y técnicas, será asumido por un recurso de categoría técnica de la Sección de Flagrancia, quien informalmente fungirá como gestora administrativa de esa sección.  Sin embargo si la cantidad de secciones del Tribunal es igual o inferior a las cuatro secciones, la gestión administrativa serán desarrolladas por la Jueza o Juez de Trámite y la Coordinadora o Coordinador Judicial. 


A la Fiscalía General de la República.


14.13. Valorar dentro de su recurso ordinario realizar una redistribución para poder asignar una plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar de flagrancia y de esa forma completar la estructura de trabajo ordinaria de esa Fiscalía.


A la Administración Regional.


14.14. Asignar una sala de juicio de manera exclusiva a la Sección de Flagrancia para la realización de diligencias tanto unipersonales como colegiadas. (La práctica se efectúa en la actualidad, la Sección de Flagrancia tiene prioridad sobre la utilización de una sala exclusiva) y podrá efectuar cambio de sala con el Tribunal Ordinario cuando exista acuerdo común.”


Mediante acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria N° 41-2020 celebrada el 28 de abril del 2020, artículo XXXII, se aprobó el siguiente escenario recomendado por el Departamento de Planificación: 


“Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 547-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “el rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia.” 2) Aprobar el presente informe y avalar las recomendaciones dadas en este, por consiguiente: A) El Tribunal de Flagrancia deberá: a.1) Programar una semana al mes, audiencias bajo la modalidad masiva, en aquellos expedientes que permitan la aplicación de una medida alterna o bien un procedimiento abreviado, lo anterior permitirá que por cada 20  asuntos señalados de manera masiva, se reduce la agenda en aproximadamente 15 días.  a.2) Programar en agenda las audiencias iniciales, lo que significa que la Sección de Flagrancia será la que efectúe el respectivo proceso de citación, labor que en adelante no realizará el Ministerio Público para evitar el choque en espacios de agenda, lo que evitará reprocesos y maximización de utilización de los espacios disponibles en agenda. a.3) Facilitar a las personas juzgadoras un libro de votos independiente (formato Excel), para que cada Jueza o Juez tenga el control propio sobre esas diligencias al momento de la audiencia sin depender de la labor de una Técnica o Técnico Judicial de esa labor, logrando la maximización de los recursos y al mismo tiempo permitirá contar con un mecanismo de tabulación propio del análisis de las labores de cada plaza juzgadora. A partir de la aprobación del presente informe, esa tarea será responsabilidad de cada plaza de Jueza o Juez. a. 4)  En concordancia con el modelo de tramitación de los Tribunales Penales, informe 1427-PLA-19, se establece que una Jueza o Juez Tramitador y una Coordinadora o Coordinador Judicial está en capacidad de poder dar cobertura a un ideal entre tres y cuatro secciones de juicio, por lo cual siempre y cuando el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste mantenga una estructura que sobrepase las cuatro secciones, la Sección de Flagrancia deberá continuar su autogestión administrativa, lo anterior significa que la firma de trámite quedará a cargo de las plazas juzgadoras de la Sección de Flagrancia y las funciones administrativas como generación de indicadores, asignación de asuntos por rol para plazas juzgadoras y técnicas, será asumido por un recurso de categoría técnica de la Sección de Flagrancia, quien informalmente fungirá como gestora administrativa de esa sección. Sin embargo, si la cantidad de secciones del Tribunal es igual o inferior a las cuatro secciones, la gestión administrativa será desarrollada por la Jueza o Juez de Trámite y la Coordinadora o Coordinador Judicial. a.5) Devolver los asuntos tramitados de manera incompleta a la Fiscalía de Flagrancia, esto es, aquellos expedientes que presenten faltantes de información serán devueltos a la Fiscalía de Flagrancia con el fin de que los que se remitan a la Sección de Flagrancia cuenten con todos los requisitos para proceder con la convocatoria a la audiencia inicial y evitar el reproceso de incorporar información al Sistema de Gestión por parte del personal de la Sección de Flagrancia. a.6) Mejorar el tiempo destinado a trámite por parte del personal técnico de Flagrancia, máxime los choques de diligencias que se presentan, ello evitará el margen de tiempo ocioso para el personal técnico que requiere maximizarse. Adicional a ello, las labores de trámite son efectuadas solamente en la oficina, por lo que se habilitó el Sistema de Gestión en las salas de juicio, para que se puedan efectuar funciones de trámite en la sala una vez finalizada la audiencia o bien paralelo a ella según el tipo de resolución a efectuar. a.7) El personal juzgador y técnico, valorará para que en el caso de éstos últimos, se distribuyan sus funciones de manera que, por semana completa cada técnico de juicio asuma todo lo programado en agenda sean iniciales, juicios, verificaciones, etc. y la restante plaza se encargue de tramitar su respectivo escritorio y viceversa. En caso de que la primera requiera colaboración por alguna audiencia “simultánea”, la segunda plaza técnica asumirá esa diligencia. a.8) Eliminar rol para dictado de sobreseimientos definitivos, con ello se garantiza que la Jueza o Juez dicta la sentencia por sobreseimiento definitivo sobre un expediente, sea el que emitió la medida alterna y no como sucede en la actualidad que dicho sea de paso genera contraposición en los criterios de las plazas juzgadoras. a.9) Implementar plantilla de indicadores de gestión, con el fin de que cuenten con un instrumento que permita efectuar de manera periódica análisis de su gestión interna, al tiempo de garantizar una herramienta de control administrativo para evaluar el rendimiento global e individual según tipo de plaza. a.10) En virtud de la restricción presupuestaria que atraviesa la institución, y la no continuidad de los permisos con goce de salario, el Tribunal de Juicio y la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de Guanacaste deberán adoptar las medidas que se indican en la recomendación 14.11 del informe. B) La Fiscalía de Flagrancia deberá: b.1) Al efectuar la solicitud de Defensora o Defensor Público, remitirá copia a la técnica o técnico judicial gestor (“apoyo a la coordinadora del Tribunal”) de la Sección de Flagrancia, como respaldo de que se solicitó la gestión descrita y trasladará el expediente a la Sección de Flagrancia cuando el expediente cuente con toda la documentación necesaria para proceder con la convocatoria respectiva a la audiencia inicial. b.2) Mejorar el proceso de creación de los expedientes en la Fiscalía de Flagrancia de Liberia, sobre aquellos asuntos provenientes del cantón de Cañas. La autoridad policial correspondiente, se presentará a la Fiscalía de Liberia a crear el expediente con el respectivo parte. Ya no se crean más diligencias en Cañas, salvo las acontecidas en horarios de disponibilidad y fines de semana. En estos casos, la Fiscala o Fiscal disponible en Cañas podría valorar si el imputado queda en libertad, de lo contrario podría proceder a resolver su situación jurídica. El expediente posteriormente se puede trasladar a la Sección de Flagrancia del Tribunal de Liberia quien procederá con las diligencias respectivas de citación. C) La Fiscalía General de la República valorará dentro de su recurso ordinario, realizar una redistribución para poder asignar una plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar de flagrancia y de esa forma completar la estructura de trabajo ordinaria de esa Fiscalía. D) La Administración Regional deberá: d.1) Asignar una sala de juicio de manera exclusiva a la Sección de Flagrancia para la realización de diligencias tanto unipersonales como colegiadas. (La práctica se efectúa en la actualidad, la Sección de Flagrancia tiene prioridad sobre la utilización de una sala exclusiva) y podrá efectuar cambio de sala con el Tribunal Ordinario cuando exista acuerdo común o en su defecto garantizar prioridad en la celebración de audiencias para la modalidad de Flagrancia. d.2) Garantizar espacio físico para las plazas de Defensora o Defensor Público de Flagrancia, en virtud de que la modalidad de Flagrancia bajo el volumen de trabajo actual, requiere de la permanencia de este tipo de recursos básicamente durante todo el día en las salas de juicio y la distancia entre éstas y la Defensa Pública es de aproximadamente un kilómetro, al estar fuera del edificio principal, para lo cual se podría contar con el área del segundo nivel del edificio que se destinará para reubicar a los puestos señalados, de acuerdo con lo mencionado por la Dirección Ejecutiva en el oficio 1040-DE-2020. E) La Dirección de Tecnología de Información habilitará la utilización de Agenda Cronos, bajo el módulo de no aprobaciones por parte de la Administración Regional (recomendación puesta en marcha) ratificado así por la Dirección de Tecnología de la Información mediante oficio 608-DTI-2020, cuando pone en conocimiento la nota número 002-UTGTE-2020 del 27 de febrero de 2020, de la Unidad Tecnológica de Guanacaste. Con ello, se pretende mejorar la gestión de la agenda actual. 3) Comunicar el presente acuerdo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, al Tribunal Penal Primer Circuito Judicial de Guanacaste, al Tribunal de Flagrancia de Liberia, a la Fiscalía de Liberia, a la Defensa Pública de Liberia, a la Administración de Liberia, a la Dirección Ejecutiva y a la Dirección de Tecnología de Información. Se declara acuerdo firme.”

De acuerdo con lo expuesto, la Comisión Nacional de Flagrancia considera que ya se cuenta con un estudio técnico que analizó a profundidad y con datos estadísticos, la operatividad de la Sección de Flagrancia de Liberia, generando recomendaciones con base en esos hallazgos, las cuales fueron analizadas por el Consejo Superior y aprobadas en su totalidad, dentro de las cuales se observa, la necesidad de que la Fiscalía General de la República asigne el recurso que se requiere por parte de ese órgano para el mejor funcionamiento de la oficina en cuestión. 


En esos términos, la Comisión estima que lo procedente es apegarse al criterio técnico que ha sido conocido por el Consejo Superior y sobre el cual se emitió el pronunciamiento en los términos expuestos. 


Atentamente, 

Patricia Solano Castro


Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia
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San José, 28 de agosto de 2020


Oficio 006-CNFLAG-2020


Señor:


Ing. Dixón Li Morales 


Jefe a.i. 


Proceso de Ejecución de las Operaciones 


Dirección de Planificación


Estimado señor:


Reciba un cordial saludo. En mi condición de Magistrada Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia, le remito el criterio adoptado por esta Comisión de manera virtual, en sesión 03-2020, del 27 de agosto del 2020, en relación con el oficio No. 1061-PLA-OI-2020, del 16 de julio de 2020, relacionado con el Rediseño de Procesos de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Limón. 


En el informe número 1071-PLA-OI-2020, la Dirección de Planificación informa que el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, constituye el despacho judicial que acumula la mayor cantidad de circulante del país, lo cual representa una situación de riesgo institucional que debe ser atendida con prioridad.


En el informe número 1061-PLA-OI-2020, la Dirección de Planificación señala que la Sección de Flagrancia de dicho Circuito Judicial presenta una situación atípica, “por la baja carga laboral en razón de la disminución en la entrada de asuntos nuevos, durante el 2019. Lo anterior, quedó consignado en la minuta adjunta 67-PLA-MNTA-2019.” (cfr. folio 9 del informe número 1061-PLA-OI-2020).  


De esta forma, producto del diagnóstico realizado en la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, la Dirección de Planificación identificó los siguientes datos relevantes: 


“1) 
La carga de trabajo por plaza de Jueza o Juez es la más baja a nivel nacional comparativamente con otras secciones de flagrancia con apenas 5 asuntos mensuales, lo mismo sucede con la carga de trabajo del personal técnico y por Técnica o Técnico Judicial siete asuntos mensuales. 


2) 
De conformidad con el análisis histórico de la cantidad de asuntos entrados, se logra determinar que la entrada de asuntos mensuales entre el 2018 a octubre del 2019 decreció en un 89%. Concretamente, de enero a octubre del 2019 entraron únicamente 27 asuntos de los cuales 16 corresponden a asuntos nuevos, 7 reentrados y 4 testimonios de piezas, situación que genera muy poca carga de trabajo y por lo tanto recurso humano de la Sección de Flagrancia, Defensa Pública y de la Fiscalía se encontraba subutilizado, lo cual equivale a 0,13 por día por plaza de judicatura.


3) 
Aún y cuando la entrada de asuntos disminuyó, como medida alternativa para generar carga de trabajo de la Sección de Flagrancia dio mayor seguimiento al circulante con resolución, es decir, con plazo para cumplimiento de medida alterna lo que representó a octubre del 2019 un total de 167 asuntos terminados, siendo el 65% (108) sobreseimientos.

4) 
La Sección de Flagrancia cuenta con un circulante de 162 asuntos, de los cuales el 94% corresponde a circulante con resolución provisional y el 6% a circulante en trámite. En ese mismo sentido, se hace referencia al comportamiento que ha presentado dicho circulante de manera histórica en donde se aprecia que del 2018 a octubre del 2019 se ha disminuido en un 41%, lo anterior, se encuentra asociado de manera directa a la baja entrada de procesos durante este último año, así como el seguimiento del circulante con resolución (sobreseimientos).

5) 
(…), se procedió a  analizar el año con mayor carga  laboral según los anuarios estadísticos, sea el año 2017, donde se desprende que en promedio se atendieron 18 asuntos por plaza de Jueza o  Juez entre dictado de sentencias, medidas alternas, atención de asuntos nuevos, siendo  que el modelo ideal de Flagrancia por plaza establece la tramitación de al menos 35 diligencias por plaza Juzgadora, la Sección de Flagrancia se encuentra utilizando un 52% de  su capacidad operativa, es decir, existe un 48% de holgura lo que significa que Flagrancia de Limón cuenta con capacidad de apoyar al Tribunal Ordinario con los 20 asuntos mensuales, tal y como se establece en el informe 330-PLA-2019. Se toma como referencia el 2017, dado a que el personal de la judicatura indica que el análisis se realice con el año de mayor carga laboral.


6)
Se logró evidenciar que por parte de la Fiscalía no se estaba realizando un correcto tamizaje de los asuntos típicos que debían ser tramitados por la vía de Flagrancia, a saber: conducción temeraria, incumplimiento de una medida de protección, portación ilícita de arma permitida y desobediencia a la autoridad pública. Durante el 2018 apenas un 27% de ese tipo de delitos ingresaron al proceso expedito de flagrancia (…). Una vez incorporados aquellos asuntos que potencialmente corresponden a la vía de Flagrancia el volumen de trabajo será más apegado a la realidad en el deber ser de la modalidad de Flagrancia. 


7) 
Si la Sección de Flagrancia desarrolla labores durante la jornada diurna se podrían captar mayor cantidad de procesos (88 casos adicionales de manera trimestral), aumentar la demanda y con ello brindarle a la persona usuaria una atención más célere al proceso, toda vez que no se tendría que esperar hasta la jornada vespertina para ser atendido. En razón de lo anterior, durante el periodo de abordaje se realizó e implementó el oficio 2009-PLA-OI-2019 el cual propuso una modalidad de trabajo enfocada a maximizar la utilización de los recursos que integran la articulación penal en los asuntos de Flagrancia, de manera que se logre el 100 % de su rendimiento, replicando el exitoso modelo de tramitación del Circuito Judicial de Heredia (…), la ampliación de la franja horaria generó un aumento del 404% en la entrada mensual del año 2020 con respecto al año 2019, lo supra citado, a pesar de la crisis generada por el COVID-19 que dio inicio en el mes de marzo. Pese a lo anterior, lo cierto del caso es que aún y cuando la entrada incrementó existe una oportunidad de mejora en relación con el tamizaje de asuntos remitidos por la Fiscalía, tal y como se indicó en el punto 6 de este apartado.


8) 
En línea con los resultados obtenidos durante el 2020, se desprende que, durante los primeros cinco meses el 93% de los asuntos nuevos se captaron durante la jornada diurna, aunado a la anterior, el 66% de esas audiencias iniciales llegó a una medida alterna, es decir, solo el 44% se elevó a etapa de juicio. Se concluye que la carga de trabajo durante la jornada vespertina continúa siendo muy baja para las tres plazas de personas juzgadoras.”  


En esta línea, se consulta a la Dirección Jurídica sobre la posibilidad de variar la jornada laboral de las personas juzgadoras de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Limón, así como agregar funciones en conjunto a la Sección Ordinaria, sin que ello implique un ius variandi abusivo del contrato laboral. 


Así, mediante el criterio DJ-C-266-2020, la Dirección Jurídica explica que el cambio de jornada representa un ius variandi abusivo, en el tanto no se fundamente en criterios objetivos, y si de forma previa, los funcionarios no aceptaron esa condición cuando fueron nombrados. 


Sin embargo, la Dirección Jurídica hace hincapié en que el servicio público debe ser continuo, eficiente y camaleónico, en relación con los cambios legales o las necesidades sociales, por lo que el ejercicio objetivo del ius variandi en el régimen de empleo público, no puede perder de vista que el fin público es dinámico. 


En esta línea, se advierte que en la administración pública debe prevalecer el interés institucional sobre el interés personal, en el entendido de que, si se estima que la reorganización o reestructuración de un despacho resulta necesaria, y se vislumbra que la mejor manera de ofrecer el servicio público implica la modificación de la jornada, podría darse el cese de la relación laboral con responsabilidad patronal. 


Además, en lo que atañe a la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia, se establece esto no constituye un ejercicio abusivo del ius variandi, siempre y cuando dichas funciones no impliquen una degradación del puesto, lo cual no ocurre en el caso de Limón, toda vez que los cargos de juez 4 penal en flagrancia y otros tribunales penales configuran un mismo perfil competencial. 


En ese entendido, se pregunta a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, sobre las condiciones contractuales de las personas juzgadoras que actualmente se encuentran nombradas en propiedad en la Sección de Flagrancia de Limón, y se indica que solo una de las tres plazas ordinarias fue nombrada propiamente en la jornada vespertina (cfr. actas de Corte Plena número 008-2010, artículo IV, de fecha 15 de marzo de 2010; y, número 031-2013, artículo XVII, de fecha 15 de julio de 2013).

		Nombre

		Categoría y materia

		Despacho

		N° puesto

		Sesión Corte Plena



		Céspedes Rivera Sergio

		Juez 4 Penal

		Tribunal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Flagrancia, horario vespertino

		352694

		15/7/2013



		Abarca Solano Ronald

		Juez 4 Penal

		Tribunal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Flagrancia

		352696

		15/3/2010



		Arias Venegas Juan Luis

		Juez 4 Penal

		Tribunal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Flagrancia

		352695

		15/3/2010





En virtud de lo expuesto, siendo que el interés institucional debe prevalecer sobre el interés personal, se determina que debe seguirse la recomendación planteada por la Dirección de Planificación en el informe 1061-PLA-OI-2020, y efectuar un rediseño del Tribunal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, bajo las siguientes condiciones: 


1) Que la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Limón desarrolle sus labores en una jornada diurna para que pueda captar una mayor cantidad de procesos de 7:30 a.m. a 4:30 p.m., y con ello, brindar a la persona usuaria una atención más célere al proceso penal. 


2) Que se proceda a la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia, en conjunto con la Sección Ordinaria del Tribunal Penal de Limón, lo cual requiere de un proceso de tamizaje y criterios de selección de aquellas causas penales que puedan ser tramitadas en la Sección de Flagrancia. 


3) En el caso del juez Sergio Céspedes Rivera, siendo que su contrato laboral menciona que su plaza en propiedad se define en un horario vespertino, debe analizarse la posibilidad de la variación del horario definido para su puesto, o su reubicación en otro circuito judicial, dado que en este momento se estima urgente ofrecer un mejor servicio público en la Zona Atlántica, dada la saturación de trabajo del Tribunal Penal de Limón, en contraposición a la Sección de Flagrancia que a pesar de ser parte del dicho despacho, evidencia la carga laboral más baja a nivel nacional. 



Resulta importante explicar que la Dirección de Planificación, mediante el informe número 1061-PLA-OI-2020, esboza un criterio que se encuentra debidamente fundamentado, y que considera que el rediseño del Tribunal de Flagrancia de Limón bajo las condiciones descritas, traería los siguientes beneficios:   


a. Se potencia el servicio de flagrancia al fortalecerse la atención diurna, la cual constituye la franja horaria de mayor ingreso.


b. Se sacaría un mejor provecho al recurso humano de la judicatura, debido a que tres plazas de Jueza o Juez quedarían en un horario diurno donde contarían potencialmente con fiscalas y fiscales auxiliares, defensoras y defensores públicos de la tramitación ordinaria, lo cual permitiría a la Sección de Flagrancia colaborar en la atención de causas unipersonales, o inclusive, integrar juicios colegiados del ordinario.


c. Se mejoraría la coordinación del Tribunal Penal Ordinario con su Sección de Flagrancia, debido a que una sección colegiada compartiría su jornada laboral.


d. En una jornada laboral diurna, el Ministerio Público y la Defensa Pública podría contar con mayor cantidad de recurso humano para poder dar soporte a la tramitación de causas y reforzar planes remediales.


e. Se podría implementar la buena práctica detectada en otras secciones de flagrancia, donde una vez que se realiza la continuación de la audiencia inicial, se efectúa el juicio de manera inmediata, debido a que contaría con mayor recurso humano que coincide en el mismo horario.


f. Considerando que el servicio de transporte público en la zona es limitado a ciertas horas de la noche, al contar con el servicio completo de día, se maximizan los horarios de atención a la persona usuaria, y se potencializa el acceso a la justicia con la atención de audiencia iniciales y ejecución de los debates en la jornada diurna.


g. Se incrementaría el servicio de atención a la persona usuaria pasando de 6 horas vespertinas a 8 horas en jornada diurna.


h. Existirían mayor cantidad de horas laborales diarias, donde una Jueza o Juez representaría una ganancia de tiempo laboral equivalente a 40 horas al mes por cada una de las plazas que estarían en jornada diurna. 

i. Se maximizarían las instalaciones físicas del Tribunal y de las salas de juicio de Limón.


En virtud de lo expuesto, la Comisión Nacional de Flagrancia acuerda recomendar el rediseño de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, propuesto por la Dirección de Planificación en el escenario 1, a partir de un cambio de jornada laboral y la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia.



Atentamente, 


Magistrada Patricia Solano Castro


Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia
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                              San José, 01 de octubre de 2020


Oficio 007-CNFLAG-2020


Señora

Maureen Sancho González


Jueza Coordinadora


Tribunal Penal de Heredia

S.                O.


Estimada Señora:


En atención a su gestión presentada, en fecha 23 de setiembre del año en cuso, al respecto me permito informarle que,  mediante acuerdo de la Comisión Nacional de Flagrancia, de sesión ordinaria número 04-2020, del pasado 30 de setiembre de 2020, donde en el artículo IV, dispuso, apoyar la propuesta planteada, de trasladar al día a los dos jueces de la sección de Flagrancia de Heredia, en igual sentido tanto la Fiscalía como la Defensa Pública, están de acuerdo en adoptar las medidas necesarias, para el adecuado funcionamiento de dicho traslado, lo anterior, en el entendido de que se informó por parte de la Dirección de Planificación, que ese traslado se contempla dentro de uno de los escenarios propuestos en el informe técnico, mismo que está en etapa final en dicha Dirección, dicha medida se aplicará a partir del 12 de octubre del año en curso, como plan piloto en espera del informe final de la Dirección de Planificación y su correspondiente aprobación en el Consejo Superior.


Atentamente,


Patricia Solano Castro

Magistrada de la Sala de Casación Penal

Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia
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San José, 16 de octubre de 2020


Oficio N° 008-CNFLAG-2020

Señora


Licda. Silvia Navarro Romanini 


Secretaría General de la Corte Poder Judicial


Estimada Señora:


En atención al oficio N°7577-2020, de fecha 14 de agosto de 2020, remitida a este Despacho en relación al acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N°42-2020, celebrada el 20 de julio del año en curso, que literalmente dice: 


“ARTÍCULO XVI. Sin objeción alguna, se acordó: 1) Tener por hecha la exposición del magistrado Alfaro, sobre el informe presentado en relación al estado de las Comisiones creadas y dependientes de la Corte Suprema de Justicia. 2) Solicitar a cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación. 3) Avocarse en una próxima sesión, al conocimiento y discusión de la propuesta de Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial”, se procede a informar lo que a continuación se expone. 

 

Se procede a informar lo que a continuación se expone.


INFORME


COMISIÓN NACIONAL DE FLAGRANCIA 


I. Antecedentes


Mediante el acta de Corte Plena 028-2008, artículo XV, y la circular N°101-09, de Corte Plena, la cual modifica el Artículo 4.2 del “Planteamiento Estratégico de Organización y Ejecución del Procedimiento Especial para Flagrancias”, se indica que la Corte Suprema de Justicia, en la sesión extraordinaria de la Corte Plena N°28-08, aprobada el 25 de agosto de 2008, aprueba el “Planteamiento Estratégico de Organización y Ejecución del Plan Piloto para la Flagrancia en Contravenciones y Delitos.” 

La promoción y presentación del proyecto estuvo a cargo del magistrado José Manuel Arroyo, con el fin de solucionar el problema de la duración de los procesos penales. Esto, porque se parte de la idea de que el Código Procesal Penal no diferencia en los plazos entre delitos sencillos y casos complejos.

De manera que la investigación en ellos, amerite plazos diferentes para su resolución. Así, el proyecto se justificó en la necesidad de diferenciación de los plazos de investigación y de los casos sencillos y complejos.

Sin embargo, se acuerda la misma metodología, criterios de investigación y pautas de gestión de los asuntos de investigación ordinaria. Por ello, en el primer plan piloto existió una inclinación a la legislación procesal ordinaria, en cuanto a las partes e institutos procesales se refiere. 

Este plan entró en funcionamiento en octubre del 2008, y debe mencionarse que para el proceso de flagrancia, se diseñó una audiencia temprana, donde se discute la competencia como un requisito de procedibilidad realizada por el Ministerio Público, para demostrar que los hechos se cometieron in fraganti. Además, en esta audiencia se discute la imposición de medidas cautelares.  

En el acta de Corte Plena 028-2008, artículo XV, se indica que la ejecución del plan piloto para las flagrancias supone las siguientes tareas a realizar: “Conformación de equipo coordinador. En principio, según las decisiones ya tomadas, debe estar integrado el Magistrado José Manuel Arroyo Gutiérrez y dos representantes de cada una de las entidades a coordinar, el Ministerio Público y la Defensa Pública. Debe evaluarse la necesidad de integrar a un segundo miembro de la judicatura penal que apoye al Magistrado Arroyo.” 

Se estableció como una de las funciones principales del plan piloto, la redacción de un Reglamento y Protocolos de Actuación, con el objetivo de diseñar un conjunto de normas mínimas para aplicar en los procedimientos expeditos de flagrancias en contravenciones y delitos, tomando en cuenta las diferencias entre una y otra modalidad de infracción, así como las particularidades que cada centro de trabajo ofreciera. 

Los protocolos de actuación tenían que diseñarse principalmente para la policía administrativa (Fuerza Pública) y judicial, para los fiscales del Ministerio Público, para defensores públicos y privados, y para las personas juzgadoras de la etapa preparatoria y juicio; así como el diseño de un programa de capacitación en coordinación con la Escuela Judicial, teniendo como base el Reglamento y los Protocolos de Actuación. 

Todos los actores de la nueva metodología de atención a la flagrancia, debían conocerla y estar preparados para aplicarla, teniendo en cuenta las condiciones y las metas a alcanzar. 

Además, como tareas pendientes quedaban el diseño de estrategia de control y seguimiento del proceso planteado, la comprobación de validez y eficacia de la propuesta, y la corrección o incorrección de los supuestos de partida.

Vistos los antecedentes del procedimiento, se tiene que para el año 2009, se introdujo una reforma, mediante la cual se crea el procedimiento especial en el Código Procesal Penal, para el juzgamiento de los delitos cometidos en flagrancia. Esto mediante el artículo 18 de la Ley de Protección a Víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes del proceso penal, Ley N°8720, del 04 de marzo de 2009. 

Esta adición al Código Procesal Penal del título VIII estableció el procedimiento actual, el cual vino a sustituir el plan piloto, por lo que los delitos cometidos en flagrancia suponen una modalidad procedimental sumarísima, la cual no puede superar tres semanas, desde su inicio y hasta la culminación de la sentencia. 

Cambiándose ahora sí, algunas normas que resultaban comunes a los procesos ordinarios, como, por ejemplo, la investigación consiste básicamente en la recepción de la denuncia y el parte policial, los cuales se toman de forma oral.   


II. Creación de la Comisión Nacional de Flagrancia 


La Comisión Nacional de Flagrancia, de conformidad con los artículos 67 y 85 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, no aparece en los registros de Corte Plena un acuerdo de creación. Como se indicó al inicio en la sesión de Corte Plena 028-2008, artículo XV, inicia plan piloto para flagrancias con las atribuciones indicadas en la página 2, sea un órgano especial de carácter mixto y ordinario, cuya función está dirigida específicamente a dar apoyo consultivo en materia de flagrancia. Además, brinda criterio jurídico al Consejo Superior cuando se le ha requerido.


La Comisión Nacional de Flagrancia se ha mantenido activa desde entonces. 

III. Designación por Corte Plena de la Coordinación de la Comisión Nacional de Flagrancia


Mediante el acta de Corte Plena N°001-19, celebrada el 14 de enero de 2019, Artículo XVI, se dispuso lo siguiente: 


“(…). El Magistrado Ramírez, en su condición de Coordinador interino de la Comisión Nacional de Flagrancias, en oficio N° 015-CNFLAG-2018 de 20 de diciembre último, informó: “Sirva la presente para saludarle y a la vez solicitarle interponga sus buenos oficios, a fin de que se ponga en conocimiento del Consejo Superior la nueva integración de la Comisión Nacional de Flagrancias, a partir de enero del 2019. En este sentido, se informa que la Magistrada Patricia Solano Castro, se integrará a dicha Comisión y será quien asuma su coordinación, en sustitución de mi persona (…). Se acordó: Tener por conocida la comunicación anterior del Magistrado Ramírez, designar a la Magistrada Solano como coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancias, y al licenciado Javier Ulate Carrillo, como representante del Organismo de Investigación Judicial ante la citada Comisión, a partir de enero del año en curso. Se declara acuerdo firme.”


Desde esa fecha, la suscrita asumió la coordinación de la Comisión Nacional de Flagrancia, desarrollando las labores que serán expuestas más adelante.


IV.  Integrantes de la Comisión Nacional de Flagrancia


Esta Comisión Interinstitucional está conformada: por las siguientes personas-jerarcas de la institución: 


· Magistrada de la Sala de Casación Penal Patricia Solano Castro, quien funge a su vez como coordinadora de esta Comisión.


· La señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General del Ministerio Pública


· El señor Juan Carlos Perez Murillo, Director General de la Defensa Pública

· El señor Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial

· El señor Wilberth Kidd Alvarado integrante de la Dirección Ejecutiva.


· El señor Paul Hernández Balmaceda como representante de la Judicatura.


V. Periodicidad de las sesiones, circulación previa de agenda, levantamiento de actas y comunicación de acuerdos


Las sesiones se realizan mensualmente; y en forma extraordinaria, cada vez que es necesario, de manera presencial o virtual. A partir de la Pandemia Covid-19 las sesiones se realizan por medio de Microsoft Teams.


 Actas sesiones ordinarias y extraordinarias 2019/2020
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Las actas citadas están actualizadas y responden a la gestión de la Comisión durante los años 2019 y lo que va de 2020, realizándose las sesiones mensualmente, previa distribución de la agenda en los términos dispuestos por el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.


VI. Propuestas y funciones de la Comisión Nacional de Flagrancia 


Debo mencionar que cuando asumí la coordinación de la Comisión Nacional de Flagrancia hubo mucha dificultad para acceder a la información relativa a sus antecedentes y pendientes; por ello, se estaba en el proceso de reforzamiento del edificio de Corte y a la circunstancia de que la letrada encargada dejó de ejercer sus funciones por encontrarse incapacitada.

Así, tuvimos muchos inconvenientes para recuperar información importante, por lo que se tuvo de reconstruir la documentación para poder iniciar con el trabajo de rediseño del proceso penal de flagrancia, a partir de los informes de la Dirección de Planificación.


Uno de mis principales objetivos desde que asumí la coordinación de la Comisión Nacional de Flagrancia ha sido darle una visión distinta a las Secciones de Flagrancia de los diferentes tribunales penales del país, destacando que no se trata de una jurisdicción distinta, sino de una sección más de los Tribunales de Juicio, que tramitan uno más de los procedimientos.


Históricamente, las Secciones de Flagrancia han tenido una producción de trabajo sumamente baja; lo cual había alertado la Dirección de Planificación, sin que se hubiesen tomado medidas correctivas. Por ello, con la finalidad de optimizar los recursos institucionales, ofreciendo una visión distinta del procedimiento de flagrancia, y de la mano de la Dirección de Planificación, la Comisión Nacional de Flagrancia ha empezado a implementar planes pilotos para celebrar debates unipersonales del trabajo Ordinario de los tribunales penales. Aunque ello generó bastante resistencia, a la fecha se ha avanzado en el rediseño de las Secciones de Flagrancia del país para que cada persona juzgadora cumpla con las cuotas de trabajo establecidas por la Corte Suprema y el Consejo Superior, por cuanto remito, flagrancia es un procedimiento más dentro del proceso penal. 


Se ha trabajado con representantes del Ministerio Público y la Defensa Pública para hacer eficiente el procedimiento expedito de flagrancia, estableciéndose que el éxito de los objetivos depende de que institucionalmente este procedimiento expedito se tramite todo lo que sea de flagrancia, lo cual garantiza el principio de justicia pronta y cumplida para las personas usuarias. 


Además, siendo que las autoridades que integran la Comisión Nacional de Flagrancia son las mismas integran la Comisión de la Jurisdicción Penal, se considera pertinente señalar que una vez que se logren las tareas que se encuentran pendientes en la Comisión Nacional de Flagrancia, esta debe desaparecer porque se trata de un tema que puede ser abordado desde la Comisión de la Jurisdicción Penal, a la cual puede integrarse a un juzgador que labore este procedimiento  


Se detalla que el papel fundamental de la Comisión Nacional de Flagrancia es brindar un criterio técnico jurídico y consensuado que sirva de apoyo en las decisiones de la Corte Plena como máximo jerarca del Poder Judicial, que impactan la administración de la justicia, así como las cargas de trabajo entre los distintos despachos y personas colaboradoras auxiliares en el ámbito jurisdiccional.

Durante el período de mayo a diciembre de año 2019, la Comisión Nacional de Flagrancia realizó una labor en conjunto con la Dirección de Planificación del Poder Judicial, con el objetivo de lograr el alineamiento organizacional de todas las Secciones de Flagrancia del país. 


Este proceso de rediseño está siendo desarrollado por la Dirección de Planificación como parte del “Proyecto de Rediseño del Modelo Penal”, con la supervisión de las Comisiones de la Jurisdicción Penal y de la de Flagrancias, quien mediante el análisis de las cargas de trabajo y los requerimientos organizacionales, ha elaborado estudios técnicos para determinar las necesidades reales de las personas usuarias que acceden a los servicios judiciales, el acceso a la justicia y la sostenibilidad de las Secciones de Flagrancia y los horarios de servicio.


De esta forma, la Comisión Nacional de Flagrancia ha trabajado en el análisis, evaluación y elaboración de propuestas para el consenso de acuerdos y decisiones en beneficio de las personas usuarias, de la institución, de las personas funcionarias públicas, y de los acusados esto bajo la pretensión de garantizar un efectivo acceso a la justicia y sin discriminación alguna.


En esta línea, la Comisión también ha realizado esfuerzos para determinar la mejor propuesta de trabajo para la atención a los asuntos ordinarios por parte de las personas operadoras de justicia que laboran en las Secciones de Flagrancia, a partir de un estudio de las cargas de trabajo de los circuitos judiciales. 


Por ejemplo, a partir de los datos expuestos en los informes N°330-PLA-OI-2019 y N°749-PLA-OI-2019, ambos de la Dirección de Planificación, la Comisión Nacional de Flagrancia determinó la necesidad de mejorar la ejecución operativa en el ámbito de aplicación del procedimiento expedito de flagrancia, por cuanto se sigue requiriendo generar la toma de decisiones asertivas, en función del aparato de justicia y de las personas usuarias. 


En consecuencia, atendiendo al principio de acceso a la justicia, la Comisión Nacional de Flagrancia ha tomado una serie de acuerdos relevantes para la implementación de una propuesta de colaboración en asuntos ordinarios, considerando que las recomendaciones técnicas que ha rendido la Dirección de Planificación en sus diferentes informes, se fundamenten en datos estadísticos históricos y documentos puestos en consulta, revisados y validados con el personal de los respectivos despachos judiciales. 

Este proceso de mejora organizacional se ha ido efectuando de manera paulatina en los diferentes circuitos judiciales, atendiendo las diversas características del entorno cultural, psicosocial, el zonaje y la ubicación de los despachos, así como los factores internos de trabajo que inciden, o puedan incidir, en la buena labor que realizan los jueces y las juezas de flagrancia. 


Es importante mencionar que durante el presente año, se ha analizado en la Comisión Nacional de Flagrancia el informe N°1061-PLA-OI-2020, de la Dirección de Planificación, relativo al “Informe Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica”, que culminó con la aprobación del plan de rediseño del Tribunal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica para variar el horario de trabajo a una jornada diurna, lo cual según los estudios de la Dirección de Planificación favorecería la atención al público, así como una mejor distribución de la carga de trabajo y del servicio.


Actualmente, se discuten en el seno de la Comisión Nacional de Flagrancia la aprobación del “Manual Práctico del Procedimiento Especial de Flagrancia y Justicia Restaurativa en Flagrancia.”


Este documento se considera de especial relevancia, debido a la trascendencia de las acciones que se realizan en el ámbito penal para el mejoramiento del buen servicio institucional, sobre todo quien los opera. 


La Comisión Nacional de Flagrancia se encuentra coordinando con expertos en filología y metodología de la Escuela Judicial, así como con una persona consultora, ex jueza de flagrancia, quien tiene amplia trayectoria en la gestión judicial, para lograr la pronta aprobación del manual y una guía que permita a las distintas Secciones de Flagrancia del país obtener mejores herramientas para desempeñar sus funciones, con eficacia, pero siempre bajo un estricto apego a la ley. 


Además, la Embajada de los Estados Unidos ha aprobado colaborar con recursos para capacitación de la aplicación de la Justicia Restaurativa al procedimiento expedito de flagrancia; sin embargo, se requiere de la aprobación del “Manual Práctico del Procedimiento Especial de Flagrancia y Justicia Restaurativa en Flagrancia” para una mejor comprensión del trámite que de este procedimiento no han recibido ningún tipo de capacitación durante dos once años de su vigencia, debe seguirse para optimizar los recursos materiales y humanos disponibles.


Hay temas de relevancia pendientes de discusión y análisis, como la forma de brindar el servicio en días feriados y cierres colectivos por las Secciones de Flagrancia.


Entre las labores de ejecución, se tiene que en la sesión número 04-20 CNF, la Comisión aprobó la implementación de un plan piloto para el Tribunal Penal de Heredia, ya que se encuentra pendiente el Informe de la Dirección de Planificación, relativo a ese Tribunal. 


A partir de las consideraciones indicadas, dejo rendido el informe solicitado, quedando en la mayor disposición de atender cualquier consulta o aclaración. 


Patricia Solano Castro


Magistrada de la Sala de Casación Penal


Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia


C.c. Auditoría Judicial.
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			COMISIÓN NACIONAL DE FLAGRANCIA


			





			I. INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:





			Reunión 


			Sesión 02-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia.





			Fecha  


			15 de julio de 2020.





			Asistentes:


			Patricia Solano Castro


			Magistrada de la Sala de Casación Penal, Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia





			


			Erick Nuñez Rodríguez


			Defensa Pública





			


			Fabiola Luna Durán 


			Ministerio Público





			


			Flavio Quesada Sánchez


			Organismo de Investigación Judicial 





			


			Wilbert Kidd Alvarado 


			 Dirección Ejecutiva





			


			Paul Hernández Balmaceda 


			Representantes de los jueces de Flagrancia





			


			Lucía Sánchez Mora 


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro. 





			


			Xinia Salazar Víquez


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro.





			


			Fabián Freyean Mora


			Técnico Judicial, de la Comisión de la Jurisdicción Penal.





			


			Sergio Arturo Céspedes Rivera


			Tribunal Penal de Limón Flagrancia





			


			


			





			


			


			





			


			Luis Albino Rodríguez Cruz


			Tribunal Penal de Limón (Coordinador)





			


			------ Ultima Línea------





			Agenda:


			





ASUNTOS POR CONOCER: 





1. Reunión con la coordinación de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón. Informar sobre el acuerdo VIII adoptado en la sesión 01-20 y sobre el Manual y Guía que se conocerán en esta Comisión. 





1. Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología de la Escuela Judicial y observaciones realizadas por el Centro de Justicia Restaurativa. 


 


1. Situación del Turno Vespertino de Flagrancia de Heredia. Correo remitido por don Paúl Hernández.


 





			Hora de 


inicio:


			14:00 p.m.


			Hora de finalización:


			16:00





			RESULTADOS DE LA REUNIÓN





			


· Se da inicio a la sesión 02-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia, al ser las 13:30 horas.


Artículo I, 





I. Reunión con la coordinación de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón. Informar sobre el acuerdo VIII adoptado en la sesión 01-20 y sobre el Manual y Guía que se conocerán en esta Comisión. 





· Magistrada Patricia Solano: Explica el tema, insta a que trabajemos todos, y que nos organicemos.


· Paul Hernández: En la audiencia inicial se complica a veces, por ejemplo, en los asuntos donde el imputado es extranjero y los juzgamientos no los tiene de inmediato, mucho depende de la Fiscalía, y también la coordinación entre la Fiscalía, Defensa, Tribunal y Policía, eso es básico para flagrancia.


· Agrega la Magistrada Patricia, mi intención Jamás ha sido ir detrás de nadie, pero si tenemos que producir, hay cantidades, que en el ordinario tienen 20 o 30 sentencias, si son veinte son una diaria, yo tengo una excelente relación con la Defensa, O.I.J. y Ministerio Público, porque el tema es resolver, lo que me interesa es una resolución y una buena resolución, hay está el último informe, que hizo Planificación en Limón, y cuando comenzó ahora la emergencia y hemos estado viendo métricas, la única forma que se puede defender los salarios, es con producción, el pleito para el presupuesto, es de que encuentran muy fácil meter la tijera, es un trabajo difícil, es la única forma. Solo con producción se puede justificar. 


· Indica la Magistrada Patricia, el Plazo de las 24 horas, es excepcional, es a solicitud de las partes, no siempre se da.


· Erick Núñez, es parte de las in de Flagrancia, tal vez el Ministerio Público puede dar cuenta que esas competencias las da a veces el Ministerio Público y en otras las da los jueces.


· Las audiencias de competencia, no está establecidas en el Código.


· Don Sergio, indica que ellos siempre es así, a partir del 2018, unificamos, ante una intervención indebida de don Ronald, 794-2018, es ese voto la Sala aclarar un montón de acuerdos, hemos trabajado de la siguiente manera, que la fiscalía da las 24 horas, y tratamos de unificar en una sola audiencia los demás rubros, eso funciono muy bien hasta que se dio la vuelta general, a partir de esa huelga se dio la merma en lo que es Flagrancia, nosotros fuimos a su oficina preocupados, porque nos iba a bajar la producción, en eso ingresa el equipo de planificación, sin embargo no se avanzaba mucho con la fiscalía, a mediados del 2019, nos reunimos con don Michael Soto, quien nos dijo que la fiscalía nos estaba enviando menos trabajo, a partir del 2018, definimos que el plazo lo daba el ministerio público, y que tratamos de unificar en una sola audiencia la competencia, y nunca hemos manejado el termino de audiencia preliminar, 


· Magistrada Patricia, en eso hay un error, que el Tribunal de Limón no recibe el expediente si la fiscalía no da las 24 horas, porque cuando se recibe, no es que no quiera o no recibir el expediente, el expediente no se recibe si no se han dado las 24 horas, y el otro tema es que ustedes dicen que ustedes solo porque ya son jueces 4, es ver si el expediente cumple las condiciones expeditas de flagrancia, es una competencia solamente del juez, pero las audiencias iniciales que se hacen de Limón, no tienen esos datos, no tienen los datos del procedimiento que realiza el resto del país.


· Indica el Juez Sergio, ¿Cuáles son los datos faltantes del expediente?, ¿a qué datos se refiere?


· Indica la Magistrada Patricia, La Fiscalía declara que el Tribunal de Limón no quiere hacer audiencias iniciales.


· Fabiola Ministerio Público, la situación en su canto al procedimiento más bien, cuando se establece la consulta si se le dieron o no las 24 horas, la información que hay, no es que se envíe el co0mpleto del expediente, o que se les remita el legajo del expediente, porque la verificación que se constata en el informe de Planificación, el cual estaré abordando el día de mañana con don Jorge Fernando, el asunto es que cuando no se ha constatado por parte de que se den las 24 horas, lo que se dicen es que únicamente se pase el legajo de medidas cautelares, y que no se pase la causa tal cual es, como deberán de ser en esta audiencia inicial, para valorar si se hay o no cabida para una medida cautelar.


· Indica don Sergio, cuando el ministerio público solicita una sola medida cautelar, no se requiere las 24 horas, ya que se busca establecer lo que indica el 430, datos. El asunto es que, si hay una persona privada de libertad, o si hay una media diferente, eso lo resolvemos de inmediato.


· Agrega la Fabiola, lo hacen como un Juzgado Penal, 


· Sergio. El artículo 430 lo dice, sin conocer si el asunto es de Flagrancia o no.


· Magistrada Patricia, no quiero alargar esto, y me corrige don Paul, que dice en Flagrancia es un solo expediente, no hay legajos, porque se pide las 24 horas, el Código lo dice cuál es el plazo que puede estar detenido para actuar, la tutela efectiva se va cuando yo como guía, esa tramitación el código no lo establece, el Ministerio Público le da a la Defensa el plazo que pide, y paso el expediente completo, cuando me pasan el expediente, se resuelve, si es aplicable o no, ese procedimiento me parece que no es como se está establecida en el código.


· Indica don Paul, tenemos las dos normas, la 425 y 426, tenemos las dos normas, podría ser que excepcionalmente el “MP” decida que solo requiere imponer una medida cautelar y posteriormente va a pasar el expediente, por ejemplo, ya con la acusación y toda la prueba, pero mientras tanto va la medida cautelar impuesta, lo normal es 425 y 426.


· Indica don Sergio, cuando se hace esa audiencia de medida cautelar, el “MP” tiene que decir cuáles son las medias que desea, ahí se hace el filtro si la causa se va a o no a conocer en Flagrancia, o talvez el “MP” no tenga la acusación lista, pero ustedes indíquenos como quieren que se haga y se hace, no queremos caer en rebeldía, lo que quisimos hacer era dar tutela cautelar efectiva, pero no se han violentado las garantías de nadie.


· Magistrada Patricia, la estadística y noticia que tenemos, es que lo que es extraordinario en esta tramitación, es lo que limón está utilizando como ordinario el procedimiento extraordinario, y que no hacen las audiencias iniciales como está establecido en el código, lo que se pretende es unificar, y para eso se hace el Manual y la Guía, la Fiscalía es quien da el plazo de 24 horas, yo no creo que el tribunal niegue el plazo de las 24 horas, pero no es lo extraordinario, y en todos los casos debe de haber audiencia inicial, donde se puede ver el procedimiento expedito de flagrancia puedo imponerme del procedimiento, y no puedo decir que no lo recibo porque no me han dado todo, es un solo expediente, todo va metido en el mismo expediente, los vicios que arrastramos con el procedimiento viejo, se siguen arrastrando, teníamos legajos individúales de los asuntos, y en expediente iba a ser solo lo necesario y sustancial, si se puede mejorar, siendo conscientes que se puede mejorar, el tema no es de entrar a hacerlo, y parte de hacer el manual era eso.


· Don Luis, hay una situación que me preocupa muchísimo, de que hay una baja producción del parte del Tribunal de Flagrancia, siendo que se debe al poco personal que hay, en las tres oficinas, cuando se realizan los juicios, hay gran disposición de parte de los jueces, pero hay un gran inconveniente, los usuarios vienen de zonas muy alejadas del casco central de Limón, el servicio de transporte público esta hasta las 6 de la tarde y ahora por el Covid-19 hasta las 5 pm, lo que nos imposibilita, y hay otra situación que es que haya un solo defensor por la noche, entonces un solo juez puede estar conociendo, y me pide don Sergio que le envíe los numero de expedientes para revisarlos.


· Agrega la Magistrada Patricia, Las informaciones nos vienen con sustento, “por dios tres sentencias por mes, la cosa no cuadra”. Como voy a nombrar una sección extraordinaria en el día si en la noche tengo tres jueces que no están trabajando, acá todos venimos a trabajar, yo la noticia que tengo que la sección de Limón no quiere colaborar con el ordinario, es una orden del Consejo Superior, es una cuestión de que lo tienen que hacer, he hablado mucho con el Ministerio Público, y no hay ninguna circular sin que se mencione a Flagrancia, y es el momento para que se luzcan con el procedimiento, yo no puedo poner o justificar que 


· Indica don Erick Núñez, era para aclarar el tema de la distribución de los defensores, Limón siempre ha sido vespertino, desde esa concepción se hizo un espejo con la cantidad de jueces, el problema se dio cuando se pasó al diurno, entonces para darle respuesta a esa disposición que se dio, tuvimos que variar, nosotros no tenemos un acuerdo del Consejo Superior o de Planificación, por el tema, esto nos generó una distorsión, y amparados de la disposición del Consejo Sugerir, donde se rompió esa estructura de espejo, es donde se están dando las situaciones que usted plantea.


· Paul Hernández, el éxito o el fracaso de flagrancia, depende en un 60% del Ministerio ¨Publico, porque es quien va a pasar las causas, yo trabaje en limón y hay muchísimo trabajo, y me llama la atención que las Consunciones temerarias, y otros delitos entran bajos, no partiría del supuesto de que es culpa del Tribunal, no sé si será del Ministerio Público.


· Luis, si estamos ayudando con juicios de colaboración, estamos con agenda llena de colaboración.


· Patricia Solano, limón va a pasar a un híbrido, si la gente no llega en el día, y se tiene planta física para hacerlo, limón si tiene, a mi si me preocupaba el tema jurídico, pero si se puede, yo pedí a Corte que no se nombraran plazas en propiedad hasta que esté esto ordenado, yo pienso que a veces la gente puede decir, voy a ir unos días al ordinario, y simplemente ve otra cosa y se oxigena, y daba una mejor visión en esa interacción y se tenía un enriquecimiento, pese a la riqueza de lo virtual, lo presencial tiene una serie de interacciones que se extrañan, yo quiero que lo hagamos bien, yo no estoy peleando, no lo hagamos bien por mí, la invitación que les hago es que hagamos las cosas bien, para devolverle a Costa Rica un poco de lo mucho que nos da, pero estamos en una posición privilegiada, que lo que espero es que nosotros demos una respuesta adecuada, jamás sería la pretensión de pasar por los derechos de ustedes. No sé si les parece si acordamos, que el Ministerio Público va a aplicar el plazo de 24 horas a la Defensa de previo a remitir el expediente, y que el Tribunal realice siempre la audiencia inicial que exige la Ley, En cuando tenga los expedientes se los haremos llegar.


· Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Patricia, en el sentido de que el Ministerio Público va a aplicar el plazo de 24 horas a la Defensa de previo a remitir el expediente, y que el Tribunal realice siempre la audiencia inicial que exige la Ley


Artículo II, 





II. Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología de la Escuela Judicial y observaciones realizadas por el Centro de Justicia Restaurativa. 





· Doña Patricia explica el tema.


· Don Erick, indica que les parece si tomamos dos semanas más para que lo estudien.


· No se tomó acuerdo, se verá en la próxima sesión.





Artículo III, 








III. Situación del Turno Vespertino de Flagrancia de Heredia. Correo remitido por don Paúl Hernández.





· Doña Patricia explica que el tema lo va a atender la Lcda. Lucia.


· La otra semana tenemos la reunión con Planificación para ver el tema, si vamos a ver el tema en dos semanas, se puede ver entonces en la próxima sesión para ver el tema y tener nosotros el abordaje de Planificación.


· Doña Patricia, si me interesa que dejemos ordenado todo, 


· No se tomó acuerdo, Se verá en la próxima sesión.


 


· Se cierra la sesión, al ser las 15:15 horas.


___________________________Última línea_________________________





			Fabián Freyean Mora


Técnico Judicial Tres


Comisión Nacional de Flagrancia
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			Reunión ordinaria


			Poder Judicial


Sala Tercera


			27 DE AGOSTO DE 2020





			


			COMISIÓN NACIONAL DE FLAGRANCIA


			





			I. INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:





			Reunión 


			Sesión 03-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia.





			Fecha  


			27 de agosto de 2020.





			Asistentes:


			Patricia Solano Castro


			Magistrada de la Sala de Casación Penal, Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia





			


			Erick Núñez Rodríguez


			Defensa Pública





			


			Fabiola Luna Durán 


			Ministerio Público





			


			Flavio Quesada Sánchez


			Organismo de Investigación Judicial 





			


			Lorna Quirós Cantillo


			Suplente de la representante de los jueces de Flagrancia





			


			Lucía Sánchez Mora 


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro. 





			


			Xinia Salazar Víquez


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro.





			


			Fabián Freyean Mora


			Técnico Judicial, de la Comisión de la Jurisdicción Penal.





			


			Jorge Fernando Rodríguez


			Dirección de Planificación





			


			Bryan Zumbado Loaiziga


			Dirección de Planificación





			


			Ligia Arias Alegría


			Invitado.





			


			Paul Hernández Balmaceda


			Representantes de los jueces de Flagrancia





			


			------ Ultima Línea------





			Agenda:


			





ASUNTOS POR CONOCER: 





1. Propuesta de rediseño del Tribunal de Flagrancia de Limón. Síntesis: el Tribunal Penal de Limón es el despacho que tiene más circulante de causas penales a nivel nacional, por lo que requiere de una sección de Flagrancia que genere más trabajo.


Debido a las características de la zona, el horario vespertino no favorece el desempeño eficiente de las funciones judiciales. 


Informe de la Dirección de Planificación 1061-PLA-OI-2020. 


https://pjcr-my.sharepoint.com/:w:/g/personal/rquirosp_poder-judicial_go_cr/Ed_J5eoPdVhJuiQW_ealvNYBOFUs6LCw31Y26VCtfnj3qg?e=Yvh3Nm





1. Propuesta de las personas juzgadoras del Tribunal de Flagrancia de Limón. 


Síntesis: se propone “a) La realización de al menos -10- juicios unipersonales, por semana, que corresponden al Tribunal Penal de Limón, (ordinario) con la participación de un juez de la sección de Flagrancia, en el horario de las 07:00 a las 11:30 horas y de 13:00 horas a las 16:30 horas; b) Los dos jueces restantes estarían en el horario de las 17:00 a las 23:00 horas, realizando juicios unipersonales, propios de la sección de Flagrancia; c) Solicitaríamos a la Administración de los Tribunales de Limón, sea asignado un técnico supernumerario, que nos asista en los juicios a partir del 3 de agosto. En virtud de lo anterior, solicitamos su aprobación, para iniciar este proyecto de reducción del circulante del Tribunal Penal ordinario de Limón.”


1. Criterio DJ-C-266-2020 de la Dirección Jurídica sobre la posibilidad de variar jornada laboral y agregar funciones a las personas juzgadoras de los Tribunales de Flagrancia del país, sin que ello implique un ius variandi abusivo. 








Síntesis: el cambio de jornada sí representaría un ius variandi abusivo si no se fundamenta en criterios objetivos y si es que de forma previa los funcionarios no aceptaron esa condición cuando fueron nombrados. Lo cual no significa que pueda iniciarse algún proceso de reestructuración o reorganización con el cese de la relación laboral con responsabilidad patronal, de estimarse irremediablemente necesaria la reorganización o reestructuración, ante la posibilidad de que no exista materialmente ninguna otra forma de ofrecer un mejor servicio público más que la modificación de la jornada. En lo que atañe a la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia, esto no constituye un ejercicio abusivo del ius variandi, siempre y cuando dichas funciones no impliquen una degradación del puesto, lo cual no se considera así, ya que los cargos de juez 4 penal en flagrancia y otros tribunales penales configuran un mismo perfil competencial.


1. Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología de la Escuela Judicial.











1. Observaciones realizadas por el Centro de Justicia Restaurativa y la Defensa Pública.














Síntesis: La Defensa Pública plantea que deben hacerse correcciones de redacción, o ampliarse ciertos temas para evitar una lesión al derecho de defensa, ejemplo, página 42, párrafo 5º resulta ilegal. 


El Centro de Justicia Restaurativa propone ajustes para implementar medidas alternas de forma expedita. 


Aprobación de la Embajada de Estados Unidos de Presupuesto para incluir asuntos de flagrancia en el programa de Justicia Restaurativa. 








			Hora de 


inicio:


			14:30 p.m.


			Hora de finalización:


			16:00





			RESULTADOS DE LA REUNIÓN





			


· Se da inicio a la sesión 03-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia, al ser las 14:30 horas.


Artículo I, 





Propuesta de rediseño del Tribunal de Flagrancia de Limón. Síntesis: el Tribunal Penal de Limón es el despacho que tiene más circulante de causas penales a nivel nacional, por lo que requiere de una sección de Flagrancia que genere más trabajo.


Debido a las características de la zona, el horario vespertino no favorece el desempeño eficiente de las funciones judiciales. 


Informe de la Dirección de Planificación 1061-PLA-OI-2020. 





· Doña Patricia introduce el tema, explica que la materia de Flagrancia, ingreso al país, sin capacitación. Es importante avanzar en los temas, y poder obtener ayuda económica, aún faltan elementos técnicos para el manual y la guía, todavía falta enviar el manual y la guía con las correcciones filológicas, pero por lo menos en el tema podríamos ir avanzando. Tengo claro cuál es el derecho que tiene las partes, pero también tengo claro que al ser organismos públicos e institucional, eso está por en sima del particular.


Para que sepan que nunca hay una mala intención en las decisiones que tomamos, en donde examinamos si los intereses están por encima de nuestros propios intereses, pero eso es parte del trabajo que hacemos.


· Don Jorge Fernando realiza la exposición.


· Se dispone que las preguntas se harán hasta el final de la exposición.


· Paul Hernández, varias observaciones, primero me llama la atención y sí se refleja en el estudio el tema de la entrada, ese es un aspecto que no se sí se analizó en profundidad, la sección de Flagrancia dependemos de lo que la Fiscalía decida pasar, es un tema que tenemos que atacar desde la fiscalía, es un tema que considero que es muy grave, tenemos que abordar no se si desde la Comisión, dado que no puede ser que todo lo pasen por el ordinario, no se desde el Ministerio Público nos puedan aclarar este problema, es algo que ha trascendido a otro nivel de la opinión pública, y considero que la Comisión debería tomar la batuta y que nos expliquen, porqué. Eso tiene mucho sentido con lo que indica doña Patricia que se debe potenciar flagrancia. Luego hay un tema en el que se plantean varios escenarios, y yo creo que es una lástima plantear eliminar una de las jornadas, porque eso afecta al usuario, la reducción de la atención al usuario, el hecho es que siempre haya alguien, el escenario dos no es el único posible, yo creo que desde el punto de vista del usuario, el pasar a un cambio horario, vendría a afectar al usuario, por eso todos los demás motivos que se consideran válidos para la opción uno son igualmente válidos para la opción dos. En cuanto al tema del ordinario, se menciona que está saturado, entonces cual es el plan que se está planteando el ordinario para enfrentar ese trabajo, no es solo que se le recargue a flagrancia, todos debemos contribuir, ese sería mi aporte.


· Patricia, si nosotros vemos el programa como nos lo presenta don Jorge, el problema es que tiene que ver con un tema que tiene que ver con los fiscales y los defensores, en esto los jueces no son lo más importante y si ha habido algo que se ha sub utilizado ha sido los jueces, el “MP” cuando doña Emilia llega a la jefatura, y ve que no hay tantos casos, hay que ser sinceros, cuando vemos los datos, vemos que son menos de dos casos por semana o por mes, y teniendo un juez, haciendo eso, no hay que ser tan vivo para ver que tenemos un recurso muy caro sub utilizado, ponerlo en el día o ponerlo en la noche, pasa lo que no tenemos recurso, en la Defensa y la Fiscalía, hay un palabra que se debe eliminar, que es que Flagrancia indique que va a colaborar con el diurno, es algo que se debe elaborar, no se trata de una colaboración, es el abordaje que estamos comprometidos para hacer, el presupuesto del 2017 al 2021, el presupuesto ha tenido una disminución considerable,  y el presupuesto queda tan ajustado, que por eso se reclama como puede tener tanto asuntos pendientes y que no han hechos esfuerzos para sacarlo, en estos momentos con todas las alertas por la pandemia, les hemos indicado a los jueces con distintos lenguajes, que es lo que ellos saben que pueden hacer, porque nos van a cerrar plazas, en el mes de marzo cuando empezó la emergencia, no he visto a los gremios que han llegado a discutir, a la semana siguiente llegaron, yo no creo que ninguna de las acciones que hemos tomado sean negociables, don Luis Rodríguez, nos está pidiendo una plaza, cual es el problema de limón, como les voy a dar un juez extra si tengo jueces en flagrancia sin hacer nada, cuando hacemos un 44, esa plata sale de la programación de vacaciones e incapacidades, cuando hay un caso sospechoso, hay que sacar la plata de ahí, y se tuvo que reducir con la reducción del presupuesto, entonces por eso es, la situación de limón se ha agravado tanto que el escenario es el mismo en todos los casos, si se tuviera posibilidad de mantener otro defensor u otro fiscal, se podría valorar, no hay plata que no manejemos con planificación, para que puedan hacer juicio los de flagrancia, hagan del tema ordinario, ocupamos un fiscal y un defensor, por eso es que tenemos que moverlos como conjunto, la realidad que nos presento es que Limón tiene planta física para moverlos al día, es una ventaja que no sucede en Alajuela, eso dificulta las acciones, por eso se debe de ver el rediseño circuito por circuito, y aun pensando que se pueda mantener el servicio de 7 a 11 de la noche, la estadística lo debe justificar, es preferible mantenerlos en un horario ordinario, que está el coordinador, en la noche el coordinador no está y dificulta, entonces esto facilita opciones, yo creo que esto pueda caminar así y cuando se tenga un recurso, se pueda extender la jornada para potenciar, en eso el ideal es potenciar flagrancia. Flagrancia es el tipo de comisión con independencia del delito, a veces tenemos que ver incluso dependiendo de los 15 días, a que se vaya al ordinario y no se termine, la inteligencia que tiene eso, en todo momento se debe potenciar flagrancia, es todo lo que se pensó en un momento con una visión diferente dar una meta a los 12 años, y celebrar con bombos articulando acciones, con un procedimiento que se pueda replicar en Latinoamérica, por las virtudes que tiene, por eso yo les comento lo del presupuesto, todos deben estar consientes, la gente tiene que tener conciencia que si no se produce se cierran las plazas, pero si nosotros congelamos plazas al rato las perdemos, por eso tenemos que cuidar las plazas que tenemos, por eso que si yo creo que tenemos que tener cuidado en cuanto a la forma en como optimizamos.


· Flavio, a mi me preocupa la integridad de este informe, porque viene desde hace mucho tiempo omitiendo un factor muy importante, si bien es cierto yo solo recibo las consultas de San José, sin embargo cuando empezó la emergencia he venido coordinando todo el país, en celdas ha venido dando un problema muy serio, en las secciones de cárceles debe de tener un estudio sobre las necesidades de personal o de que se nos adecuen los horarios pero estando en el sitio, aquí yo escucho leo jueces fiscales y defensores, pero en el área de cárceles, el O.I.J. estamos quedando constantemente recibiendo quejas, pero no se ha tomado en consideración la labor de cárceles, en el documento anterior, para que estos trabajos se puedan llevar a cabo.


· Fabiola, No solo limón tiene ese problema, en todas las fiscalías abordados, tienen ese problema, sino que buscamos mil y una formas para no pasarlos por flagrancias, pero estamos ideando alguna forma para que se cumplan, si tenemos que ir a revisar que es lo que esta pasando, pero si me comprometo a pasárselo a doña Emilia.


· Patricia, los jueces penales, tienen la potestad de resolverlo por la competencia, y devolverlo a la fiscalía para que lo conozcan por la vía correcta, por eso tenemos que ver las herramientas que nos dan el ordenamiento jurídico, yo creo que las soluciones si están, tenemos que hacer soluciones conjuntas, y de alguna también trabajar los temas.


· Ligia, talvez adelantándome si quisiera hacer un aporte dado lo importante que se esta discutiendo en ese momento, yo trabaje 10 años en materia de flagrancia, hubo muchos errores, cuando empezamos a trabajar, en algún momento fuimos cometiendo errores, a ese gran porcentaje que no se está tramitando por flagrancia, hubieron muchos intentos, de innovar y que se le dieran más trabajos en flagrancia, pero muchas meses rechazamos flagrancias, por una mala interpretación, pero no por mala fe, o los fiscales no lo pasaban por el mismo motivo, no teníamos una visión tan amplia, lo que tenemos que hacer es aplicar el procedimiento tal y como lo establece la ley, yo he sido una apegada a este procedimiento, -explica la problemática del manual y la guía que se puso a circular-, considero que los jueces deben de tener mucho conocimiento en la teoría del delito, no solo del ordinario sino también de flagrancia. Viendo los resultados se podrá definir en definitiva el modelo que se debe mantener, nos cuento que nos hace falta genta para poner más recursos.


· Paul, Primero agradecer las palabras y el esfuerzo de doña Ligia, con relación a lo que indica doña Patricia, en el sentido de potenciar las plazas, tiene razón, acá venimos a sacar el trabajo, el hecho de el escenario 1 y 2, independientemente de esos escenarios, las plazas hay que potenciarlas, con relación al hecho del escenario 2, implique que el usuario tenga que espera, o esperar en celdas.


· Jorge, muchas gracias por la retroalimentación que es muy valiosa para enriquecer los informes, el Tribunal ordinario de limón, es el tribunal que más circulante tiene en todo el país, al igual que como se hizo en Heredia, donde se han establecido cuotas, entonces también estamos con ese monitoreo, sin embargo con el tema de limón al tener tantos asuntos existe también el problema de prescripción, el problema es el tema de la judicatura, de ahí es donde vemos la posibilidad de potenciar el recurso, sin embargo ahora por el tema de recursos, en cuanto a lo que indica don Paul, ahí el problema es en cuanto a la Fiscalía y la Defensa, en cuanto a lo que indica don Flavio, si se abordó, sin embargo en el informe no se indica, pero si se consideró, porque sabemos que al final todas las aristas son parte integral, en cuanto a la Fiscalía, hemos tenido varias reuniones con doña Fabiola y doña Emilia, eso mismo que hemos hecho en Limón, lo hemos hecho en todo el país, para poder potencializar, la idea de Planificación y de doña Patricia, es siempre potenciar el recurso, y ojala que toda ese ingreso que no entra a flagrancia, se pueda enfocar correctamente, sabemos que eso pueda llegar a variar la cantidad de causas que ingresan, por eso es importante el monitoreo y las gestiones para poder concretar cual sería el ideal de personal adecuado.


· Erick, yo creo quería, todas estas motivaciones son las que nos llevan a concluir con que el escenario 1 es la mejor opción, como los asuntos no caminan lo que vienen es atrasar la situación jurídica de las cosas.


· Patricia indica, Antes de concluir, me permito indicarles que ayer en la noche les enviamos el documento que reviso la Escuela Judicial, para su revisión, para concretar el tema antes de que don Paul se retire, no se si le parece aprobar el escenario 1, siempre dejando abierta la posibilidad de que en un futuro se pueda valorar la jornada vespertina, y la necesidad por motivo de la persona usuaria.


· Paul, en ese entendido sí.





· Se acordó: Aprobar el escenario 1, indicando además la necesidad de promover la participación de la persona usuaria, y la posibilidad de que en un futuro se pueda valorar la jornada vespertina.





· Se retira don Paul Hernández: 16:00 horas.








· Lorna, aun cuando no participe en la votación del punto 1, me permito indicar que, en flagrancia de San Carlos, nunca hemos atendido en la noche.


· Jorge, me gustaría comentar un tema que es importante que la Comisión sepa, en Liberia solo había un fiscal, entonces ya se asignó otro y ya se tendría otro fiscal.








Artículo II, 





Propuesta de las personas juzgadoras del Tribunal de Flagrancia de Limón. 


Síntesis:





· En atención a los acuerdos tomados, aprobando el criterio de la Dirección de Planificación, se rechaza la propuesta, por ser el escenario aprobado el más adecuado para resolver la problemática de la zona.


Artículo III, 





Criterio DJ-C-266-2020 de la Dirección Jurídica sobre la posibilidad de variar jornada laboral y agregar funciones a las personas juzgadoras de los Tribunales de Flagrancia del país, sin que ello implique un ius variandi abusivo.”





· Patricia, Es un tema jurídico que se requería para justificar el punto anterior, vea como lo indica doña Lorna, en San Carlos lo hicieron solito, sin un criterio jurídico, es lo que yo espero que tengan esa iniciativa, esto siempre es un sube y baje pero prácticamente cuando hacemos un balance del mes, por eso es que el ordinario y el de flagrancia, se intercambian, para respirar, tienen que haber en flagrancia jueces bien capacitados, tiene esa categoría porque es necesario para lo que es flagrancia, no sé si alguien quiere hacer alguna observación sobre el dictamen jurídico, o si lo damos por discutido y conocido, sino lo tendríamos por anotado.


· Se tiene conocido.


Artículo IV, 





Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología de la Escuela Judicial


· Magistrada Patricia, se le da la palabra a doña Ligia.


· Ligia No sé si desean que lo veamos en otro momento por lo del que el documento no fue el definitivo.


· Magistrada Patricia, en la embajada están esperando del manual y la guía, para el tema del apoyo en la capacitación.


· Ligia, explica el documento.


· Lorna, a mi me llego el manual el día de ayer, me parece excelente, en cuanto a San Carlos, esta excelente, excelente trabajo.


· Fabiola, esta mañana conversando con Lucia, todos tuvimos acceso al documento anterior, el fondo y el procedimiento es el mismo y no lo podemos inventar, habían sugerencias, pero para plantear la posibilidad de reunirnos para revisar, y traer una propuesta ya adelantada, para ir a la aprobación directa, en el fondo las observaciones de la defensa, vamos sobre el mismo camino, el procedimiento está claro, y también el chip que queremos cambiar desde la fiscalía, las palabras de doña Patricia y doña Ligia, es necesario que les hagamos entender la necesidad del proceso de Flagrancia, entonces dejo propuesta la posibilidad de que previo de vayamos a vernos reunirnos en un grupo pequeño para la revisión única o propuesta única, para que la propuesta sea un poco más fácil.


· Patricia, si en realidad lo que hemos buscado es eso, ahora si podemos hacer otra reunión, como se los advertí, porque no les enviamos el documento definitivo, yo quiero que hagamos un buen producto, yo agradezco la disposición de Ligia y por compartirnos sus conocimientos, un nunca deja la institución, si creo que se puede ir trabajando el tema, para verlo, vamos a buscar campo en la agenda para verlo. Para mi es importante la ayuda que la embajada nos pueda dar.


· Se atenderá en una sesión futura.





Artículo V, 





Observaciones realizadas por el Centro de Justicia Restaurativa y la Defensa Pública.





· Se atenderán en una sesión futura.


 


· Se cierra la sesión, al ser las 16:40 horas.


___________________________Última línea_________________________





			Fabián Freyean Mora


Técnico Judicial Tres


Comisión Nacional de Flagrancia
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San José, 26 de mayo de 2020



Criterio DJ-C-266-2020



Magistrada



Patricia Solano Castro



Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia



S.D.



Estimada Magistrada:



En el oficio número 001-CNFLAG-2020 del 19 de mayo del año en curso, se solicita a esta Dirección Jurídica realizar un estudio y emitir un criterio jurídico sobre la posibilidad legal de variar la jornada y agregar funciones a las personas juzgadoras (jueces 4) nombradas en los distintos Tribunales de Flagrancia del país, sin que ello constituya un ius variandi abusivo.



Al respecto, se expresa lo siguiente: 




I.- CRITERIO. –




a. Síntesis de la gestión.





 Según se desprende del oficio referido antes, las personas juzgadoras de los Tribunales de Flagrancia del país laboran en jornada diurna algunas y mixta otras, por lo que se plantea la posibilidad de que todas esas personas desarrollen el ejercicio de sus cargos en ambas jornadas, de modo que los que lo hacen en la diurna lo hagan en la mixta y viceversa. Por otra parte, se pretende que esas personas realicen funciones que no son comunes del proceso de flagrancia, concretamente aquellas ordinarias en la tramitación de causas penales disímiles a las del proceso expedito de flagrancia. Así las cosas, se consulta si dichas modificaciones en el ámbito de esas relaciones estatutarias representarían un ius variandi abusivo.



b. El “ius variandi” en la función pública.





En la doctrina laboral el ius variandi ha sido concebido como el “derecho-poder que tiene el empleador de modificar las bases de trabajo, sin o contra la anuencia del empleado, cuando existe una justa necesidad de empresa y sin ocasionar grave perjuicio a éste. Entendiéndose con ello, que no sólo puede variar, en alguna medida, la tarea en sí; sino también el horario, el lugar donde presta el servicio el trabajador, y otros extremos que podrían ser importantes en orden al servicio prestado por la empresa o institución; ya sea, sin o contra la anuencia del empleado, para significar que es una facultad unilateral cuyo ejercicio no está condicionado a la aceptación suya; sino que por una imperante necesidad, se hace pertinente modificar algunas condiciones del contrato de trabajo o relación de servicio, sin que con ello se cauce algún perjuicio al trabajador, empleado o funcionario”
. 





CARRO ZÚÑIGA, se refiere al ius variandi como el derecho del patrono de modificar el contrato de trabajo. NÁPOLI, alude que es "la facultad que tiene el empresario, en mudar, alterar y hasta suprimir parcialmente el trabajo de sus subordinados en la empresa”. JUAN MENÉNDEZ PIDAL, lo señala como "un derecho o facultad que puede tener el empresario para mudar, alterar y aún suprimir determinadas formas de trabajo de los obreros a su servicio”. Por último, PÉREZ BOTIJA, lo estima en cuanto al objeto como "la potestad del empresario de alterar los límites de la prestación del trabajo”.




En tal sentido, existe consenso doctrinal en que el ius variandi simplemente es la facultad unilateral que posee el empleador de modificar algunas condiciones laborales contractuales sin causar un grave perjuicio a la persona trabajadora 
.





Por su parte el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el criterio DAJ-AE-08-06 del 10 de enero de 2006 expresó:




“El IUS VARIANDI responde al concepto más o menos elástico del poder de dirección, en sentido técnico o administrativo y a veces disciplinario, que lejos de ser absoluto, se desenvuelve dentro de ciertos límites que no pueden llegar a anular o disminuir el principio de la invariabilidad de la prestación de servicios. Por eso, el empleador puede hacer uso de dicha facultad siempre que la medida no entrañe para el trabajador una disminución de su jerarquía, modificación radical de las funciones para las que fue contratado, le cree una situación humillante o injuriosa, le obligue a un esfuerzo mayor para adaptarse a nuevas tareas que no son las de su especialidad o que el cambio le traiga aparejado un peligro para su salud o incomodidades reales que no fueron previstas cuando se formalizó el contrato”.





Jurisprudencialmente, de manera reiterada la Sala Segunda ha dicho al respecto:




“Se ha denominado “ius variandi” al derecho potestativo del empleador de modificar las condiciones de trabajo, dentro de ciertos límites, en cuanto a la forma y modalidades de la prestación. Debe tomarse en cuenta que determinadas variaciones de la prestación de trabajo, tanto en su contenido como en sus condiciones, no son sustanciales y, en consecuencia, pertenecen a la esfera de la potestad de dirección del empleador, quien, en uso de su poder de ius variandi, puede concretar o especificar el contenido necesariamente genérico de la prestación laboral en el marco de un contrato que, como el de trabajo, es de tracto sucesivo o ejecución continuada en el tiempo. Según expone Rodríguez Pastor: “El empresario tiene reconocido por el ordenamiento jurídico un poder de especificación o concreción de la prestación laboral (ius variandi) que implica la modificación no sustancial de las condiciones de trabajo.” (Rodríguez Pastor, Guillermo. La Modificación del horario del trabajo. Valencia, Tirant Lo Blanch, 1997, p. 48). Además, se ha indicado que “el ejercicio del jus variando se realiza mediante un acto o negocio jurídico unilateral recepticio: la declaración de voluntad del empleador de variar la forma o modalidades de la prestación laboral dirigida (notificada) al trabajador y que llega a su conocimiento, basta para que el cambio sea vinculante y despliegue todos sus efectos, sin precisarse, en ninguna circunstancia, que el trabajador exprese a su vez una nueva declaración.” (SACO BARRIOS, Raúl. Jus Variando. Modificaciones unilaterales a la forma g modalidades de la prestación laboral. Lima, CIA T/ OIT, 1993, p.l6..5). En nuestro país, esta Sala se ha referido al tema en numerosas ocasiones, para lo cual ha considerado: “Con la locución latina ‘ius variandi se denomina la potestad, normalmente, del empleador, de modificar, en forma unilateral, las condiciones de la relación contractual, en el ejercicio de las potestades de mando, de dirección, de organización, de fiscalización y de disciplina que le confiere el poder directivo del que goza dentro de la contratación. Ahora bien, esta facultad, puede ejercerse en el tanto en que las medidas tomadas, no atenten contra las cláusulas esenciales del contrato, ni mermen los beneficios del trabajador. En efecto, si el patrono ejerce su derecho de manera abusiva o arbitrariamente, en perjuicio de los intereses del empleado, lo autoriza a éste a colocarse en una clara situación de despido injusto” (voto número 300, de las 10:50 horas del 29 de septiembre de 1999.) (En este sentido, consúltense también las sentencias de esta Sala, números 567, de las 9:15 horas del 8 de noviembre del 2002; 80, de las 9:50 horas del 22 de febrero del 2006; 227, de las 10:00 horas del 13 de abril y 294, de las 9:35 horas del 11 de mayo, estas dos últimas del 2007)” (voto 2008-0888 de las 9:45 horas del 15 de octubre de 2008)”
.





Aunado a lo anterior, es importante tener presente que el instituto jurídico bajo análisis puede tener sus matices cuando la relación laboral se encuentra en el ámbito estatutario, en virtud del principio de legalidad que impera en el régimen de empleo público. Bajo esa perspectiva, el autor CANTERO MARTÍNEZ
, señala que:




“...el éxito de la teoría unilateralista se ha basado en la constatación de que la Administración puede unilateralmente modificar las condiciones de trabajo durante el desarrollo de la relación, bajo cobertura legal y siempre según las necesidades objetivas del servicio, sin contar para nada con la voluntad de los funcionarios afectados, lo que servía para deducir de ahí el carácter no contractual de la relación funcionarial. Ahora bien, hay que tener en cuenta que esta posibilidad de modificación no implica necesariamente la acontractualidad de dicha relación, sino tan sólo el ejercicio del ius variandi como una de las manifestaciones de supremacía especial que tiene atribuida la Administración respecto de los funcionarios y que coloca a éstos en una correlativa situación de subordinación especial, a la vez que es una manifestación del sometimiento de la Administración Pública al principio de legalidad…”.





Desde ese prisma, la Sala Constitucional ha indicado:




“…se ha aceptado en forma reiterada la facultad del patrono para variar las condiciones del contrato de trabajo, pero señalando que tiene sus límites en la razonabilidad de los cambios ordenados y siempre que no se perjudique al servidor; doctrina conocida en materia laboral como el ius variandi… 




…también ha señalado esta Sala, que el único interés que pueden tener para esta jurisdicción aquellos casos donde se reclaman variaciones en los contratos de trabajo -imputables a órganos o servidores públicos-, existe cuando se da lo que doctrinariamente se conoce como ius variandi abusivo; es decir, variaciones en las condiciones laborales abierta y claramente arbitrarias, por lo se hace necesario determinar si la decisión implica una modificación sustancial de las circunstancias de tiempo y lugar en que se desempeña el interesado, una degradación en sus funciones o bien, un rebajo sustancial del salario devengado, pues en esos casos, se lesionaría , en perjuicio del servidor, el derecho a la estabilidad laboral. Ahora bien, la Sala en múltiples ocasiones, también ha considerado que la cuestión de si existe o no ius variandi abusivo o no sólo puede evaluarse frente a un caso concreto y valorando todo el cuadro fáctico que este comprenda; es decir, no se puede crear o pretender que exista un supuesto o un catálogo de estos de violación del derecho al trabajo por la aplicación del ius variandi abusivo. Bajo esta inteligencia es solo frente al caso concreto que se puede valorar si existió o no una vulneración a la estabilidad laboral y al derecho al trabajo por la variación de alguna de las condiciones sustanciales en el empleo.”
.





Es indudable entonces que, el uso de aquella potestad modificatoria unilateral por parte de la administración, debe estar sustentada en elementos objetivos. Esto quiere decir que cualquier decisión o actuación que se tome al respecto, debe surgir de una necesidad objetiva y propia del servicio o interés público, con atención a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, de modo tal que esos criterios legitimen la aludida modificación, pero que no se produzcan perjuicios graves a las personas funcionarias, aspecto último que sólo puede constatarse en cada caso concreto y con estricta observación del supuesto fáctico particular. 





Es claro que el servicio público debe ser continuo, eficiente, camaleónico en relación con los cambios legales o las necesidades sociales, por lo que el ejercicio objetivo del ius variandi en el régimen de empleo público, no puede perder de vista en primer lugar el fin público el cual es dinámico. Lo anterior, encuentra sustento en el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública que establece que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios”. Empero, ese poder de variación, especialmente en cuanto a la eficiencia se refiere y según el numeral 8 ibídem debe encontrar un equilibrio con la dignidad, la libertad y otros derechos fundamentales del individuo. Debe recordarse que el poder de imperio estatal, está vedado de toda arbitrariedad, por lo que el “derecho-poder” con que cuenta para modificar las condiciones de la prestación de servicio en una relación estatutaria además de estar sometida a la ley
, debe contemplar las necesidades reales y objetivas de cada caso. 





A mayor abundamiento respecto de los límites al ius variandi, el criterio de esta Dirección DJ-AJ-257-2019 de 17 de julio del 2019, conocido por la Corte Plena en la sesión 031-2019 del 29 del mismo mes y año, señaló:




“El poder de dirección del empleador tiene sus límites. Están generalmente preestablecidos por la ley, el convenio colectivo o la jurisprudencia de los tribunales. El empleador debe igualdad de trato y no discriminatorio a sus trabajadores, sus órdenes no deben ser lesivas de derechos (del trabajador) ni injustas ni arbitrarias, sino provistas de legitimidad. Debe, asimismo, respeto a su integridad física, a su intimidad y a su dignidad personal. Aunque el empleador está facultado para introducir los cambios que sean necesarios en las modalidades de la prestación, no es lícito el abuso ni el ejercicio irracional de esta facultad, ni ella le permite alterar las condiciones esenciales del contrato, ni causar perjuicios morales o materiales al trabajador. Como enseña Martínez Vivot, la facultad de dirección del empleador debe ejercerse con la exclusión de toda voluntad arbitraria del empleador y sus poderes, en consideración a la persona del trabajador, no debe inferirle agravios materiales o morales, que lesionen su dignidad. No deben, tampoco, ocasionar perjuicio directo, concreto o potencial, al prestador de los servicios. Sin duda, se trata del ejercicio del poder de mando, pero de un mando desprovisto de arbitrariedad, que tiende a coordinar la labor común con una producción destinada a cumplir los objetivos de la empresa.




[…]




Límites. Como se ha dicho, los cambios que el empleador puede introducir tienen sus límites. El empleador, titular de este derecho, debe hacer un uso funcional, no arbitrario ni abusivo del jus variandi, que debe justificarse en las necesidades de la empresa, en las exigencias de la producción, en motivos razonables, lógicos. Dichos cambios, además, no pueden alterar las condiciones esenciales del contrato.”.



c. Sobre la variación de la jornada diurna a mixta y viceversa 



Ahora bien, la jornada de trabajo responde a la cantidad de horas máxima en la que una persona servidora pública desempeña su cargo. Según el artículo 58 de la Constitución Política, la jornada ordinaria diurna no puede exceder de ocho horas diarias, ni de cuarenta y ocho horas semanales; no obstante, dichas disposiciones no serán aplicables en los casos de excepción muy calificados que determine la ley, según exige dicho artículo. 




Es así como el artículo 136 párrafo segundo del Código de Trabajo, determina que la jornada diurna diaria puede aumentarse a diez horas en los casos de trabajos que no sean insalubres ni peligrosos y siempre que no se exceda las cuarenta y ocho horas semanales. Por su parte, en cuanto a la jornada mixta, no puede exceder de siete horas; salvo en el mismo caso indicado en el artículo 136 ídem, podría aumentarse a ocho horas diarias sin que se excedan las cuarenta y ocho horas semanales.



Como puede observarse, la cantidad de horas en la jornada laboral diurna diaria es siempre mayor que en la mixta; por lo que, las personas funcionarias que laboran en jornada mixta podrían experimentar un aumento de horas en virtud de su cambio de jornada a diurna, lo cual no es factible sino lo admitieron de previo a sus nombramientos, y podría representar un abuso de derecho si se ejerce el cambio de manera unilateral y arbitraria, puesto que “la jornada es un elemento esencial del contrato de trabajo de modo que el ius variandi no puede afectarlo”
. 




En tales situaciones según la Sala Constitucional, es indispensable el otorgamiento de una audiencia, con tal de escuchar el parecer del funcionario antes de proceder con la modificación de la jornada
. Eso sí, la simple desavenencia subjetiva de la persona servidora judicial, no es motivo para estar ante un ius variandi abusivo, sino que las personas afectadas deben exponer razones concretas y objetivas constatables que permitan validar un grave perjuicio de difícil reparación. 





Lo anterior no significa que la administración se encuentre sujeta a una camisa de fuerza en lo que a la reorganización o reestructuración del servicio público se refiere. Es decir, sí puede y debe el Poder Judicial tomar todas aquellas acciones requeridas para ofrecer un mejor servicio de justicia, pero en el caso que se analiza, si es objetivamente requerida la variación de las jornadas y es conveniente, razonable y estrictamente necesario, lo pertinente sería comunicar de previo a cada persona juzgadora del cambio debidamente fundado en los estudios objetivos que demuestren la necesidad y conveniencia de ese proceder
.




Por ello considera esta Dirección que el cambio de jornada sí representaría un ius variandi abusivo si no se fundamenta en criterios objetivos y no existe una audiencia con el fin de escuchar a cada persona administradora de justicia, si es que de forma previa no aceptaron esa condición cuando fueron nombrados. Una vez oídas, de estimarse que los argumentos probados exponen perjuicios concretos y objetivos de difícil reparación, entonces la modificación apuntada no procedería. Lo cual como se dijo, no significa que pueda iniciarse algún proceso de reestructuración o reorganización con el cese de la relación laboral con responsabilidad patronal, de estimarse irremediablemente necesaria la reorganización o reestructuración, ante la posibilidad de que no exista materialmente ninguna otra forma de ofrecer un mejor servicio público más que la modificación de la jornada. 




Se reitera que, si las personas juzgadoras al ser nombradas o al participar de los distintos concursos se enteraron de que podrían estar sujetos a variaciones de jornada, entonces; no existiría un ius variandi abusivo pues de previo admitieron tal condición. 



d. Asignación de funciones.




En lo que atañe a la asignación de funciones ordinarias de otros procedimientos penales distintos a los de flagrancia, es importante denotar que el perfil competencial de un juez 4 penal, referido en el Manual Descriptivo de Clases de Puestos, permite verificar que las funciones de un juez 4 penal destacado en otros tribunales distintos a los de flagrancia son las mismas a las de los tribunales de flagrancia, inclusive constituyen un sólo perfil competencial, por lo que se considera que la asignación de labores ordinarias de otros procedimientos penales disímiles de los de flagrancia a las personas destacadas en los tribunales de flagrancia, no constituye un ejercicio abusivo del ius variandi, siempre y cuando dichas funciones no impliquen una degradación del puesto, lo cual no se considera así, ya que los cargos de juez 4 penal en flagrancia y otros tribunales penales configuran un mismo perfil competencial.  



e. Consideraciones finales.- 



Corolario, puede decirse que si la modificación de la jornada o adición de funciones importan: a) una violación sustancial a algún reglamento o disposición administrativa, b) la lesión a legítimos derechos adquiridos, c) violación a los intereses materiales, salud física, moral o de análoga jerarquía, d) limitación en el desarrollo normal de las actividades culturales, sociales, económicas y educativas, e) una disminución de la jerarquía, f) una modificación radical de las funciones para las que fue contratado, g) el origen de una situación humillante o injuriosa, h) la obligación a un esfuerzo mayor para adaptarse a nuevas tareas que no son las de una especialidad o que i) el cambio traiga aparejado un peligro para la salud o incomodidades reales que no fueron previstas al momento de los nombramientos; entonces, el perjuicio causado debidamente constatado, podría ser de difícil reparación y con ello las modificaciones apuntadas validarían que la persona servidora judicial pueda exigir el rompimiento de la relación laboral con la responsabilidad patronal que corresponda.




Además, cualquier variación en las condiciones de la relación de prestación de servicios, debe sustentarse en criterios técnicos y científicos y debe ser consecuente con los principios elementales de justicia, lógica o conveniencia
.





Por último, se recomienda el análisis del criterio de esta Dirección DJ-AJ-C-370-2019 del 11 de setiembre de 2019, el cual contempla un supuesto fáctico en el que se consideró la inexistencia del ius variandi abusivo respecto de un cambio de jornada y de funciones en la Defensa Pública. Se adjunta dicho criterio con la comunicación de este informe.



III.- CONCLUSIONES. –




a. El ius variandi es la facultad unilateral que posee el empleador de modificar algunas condiciones laborales contractuales no esenciales y sin que con ello se cause un grave perjuicio a la persona trabajadora.




b. En el régimen de empleo público, el ius variandi debe operar bajo cobertura legal, siempre según las necesidades objetivas del servicio público y sin causar un grave perjuicio a las personas servidoras públicas.




c. Constituyen ius variandi abusivo aquellas actuaciones de la administración pública que modifiquen elementos esenciales de la relación laboral estatutaria, entre ellos las jornadas, si es que no existió la aceptación de la variación de estas por parte de la persona servidora judicial al momento del respectivo nombramiento o participación de los distintos concursos. También lo será, si se procede a la modificación de la jornada sin el debido fundamento técnico que garantice la obtención del eficiente servicio de administración de justicia. 




d. Es indispensable la comunicación previa a las personas juzgadoras de la modificación de jornadas si al ser nombradas o al participar de los distintos concursos no se les puso en conocimiento de que podrían estar sujetas a variaciones de jornada. Lo anterior con el fin de que éstas tengan la oportunidad de demostrar objetivamente si esa modificación les causa un perjuicio grave de difícil reparación.




e. Esta unidad asesora considera que, la asignación de las funciones nuevas a las personas administradoras de justicia de los Tribunales de Flagrancia, corresponden con el perfil competencial delimitado en el Manual Descriptivo de Puestos del Poder Judicial para esas personas juzgadoras, por lo que no se constituye un abuso del ius variandi.



Se deja así evacuada la solicitud de criterio al respecto.     



Atentamente;




				Lic. Roberth Fallas Gamboa




Profesional en Derecho 3B



				MSc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo




Director Jurídico











Ref: (620-2020).
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I.- INTRODUCCIÓN




El presente documento constituye un manual práctico dirigido a quienes intervienen en la investigación, tramitación y resolución de las causas penales que, por disposición legal, deben ser sometidas al “Procedimiento expedito para los delitos en flagrancia”, a fin de que reciban una atención especializada que se caracteriza, fundamentalmente, por su celeridad.




Para lograr el objetivo planteado, resulta imprescindible iniciar esta herramienta, haciendo referencia al significado o acepción de la palabra “flagrancia”, así como al contenido del concepto jurídico en la legislación procesal penal vigente. 




Para intentar una mayor comprensión de lo que se debe considerar flagrancia o delitos en flagrancia, respecto a cada circunstancia o situación que prevé la legislación, se expondrán algunos supuestos a modo de ejemplo.




De seguido, se hará referencia a algunas situaciones que, aunque lo parezcan, jurídicamente no constituyen delitos en flagrancia.





La exposición continuará mencionando los delitos que pueden ser investigados y juzgados a través de este procedimiento especializado, así como las investigaciones que no pueden ser sometidas a él.




Luego, se hará referencia a las generalidades de este procedimiento especial y a las características que lo asemejan o diferencian de otros procedimientos también regulados en el Código Procesal Penal vigente.




Finalmente, se explicarán los pasos que se deben seguir, desde el inicio del trámite y hasta su culminación con el dictado de una sentencia legalmente válida, por parte de cada interviniente. En relación con lo anterior, se hará referencia a la eventual intervención de la ciudadanía o de personas integrantes de los cuerpos policiales que no son parte procesal; pero que sí tienen una participación primordial en el procedimiento. Luego,  se presentará la intervención de las personas funcionarias del Ministerio Público, de abogados y abogadas de la Defensa Pública y/o privada, del actor o de la actora y de la persona demandada civil, querellante y querellado o querellada e integrantes de los tribunales de flagrancia. 




Al explicar cada uno de los temas señalados, se transcribirán, analizarán, comentarán y relacionarán los artículos del Código Procesal Penal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de Ley de Justicia Restaurativa (CPP, LOPJ y LJR, respectivamente en el desarrollo del texto) que los regulan.




II.- JUSTIFICACIÓN




El Procedimiento expedito para los delitos en flagrancia es un procedimiento especial (al igual que el abreviado, el previsto para los asuntos de tramitación compleja, los delitos de acción pública, la aplicación de medidas de seguridad, el juzgamiento de los y las miembros de los supremos poderes, las contravenciones, los asuntos del crimen organizado y la revisión de la sentencia) que el Código Proceso Penal costarricense regula.




 Se introdujo dicho procedimiento a ese compendio normativo, mediante la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Intervinientes, N.° 8720, del 4 de marzo de 2009, publicada en el Diario Oficial La Gaceta n.° 77 del 22 de abril de 2009, y entró a regir el 22 de octubre del mismo año de su promulgación, pues el Código no lo contempló desde su creación, pese a que estableció desde entonces, el concepto jurídico de “flagrancia”.




Antes de que la Ley 7594 (CPP) lo contemplara, el Código de Procedimientos Penales de 1973 regulaba, de manera muy similar a la actual, las circunstancias o situaciones que determinaban la existencia de flagrancia, delitos en flagrancia o delito flagrante (como indistintamente se le llama), y establecía para ellos el procedimiento de citación directa a fin de darles un trámite más ágil y expedito; aunque en la práctica no siempre se logró la celeridad deseada.





Si bien como ya se indicó, el actual Código Procesal Penal -vigente desde el 1° de enero de 1998-, contempló desde su promulgación el concepto de flagrancia, omitió legislar un trámite específico para las causas donde las personas sospechosas fueran sorprendidas cometiendo el delito, inmediatamente después de cometerlo, mientras eran perseguidas o mientras mantuvieran objetos o rastros que hicieran presumir vehementemente que acaban de participar en un hecho ilícito. 




Por lo anterior, durante más de una década (del 1° enero de 1998 al 22 de octubre de 2009), los asuntos en los que las personas sospechosas de cometer algún delito eran sorprendidas in fraganti, en flagrante delito o en flagrancia, a pesar de la poca investigación que sus causas penales requerían, se tramitaban también mediante el procedimiento ordinario, con los mismos plazos, las mismas etapas procesales y los mismos recursos impugnaticios que este tenía dispuestos. 




Así esos procesos se tornaban innecesariamente largos, provocaban que se les mantuvieran activos, formando parte de los altos circulantes de las fiscalías, los juzgados penales y los tribunales de juicio, por mucho más tiempo del requerido, pues el procedimiento ordinario estaba previsto y dispuesto para aquellas causas que eran más complejas, de más difícil y lenta investigación y que requerían un plazo más amplio para su resolución.





Han transcurrido más de diez años desde que la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Intervinientes entró a regir estableciendo reglas claras para dar un tratamiento ágil, sencillo, rápido y eficaz, a los casos de delitos en flagrancia. 




Sin embargo, por falta de una oportuna y adecuada capacitación a los operadores del sistema y de la facilitación de un manual práctico o una guía que permitiera a cada persona interviniente entender correctamente lo que debía hacer, cómo y cuándo, su aplicación quedó a merced de la interpretación que cada persona le había dado, generando que la celeridad, que fue el objetivo que se planteó con esta regulación especializada, en muchas ocasiones, no haya sido completamente alcanzado. 




Sumado a esto, la divergencia de criterios sobre la procedencia o no de la aplicación de ese procedimiento especializado, en determinados supuestos ha propiciado que este no se utilice o que se desista, aunque sea aplicable.




Es hora, entonces, de hacer un alto en el camino y repasar lo que la ley señala para analizarla, entenderla y hacer posible la aplicación uniforme de ese procedimiento por sus intervinientes en todos los despachos judiciales del país y, a partir de ello, lograr un uso más cuantitativo, así como la celeridad pretendida en el juzgamiento de esos casos sencillos, de fácil investigación y resolución; pero sin dejar de lado el respeto ni la observancia de los principios, derechos y garantías; es decir, el  debido proceso. Fundamentalmente, es el derecho a la debida defensa técnica y material y al principio de tutela judicial efectiva para todas las partes intervinientes. 




Teniendo en mira lo antes expuesto, desde el Despacho de la presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia y vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, se pone a disposición de las personas operadoras y profesionales usuarias del sistema penal costarricense, este Manual práctico para la aplicación del procedimiento de flagrancia, con la esperanza de que resulte de gran ayuda para orientar su aplicación, lograr los objetivos propuestos por la ley que lo creó y hacer realidad los principios constitucionales de una justicia pronta, cumplida y efectiva para las personas involucradas en un conflicto penal que puede resolverse por esta vía célere.




III.- OBJETIVOS




III.- 1. Objetivo general



Confeccionar la Guía práctica para la aplicación del procedimiento especial de flagrancia que sirva de instructivo sencillo a las personas agentes de los distintos cuerpos policiales, a los y las profesionales del Ministerio Público y de la Defensa Pública, a las personas juzgadoras y demás intervinientes en el Procedimiento expedito para los delitos en flagrancia.




III.- 2. Objetivos específicos



III.- 2. 1. Lograr una mejor compresión de lo que debe entenderse por flagrancia para que, en todas las causas penales en que, conforme a ley, esta exista, se proceda a la aplicación del procedimiento especialmente creado para ellas -salvo aquellas que, por la excepción contemplada legalmente, no resulte posible-.




III.- 2. 2. Explicar los pasos que cada interviniente debe dar y seguir en el procedimiento especialmente creado para los delitos flagrantes.




III.- 2. 3. Promover un mayor y más eficaz uso del procedimiento expedito, para hacer realidad el principio constitucional de justicia pronta y cumplida, sin dejar de lado el debido proceso.





IV. SIGNIFICADO Y CONCEPTO JURÍDICO DE FLAGRANCIA




IV.- 1. Significado de la palabra flagrancia




¿Qué es flagrancia? El Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española señala que la palabra se deriva del latín flagrante que, a su vez, significa: /Que flagra./Que se está ejecutando actualmente./De tal evidencia que no necesita pruebas./En el mismo momento de estarse cometiendo un delito sin que el autor haya podido huir.




En similar sentido, el Diccionario enciclopédico océano uno define “flagrante” indicando: “Que flagra. Que se está ejecutando actualmente, o es de tal evidencia que no necesita prueba”. 




Asimismo, el Diccionario jurídico elemental del Dr. Guillermo Cabanellas Torres define "flagrante" como "lo que se está ejecutando o haciendo en el momento actual". Referido al delito, indica que flagrancia es: "hecho delictivo que se descubre en el momento mismo de su realización; y cuya comisión en público, ante diversos testigos, facilita la prueba y permite abreviar el procedimiento".




A partir de las definiciones expuestas, se entiende que hay flagrancia cuando un hecho o un suceso está sucediendo o recién acaba de suceder, y su descubrimiento es inmediato. Al ejemplificarse con un incendio, se dice que hay flagrancia cuando es descubierto aún en llamas, ardiendo, caliente o humeante, de forma tal que no cabe duda de que acabar de suceder.




IV.- 2. Concepto jurídico de flagrancia




El Código Procesal Penal no define lo que debe entenderse por flagrancia.




En su lugar, plantea cuatro situaciones o circunstancias en las que se debe considerar que existe. Al respecto, el artículo 236 dispone literalmente:




Flagrancia. Habrá flagrancia cuando el autor del hecho punible sea sorprendido en el momento de cometerlo o inmediatamente después, o mientras sea perseguido, o cuando tenga objetos o presente rastros que hagan presumir vehementemente que acaba de participar en un delito.




Tanto por la acepción de la palabra como por los dos primeros supuestos contenidos en la anterior disposición normativa, por flagrancia se debe entender la circunstancia de que una persona sea “sorprendida” cometiendo un delito o inmediatamente después de cometerlo. Esto popularmente se conoce como encontrar a alguien “con las manos en la masa”. 




Además, la norma contempla otras dos circunstancias en las que, por la situación o forma como es “sorprendida” la persona, se puede considerar sin necesidad de realizar mayor investigación, que es quien acaba de ejecutar o intentó cometer un hecho delictivo que ocurrió o que trató de ejecutar muy poco tiempo antes.




Para que exista flagrancia, además es requerido que la persona sospechosa sea aprehendida en el mismo lugar del suceso o muy cerca de él, y que haya una estrecha proximidad temporal entre la comisión o tentativa de ejecución y la detención. A continuación, se explican las situaciones o circunstancias que constituyen flagrancia.




IV.-3. Supuestos que constituyen flagrancia




De la norma procesal transcrita en el apartado anterior, se derivan cuatro situaciones en las que se debe considerar que una persona fue sorprendida in fraganti, en flagrante delito o en flagrancia:





IV.- 3. 1. Cuando la persona autora es sorprendida cometiendo el hecho típico



Sucede cuando la persona es descubierta ejecutando actos directamente encaminados a la realización de la conducta tipificada como delito, en el Código Penal o en leyes especiales.




Cuando la persona es sorprendida cometiendo el hecho punible es percibida a través del sentido de la vista por la propia víctima u otra persona o personas, en el sitio y momento mismos en que lo ejecuta.




Pero, además, es requisito que la aprehensión se realice de inmediato o muy poco tiempo después (si logra huir), debiendo existir una estrecha proximidad temporal y/o espacial, entre el hecho y la captura de quien lo ejecutó o intentó consumar.




En este supuesto, el delito puede estar consumado o quedar tentado por la intervención de una tercera persona que impide su consumación, sea esta o no quien descubre a la persona en el lugar y momento en que está cometiendo el ilícito.  




Como ejemplos de este supuesto, se exponen los siguientes casos hipotético:




IV.- 3.1.1. En el momento que A ingresa a la habitación de B, observa a C disparando un arma de fuego hacia la humanidad de B, quien dormía sobre su cama y, producto del impacto del proyectil, fallece. De inmediato, C es aprehendido por A en la misma habitación donde cometió el hecho delictivo.




En este ejemplo, A ve a C cometiendo el homicidio y, de inmediato, lo aprehende, en el mismo lugar donde realiza la acción típica. Pero, también habría flagrancia, si la persona autora es aprehendida en cualquier otro aposento de la vivienda o cerca de ella, lo mismo sucede si huye y es perseguida sin que sea perdido de vista en ningún momento.




IV.-3.1.2. D dispara en una ocasión contra F para acabar con su vida. Al notar que la víctima está herida, pero que continúa con vida, D se dispone a disparar por segunda ocasión, momento en el que G interviene y le arrebata el arma a D, impidiéndole que vuelva a disparar y mate a F. Seguidamente, D es detenido  en el sitio del suceso o cerca de él.




Al igual que, en el ejemplo anterior, la persona autora del hecho es vista por G, quien con su intervención, impide que el delito se consuma, quedando tentado.




Indistintamente donde se produzca la detención, si sucede en el mismo lugar donde se llevó a cabo la acción o en otro cercano, habrá flagrancia porque la persona actora fue observada en el momento que intentaba provocarle la muerte a la víctima, sin que importe que la aprehensión sea ejecutada por quien la vio cometer el hecho o por un tercero, siempre que no haya transcurrido mucho tiempo desde la comisión del hecho.




IV.- 3.1.3. H toma un desodorante de la góndola del supermercado donde se exhibe y, de inmediato, lo esconde entre sus vestimentas con el propósito de sustraerlo del negocio sin pagar.  En el momento que oculta el bien, una persona que labora en el negocio observa a H e informa a la seguridad del establecimiento lo sucedido. H se dirige a la salida del establecimiento, sobrepasa las cajas registradoras sin pagar el desodorante, por lo que, en la puerta de salida, es retenido por oficiales de la seguridad privada del establecimiento, quienes le impiden llevarse el bien.




Este ejemplo se trata de un hurto simple tentado, y un empleado del negocio  observa a la persona autora cometiéndolo, por lo que los oficiales de la seguridad le impiden consumarlo. En el mismo escenario del suceso (salida del supermercado) y cuando aún está agotando la etapa de consumación del hecho, la persona sospechosa es aprehendida. 




IV.-3.1.4. Una persona es encontrada y aprehendida por la Policía administrativa dentro de la vivienda a la que tiene prohibido ingresar, por una orden del juez o de la jueza competente, la cual le fue notificada personalmente.




También en esta hipótesis, la persona sospechosa es vista u observada realizando la acción típica (desobedecer) por los oficiales de la Policía, quienes la detienen en el lugar donde esta comete la acción y en el acto mismo cuando la está cometiendo.   





IV.-3.2. La segunda situación contemplada en la norma como constitutiva de flagrancia sucede cuando la persona que realiza la acción típica es sorprendida inmediatamente después de cometer el hecho.



Esta hipótesis es similar a la anterior. Requiere que la persona autora de la acción típica sea percibida por el sentido de la vista de la víctima u otra persona, tan pronto cometió el delito. Se diferencia del primer supuesto porque en este la persona sospechosa ya agotó todas las etapas del iter criminis y consumó el delito (inmediatamente después de cometerlo), mientras en aquel, como se expuso y ejemplificó, pudo no haber consumado aún el delito, quedando tentado por la intervención de un tercero que lo impide.




Al igual que, en el primer supuesto, la aprehensión de quien realiza la acción delictiva debe ejecutarse en el sitio del suceso o muy cerca de él, con una relación temporal muy estrecha entre la realización del hecho y la detención, la cual puede ser realizada por la propia víctima, por quien lo vio o por otra persona o personas, siempre que haya una proximidad espacial y temporal entre el hecho y la detención. 




IV.- 3.2.1. El ejemplo más clarificador de esta circunstancia que señala la doctrina es que la persona que realiza la acción prohibida no es observada disparando; pero, inmediatamente después de que se escucha el disparo, se le ve y se le encuentra con el arma en la mano “aún humeante”, al lado del cadáver. 




IV.-3.2.2. Otro ejemplo de este supuesto es el siguiente: M es observado cuando sale con una arma en la mano de la vivienda donde se escuchó el disparo con el que se le dio muerte a N, y lo detienen.




En ambos ejemplos, la persona sospechosa no es observada disparando contra la víctima, pero sí, inmediatamente después de dispararle.




IV.-3.3. La tercera situación en la que existe flagrancia, de acuerdo con el numeral 236 del CPP, se presenta cuando la persona que cometió o intentó cometer la acción delictiva es sorprendida mientras es perseguida. 




En este supuesto, pudo haberse consumado o quedado tentado el delito, y la persona autora pudo haber sido vista o no, cometiendo o tratando de cometer el hecho ilícito. Pero, logra huir o abandonar la escena y, de inmediato, es perseguida sin ser perdida de vista, en ningún momento, hasta que se logre su efectiva aprehensión.




En este supuesto, no importan la distancia ni el tiempo transcurrido entre la consumación o intento de comisión del hecho y la efectiva aprehensión de la persona sospechosa. Tampoco, importan que la aprehensión no la realice quien persigue (puede ejecutarla otra persona que le brinda colaboración), ni que en poder de la persona perseguida no se encuentren rastros o evidencias del delito.




 Pero sí se requiere que la persona que realiza la persecución no la haya interrumpido, ni haya perdido de vista a la persona perseguida, en ningún momento; es decir, que haya continuidad entre persecución y la detención, de forma que no exista duda de que la persona aprehendida es la misma que se observó huir de la escena del suceso.




Ejemplos de este supuesto son los siguientes:




IV.- 3.3.1. A camina frente a una casa en el momento que B sale de ella corriendo, y C grita desde la vivienda que quien huye le robó. A de inmediato corre tras B, sin perderlo de vista en ningún momento, a la vez que pide ayuda para detenerlo. D y E, ciudadanos comunes o miembros de cuerpos policiales, al ver a A corriendo tras de B, intervienen y detienen a quien huía, lo que es observado por A.




En este caso, quien persigue a la persona sospechosa no la observa cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo. Pero sí la ve huir del sitio donde ocurrió, y la persigue continuamente, sin perderla de visión, hasta que resultó detenida. 




IV.- 3.3.2. P camina por la vía pública cuando R se le acerca y le arrebata la cartera. La víctima la persigue mientras pide ayuda para que R sea aprehendido. Los oficiales de la Policía municipal S y T, al escuchar los gritos de P y ver a R correr, lo aprehenden. P reconoce a quien fue aprehendido como la persona que le sustrajo la cartera y a la persiguió sin perderla de vista.




En este ejemplo, puede suceder que la persona ofendida no conociera a quien cometió el hecho en su perjuicio, ni le viera el rostro. Pero tan pronto como le arrebató la cartera, la persiguió pudiendo estar segura de que quien resultó detenido o detenida por los o las oficiales de policía es la misma persona que cometió el hecho delictivo en su perjuicio y huyó.




En este caso, habrá flagrancia, también, si la persecución es realizada por terceras personas que pueden confirmar que la persona detenida es quien huyó de la escena del hecho.




IV.- 3. 4. La persona es sorprendida con objetos o rastros que hacen presumir que acaba de participar en un delito 




En este supuesto, se intenta consumar o se consuma el delito, y la persona autora pudo ser vista o no, pudo ser perseguida o no. Pero, con mucha cercanía temporal y espacial, es encontrada o descubierta con objetos o rastros que tienen relación directa con un delito recién cometido. 




Lo anterior significa que, entre la comisión del hecho delictivo y la aprehensión del sujeto con objetos o rastros del delito, no puede mediar mucho tiempo, a lo sumo, minutos. 




Por objetos se debe entender todos aquellos bienes que son producto del ilícito cometido (dinero, teléfono, electrodomésticos o cualquier otro bien sustraídos), o que fueron utilizados para realizarlo (soldadora con la que se desprendió el cajero automático, segueta con la que se cortó la verja, sangre o pintura frescas, etc.). 




Los rastros son cualquier vestigio, señal o indicio que comprueben que la persona estuvo en el lugar donde recientemente se cometió la acción típica.




IV.- 3. 4. 1. En el caso de ejemplo que se expuso en el apartado IV.3.3.2., si la Policía recibe una llamada telefónica que pide ayuda porque un sujeto con determinadas vestimentas acaba de sustraer un microondas de una vivienda, y a poca distancia y muy poco tiempo después del suceso, se aprehende a una persona sospechosa que viste ropas que coinciden con las descritas y que lleva el electrodoméstico entre sus manos, sí habrá flagrancia. 




IV.- 3. 4. 2. Igualmente la habrá, aunque las vestimentas no sean descritas, pero el sujeto es visto y aprehendido a corta distancia del sitio del suceso, pocos minutos después, con el bien sustraído o con instrumentos utilizados en la comisión del hecho, como podría ser, por ejemplo, el arma homicida. 




Sin embargo, debe realizarse la detención casi de inmediato a la ocurrencia del hecho, de forma que no exista posibilidad de pensar que los objetos están en poder de la persona aprehendida, por traslación o entrega de otra.




Lo importante en este supuesto -se reitera- es que la persona encontrada con rastros del delito sea aprehendida muy poco tiempo después de sucedido el hecho, pues la norma señala que su participación debe presumirse con mucha fuerza: “cuando tenga objetos o presente rastros que hagan presumir vehementemente que acaba de participar de un delito”. (El resaltado está ausente en la norma).




Se presenta otro ejemplo del supuesto cuarto:





IV.- 3. 4. 3. Una persona dispara y da muerte a la víctima. No fue sorprendida cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de haberlo cometido, ni tras una persecución. Pero, muy cerca del lugar donde lo cometió y muy poco tiempo después (segundos o minutos), es encontrada con el arma utilizada para dar muerte a la víctima o con pintura fresca en sus vestimentas que son del mismo color con la que se estaba pintado la habitación donde se cometió el homicidio.





IV.- 5. Situaciones que no constituyen flagrancia





No hay flagrancia, si no se presenta una o más de las cuatro situaciones o circunstancias previstas en el numeral 236 del CPP, antes expuestas y explicadas.




No procede aunque la detención de la persona sospechosa se produzca en un tiempo relativamente corto (varios minutos) después de  la ocurrencia de un hecho ilícito o se le encuentre con rastros o evidencias de un hecho que sucedió minutos u horas atrás. Algunos ejemplos para esclarecer lo dicho son los siguientes:




IV.- 5. 1. No hay flagrancia de un delito de hurto o robo, si una persona es sorprendida con la moto ilícitamente sustraída de la vía pública, horas o días antes. 




En ese supuesto, la persona bien pudo haber obtenido la moto de quien la sustrajo o de otra persona. Entonces, podría estarse en presencia de un supuesto diferente al hurto (como una receptación) o no estar en presencia de delito alguno (porque adquirió la moto de buena fe). En consecuencia, el caso requerirá de una investigación más exhaustiva para establecer lo que realmente sucedió. 





IV.- 5. 2. Tampoco habrá flagrancia si una persona, conocida por la víctima, comete la acción típica (le arrebata el celular) y huye sin ser perseguida. Aun cuando varios minutos después sea encontrada cerca del sitio donde cometió el hecho, sin ningún rastro o evidencia del delito. En esta situación, lo mismo que, en la anterior, no se presenta ninguno de los cuatro supuestos que, conforme al numeral 236 del CPP, constituyen flagrancia.





En el primer ejemplo citado de lo que no es flagrancia (IV.5.1), la persona no es encontrada cometiendo la sustracción ilícita de la moto. Tampoco fue sorprendida inmediatamente después de sustraerla ilegalmente. No se le persiguió sin solución de continuidad después de cometer el hurto o robo y, cuando se le detuvo con el bien sustraído, la sustracción no acaba de suceder, había sucedido días antes.




Siguiendo con el mismo ejemplo, eventualmente se podría considerar que hay flagrancia de un delito de receptación. Pero para ello, se requeriría acreditar que, instantes antes de su aprehensión, la persona recibió la motocicleta, con conocimiento o en circunstancia que le ponían en conocimiento o le debían hacer pensar que había sido hurtada o robada. Sin embargo, si el momento exacto en que adquirió la moto es desconocido, tampoco sería un delito en flagrancia de receptación, aunque se le sorprendió con el bien sustraído.   




En el segundo ejemplo expuesto de lo que no constituye flagrancia (IV.-5. 2), a la persona no se le sorprendió cometiendo el hecho. Ni se le sorprendió inmediatamente después de cometerlo. No fue perseguida de forma continua hasta lograrse su detención. Cuando finalmente se le encuentra y aprehende, aunque haya pasado poco tiempo desde la comisión del hecho, no presenta el celular objeto del delito, ni rastros que hagan presumir vehemente que acaba de participar en él. 




Pero, en ese supuesto, existiría flagrancia, si la persona autora del hecho, conocida y reconocida por la dependiente de la tienda, es aprehendida minutos después de la comisión del hecho, con el celular. 




Lo característico y común de todos los supuestos previstos en el numeral 236 del rito es que requieren una inmediatez entre el hecho y la aprehensión de quien o quienes participaron en la comisión de la acción delictiva, de forma que la sospecha de su participación en el delito, en calidad de autor, coautor o partícipe de este es muy fundada, y no se necesita realizar una investigación larga y compleja, para demostrarlo, pues la circunstancia en que se le aprehendió resulta suficiente para concluir desde el inicio, con alto grado de probabilidad que es el autor o la autora del hecho, lo que en definitiva y en grado de certeza, la sentencia firme deberá establecer.




Lo anterior tampoco impide que, en el procedimiento de flagrancia, se puedan realizar algunas diligencias investigativas simples, sencillas y rápidas, como podría ser un reconocimiento en rueda de personas por parte de la víctima que vio a la persona que cometió el hecho y que, minutos después, es aprehendida por terceras personas que la persiguieron continuamente desde que lo vieron salir del lugar donde lo ejecutó.





La exigibilidad de las condiciones o circunstancias previstas en los cuatro supuestos contemplados en el numeral 236 procesal tiene su razón de ser en que, como al inicio se explicó, debe tratarse de un hecho delictivo que acaba de suceder y que, por la proximidad temporal de la detención de la persona que lo cometió y las circunstancias en las que su aprehensión se produce, no se generaría mayor duda sobre su vinculación con el delito recientemente ocurrido, ni se requeriría de mucha investigación y prueba para acreditar su participación.





Para mayor abundamiento sobre lo que es flagrancia, pueden consultarse la resolución de la Sala III de la Corte Suprema de Justicia, n.° 508-F de las 9 horas 50 minutos del 6 de septiembre de 1995,  y la del Tribunal de Apelación de Sentencia del III Circuito Judicial de Alajuela, Sección Segunda, n.° 2015-000153 de las 15 horas 16 minutos del 6 de marzo de 2014. 





IV.6. Autoevaluación. Marque falso o verdadero





En los siguientes casos hipotéticos, marque “V”, si existe flagrancia, y “F“, si no la hay. Justifique su respuesta.




(  ) A las cinco de la tarde del 23 de febrero de 2019, unos oficiales de la Delegación de la Fuerza Pública de Puriscal sorprenden a Pedro caminando en la vía pública y escuchando música de un radio portátil similar al que Juan denunció que Pedro le sustrajo el día anterior. 




Justifique:____________________________________________________________________________________________________________________________                 




(  ) Rogelio le dispara a su esposa en la casa de habitación de ambos y huye. Los vecinos escuchan el disparo, salen y ven a Rogelio con sus ropas ensangrentadas y cargando un arma de fuego entre sus manos, justo cuando abandonaba la vivienda. Por este motivo, lo persiguen sin perderlo de vista en ningún momento hasta que él se introduce a la vivienda de su madre. Los vecinos llaman al O.I.J., informan lo sucedido y señalan el sitio donde se encuentra Rogelio. Después de una negociación de cinco horas, los oficiales logran que el sospechoso se entregue, y los vecinos que permanecen fuera de la vivienda refieren que es la misma persona que persiguieron. Justifique su respuesta.




____________________________________________________________________________________________________________________________________




(  ) Rita ingresa a una vivienda forzando la puerta principal y sustrae un televisor. Un vecino la observa en el momento que sale de la casa cargando el aparato, y la reconoce, por lo que llama a la Policía y le informa lo que vio, a la vez que describe los colores de la ropa que viste la mujer y explica la ruta de escape que siguió. Diez minutos después, a un kilómetro de distancia de la vivienda donde se produjo el hecho y en la ruta utilizada para huir, Rita es aprehendida por la Policía, pero no tiene en su poder el televisor. Justifique su respuesta:_____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________




(      ) Durante varios días, Pedro llama por teléfono a la víctima para ofrecerle la venta de un teléfono celular, nuevo y barato, y le cuenta que la aduana lo está rematando. Así logra convencer a la víctima de adquirir el bien. Cuando la víctima le está entregando el dinero a Pedro, en la vía pública, es detenido por la Policía, quien lo andaba buscando por una denuncia anterior._______________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________




V.- DELITOS QUE SE PUEDEN JUZGAR EN EL PROCEDIMIENTO DE FLAGRANCIA




El artículo 236 del CPP no enlista los delitos que se pueden investigar y juzgar a través del procedimiento de flagrancia. Ninguna otra norma del Código ni ley especial disponen que un determinado delito no se pueda juzgar a través de él mismo. 




Refuerza la consideración anterior que el artículo 427 procesal refiere en lo que interesa:




El tribunal de juicio, en cualquier tipo de delito que se juzgue mediante este procedimiento, será constituido según su competencia […].




El procedimiento de flagrancia, entonces, es viable, aplicable o procedente, en causas por cualquier delito, siempre que concurran una o más circunstancias de las establecidas en el artículo 236 del CPP, y la investigación de los hechos no resulte incompatible con la celeridad característica del procedimiento; conforme se  deriva de lo que disponen los artículos 422 y 435 del CPP. La primera, en lo que interesa, dice: 




[...] En casos excepcionales, aun cuando se trate de delito flagrante, se aplicará el procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel. 




La segunda norma dispone también:




Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles, entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal. [...]. (Las negritas no pertenecen a los originales).



En relación con ambos ordinales, no es posible aplicar este procedimiento aun cuando la persona sospechosa haya sido aprehendida en alguno de los cuatro supuestos contemplados en el numeral 236 idem, si la investigación del delito, cualquiera que este sea, requiere mucho tiempo. 




La experiencia señala que esto ocurre en delitos continuados, cuya demostración requiere de la práctica de múltiples diligencias de investigación y la realización de pericias imprescindibles que tardan largo tiempo en su elaboración y recolección, como resultan ser, por ejemplo, los delitos de administración fraudulentas y algunas estafas, también, los relacionados con el tráfico de drogas que requieran la realización de intervenciones telefónicas, allanamientos, seguimientos, compras encubiertas y cualquier otra diligencia investigativa, así como pericias que, por lo general, tardan mucho tiempo en su elaboración y recolección.




VI.- GENERALIDADES DEL PROCEDIMIENTO EXPEDITO DE FLAGRANCIA




Este procedimiento tiene características que le son propias y lo diferencian del procedimiento ordinario. Aunque, en otras, es idéntico a este. Veamos: 




VI.- 1. Celeridad o mínima duración. El Procedimiento expedito para los delitos en flagrancia se caracteriza, como su nombre lo sugiere, por la prontitud y el corto plazo que tiene para desarrollarse y finalizar. Así la siguiente norma lo establece:




Artículo 435: Duración del proceso. Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal […].




|





El procedimiento inicia cuando la persona sospechosa, aprehendida en cualquiera de las circunstancias establecidas en el numeral 236 del rito, es presentada al Ministerio Público.





La audiencia a la que se refiere la norma antes transcrita (435) está regulada en el artículo 428 ibidem, y se divide en dos partes (adelante se hará referencia a ellas). 




El juicio oral y público se desarrolla en la segunda parte de la citada audiencia, y de acuerdo con la norma supletoria o norma de remisión contenida en el numeral 436 del proceso (a la que se hará referencia en el siguiente apartado), al debate del procedimiento de flagrancia le son aplicables las mismas disposiciones previstas para la realización del debate en el procedimiento ordinario. 




En consecuencia, son procedentes las suspensiones y continuaciones del juicio, por lo que el plazo de quince días puede ser válidamente superior. Sobre ello se ahondará también más adelante.   




El plazo de duración del procedimiento es el mismo que la ley fijó para la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva, a saber, quince días. Así, la siguiente norma dispone:




Artículo 430: Dictado de la prisión preventiva. […]. En caso que el tribunal, conforme a los parámetros establecidos en este Código, considere proporcional y razonable la solicitud del fiscal, establecerá la medida cautelar de prisión preventiva en contra del imputado, la cual no podrá sobrepasar los quince días hábiles.



Sin embargo, ese plazo también podría ser superior, de acuerdo con reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional, en los que ha indicado que era posible prorrogar el plazo de la prisión preventiva ordinario y extraordinario, para asegurar la culminación del juicio oral y público. Y, por disposición legal, es posible prorrogarlo, hasta por seis meses, con el dictado de la sentencia condenatoria, como más adelante se expondrá.




VI.-2. Regla de remisión o norma supletoria. El procedimiento expedito de flagrancia, en sus aspectos generales y pasos a seguir, se encuentra regulado desde el artículo 422 al 436 del CPP. Pero no todo lo relativo a su trámite (por ejemplo, lo relativo a las suspensiones y continuaciones, publicidad o privacidad del juicio oral y público) se encuentra regulado en esas catorce normas. Por eso, la última norma antes citada establece que, para lo no regulado por ellas, se deben aplicar, de manera supletoria, todas las otras disposiciones previstas en el mismo Código, siempre que sean compatibles con la celeridad que caracteriza este trámite especializado.



Artículo 436. Normas supletorias. Para lo no previsto en este título, se aplicarán las regulaciones de este Código de manera supletoria, en tanto sean compatibles con la naturaleza célere del procedimiento expedito.




VI.-3. Oralidad. Se trata de un procedimiento que, de manera novedosa, es completamente oral en el sistema penal costarricense. La oralidad es una característica desde su inicio y hasta el dictado de la sentencia.  Así lo disponen los artículos del CPP que se transcriben, en lo que interesa, a continuación. En ellos, se resaltan las palabras “oral” y/u “oralmente”, sin que las negritas se encuentren en sus originales.



Artículo 422: […]. Este procedimiento especial omitirá la etapa intermedia del proceso penal ordinario y será totalmente oral.





Artículo 423: “[…]. No serán necesarios la presentación la presentación escrita del informe o el parte policial, bastará con la declaración oral ante la autoridad actuante.




Artículo 425: […]. El Ministerio Público, de inmediato, deberá rendir un breve informe oral acerca de la acusación y la prueba existente. 




(Esto con relación al nombramiento e intervención de la defensa).




Artículo 426: Solicitud de audiencia ante el juez de juicio. Cuando el fiscal considere pertinente que el asunto debe ir a juicio y se encuentre constituida la defensa técnica, procederá a solicitar oralmente al tribunal de juicio que realice una audiencia para conocer de su solicitud […].




Artículo 428: Realización de la audiencia por el tribunal. Recibida la solicitud por parte del fiscal, el tribunal, de forma inmediata, realizará la audiencia, la cual será oral y pública […]. En caso contrario, el fiscal deberá corregirla oralmente en el acto. (En referencia a la acusación).




Artículo 429: “Realización del juicio. “[…] En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia oral, si lo considera necesario, se retirará a deliberar y luego de un plazo razonablemente corto, el cual no podrá sobrepasará las cuatro horas, salvo causa excepcional que lo justifique y se comunicará oralmente a las partes [...]. Posteriormente, el tribunal se constituirá en la sala de audiencias, donde oralmente dictará sentencia íntegra. El dictado de la resolución en forma oral, valdrá como notificación para todas las partes […].




Artículo 432: Sobre la acción civil y la querella. [….] en cuyo caso el tribunal ordenará su explicación oral [….] el tribunal se lo prevendrá oralmente […]. 
      




Aunque la oralidad es una característica de este procedimiento, por disposición del numeral 428 del rito, y porque así lo disponen el Reglamento y el Protocolo de actuación de los delitos en flagrancia aprobado por la Corte Plena en la sesión n.° 14-09 del 27 de abril de 2019, deben realizarse registros grabados y/o escritos de la audiencia que el tribunal de juicio realiza.




Artículo 428: […]. De la audiencia quedará registro digital de video y audio […].




El registro de la audiencia indicada resulta útil y necesaria para que el Tribunal de Apelación de Sentencia y la Sala de Casación Penal puedan corroborar, posteriormente, el respeto del debido proceso legal y el contenido de las resoluciones y sentencias orales dictadas por el juez o la jueza de juicio.




Por disposición del protocolo mencionado, también el Ministerio Público debe documentar en registro audiovisual o por escrito, el informe o parte policial, la denuncia y la identificación de la persona imputada, vertidos oralmente por la persona denunciante, agentes de la Policía y quien figura como el sospechoso o la sospechosa ante ese despacho.




Si estos registros son ofrecidos y admitidos como prueba documental, son útiles, posteriormente, para fundamentar la correspondiente sentencia, si el caso se resuelve con la aplicación de un procedimiento abreviado.





VI.- 4. Publicidad. Cuando el órgano jurisdiccional interviene, el procedimiento es público en su totalidad. 




Artículo 428. Realización de la audiencia por el tribunal de juicio. Recibida la solicitud por parte del fiscal, el tribunal, de forma inmediata, realizará la audiencia, la cual será oral y pública. (Subrayado ausente en el original).    




Como se adelantó, la audiencia que realiza el tribunal es una sola y se divide en dos partes. Ambas son públicas por disposición de la norma antes transcrita. Sin embargo, por la regla de remisión o norma supletoria (artículo 436 idem) y las excepciones contempladas legalmente para la publicidad de las audiencias orales (artículo 334 del mismo Código), el tribunal puede decretar la privacidad, total o parcial, de la audiencia, fundamentando debidamente su decisión, en los siguientes casos:




Artículo 330. Publicidad. El juicio será público. No obstante, el tribunal podrá resolver por auto fundado y aun de oficio, que se realice, total o parcialmente, en forma privad, cuando:




a) Se afecte directamente el pudor, la vida privada o la integridad física de alguno de los intervinientes.




b) Afecte gravemente la seguridad del Estado o los intereses de la justicia.




c) Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible,




d) Esté previsto en una norma específica.




e) Se le reciba declaración a una persona menor de edad y el tribunal estime inconveniente la publicidad, en atención a su interés superior.




f) Se reciba el testimonio de víctimas y testigos de la trata de personas.




g) Se reciba el testimonio de víctimas o de testigos protegidos procesalmente. […]





VI.- 6. Ejercicio de repaso. Pareo. Con una línea, asocie cada característica indicada en la columna izquierda que resulte propia de uno o varios de los procedimientos que se indican a la derecha.




Oral, público y expedito. 
         

                        Procedimiento abreviado.




Contempla audiencias privadas y públicas. 




Prevé una sola audiencia pública.                                 Procedimiento de flagrancia.




Sentencia oral y escrita.




Sentencia oral.




Plazo razonable.                                          

Procedimiento ordinario.




Plazo de 15 días.




VII.- INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO




En este procedimiento, deben intervenir, necesariamente, la persona acusada, el Ministerio Público, la defensa técnica y los jueces o las juezas del tribunal de juicio.




Antes del inicio del procedimiento, tienen una participación muy importante las personas que ejecutan la aprehensión de la persona sospechosa de cometer el hecho (pueden tratarse de personas ciudadanas comunes, oficiales de los cuerpos policiales o la propia víctima). Estas personas no son intervinientes o parte procesal. Su actuación se limita a declarar como testigos del hecho -si lo observaron-, y sobre la forma y las circunstancias en que se produjo la detención. 




 También es procedente en este procedimiento especial, la intervención de las partes civiles (demandante y demandada) y de la querella (querellante y querellada), si presentan acción civil resarcitoria y querella, como lo permite el numeral 432 del CPP. Sin embargo, estos intervinientes o partes procesales no son imprescindibles, por lo que pueden participar o no. 




Se ahondará más adelante sobre la intervención de cada una de las partes procesales mencionadas, en el capítulo de desarrollo del procedimiento.




VIII. DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO DE FLAGRANCIA




El desarrollo del procedimiento de flagrancia se encuentra regulado desde el artículo 422 al 436 del CPP. No obstante, en esas catorce normas, no todo lo relativo al trámite, obligaciones y facultades de todas las partes procesales y demás intervinientes está contemplado en ellas. En esas circunstancias, conforme lo dispone la norma supletoria o de remisión (último artículo citado), se debe recurrir a las restantes otras normas procesales, tal y como se irá exponiendo en lo que sigue. 




VIII.-1.  Aprehensión de la persona sospechosa



La aprehensión de la persona sospechosa no implica el inicio del procedimiento de flagrancia; pero sin ella, no es posible iniciarlo, pues es requisito inescindible que la persona sospechosa sea presentada al Ministerio Público luego de haber sido detenida en cualquiera de los cuatro supuestos contemplados en el artículo 236 del CPP, ya referidos en el aparte IV.3.




La retención o privación momentánea de la libertad de quien cometió o intentó cometer el delito puede ser ejecutada por un ciudadano o una ciudadana común, la víctima o agentes de los cuerpos policiales, conforme lo dispone el Código Procesal Penal, en el artículo que, en lo que interesa, se transcribe a continuación: 




Artículo 235. Aprehensión de las personas. Las autoridades de policía podrán aprehender a toda persona, aún sin orden judicial, cuando:




a) Haya sido sorprendida en flagrante delito o contravención o sea perseguida inmediatamente después de intentarlo o cometerlo.  […] Asimismo, en caso de flagrancia, cualquier persona podrá practicar la aprehensión e impedir que el hecho produzca consecuencias. (La negrita no se encuentra en la norma).



Generalmente, la persona sospechosa es aprehendida por ciudadanos o ciudadanas comunes que residen o transitan por el lugar donde se ejecuta o intenta cometer el hecho delictivo. Son personas que, de primera mano, conocen de la realización del suceso y, en algunas oportunidades, hasta impiden la consumación del ilícito. 




Una vez realizada la aprehensión de la persona sospechosa por parte de la víctima o de cualquier ciudadano o ciudadana, debe entregarla, de inmediato, a los cuerpos policiales administrativos (Fuerza Pública, Policía municipal, Policía turística, etc.) o al Organismo de Investigación Judicial, para que sus agentes la trasladen, también de inmediato, a la sede del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba recabada hasta ese momento (persona ofendida, testigos, videos, actas de decomiso, evidencia material, etc.). 




En algunas ocasiones, los y las agentes de los cuerpos policiales son quienes aprehenden a la persona sospechosa de cometer el delito y, de igual modo y de inmediato, deben trasladarla ante la oficina del Ministerio Público más cercana, junto con la prueba que se haya recopilado hasta ese momento, conforme la siguiente norma lo señala: 




Artículo 423. Trámite inicial. El sospechoso detenido en flagrancia será trasladado inmediatamente, por las autoridades de policía actuantes, ante el Ministerio Público, junto con la totalidad de la prueba con que se cuente. No serán necesarios la presentación escrita del informe o el parte policial, bastará con la declaración oral de la autoridad actuante.



De acuerdo con el anterior numeral, el traslado y presentación de la persona sospechosa a la fiscalía no requieren que previamente se confeccione y entregue un informe o parte policial escrito sobre las razones y circunstancias de la detención, ya que este debe ser rendido por la autoridad actuante, de manera oral, ante la fiscalía, y este órgano, como ya se indicó, debe grabar en audio y video lo que aquella indique o debe transcribir lo que refiera en un acta.




VIII.-2. Intervención del Ministerio Público



Cuando la persona sospechosa es presentada al Ministerio Público junto con las pruebas recopiladas hasta ese momento, la persona representante de la fiscalía debe valorar los hechos que motivaron la detención para determinar si constituyen delito. Además, debe analizar si la persona fue aprehendida de acuerdo con alguno de los supuestos del numeral 236 del CPP para la existencia de flagrancia. 




Si el fiscal o la fiscala considera que en el caso no existe delito, que conforme a la política de persecución penal establecida por el Ministerio Público, corresponde aplicar un criterio de oportunidad y prescindir total o parcialmente la persecución penal (artículo 22 del CPP) o que procede requerir el dictado de un sobreseimiento definitivo (numeral 311 idem), debe presentar la solicitud de desestimación (numeral 282 del CPP) o cualesquiera de las otras solicitudes indicadas, ante el juez o la jueza penal de la vía ordinaria, a fin de que se resuelva la petición, con observancia y respeto del debido proceso, concediendo el derecho de intervención y los recursos establecidos en la ley  a todas las partes. 



Si, en esa primera valoración, la persona representante de la fiscalía  determina que el comportamiento atribuido a la persona aprehendida constituye una acción típica y que su detención se produjo en una o varias de las cuatro circunstancias que, conforme al artículo 236 del CPP, constituyen flagrancia, con sustento en lo establecido en el artículo 424 del CPP, debe dar trámite a la causa.




El fiscal dará trámite inmediato al procedimiento penal, para establecer si existe mérito para iniciar la investigación. Para ello contará con la versión inicial que le brinde la autoridad de policía que intervino en el primer momento, así como toda la prueba que se acompañe. 




Después de lo anterior, el Ministerio Público debe concederle a la persona acusada el derecho de nombrar la defensa técnica de su confianza, o bien, solicitarle, si así lo desea, el nombramiento de una persona defensora pública para que la asista en el procedimiento. 




Artículo 425. Nombramiento de la defensa técnica. Desde el primer momento en que se obtenga la condición de sospechoso, el fiscal procederá a indicarle que puede nombrar un defensor de su confianza. En caso de negativa de la persona sospechosa o si no comparece su defensor particular en el término de veinticuatro horas, se procederá a nombrar, de oficio, a un defensor público para que lo asista en el procedimiento  […]. 




Cuando la defensa se encuentre constituida y se haya apersonado al proceso, por disposición de la misma norma recién mencionada, la persona representante de la fiscalía le informará, oralmente, a ella y a la persona acusada, los hechos que se le atribuyen y la prueba existente hasta ese momento.




[…] El Ministerio Público, de inmediato, deberá rendir un breve informe oral acerca de la acusación y de la prueba existente. 




También, con sustento en el mismo artículo antes indicado, la fiscalía debe concederles a la defensa técnica y a la persona acusada, el término de veinticuatro horas para que preparen su estrategia defensiva. 




[…]. Una vez nombrado el defensor de la persona imputada, se le brindará, por parte del fiscal, un término de veinticuatro horas para que prepare su defensa para tal efecto. El Ministerio Público de inmediato, deberá rendir un breve informe oral acerca de la acusación y de la prueba existente.  (La norma no contiene el resaltado).








La razón por la cual la fiscalía debe conceder el término de veinticuatro horas a la defensa para que elabore su plan defensivo radica en que esta puede proponer o solicitar la recopilación de prueba que resulta de su interés, y que eventualmente podría demorarse más del plazo establecido para este procedimiento para su recopilación. Además, la defensa técnica y la persona acusada deben tener oportunidad de establecer la estrategia que les convenga y que deseen seguir, antes de que el caso sea presentado al tribunal de juicio. 




Las posibilidades estratégicas que tiene la defensa técnica consisten en oponerse al procedimiento de flagrancia, pretenden proponer la aplicación de medidas alternas como la conciliación (artículo 25 del CPP), la suspensión del procedimiento a prueba (artículo 36 ibidem), el pago del máximo previsto para la pena de multa (artículo 30, inciso c),  someterse al procedimiento abreviado (artículo 374 idem), solicitar la recopilación de prueba que resulte de su interés ofrecer para un eventual juicio, o bien, si se presentan los requisitos legales, proponer a la persona acusada que someta el asunto a la Justicia Restaurativa. En este último caso, así lo debe informar a la fiscalía para que esta lo comunique al tribunal, en virtud de lo que dispone al párrafo segundo del numeral antes indicado:




La defensa técnica o la defensa pública, constatados los requisitos de admisibilidad deberá explicar a la persona ofensora sobre la posibilidad de resolver el caso mediante la aplicación del procedimiento de justicia restaurativa, así como sus derechos y obligaciones establecidos por ley, a fin de restaurar el daño causado a la víctima y la comunidad con la comisión del hecho delictivo. Si la persona ofensora manifiesta la anuncia de referir el caso deberá comunicar al Ministerio Público, con el fin de verificar el cumplimiento de requisitos, y comunicar la solicitud al Tribunal de Juicio para trasladar el caso a la respectiva sede restaurativa.




Lo anterior se sustenta, además, en el artículo 424 de la Ley de Justicia Restaurativa, el cual obliga al fiscal o a la fiscala, previo a acusar, que analice si en el caso se presentan los requisitos para someterlo a la Justicia Restaurativa. Al respecto, el artículo indica :  



[…] Además, de conformidad con lo establecido en la Ley de Justicia Restaurativa, de oficio o a petición de parte, constatará la existencia de los requisitos de admisibilidad e informará a la víctima, a la persona imputada y su defensa técnica sobre la posibilidad de tramitar el caso mediante la aplicación del procedimiento de justicia restaurativa, a fin de comunicar la solicitud al Tribunal de Juicio para trasladar el caso a la respectiva oficina de justicia restaurativa.




La valoración de aplicar la Justicia Restaurativa resulta obligatoria en el procedimiento de flagrancia, por disposición del numeral 2 de dicha ley que, al respecto, dispone: “El procedimiento restaurativo se aplicará en materia penal […]”.




Asimismo, el numeral 14 de ese mismo cuerpo normativo señala:




El procedimiento de justicia restaurativo procederá a solicitud de Ministerio Público, la Defensa Técnica, la autoridad jurisdiccional, la policía administrativa, la persona ofensora, quienes podrán remitir la causa penal ordinaria y la causa del procedimiento de flagrancia a la respectiva oficina de justicia restaurativa, la cual podrá tramitarse por esta vía en una sola oportunidad en cualquier etapa del proceso penal […].




|





Como se indicó líneas atrás, la fiscalía debe conceder la oportunidad a la defensa para que defina su plan defensivo, pero esta la puede prescindir, expresamente. 




De previo a ello, el Ministerio Público debe identificar a la persona imputada, conforme el artículo 83 del rito lo establece, pues la acusación debe contener la información de su identidad (artículo 303 inciso a) del CPP). Además, debe indicarle que fije domicilio y lugar o medio para atender notificaciones (numeral 89 ibidem) para los efectos establecidos en el numeral 89 ibidem. 




 Cumplido lo que se ha señalado hasta aquí, quien representa al Ministerio Público debe valorar si solicita la tramitación expedita del asunto, mediante el procedimiento de flagrancia. 




Solo cuando considere que procede solicitar la incompetencia material o territorial, se decida someter el caso a la justicia restaurativa o formular un requerimiento acusatorio, el fiscal o la fiscala presentará el caso ante el tribunal de juicio de flagrancia. 

















La regla es que todas las causas en que la persona sospechosa sea aprehendida en flagrancia, se sometan al procedimiento especial y expedito para los delitos en flagrancia. Solo por la excepción legal, no procede este trámite, conforme se deriva de lo dispuesto en el numeral 422 del código de cita, el cual dispone:




Procedencia. Este procedimiento especial, de carácter expedito, se aplicará en los casos en los cuales se trate de delitos en flagrancia e iniciará desde el primer momento que se tenga noticia de la comisión de un hecho delictivo de tal especie. En casos excepcionales, aun cuando se trate de delito flagrante, se aplicará el procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel.[…]. (Subrayado ausente en la norma).




  
La excepción contemplada en la norma supratranscrita no es una facultad discrecional del representante del órgano acusador, para que el Ministerio Público no someta la causa al procedimiento de flagrancia cuando la persona sospechosa fue aprehendida en las circunstancias establecidas en el artículo 236 procesal. Por el contrario, es una potestad reglada, es decir, puede omitir hacerlo, únicamente, cuando la investigación del suceso delictivo requiera la realización y recopilación de pruebas que en la práctica tardan mucho tiempo. 




Se podría prescindir el procedimiento de flagrancia, por ejemplo, cuando deban practicarse pericias que requieran del transcurso de un periodo de tiempo más o menos amplio para llegar una conclusión definitiva. Este sería el caso de un dictamen médico que exija revaloración del paciente varios meses después. Sucede lo mismo con algunos dictámenes criminalísticos, como el de ADN, también, cuando en el caso resulten imprescindibles intervenciones telefónicas, seguimientos u otras diligencias que imposibilitan la celeridad característica del procedimiento de flagrancia para su tramitación.




 Pero, cuando esa circunstancia no se da, atendiendo lo que dispone la ley, es obligación del representante del Ministerio Público solicitar la aplicación de la tramitación célere de flagrancia.




Si el caso puede ser sometido al procedimiento expedito, y la fiscalía no lo solicita, el juez o la jueza penal de la etapa preparatoria del procedimiento ordinario puede declarar válidamente su incompetencia material para conocer la causa y ordenar el reenvío a la fiscalía, para que lo someta al procedimiento de flagrancia. El fiscal o la fiscala podría ser responsable de la demora ocurrida en el procedimiento y podría enfrentar la consecuencia establecida en el artículo 435 del CPP. 




Además, al decidir si requiere obtener pruebas, cuya producción y recolección podrían demorar mucho tiempo, la persona representante del órgano acusador debe tener presente que, en nuestro sistema procesal penal, no opera el sistema de prueba tazada, sino el principio de libertad probatoria. Esto significa que pueden probarse con cualquier medio de prueba los hechos, así como las circunstancias agravantes y atenuantes del delito, siempre que sea lícito y no exista prohibición expresa en la ley para ordenarla, recopilarla, ofrecerla y admitirla. 




Aunado a lo anterior, el fiscal o la fiscala debe valorar que los hechos pueden ser demostrados con prueba directa o indirecta (también llamada indiciaria), tal y como el siguiente numeral lo indica:




Artículo 182: Libertad probatoria. Podrán probarse los hechos y las circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por cualquier medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de la ley. 





La persona que acusa también debe sopesar la utilidad, necesidad y pertinencia de la prueba que pretende ordenar, recabar y ofrecer para no incurrir en actos investigativos innecesarios que tornen incompatible el trámite de la causa con el plazo establecido para el procedimiento expedito de flagrancia, ni incurra en el ofrecimiento de prueba que podría resultar superabundante, innecesaria o inconducente y que, por esas circunstancias, se la puedan rechazar, ya que, para ser admisible, esta requiere:




Artículo 183. Admisibilidad de la prueba. Para ser admisible, la prueba deberá referirse, directa o indirectamente, al objeto de la averiguación deberá ser útil para descubrir la verdad. Los tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia, cuando resulten manifiestamente superabundantes. El Tribunal puede prescindir la prueba cuando sea ofrecido para acreditar un hecho notorio. 




 Si la fiscalía decide solicitar la medida cautelar de prisión preventiva contra la persona aprehendida, mientras transcurren las veinticuatro horas que debe conceder a la defensa, debe poner a la persona detenida a la orden del tribunal (artículos 27 y 39 de la Constitución Política y 235 del CPP), a quien le informará de ello. 




Si resuelve solicitar medidas cautelares alternas distintas a la privación de libertad o no pedir ninguna, de forma inmediata deberá ordenar la libertad de la persona aprehendida y deberá citarla para que comparezca, vencidas las veinticuatro horas concedidas a la defensa para la planificación de su estrategia o en un plazo que sea inferior de quince días naturales desde que se ejecutó su aprehensión.




 Vencido el término de las veinticuatro horas o dentro del plazo de los quince días desde que ocurrió el hecho, la representación fiscal solicitará, de manera oral, una audiencia al tribunal, a la cual deberá llevar preparadas todas las solicitudes que pretenda hacer; entre ellas, la acusación y solitud de remisión del caso al juicio oral y público.




Artículo 426. Solicitud de audiencia ante el juez de juicio. Cuando el fiscal considere pertinente que el asunto debe ir a juicio y se encuentre constituida la defensa técnica, procederá a solicitar oralmente al tribunal de juicio que realice una audiencia para conocer de su solicitud.




La pieza acusatoria debe presentarse oralmente reuniendo los mismos requisitos establecidos en los artículos 303 y 304 del Código Procesal Penal y puede contener una acusación principal y una alternativa o subsidiaria (artículo 305 ibidem).





Cuando el tribunal de juicio acuerde la apertura a juicio, la representación fiscal deberá intervenir en el debate realizando los actos propios de la persona acusadora, previstos en el artículo 429. 




VIII.- 3.  Intervención de la defensa técnica




Una vez apersonada, la defensa técnica debe asesorar a la persona acusada sobe las opciones que tiene dentro del proceso, a las que ya se hizo referencia en el aparte anterior. 




También le corresponde interponer excepciones, protestas por actividades procesales defectuosas, intervenir en la audiencia inicial y en el juicio oral y público, conforme el numeral 429 lo dispone, así como ejercer la actividad recursiva que sea procedente a lo largo de todo el proceso.   




VIII.- 4. Intervención de la parte querellante




La parte querellante debe presentar su acusación privada con los mismos requisitos que el numeral 74 del CPP dispone, salvo que lo debe hacer oralmente y en la primera parte de la audiencia que celebra el tribunal de juicio en virtud de lo dispuesto en el artículo 428 del rito.




Cuando la prueba que ofrezca la parte querellante resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal se lo prevendrá para que indique si prescinde de su acusación o solicita la aplicación del procedimiento ordinario; en este caso, el tribunal ordenará readecuar los procedimientos y enviar la causa a la vía ordinaria.  




Si la querella es admitida, la parte querellante debe actuar en el juicio oral y público, interrogando a los testigos y emitiendo sus conclusiones y pretensiones punitivas.




VIII.- 5. Intervención de la parte querellada



La defensa técnica, pública o privada también ejercerá la defensa de la parte querellada, de igual manera que lo hace frente a la acusación fiscal, tanto en la primera como en la segunda parte de la audiencia que celebra el tribunal de juicio, y deberá ejercer los recursos impugnativos que procedan. 




VIII.. 6. Intervención del actor civil




En la primera parte de la audiencia que celebra el tribunal de juicio, la parte actora civil debe presentar su demanda y las pretensiones resarcitorias bajo los mismos requisitos que exige el numeral 112 del CPP, solo que de manera oral. 




Cuando la prueba que ofrezca la parte actora civil resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal se lo prevendrá para que indique si prescinde de su demanda o solicita la aplicación del procedimiento ordinario. En este caso, el tribunal ordenará la readecuarán de los procedimientos al procedimiento ordinario.




No procede la acción civil resarcitoria en el procedimiento de flagrancia, si existen terceros civilmente demandados ausentes o que están representados por algún abogado, en el momento de la apertura del juicio. En tal caso, la parte actora puede acudir a la jurisdicción civil contra ellos.   




VIII.-7. Intervención del tribunal de juicio



Al recibir el asunto, lo primero que el tribunal de flagrancia debe verificar (integrado inicialmente de forma unipersonal) es que el Ministerio Público le haya concedido a la defensa, el tiempo establecido en la ley para planificar su estrategia (artículo 425 CPP). Si no lo ha hecho, y la defensa no ha prescindido de esa oportunidad, el tribunal debe ordenarle a la fiscalía que lo haga, de previo a recibir el caso y realizar la primera parte de la audiencia prevista en el numeral 428 del rito.




VIII.7.1. Realización de la audiencia inicial




Si la fiscalía ha concedido a la defensa el tiempo para decidir su estrategia, o la defensa lo ha prescindido, el tribunal iniciará la primera parte de la diligencia que el protocolo y la práctica forense denominan “audiencia inicial” y, para ello, se constituirá de manera unipersonal. 




El tribunal debe verificar la presencia de las partes y advertir a la persona acusada que se mantenga atenta a lo que suceda. De seguido, el o la representante de la fiscalía le solicitará a la persona juzgadora que autorice la aplicación del procedimiento expedito de flagrancia. Para ello, expondrá los hechos atribuidos a la persona sometida al proceso penal y explicará la forma cómo se produjo su aprehensión. De esa solicitud, la persona juzgadora le dará audiencia a la defensa técnica; pero esta se podrá oponerse a ese trámite, fundamentando su posición. 




Seguidamente, el tribunal debe resolver de manera oral lo que resulte procedente, con la debida fundamentación y con base en el numeral 422 del proceso, ya transcrito, al hacer referencia a la intervención del Ministerio Público.




  Son competencia del tribunal de flagrancia todos los asuntos en los que la persona acusada haya sido aprehendida en las circunstancias establecidas en el numeral 236 del código de rito, salvo la excepción contemplada en el artículo 422 del CPP; es decir, cuando la investigación del hecho impida aplicar el procedimiento expedito de flagrancia. 




Una vez autorizada la aplicación del procedimiento de flagrancia, el tribunal asumirá la competencia para conocer el asunto, la cual, conforme al principio de indeclinabilidad de la competencia, no podrá ser posteriormente declinada, aunque la finalización del caso sobrepase el plazo de quince días, como se verá. 




Posteriormente, el fiscal o la fiscala expondrá oralmente la acusación que ha debido confeccionar previamente a la audiencia, cumpliendo los requisitos de los artículos 303 y 304 del CPP, y solicitará que se disponga la realización del juicio, pues, conforme con el numeral 426 transcrito líneas atrás, ese es el único requerimiento conclusivo que puede presentar la persona acusadora al tribunal.




A partir de la acusación expuesta por la representación fiscal, el tribunal dará audiencia a la defensa técnica, la cual podrá oponerse a ella por razones de forma o de fondo. También podrá proponer la aplicación de la justicia restaurativa, medidas alternas, el procedimiento especial abreviado u ofrecer prueba que resulte de su interés para el juicio. 




Seguidamente, el tribunal debe verificar que la acusación reúna los requisitos establecidos en el numeral 3030 del rito. Si no los cumple, conforme al artículo 15 idem prevendrá a la fiscalía su corrección.




Cumplido lo anterior, el tribunal resolverá y emitirá pronunciamiento, de manera oral, sobre todas y cada una de las propuestas realizadas por las partes, en observancia de la siguiente disposición normativa: 



Artículo 428. Realización de la audiencia por el Tribunal. Recibida la solicitud por parte del fiscal, el tribunal, en forma inmediata, realizará la audiencia, la cual será oral y pública. De la audiencia quedará registro digital de video y audio; tendrán acceso a ella las partes, por medio de una copia. En la primera parte de esta audiencia, el fiscal expondrá oralmente la acusación dirigida en contra el imputado, donde se describan los hechos y se determine la calificación legal de estos, así como el ofrecimiento de prueba. La defensa podrá referirse a la pieza acusatoria y realizar sus consideraciones sobre ella, además de ofrecer la prueba para el proceso. El juez verificará que la acusación sea clara, precisa y circunstanciada y que el hecho atribuido sea típico. En caso contrario, el fiscal deberá corregirla oralmente en el acto. 




Inmediatamente, se conocerá de la aplicación de medidas alternativas, del procedimiento de justicia restaurativa y el procedimiento abreviado. […].




Si la defensa propone la aplicación de alguna medida alterna, y la persona juzgadora resuelve acogerla tras haber escuchado la posición de la fiscalía y/o de la víctima, la causa continuará radicando en el tribunal hasta el correspondiente dictado de la sentencia de sobreseimiento definitivo (artículos 30, incisos f) o k) en relación con el numeral 311, incisos d) ). Este procede cuando las condiciones de la conciliación o la suspensión del procedimiento a prueba pactadas, así como el plazo dispuesto en estas hayan sido cumplidos. 




En caso de incumplimiento de la medida alterna, tan pronto tenga noticia de ello, el tribunal convocará a una audiencia para determinar si el incumplimiento es justificado; en este caso, puede ampliar el plazo. Si no lo fuera, se debe revocar la medida por incumplimiento injustificado y se debe continuar el procedimiento.




Cuando las partes convienen la aplicación del procedimiento especial abreviado, y el tribunal lo admite, por cumplirse con los requisitos legales, una persona juzgadora distinta a la que participó en la primera parte de la audiencia dictará la sentencia con la mayor brevedad, en un término no superior a cuatro horas. 




También el tribunal podrá rechazar el procedimiento abreviado, por razones de forma o probatorias. En este último caso, devolverá el asunto a la audiencia inicial para que tome otra decisión o corrija cualquier error del procedimiento que sustentó su decisión (artículo 375 del CPP).




Si no se aplican medida alterna alguna, ni el procedimiento abreviado, la persona juzgadora dispondrá la realización del juicio, previa valoración y admisión de la acusación y de la prueba ofrecida por las partes que resulte admisible. Con ello, finaliza la primera parte de la audiencia prevista en el numeral 426 del CPP, por disposición del párrafo final del artículo 428:




[…] En el caso de que no proceda la aplicación de las medidas, no se proponga por la defensa o no se acepte por el Ministerio Público o la víctima, según fuere la medida, o el tribunal las considere improcedentes, este último procederá a realizar el juicio en forma inmediata y en misma audiencia. En este caso, deberá calificar la procedencia y pertinencia de la prueba ofrecida por las partes.




VIII.7.2. Realización del juicio oral y público. Inmediatamente después de haberse dispuesto la realización del juicio, el tribunal se integrará de manera  unipersonal o colegiada, según su competencia determinada por la sanción  prevista para el delito acusado, con sustento en los siguientes artículos: 




Artículo 427. Constitución del tribunal de juicio y competencia. El tribunal de juicio, en cualquier tipo de delito que se juzgue mediante este procedimiento, será constituido según su competencia, conforme lo dispone la Ley orgánica del Poder Judicial, el cual tendrá competencia para resolver sobre causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones y nulidades. También tendrá competencia para aplicar cualquiera de las medidas alternativas al proceso, así como el procedimiento abreviado. Cuando no proceda ninguna de las medidas anteriores, el tribunal realizará el debate inmediatamente.




Por su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone:




Artículo 96.- Los tribunales penales de juicio estarán conformados al menos por cuatro jueces y se integrarán, en cada caso, con tres de ellos, para conocer de los siguientes asuntos: 




1.- De la fase de juicio, [….] por  delitos sancionados con más de cinco años de prisión […].




4.- De los impedimentos, las excusas y las recusaciones, de los jueces propietarios suplentes.






5.- De los demás asuntos que se determinen por ley.




Y el artículo 96 bis de la misma ley antes indicada ordena: 




Los tribunales penales de juicio se constituirán con uno solo de sus miembros, para conocer:



[…] 4.- De los juicios, por delitos sancionados con penas no privativas de liberta o hasta con un máximo de cinco años de prisión […]. 



En observancia de los principios de objetividad e imparcialidad, si la persona juzgadora que intervino en la primera parte de la audiencia ha emitido criterio de la probabilidad de la comisión del hecho ilícito por parte de la persona sospechosa, no debe integrar el tribunal que realizará el debate. Sin embargo, podría integrarlo, si solo se ha limitado a valorar la existencia de flagrancia. 




El juicio oral público del procedimiento expedito de flagrancia se debe realizar en la segunda audiencia prevista en el numeral 428 del código del rito, de manera muy similar a como está previsto para el procedimiento ordinario, según la siguiente norma lo dispone: 




Artículo 429. Realización del juicio. En la segunda parte de la audiencia inicial, se verificará el juicio, donde se le recibirá la declaración al imputado. En forma inmediata, se recibirá la aprueba testimonial de la siguiente manera: inicialmente la declaración del ofendido y luego la demás prueba; posteriormente, se incorporará la prueba documental y las partes podrán prescindir de su lectura. Por último, se realizarán las conclusiones por el fiscal y luego, la defensa. En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia en forma oral; si lo considera necesario, se retirará a deliberar y luego de un plazo razonablemente corto, el cual no podrá sobrepasar las cuatro horas, salvo causa excepcional que lo justifique y se comunique oralmente a las partes, sin que la ampliación del plazo exceda de veinticuatro horas luego de finalizada la audiencia de debate. Posteriormente, el tribunal se constituirá en la sala de audiencias, donde oralmente dictará sentencia en forma integral. El dictado de la resolución en forma oral, valdrá como notificación para todas las partes, aunque estas no comparezcan.  





Debe tenerse presente que, por la regla de remisión establecida en el artículo 436), en lo no previsto para el debate en el numeral 429 del procedimiento, se deben aplicar las restantes regulaciones contenidas en el Código Procesal Penal para el juicio, siempre que resulten compatibles con la naturaleza célere del procedimiento expedito. 




En virtud de lo anterior, es posible suspender el juicio en el procedimiento




de flagrancia, hasta por un plazo máximo de diez días, siempre y cuando se presente alguna de las causales que taxativamente lo permite, establecida en el numeral 336 ibidem, pues, aun en ese supuesto, se culminaría el procedimiento en un menor tiempo que en el procedimiento ordinario.




Aunado a lo anterior, las circunstancias que permiten la suspensión del debate son imprevisibles, por lo que no se pueden valorar antes de que los y las  representantes del Ministerio Público o la persona juzgadora decidan o admitan la aplicación de ese procedimiento especial.   



La suspensión y continuación del juicio solo es posible, sin que la sentencia




pueda contener vicio que la torne ineficaz por la forma, por disposición de la norma, en los siguientes casos:



Continuidad y suspensión. La audiencia se realizará sin interrupción, durante las sesiones consecutivas que sean necesarias hasta su terminación, pero, se podrá suspender por un plazo máximo de diez días, en los casos siguientes:




a) Cuando deba resolverse alguna gestión que, por su naturaleza, no pueda decidirse inmediatamente.




b) Cuando sea necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pueda cumplirse en el intervalo entre una y otra sesión.




c) Cuando no comparezcan testigos, peritos o intérpretes cuya intervención sea indispensable, salo que pueda continuarse con la recepción de otras pruebas hasta que el ausente sea conducido por la fuerza pública.




d) Si algún juez, fiscal o defensor se enferma hasta el punto de no poder continuar su actuación en el juicio, a menos que los dos últimos puedan ser reemplazados inmediatamente no el tribunal se haya constituido, desde la iniciación de la audiencia, con un número superior de jueces que el requerido para su integración, de manera que los suplentes integren el tribunal y permitan la continuación de la vista.




e) Cuando se compruebe, con dictamen médico forense, que el imputado se encuentra en la situación prevista en el inciso anterior. En este caso podrá ordenarse la separación de juicios y continuarse el trámite con los otros imputados.




f) Si alguna revelación o retractación inesperada produce alteraciones sustanciales en la causa, lo cual hace indispensable una prueba extraordinaria.




g) Cuando el imputado o su defensor lo soliciten después de ampliad la acusación o la querella, siempre que, por las características del caso, no se pueda continuar inmediatamente.



En los anteriores supuestos, el juicio oral y público puede ser suspendido por el tiempo estrictamente necesario considerando la celeridad que debe caracterizar el procedimiento especializado de flagrancia, y hasta por un máximo de diez días. 




Con ello, el plazo de duración previsto en el artículo 435 podría extenderse más allá de quince días naturales, sin sanción procesal, porque existe una justificación legal y el plazo establecido en la norma recién citada es ordenatorio y no perentorio. Esto significa que el incumplimiento de ese plazo solo acarrea responsabilidad disciplinaria a quien resulte responsable de la demora (si lo hubiera), pero no conlleva, por el solo hecho de su incumplimiento, sanción procesal que determine la ineficacia de lo actuado y de la sentencia. 




VIII. 7.3.  Dictado de la sentencia



La sentencia que se dicta en el procedimiento expedito de flagrancia, por la regla de remisión o norma supletoria, debe contener todos los requisitos establecidos en el artículo 363 del CPP.




A diferencia de lo establecido en el procedimiento ordinario, el dictado de la sentencia en el procedimiento para los delitos en flagrancia debe hacerse inmediatamente después de finalizado el juicio, con las conclusiones de las partes y la intervención final de la persona acusada. Así lo dispone la siguiente norma:




Artículo 429. […] Por último, se realizarán las conclusiones por el fiscal y luego, la defensa. En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia […]. 




En la resolución 2011-00249, de las 8 horas cuarenta y dos minutos del 11 de marzo de 2011, la Sala III de la Corte Suprema de Justicia indicó que la deliberación en el procedimiento de flagrancia no era la regla.




No obstante, es posible que la sentencia se difiera para ser dictada cuatro horas después de finalizado el debate, si la persona juzgadora debe deliberar. Excepcionalmente, la exposición del fallo podría demorarse hasta veinticuatro horas después de la finalización del juicio. En ambos supuestos, el juez o la jueza debe justificar la decisión de postergar la exposición inmediata del fallo y debe informar a las partes la hora en que se hará.




Artículo 429. […] En forma inmediata el tribunal dictará sentencia […..], si lo considera necesario, se retirará a deliberar y luego de un plazo razonablemente corto, el cual no podrá sobrepasar las cuatro horas, salvo causa excepcional que lo justifique y se comunique oralmente a las partes, sin que la ampliación del plazo exceda de veinticuatro horas luego de finalizada la audiencia de debate […].




La sentencia en este procedimiento debe ser oral, a diferencia de la que se dicta en cualquier otro de los procedimientos regulados en el código. Además, se debe exponer de forma íntegra por disposición de la siguiente norma:




Artículo 429. […] En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia oral.[…]…Posteriormente, el tribunal se constituirá en la sala de audiencias, donde oralmente dictará la sentencia en forma integral […]. (Negrita ausente en la norma) .




Debe tenerse presente que el Reglamento y el Protocolo de actuación de los delitos en flagrancia, aprobado por la Corte Suprema de Justicia, en la sesión 14-09 del 27 de abril de 2009, artículo XIX, ordenan que la persona juzgadora confeccione un documento escrito en el que indique el número, fecha, hora y tribunal que dicta la sentencia, así como los hechos probados y la parte dispositiva o por tanto del fallo.




Por otra parte, en la sesión n.° 030-2020, celebrada el 24 de febrero de 2020, ante la consulta realizada por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del II Circuito Judicial de San José y conforme a las circulares 164 y 212  de 2013, 123-2016 y 116-2017, así como el voto 2009-003117 de la Sala Cuarta Constitucional en el que indicó “que en las causas complejas o de larga duración es posible que la motivación oral no asegure una fundamentación constitucionalmente aceptable”, la Comisión de la Jurisdicción Penal recomendó al Consejo Superior del Poder Judicial sugerir a los tribunales de flagrancia redactar por escrito o transcribir las sentencias con una duración superior a dos o cinco horas [sic].  




En virtud de la recomendación anterior, el Consejo Superior del Poder Judicial, en la Sesión 017-2020, celebrada el 3 de marzo de 2020, en el artículo XLIX, acordó sugerir a los tribunales de flagrancia del país, transcribir las sentencias dictadas por ellos, oralmente, con una duración superior a dos  o cinco horas [sic].





Otra diferencia de este procedimiento en relación con otros que también regula el CPP, es que la sentencia se puede exponer, en su totalidad, sin que las partes se encuentren presentes. En otras palabras, es legalmente válido el fallo que es emitido en ausencia de las partes. Además, con su exposición, las partes quedan notificadas, aunque no estén presentes y, en consecuencia, con su emisión oral, empieza a correr el plazo para impugnarla.




Artículo 429. […] El dictado de la resolución en forma oral, valdrá como notificación para todas las partes, aunque estas no comparezcan. 



IX.- IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CUTELARES





En el procedimiento expedito de flagrancia, la imposición de medidas cautelares es procedente desde su inicio. Sin embargo, estas solo pueden ordenarse, en principio, por un plazo máximo de quince días hábiles que resulta acorde con la duración dispuesta para la trámite de la causa en esta vía, en la siguiente norma:




ARTICULO 430. DICTADO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Cuando el fiscal considere la conveniencia de la imposición de la prisión preventiva o cualquier otra medida cautelar, lo podrá solicitar así al tribunal de juicio, desde el inicio del proceso. En caso de que el tribunal, conforme a los parámetros establecidos en este Código, considere proporcional y razonable la solicitud fiscal, establecerá la medida cautelar de prisión preventiva en contra de la persona imputada, la cual no podrá sobrepasar los quince días hábiles. […]. (El resaltado es propio). 



Al amparo de la norma supletoria contenida en el numeral 436 y lo dispuesto en el artículo 258, ambos del CPP, el plazo ordinario o inicial contemplado para la imposición de la prisión preventiva en el procedimiento de flagrancia puede ser prorrogado por el tribunal de juicio, por el plazo estrictamente necesario y de oficio para asegurar la realización del debate.




Artículo 258: Prórroga del plazo de la prisión preventiva. […]. Vencidos esos plazos, no podrá acordarse una nueva ampliación del del tiempo de la prisión preventiva, salvo […] para asegurarse la realización del debate […].




Sobre esa prórroga, la Sala Cuarta Constitucional de la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado reiteradamente, entre otros, en los votos números 14902-05 de las 12:17 horas del 28 de octubre de 2005; 16851-2012 del 30 de noviembre de 2012 y, en el más reciente, 24942-2019 del 13 de diciembre de 2019, en los cuales ha indicado que ese plazo era legalmente prorrogable por el tribunal de juicio, de oficio y únicamente por el plazo estrictamente necesario para realizar el debate.




La misma norma arriba indicada establece, en el párrafo segundo, un plazo extraordinario para la medida cautelar privativa de libertad que el tribunal de juicio puede ordenar, aun de oficio, al dictar sentencia condenatoria.




 […] Si el tribunal de juicio dicta sentencia condenatoria que imponga pena privativa de libertad, el plazo de la prisión preventiva podrá ser prorrogado mediante resolución fundada, por seis meses más. […].  




X. DURACIÓN DEL PROCESO




Ya se ha indicado, en reiteradas oportunidades, que el procedimiento expedito para los delitos en flagrancia consiste en un trámite célere que tiene un plazo de quince días hábiles desde que inicia hasta la celebración de la audiencia prevista en el numeral 428 del CPP, por parte del tribunal de juicio.




También se adelantó que ese plazo es ordenatorio y no perenterio, lo que significa que su incumplimiento no acarrea sanción procesal alguna. En otras palabras, si el plazo se extiende más allá de los quince días hábiles, eso no acarrea, per se, la ineficacia de las actuaciones o de la sentencia. La única sanción prevista para la inobservancia de ese plazo es de índole disciplinaria administrativa, para el funcionario o la funcionaria que causó el atraso. Así está contemplado en la siguiente norma:




Artículo 435: Duración del proceso. Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal. El incumplimiento de ese plazo será causal de responsabilidad disciplinaria para el funcionario responsable de la demora.    




La norma anterior refiere que el pazo de duración del procedimiento (15 días) corre desde que inicia y hasta la celebración de la audiencia por parte del tribunal. Pero, no aclara, si esa audiencia -que como se indicó, se divide en dos partes- debe celebrarse en su totalidad, ya sea de principio a fin o basta con iniciarla en su primera parte. 




Considerando que, por la norma supletoria o regla de remisión, el debate puede celebrarse en varias audiencias continuas y puede suspenderse por las causas expresamente establecidas en el artículo 336 del CPP, resulta lógico que el plazo finaliza con la celebración de la primera parte de la audiencia que ordena la apertura a juicio de la causa o la realización del juicio que debe iniciar de inmediato, y puede suspenderse y continuarse, cuantas veces sean necesarias y por un plazo máximo de 10 días, bajo las presupuestos legales que lo permitan.




Por tanto, los 15 días hábiles que ordena el numeral transcrito líneas anteriores constituyen un plazo inicial que, por circunstancias permitidas por la ley, podría extenderse, de manera razonable, fundamentada y por el tiempo estrictamente necesario. 




Por razones legales, la extensión del plazo no faculta al tribunal a declinar su competencia para conocer la causa y ordenar su envío al procedimiento ordinario. Tampoco genera la ineficacia del debate, ni de la sentencia.
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ANEXO




Solución a la autoevaluación de la Unidad IV




(F) Pedro no fue sorprendido cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo, tampoco fue perseguido. Y cuando se le detuvo con el objeto del delito, el hecho no acaba de suceder.     




(F) Rogelio no fue sorprendido cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo. Se le ve salir de la vivienda donde ocurrió el femicidio instantes después e, inmediatamente, se inicia su persecución. Pero, no es sorprendido mientras huye, sino algunas horas después, cuando ya no se le perseguía.




(F) Rita no fue sorprendida (aprehendida) cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo. Tampoco se le persiguió y, cuando fue detenida, poco tiempo después de cometer el hecho, no tenía en su poder la evidencia del delito.  




(v)  Pedro es aprehendido en el momento en que está realizando actos de ejecución del delito de estafa.




Solución al pareo de la Unidad VI




Oral, público y expedito. 
         

                        Procedimiento abreviado.




Contempla audiencias privadas y públicas. 




Prevé una sola audiencia pública.                                 Procedimiento de flagrancia.




Sentencia oral y escrita.




Sentencia oral.




Plazo razonable.                                          

Procedimiento ordinario.




Plazo de 15 días.
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La fiscalía debe conceder a la defensa el término de 24 horas para que elabore la estrategia que va a seguir.

















Si existe flagrancia, todas las causas se deben tramitar con el procedimiento especial, salvo por la excepción establecida en la ley.











La prueba, para ser admisible, debe ser útil, necesaria, pertinente y no superabundante.
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I.- INTRODUCCIÓN




El presente documento constituye una guía para la aplicación del Procedimiento expedito para los delitos en flagrancia regulado en el Código Procesal Penal costarricense, al cual fue introducido mediante la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Intervinientes”, N.° 8720, del 4 de marzo de 2009, publicada en el Diario Oficial La Gaceta n.° 77 del 22 de abril 2009, y entró a regir el 22 de octubre del mismo año de su promulgación.




Tiene como propósito explicar, de manera sencilla y resumida, los pasos que cada una de las personas intervinientes deben seguir en la tramitación de la causa, desde su inicio y hasta su finalización con el dictado de una sentencia legalmente válida y con estricto apego a las disposiciones jurídicas que lo regulan.




Está dirigido, fundamentalmente, a las personas operadoras del sistema penal, específicamente, a las personas funcionarias de los cuerpos policiales administrativos y de la Policía Judicial, a los fiscales y las fiscales del Ministerio Público, a las personas profesionales de la Defensa Pública, a los jueces y las juezas penales, a las personas juzgadoras que integran los tribunales de juicio de flagrancia y ordinarios, así como a los tribunales de apelación de sentencia. También se dirige a letrados y letradas de la Sala de Casación Penal y a las personas profesionales en Derecho que litiguen en materia penal y que tengan interés en conocer los pasos de este procedimiento especial.



II.- MARCO REFERENCIAL



El Procedimiento expedito para los delitos en flagrancia no es novedoso en nuestro sistema procesal penal, pues el Código de Procedimientos Penales de 1973 regulaba el procedimiento de citación directa a fin de darles un trámite más ágil y rápido a las causas en las que la persona sospechosa era sorprendida en la flagrante comisión del delito; aunque, en la práctica, no siempre se logró la celeridad deseada.





El actual Código Procesal Penal -vigente desde el 1° de enero de 1998- contempló desde su promulgación el concepto de flagrancia. Sin embargo, omitió legislar un procedimiento especial para tramitar esas causas, a pesar de la poca investigación que las estas requieren. 




Fue la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Intervinientes” la que creó un procedimiento diferenciado, con reglas claras, para dar un tratamiento ágil, sencillo, rápido y eficaz, a los casos de delitos en flagrancia. Con esta ley, también se crearon las fiscalías y los tribunales especializados, para que, con la participación de defensores y defensoras dedicados exclusivamente a esas causas, se aplicara el trámite de manera eficiente y cuantitativa.




La falta de orientación, la divergencia de criterios sobre la procedencia o no de la aplicación de ese procedimiento especializado y las distintas formas como se aplica en los distintos despachos judiciales han propiciado que el procedimiento no se utilice de la forma pretendida por la ley, por lo que, con esta herramienta, se pretende, con estricto apego a la ley, señalar su aplicación y unificarla.




Por estos motivos, desde el Despacho de la presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia  y vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, se pone a disposición de las personas operadoras y profesionales usuarias del sistema penal costarricense, esta Guía práctica para la aplicación del procedimiento de flagrancia", con la esperanza de que resulte de gran ayuda para orientar su labor y hacer realidad los principios constitucionales de una justicia pronta, cumplida y efectiva, en los conflictos penales que puede resolverse por esta vía.




DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO EXPEDITO DE FLAGRANCIA E INTERVENCIÓN DE LAS PARTES




I.- Aprehensión de la persona sospechosa



La aprehensión de la persona sospechosa no implica el inicio del procedimiento de flagrancia; pero sin ella, no es posible aplicarlo, pues es requisito inescindible que la persona sospechosa sea presentada al Ministerio Público, luego de haber sido detenida en cualquiera de los cuatro supuestos que configuran la flagrancia y que están indicados en el artículo 236 del Código Procesal Penal (en adelante CPP).




La retención o privación momentánea de la libertad de quien cometió o intentó cometer un delito puede ser ejecutada por un ciudadano o una ciudadana común, la víctima o agentes de los cuerpos policiales del país.




 Si la persona sospechosa es aprehendida por parte de la víctima o de cualquier ciudadano o ciudadana, se debe entregar, de inmediato, a los cuerpos policiales administrativos (Fuerza Pública, Policía municipal, Policía turística, etc.) o al Organismo de Investigación Judicial, para que sus agentes la trasladen, también de inmediato, a la sede del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba recabada hasta ese momento (persona ofendida, testigos, videos, actas de decomiso, evidencia material, etc.). 




En algunas ocasiones los y las agentes de los cuerpos policiales son quienes realizan la aprehensión de la persona sospechosa de cometer el delito, y de igual modo, deben inmediatamente trasladarla ante la oficina del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba que se haya recopilado hasta ese momento.




El traslado y presentación de la persona sospechosa a la fiscalía no requiere la confección previa ni la entrega de un informe o parte policial escrito sobre las razones y circunstancias de la detención, ya que este debe ser rendido por la autoridad actuante, de manera oral, ante la fiscalía. Por su parte, este órgano debe grabar lo que ella indique en audio y video o transcribir en un acta.




II.- Inicio del procedimiento. Intervención del Ministerio Público



El procedimiento inicia cuando la persona sospechosa es presentada al Ministerio Público, junto con las pruebas recopiladas hasta ese momento.




De inmediato, la persona representante de la fiscalía debe valorar los hechos que motivaron la detención para determinar si constituyen delito, y la forma como se realizó la detención de la persona acusada, para determinar si se dio en alguno de los supuestos establecidos en el numeral 236 del CPP para la existencia de flagrancia. 




Si el fiscal o la fiscala considera que, en el caso no existe delito, de acuerdo con la política de persecución penal establecida por el Ministerio Público, procede aplicar un criterio de oportunidad y prescindir total o parcialmente la persecución penal (artículo 22 del CPP) o debe requerir el dictado de un sobreseimiento definitivo (numeral 311 idem). 




Se debe presentar la solicitud de desestimación (numeral 282 del CPP) o cualesquiera de las otras solicitudes indicadas, ante el juez o la jueza penal de la vía ordinaria, a fin de que se resuelva la petición, con observancia y respeto al debido proceso, concediéndoles a todas las partes el derecho de intervención y los recursos establecidos en la ley. 



Si la persona representante de la fiscalía determina, en esa primera valoración, que el comportamiento atribuido a la persona aprehendida constituye una acción típica y que su detención se produjo en flagrancia, debe concederle a la persona acusada el derecho de nombrar defensa técnica de su confianza, o bien, solicitarle, si así lo desea, el nombramiento de una persona defensora pública para que la asista en el procedimiento.





Cuando la defensa se encuentre constituida y se haya apersonado al proceso, la persona representante de la fiscalía debe informarle, oralmente, a ella y a la persona acusada, los hechos que se le atribuyen y la prueba existente hasta ese momento, y concederles el término de veinticuatro horas para que preparen su estrategia defensiva, al cual  la defensa puede expresamente renunciar 




Si la fiscalía decide solicitar la medida cautelar de prisión preventiva contra la persona aprehendida, mientras transcurren las veinticuatro horas que debe conceder a la defensa, debe poner a la persona detenida a la orden del tribunal (artículos 27 y 39 de la Constitución Política y 235 del CPP), a quien le informará de ello. 




Si resuelve solicitar medidas cautelares alternas distintas a la privación de libertad o no pedir ninguna, de forma inmediata deberá ordenar la libertad de la persona aprehendida y deberá citarla para que comparezca, después de  veinticuatro horas concedidas a la defensa para la planificación de su estrategia, o en un plazo que sea inferior de quince días naturales desde que se ejecutó su aprehensión.




Una vez concedido el término antes indicado o si lo renuncia, la defensa puede proponer que se someta el asunto a la Justicia Restaurativa, previa verificación del cumplimiento de los requisitos legales. En ese caso, la fiscalía lo debe comunicar al tribunal que hará una audiencia y lo remitirá a esa vía para que se valore la aplicación de la Ley de Justicia Restaurativa.




La persona representante del Ministerio Público debe someter todas las causas en que la persona sospechosa sea aprehendida en flagrancia, al procedimiento especial y expedito para los delitos en flagrancia. Solo por la excepción contemplada en la ley (artículo 422 del legal), puede prescindir de este. Pero esa excepción no es una facultad discrecional de la persona representante del órgano acusador. Por el contrario, es una potestad reglada que puede ejercer, únicamente, cuando la investigación del suceso delictivo requiera la realización y recopilación de pruebas que, en la práctica, tardan mucho tiempo. 




Solo cuando considere que procede solicitar la incompetencia material o territorial, se decida someter el caso a la Justicia Restaurativa o formular un requerimiento acusatorio, el fiscal o la fiscala puede presentar el caso ante el tribunal de juicio de flagrancia y le solicitará la realización de la audiencia inicial, en la que le informará los hechos denunciados y la forma cómo se produjo la aprehensión de la persona detenida. Sobre esta petición, la persona juzgadora dará audiencia a la defensa y resolverá.




Cuando se autorice el procedimiento de flagrancia, el Ministerio Público expondrá la acusación con los requisitos establecidos para su admisión y solicitará que se ordene la realización del juicio. Si las peticiones de la fiscalía son aceptadas por la persona juzgadora, en la segunda parte de la audiencia que realiza el tribunal, el fiscal o la fiscala deberá participar en el debate realizando todas las actuaciones que le son asignadas a la parte acusadora en el CPP y en su Ley Orgánica. 




II.- Realización de la audiencia inicial. Intervención del tribunal de juicio




El tribunal se constituirá unipersonalmente para realizar la primera parte de la audiencia inicial dispuesta en el artículo 426 del CPP.




 Lo primero que el tribunal debe verificar es que el Ministerio Público le haya concedido el término de 24 horas a la defensa, para que planifique su estrategia. Si no lo ha hecho, le ordenará a la fiscalía que lo realice. 




Vencida o renunciada la oportunidad de la defensa de diseñar su estrategia, el tribunal realizará la audiencia, verificando la presencia de todas las partes y advirtiendo a la persona acusada que se mantenga atenta.




De acuerdo con las solicitudes que la fiscalía presente (aplicación del procedimiento de flagrancia y la solicitud de apertura a juicio), el tribunal le dará audiencia a la defensa. Esta podrá oponerse al procedimiento, podrá proponer la aplicación de medidas alternas como la conciliación (artículo 25 del CPP), la suspensión del procedimiento a prueba (artículo 36 ibidem), el pago del máximo previsto para la pena de multa (artículo 30, inciso c) ), podrá someterse al procedimiento abreviado (artículo 374 idem) u ofrecer prueba para el juicio.





Seguidamente, si se ha constituido, la parte querellante intervendrá y debe presentar su acusación privada con los mismos requisitos que dispone el numeral 74 del CPP, salvo que lo debe hacer oralmente.




Cuando la prueba que ofrezca la parte querellante resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal se lo prevendrá para que indique si prescinde de su acusación o solicita la aplicación del procedimiento ordinario. En este caso, el tribunal ordenará readecuar los procedimientos y enviar la causa a la vía ordinaria.  




Posteriormente, intervendrá el actor civil que debe presentar su demanda y las pretensiones resarcitorias bajo los mismos requisitos que exige el numeral 112 del CPP, también de manera oral. 




Cuando la prueba que ofrezca la parte actora civil resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal se lo prevendrá para que indique si prescinde de su demanda o solicita la aplicación del procedimiento ordinario. En este caso, el tribunal ordenará la readecuación de los procedimientos al modo ordinario.




La persona juzgadora debe rechazar la acción civil resarcitoria, si existen terceros civilmente demandados ausentes. En tal caso, la parte actora puede acudir a la jurisdicción civil contra ellos.    




De todas las pretensiones presentadas por las personas intervinientes en la primera parte de la audiencia inicial, el tribunal concederá audiencia a la contraparte, a la defensa penal y civil, y de seguido, resolverá, de manera oral.




Cuando el tribunal rechace la aplicación del procedimiento especial, ordenará la remisión de la causa a la fiscalía para que continúe el trámite en la vía ordinaria.




Si la persona juzgadora determina que la acusación presentada por el Ministerio Público no reúne los requisitos establecidos en el artículo 303 del CPP, debe prevenir su corrección con sustento en el artículo 15 del rito.





El tribunal se pronunciará también, oralmente, sobre la querella y la acción civil resarcitoria, la admisibilidad de la prueba ofrecida por todas las partes, y si dispone la realización del juicio oral y público, ordenará que este se verifique en la segunda parte de la audiencia inicial que se celebrará de inmediato.




III.- Realización del juicio oral y público. El juicio oral público del procedimiento expedito de flagrancia se debe realizar en la segunda audiencia prevista en el numeral 428 del código del rito, de manera muy similar a como está previsto para el procedimiento ordinario.




Para iniciar el juicio oral y público, el tribunal se constituirá según su competencia determinada por la pena prevista para el delito que se trate, de conformidad con los artículos 427 del rito; 29 y 29 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 




El tribunal verificará la presencia de las partes. Al juicio deben asistir todos los y las intervinientes procesales (Ministerio Público, persona imputada y defensa), y las que se constituyeron en la primera parte de la audiencia. Se declarará desistida la acción civil resarcitoria, si el actor no comparece, se aleja de la audiencia o no presenta conclusiones (artículo 117, inciso c).





Con fundamento en la norma supletoria o regla de remisión establecida en el artículo 436 del rito, en lo no previsto para el debate en el numeral 429 del procedimiento, se deben aplicar las restantes regulaciones contenidas en el Código Procesal Penal para el juicio en el procedimiento ordinario, siempre que resulten compatibles con la naturaleza célere del procedimiento expedito. 




Cuando se presente alguna de las causales previstas en el numeral 336 del CPP, es posible la suspensión del juicio por el plazo estrictamente necesario y  hasta por un máximo de diez días. Por tanto, el plazo de duración del procedimiento de flagrancia previsto en el artículo 435 procesal podría extenderse más allá de quince días naturales, sin sanción procesal, si existe justificación legal para suspender el debate. 





En la recepción de la prueba testimonial y pericial, se seguirán las reglas establecidas para el debate en el procedimiento ordinario, de modo que la persona que la propuso interroga primero.




VI.- Dictado de la sentencia. Después de que se evacuó la totalidad de la prueba y se escucharon las conclusiones y las pretensiones de las partes, de inmediato, el tribunal dicta la sentencia íntegra y oral. 



La deliberación en el procedimiento de flagrancia no es la regla. No obstante, es posible que el tribunal difiera su dictado para excepcionalmente deliberar y dictar la resolución cuatro horas después de que el debate finalice.




Excepcionalmente, la exposición del fallo podría demorarse hasta veinticuatro horas después de la finalización del juicio. 




En ambos supuestos, el juez o la jueza debe justificar la decisión de postergar la exposición inmediata del fallo y debe informar a las partes la hora en que se hará.




La sentencia debe contener todos los requisitos establecidos en el numeral 363 procesal, y el tribunal la debe emitir aunque las partes no comparezcan, a la hora y fecha señaladas o en el tiempo indicado. Con la exposición oral del fallo, se notifica a las partes de su contenido, y el plazo para recurrir inicia su decurso.




Conforme a lo que dispone el Protocolo de actuación del procedimiento de flagrancia, aprobado por la Corte Suprema de Justicia, el tribunal debe elaborar un documento escrito en el que indique el número, fecha, hora y tribunal que dicta la sentencia, así como los hechos probados y la parte dispositiva o por tanto del fallo.




Además, en virtud de la sugerencia emitida por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 017-2020, celebrada el 3 de marzo de 2020, en el artículo XLIX, el tribunal debe transcribir las sentencias dictadas oralmente con una duración superior a dos.



IV.- Solicitud e imposición de medidas cautelares




En el procedimiento expedito de flagrancia, la imposición de medidas cautelares es procedente desde su inicio. Sin embargo, estas solo pueden ordenarse, en principio, por un plazo máximo de quince días hábiles, el cual resulta acorde con la duración dispuesta para el trámite de la causa en esta vía.




Al amparo de la norma supletoria contenida en el numeral 436 y lo dispuesto en el artículo 258, ambos del CPP, el plazo ordinario o inicial indicado para la imposición de la prisión preventiva en el procedimiento de flagrancia puede ser prorrogado por el tribunal de juicio, por el plazo estrictamente necesario y de oficio para asegurar la realización del debate.




El artículo 258 antes mencionado establece, en el párrafo segundo, un plazo extraordinario para la medida cautelar privativa de libertad que el tribunal de juicio puede ordenar, aun de oficio, al dictar sentencia condenatoria.




v.- Duración del proceso. El procedimiento expedito para los delitos en flagrancia consiste en un trámite célere que tiene previsto un plazo de quince días hábiles desde que inicia hasta la celebración de la audiencia prevista en el numeral 428 del CPP por parte del tribunal de juicio.




Ese plazo es ordenatorio y no perenterio, lo que significa que su incumplimiento no acarrea sanción procesal alguna. Si el plazo se extiende más allá de los quince días hábiles, eso no acarrea, per se, la ineficacia de las actuaciones o de la sentencia. La única sanción prevista para la inobservancia de ese plazo es de índole disciplinaria administrativa, para el funcionario o la funcionaria que causó el atraso. 




La ley establece que el pazo de duración del procedimiento (15 días hábiles) corre desde que inicia y hasta la celebración de la audiencia por parte del tribunal. Conforme con la norma supletoria o regla de remisión, el debate puede celebrarse en varias audiencias continuas y puede suspenderse por las causas expresamente establecidas (artículos 436 y 336 del CPP). 




De esta manera, el plazo finaliza con la celebración de la primera parte de la audiencia que ordena la apertura a juicio de la causa o la realización del juicio, el cual debe iniciar de inmediato y puede suspenderse y continuarse, cuantas veces sean necesarias y por un plazo máximo de 10 días, bajo las presupuestos legales que lo permiten.




Los 15 días hábiles que ordena el numeral 436 antes indicado constituyen un plazo inicial que, por las circunstancias permitidas por la ley, podrían extenderse de manera razonable, fundamentada y por el tiempo estrictamente necesario. 




La extensión del plazo por razones legales no faculta al tribunal a declinar su competencia para conocer la causa y ordenar su envío al procedimiento ordinario. Tampoco genera la ineficacia del debate, ni de la sentencia.
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Dr. Erick Núñez Rodríguez



Sub Jefe Defensa Pública 



Poder Judicial



Estimado Señor:



Reciba un cordial saludo. En atención a la solicitud de criterio respecto al Manual Práctico para la Aplicación del Procedimiento de Flagrancia se plantean las siguientes observaciones; 




Se debe resaltar la iniciativa desde la presidencia de la Comisión de Flagrancia de unificar la forma de Trabajo de los despachos que tramitan este proceso, es bien sabido por todos que cada de despacho tiene su forma particular de tramitar las causas de Flagrancia. A pesar de que estamos ante un mismo proceso la practica ha llevado a que se empleen formas de trabajo particulares que no están preceptuadas en el ordenamiento jurídico. Por lo que resulta relevante unificar los criterios en relación con la forma de trabajo en Flagrancia. Ahora bien, considero oportuno realizar una serie de aportes con el fin de quien da lectura al manual tenga una mayor claridad al momento de abordar una causa en Flagrancia ya sea desde un punto de vista práctico, así como doctrinal. De seguido se plantean las siguientes consideraciones;



1.- Considero que se debe abordar de manera más amplia la forma en que inicia la causa o el proceso en Flagrancia, en esta primera parte del proceso participa de forma activa el Ministerio Público y la Defensa quienes de forma conjunta reciben la denuncia, el parte y los datos de identificación, dicha información se graba en audio y video, en la denuncia se pone en conocimiento de derechos a la víctima, se realiza con todas la formalidades legales, así en la toma de datos de identificación se le expone al imputado los hechos que se le acusan, se le pone en conocimiento de derechos y deberes del cara al proceso penal, en esa primera parte del proceso la defensa pregunta al ofendido y el imputado tiene la oportunidad de dar una versión de los hechos. En este caso estamos ante un manual práctico del proceso por lo que considero importante ampliar este apartado y que el mismo se asocie con los numerales 71, 279, 280 del C.P.P en cuanto a derechos de la víctima, a la denuncia y su contenido. Igualmente, en cuanto a los derechos y deberes del imputado, estos regulados en los numerales 82, 83, 91, 92, 93, 94, 95, 96, 97 y 425 todos del C.P.P. En cuanto a la entrevista al oficial actuante esta debe ser recibida bajo las formalidades de la recepción de prueba como testigo. En el manual hay poca referencia sobre este tema, solamente en las páginas 25 y 30 ambos en los párrafos finales hay una mención a ello. Resulta indispensable ahondar este tema con el fin de que el lector tenga un mejor panorama con relación al proceso y la forma como inicia una causa en Flagrancia. 



2.-En el punto IV.- 3. 1. Cuando la persona autora es sorprendida cometiendo el hecho típico, dice “….Sucede cuando la persona es descubierta ejecutando actos directamente encaminados a la realización de la conducta tipificada como delito, en el Código Penal o en leyes especiales….”. 



Debe ser corregido este párrafo, ya que los actos directamente encaminados a la realización de un hecho podrían ser desistidos y no ser típicos o violentar un bien jurídico diferente del delito que pretendía cometer. Lo correcto sería indicar que el presupuesto que se desea señalar es cuanto el autor del hecho delictivo inicia la fase de ejecución, ya que es discutible incluso el delito que se podría cometer en ese momento,  ejemplo, cuando una persona llega al sitio donde desea cometer un asalto, portando una arma de fuego prohibida, y desiste del mismo. Obviamente no podría tener tan claro el tema de la flagrancia del delito de robo.



3.- En el manual se presentan una serie de ejemplos, propiamente en las consideraciones de los Supuestos que Constituyen Flagrancia, hay ejemplos que si bien podrían ser considerados hechos en Flagrancia no se apegan a una realidad práctica y podrían llevar a confusión al lector. En el ejemplo IV.-3-1.1 (pág. 9) ejemplo sobre Homicidio. Si bien es un ejemplo de un caso en Flagrancia resulta poco probable que esto puede ser llevado a la práctica pues la investigación del caso desnaturalizaría el proceso mismo. En un caso de homicidio es necesario llevar a cabo una serie de actos de investigación como una autopsia, dictámenes periciales al arma, las pruebas de balística, de parafina, examen mental obligatorio al imputado, etc. lo cual difícilmente se completaría la investigación en el plazo de los quince días que dura un trámite de flagrancia, esto sobre las generalidades de un caso de homicidio. En igual sentido, el ejemplo IV.-3.1.2 que se avoca a un delito contra la vida tentado, bajo ese escenario es necesario un dictamen médico legal a la víctima que por los plazos, las secuelas y valoraciones finales del ofendido hacen que no sea un claro ejemplo de cómo tramitar una causa en Flagrancia, los ejemplos de los casos IV.-3.2.1 y IV.-3.2.2 (pág. 12) no son hechos comunes dentro del proceso de Flagrancia. Otro caso de Homicidio y de investigación aún más compleja se ubica en la pág. 15 IV.-3.4.3. Los ejemplos anteriores si bien pueden ser casos en Flagrancia caben más dentro de la excepción del numeral 422 del C.P.P “…. En casos excepcionales, aun cuando se trate de un delito Flagrante, se aplicará el procedimiento ordinario cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel…”.  Sobre este tema ya hay jurisprudencia vertida, propiamente la resolución 475-2019 del 17 de septiembre de 2019 (es el caso del homicidio en Liberia). Los ejemplos aportados en el manual pueden encajar más bien en las situaciones que no constituyen Flagrancia pues requieren de elementos más complejos de investigación, estos ejemplos pueden llevar a confusión al lector ya que no todos los casos pueden ser conocidos a través de esta vía expedita de Flagrancia.



Si bien en el Manual hay ejemplos muy típicos de Flagrancia como el caso del hurto de desodorantes o bien el proceso por desobediencia a la autoridad se podrían agregar casos de conducción temeraria, delito muy recurrente en Flagrancia y que puede ser un ejemplo más práctico, otro caso que puede servir de ejemplo son los delitos de Robo Agravado, muy comunes por participación de dos o más personas o bien por uso de arma. Estos ejemplos resultan más acordes a la realidad de Flagrancia.



4.- En el punto sobre los casos que no constituyen Flagrancia hay un error de redacción en el punto IV.-5.1, (Pág. 16) la frase indica “… horas y días antes...”, lo correcto es “…. horas y días después…”. 



5.- En el análisis de las causas que no deben ser tramitadas en flagrancia se limita a tipos de delitos poniendo como ejemplo los delitos continuados, más allá de una valoración acerca de tipo de delito, también se han emitido criterios respecto de la duración de la sentencia, ya que independientemente del tipo de delito, la prueba a analizar es un parámetro para identificar si una causa debiera o no ser tramitada en flagrancia. (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, II Circuito Judicial de SJ, resolución 2013-2398 de las 8:42 del 18 de octubre de 2013).



6.- En cuanto al punto VI. Denominado Generalidades del proceso expedito de Flagrancia (pág. 22) se expone en el manual que el proceso de flagrancia se compone de dos etapas, en la primera de ellas se realiza la audiencia inicial y la continuación de audiencia, en una segunda etapa el contradictorio, esta aseveración se apoya en los numerales 428 y 435 del C.P.P. Corresponde al Ministerio Público otorgar el plazo de 24 horas a la Defensa para la preparación de su estrategia y una vez que se haya cumplido este plazo y la defensa se haya constituido se procede a realizar la audiencia inicial y a su vez la continuación de esta audiencia, el debate al ser una segunda etapa debe ser llevado a cabo superada la primera parte es decir en otra fecha, esta forma de tramitación que prevé el mismo ordenamiento jurídico discrepa de la Circular de Corte 101-2020 la cual en lo que interesa indica “…..2.3.- Flagrancia. Los servicios que se deben desarrollar son los siguientes en atención de la emergencia sanitaria nacional provocada por la enfermedad del COVID-19 a partir del 16 de mayo, salvo orden en contrario, son: f) una vez concluida la continuación de la audiencia inicial se procederá a realizar el juicio de manera inmediata…”. Si bien la Circular 101-2020 está desarrollada a partir de la emergencia sanitaria lo cierto es que aún no tenemos una fecha cierta en la cual podamos retornar a la normalidad. Por lo que en este caso se debe definir cuál sería la forma de tramitación pues hay dos criterios que se contraponen. 



Preocupa que bajo este escenario pareciera que no resultaría procedente que el Ministerio Público otorgue estas 24 horas a la defensa, se remita la causa a un Tribunal de Flagrancia, una vez superado este plazo se realiza la audiencia inicial, en ese mismo momento la continuación de la audiencia y partiendo de esta Circular de Corte el debate. Se contrapone uno y otro criterio por lo que de previo a la aprobación de este manual se debe definir cual criterio va a imperar. Es de destacar que se esta haciendo ver al Ministerio Público que en caso de no requerir ninguna medida cautelar puede citar al imputado, situación que en muchos despachos no se da. 



En el mismo sentido resulta de interés definir algunas situaciones previas a la implementación de este manual como forma de trabajo, se debe aclarar que va a pasar las causas nuevas que inician los días viernes, como ejemplo; una causa inicia un viernes en horas de la mañana, otorgando la fiscalía este plazo de 24 horas, tiene interés en solicitar medidas cautelares, los mismos vencerían el sábado (solo dos oficinas de Flagrancia trabajan sábados), es decir el usuario tendría que permanecer viernes, sábado, domingo y aun horas avanzadas de lunes para que se resuelva su situación jurídica y aún sin considerar el tiempo antes de que la causa llegará al Ministerio Público. Ésta es precisamente la razón por lo que en la práctica no puede ser el M.P. el que de el plazo, ya que expresamente el que puede dar es de 24 horas. Es el Tribunal - actuando como juez de garantías - el que ha fijado y debe seguir fijando el plazo para completar la investigación de la defensa para estructurar su estrategia.



Este apartado, respecto del plazo establecido en el numeral 425 del CPP no puede equipararse al plazo establecido en el artículo 37 de la Constitución Política. Si bien la Defensa Técnica puede requerir el plazo de las 24 horas tal como lo establece el artículo 425 del CPP para preparar la prueba que así considere, no se debe confundir este plazo con el establecido en la Constitución Política en su artículo 37. Hay que retomar que previo al plazo del numeral 425 hay un plazo concedido al Ministerio Público en el numeral 37 de la Constitución Política, por lo que la situación jurídica no se le puede definir a una persona después de haber transcurrido mas de 45 horas. 





Esto por cuanto cada uno de ellos viene a resguardar un derecho constitucional distinto, el numeral 37 de la Constitución Política resguarda la garantía que toda aquella persona detenida por la comisión de un delito se resuelva su situación jurídica ante un juez de garantías. Mientas que el numeral 425 del CPP resguarda el Derecho a la Defensa Técnica manifestada en la búsqueda de elementos probatorios para la discusión de su caso.




Siendo que no se pueden equiparar dichos plazos, ni mucho menos otorgar una facultad jurisdiccional a un fiscal, esto por cuanto devendría en inconstitucional que un fiscal resuelva la situación jurídica de una persona detenida. No impide que el Ministerio Público otorgue dicho plazo a la Defensa Técnica de las 24 horas, y esta causa sea conocida por tribunal competente, siendo insustituible la garantía constitucional establecida en el artículo 37 de la Constitución Política. La resolución 2014016534 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia del 8 de octubre de 2014 sobre la garantía constitucional establecida en el numeral 37 citado.



Respecto de la administración de justicia el artículo 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial es clara al indicar a quienes se les ha asignado esta facultad constitucional, y evidentemente queda limitada a los jueces resolver la situación jurídica de una persona que se encuentra detenida.



La intervención de la Defensa Técnica no puede quedar quedar limitada a dar una mera asesoría, esto en el entendido que para ejercerla se requiere de un tiempo prudencial para su ejercicio. Es decir, no se puede quedar falto de contenido el derecho a una defensa técnica, tal cual lo establece el artículo 39 de la Constitución Política.



El Tribunal Penal debe conocer y resolver la situación jurídica de la persona detenida independiente del plazo establecido en el numeral 425 CPP, la Defensa Técnica jamás podría posponer el conocimiento de la causa ante juez competente. 



Pareciera ser que se le permitiría al juez, aún vencido el plazo establecido en el numeral 37 constitucional, rechazar el conocimiento del asunto, y esto es inconstitucional.



Si se interpretara que el plazo del 425 CPP es igual al plazo del artículo 37 CP se estaría contraviniendo no sólo la supremacía constitucional, sino que además las reglas de interpretación contenidas en el artículo 2 del Código Procesal Penal, en donde las disposiciones legales que coarten la libertad o limiten el ejercicio de un poder o derecho están prohibidas. 



7.- Uno de los aspectos que llama mucho la atención es lo indicado en el primer párrafo de la página 37, básicamente señala “…...si el caso puede ser sometido al procedimiento expedito, y la fiscalía no lo solicita, el juez o la jueza penal de la etapa preparatoria del procedimiento ordinario puede válidamente declarar su incompetencia material para conocer la causa y ordenar el reenvío a la fiscalía para que lo someta al proceso de flagrancia…”. Esta afirmación no cuenta con asidero legal que la respalde pues únicamente remite a la consecuencia administrativa. Si el Ministerio Público ha remitido la causa al proceso ordinario se entiende que la misma no cumplía con los requisitos para que fuese conocido en esa sede lo cierto es que no se podría retrotraer el proceso a una etapa y un proceso precluido por cuanto Flagrancia habla de una celeridad que se perdería con esta práctica, de hecho para que la causa sea conocida por un juez de la etapa intermedia debería mediar una requisitoria fiscal y representaría iniciar el proceso pero ahora en sede de Flagrancia e iniciar en desde cero por cuanto no se toma la causa en forma oral a diferencia del ordinario que es escrito, necesariamente debe haber un cambio en los intervinientes del proceso (Defensor y Ministerio Público), puede pasar un tiempo importante entre el hecho flagrante y la celebración de la audiencia ante un juez de la etapa intermedia por lo que remitir la causa a Flagrancia llevaría una duplicidad de gastos a la administración de justicia, considero que esta parte no debe formar parte del manual. 



También hay que considerar en caso de que la persona se encuentre privada de libertad por un tema de plazos los cuales difieren entre el proceso ordinario y flagrancia. Otro elemento es que al no ser una audiencia propia de flagrancia no se podría discutir su competencia, seria prácticamente una decisión unilateral del Juzgador de la etapa intermedia limitando con ello el derecho de las partes a adversar la resolución.  



8.- Otro de los elementos que considero que no se deben forma parte del manual se ubica en la pág. 42, propiamente en el párrafo 5°, que indica “…. una vez autorizada la aplicación del procedimiento de flagrancia, el tribunal asumirá la competencia para conocer del asunto, la cual conforme al principio de indeclinabilidad de la competencia, no podrá ser posteriormente declinada, aunque la finalización del caso sobrepase el plazo de quince días…”. Si bien se respeta el argumento el mismo carece de un adecuado sustento práctico y legal, en el tanto un juez a partir de la diferente prueba que se ha solicitado no podría declararse incompetente después de la audiencia inicial, en este caso estaríamos ante un proceso que una vez que ha superado la audiencia inicial se mantendría por el lapso que sea necesario en Flagrancia irrespetando con ello los mismos principios del proceso, según este principio o criterio. 



El juez o la jueza de la parte intermedia no puede enviar el caso al procedimiento al procedimiento expedito de flagrancia, por la sencilla razón de que su actividad está reglada por el artículo 319 del C.P.P. y dentro de las resoluciones posibles en la fase intermedia, no existe esta posibilidad. Véase al respecto artículos 3126, 318 y 319 del código citado.



Ante el Ministerio Público y ante el Juez de Flagrancia se pueden plantear una serie de elementos de prueba que pueden no estar disponibles para la audiencia inicial en virtud de que el plazo de 24 horas es muy corto, por ejemplo el caso de las pericias, una vez recabada la prueba, de la cual se debe dar un plazo, se puede solicitar adición y aclaración o bien se puede impugnar, esto en la práctica día se gestiona pero el resultado de la prueba tarde en llegar por lo que una vez que se supera la audiencia inicial se declina la competencia porque la causa no está lista para ser acusada. 



Precisamente, porque la prueba de la defensa es de suponer que no se puede recopilar en 24 horas, es que la práctica ha constituido la norma consuetudinaria de que sea el Tribunal el que fije el plazo, ya que el Ministerio Público solo lo puede hacer por 24 horas. Acto en el cual el Tribunal actúa como Juez de Garantías, velando por un sano y libre ejercicio de la defensa.



Dentro de las posibilidades que tiene la defensa técnica se nota la ausencia del derecho a solicitar el Sobreseimiento Definitivo de conformidad con lo establecido por el artículo 311 del C.P.P. por lo que considero se debe agregar al manual.



9.- Un análisis que violenta el principio de imparcialidad, objetividad, el numeral 96 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como el numeral 55 del Código Procesal Penal es el indicado en la página 48, el mismo indica “ en observancia de los principios de objetividad e imparcialidad, si la persona juzgadora que intervino en la primera parte de la audiencia ha emitido criterio de la probabilidad de la comisión del hecho por parte de la persona sospechosa, no debe integrar el Tribunal que realizará el debate. Sin embargo, podría integrarlo, si solo se ha limitado a valorar la existencia de flagrancia (la negrita no es del original)”. Para un juez que le es puesta en conocimiento una causa nueva para realizar una audiencia inicial le resultaría imposible no emitir criterio con relación al tema de la probabilidad, es necesario para la admisión de la competencia que el juez escuche los hechos y determine si una relación entre el hecho típico puesto a conocimiento y el sospechoso, el mismo numeral 236 indica “…. habrá flagrancia cuando el autor de un hecho punible sea sorprendido…...”. Es decir, para admitir la competencia el juzgador debe necesariamente hacer un análisis de probabilidad de participación, si el juez determina que no hay probabilidad debe declinar la competencia, no es posible conocer la solicitud de competencia sin que necesariamente existe un criterio de probabilidad, van ligados, no puede limitarse a un análisis de modo, forma y lugar, es imprescindible analizar si ese sospechoso tuvo relación con el hecho cometido en flagrancia. Pareciera que el tema de probabilidad lo avoca al numeral 239 del C.P.P en cuanto al tema de la prisión preventiva pero no se debe limitar a ella, el juez emite criterio desde que escucha la solicitud de competencia bien sea admitiéndola o negándola, hay un análisis de los hechos, sea que la persona fue sorprendida en el momento de cometer el hecho delictivo, instantes después, bajo una persecución o bien con elementos que lo relacionan con un delito. Lo cierto es que no se puede hacer una separación entre el hecho flagrancia y el grado de participación o probabilidad.



El artículo 107 LOPJ establece las competencias del juez penal, quien conocerá de los actos jurisdiccionales de los procedimientos preparatorio e intermedio, y en su párrafo final establece: "Se procurará que un mismo funcionario no asuma ambas etapas en un solo proceso, salvo por la cantidad de asuntos de los que conoce, el despacho esté integrado por un solo juez". Siendo que los tribunales de flagrancia están todos compuestos por cuatro jueces quienes llevan a cabo la etapa preparatoria, y la etapa de juicio.



Esta redacción contraviene lo dispuesto por el artículo 173 LOPJ a falta de norma expresa sobre jurisdicción o competencia, se aplicará lo dispuesto en los códigos y leyes procesales respectivos.



Es decir, se deberá estar a lo establecido en el Libro I del Código Procesal Penal, Procedimiento Ordinario, donde se establece claramente la separación entre aquellos jueces que conocen de la etapa intermedia y la etapa de juicio. El Libro II Título VIII no hay una excepción para que aquellas personas sometidas al Procedimiento Expedito para los Delitos de Flagrancia sean juzgadas por el mismo juez que conoce de la etapa intermedia, y por ello, la interpretación en ese sentido es inconstitucional. 




10.- En la página 43 hay un error material, se consiga el art. 3030, lo correcto es el numeral 303 del Código Procesal Penal.  



De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado.



Atentamente:



Stwart Salgado Vindas



Coordinador de Flagrancia



Defensa Pública de Flagrancia 



San José, 27 de julio de 2020




















image5.emf


Microsoft Word 97 -  2003 Document






Microsoft Word 97 - 2003 Document






I.- INTRODUCCION.




El presente documento constituye un manual práctico dirigido a quienes intervienen en la investigación, tramitación y resolución de las causas penales que por disposición legal, deben ser sometidas al “Procedimiento Expedito para los delitos en flagrancia”, a fin de que reciban una atención especializada, que se caracteriza, fundamentalmente, por su celeridad.





Para lograr el objetivo planteado resulta imprescindible iniciar esta herramienta, haciendo referencia al significado o acepción de la palabra “flagrancia”, así como al contenido del concepto jurídico en la legislación procesal penal vigente. 




A fin de intentar una mayor comprensión de lo que se debe considerar flagrancia o delitos en flagrancia, respecto a cada circunstancia o situación que prevé la legislación se expondrán algunos supuestos a modo de ejemplo.




De seguido, se hará referencia a algunas situaciones que, aunque lo parezcan, jurídicamente no constituyen delitos en flagrancia.





Continuará la exposición mencionando los delitos que pueden ser investigados y juzgados a través de este procedimiento especializado, así como las investigaciones que no pueden ser sometidas a él.




Luego, se hará referencia a las generalidades de este procedimiento especial y a las características que lo asemejan o diferencian de otros procedimientos también regulados en el Código Procesal Penal vigente.




Finalmente, se explicarán los pasos que deben seguir, desde el inicio del trámite, y hasta su culminación con el dictado de una sentencia legalmente válida. En relación a ello se hará referencia a la eventual intervención de la ciudadanía o de personas integrantes de los cuerpos policiales, que no son parte procesal pero tienen una participación primordial en el procedimiento, y luego, a intervención de las personas funcionarias del Ministerio Público, abogados y abogadas de la defensa pública y/o privada, del actor o actora y demandado o demandada civil, querellante y querellado o querellada, e integrantes de los tribunales de flagrancia. 




Al explicar cada uno de los temas señalados, se transcribirán, analizarán, comentarán y relacionarán, los artículos del Código Procesal Penal, Ley Orgánica del Poder Judicial y de Ley de Justicia Restaurativa (CPP, LOPJ y LJR, respectivamente en el desarrollo del texto) que los regulan.




II.- JUSTIFICACIÓN.




El "Procedimiento Expedito para los delitos en flagrancia" es un procedimiento especial (al igual que lo son el abreviado, el previsto para los asuntos de tramitación compleja, delitos de acción pública, la aplicación de medidas de seguridad, el juzgamiento de los miembros de los supremos poderes, las contravenciones, asuntos de crimen organizado y revisión de la sentencia) que regula el Código Proceso Penal costarricense.




 A ese compendio normativo se introdujo dicho procedimiento, mediante la “Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes”, número 8720, del 4 de marzo de 2009, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 77 del 22 de abril 2009, que entró a regir el 22 de octubre del mismo año de su promulgación, pues el código no lo contempló desde su creación pese a que estableció desde entonces, el concepto jurídico de “flagrancia”.




Antes que la ley 7594 (CPP) lo contemplara, el Código de Procedimientos Penales de 1973, de manera muy similar a la actual, regulaba las circunstancias o situaciones que determinaban la existencia de flagrancia, delitos en flagrancia o delito flagrante (como indistintamente se le llama), y establecía para ellos el procedimiento de citación directa a fin de darles un trámite más ágil y expedito; aunque en la práctica no siempre se logró la celeridad deseada.





Si bien el actual Código Procesal Penal -vigente desde el 1° de enero de 1998- como ya se dijo, desde su promulgación contempló el concepto de flagrancia, omitió legislar un trámite específico para las causas en las cuales las personas sospechosas fueran sorprendidas cometiendo el delito, inmediatamente después de ejecutarlo, mientras eran perseguidas, o mientras mantuvieran objetos o rastros que hicieran presumir vehementemente que acaban de participar en un hecho ilícito. 




Fue por lo anterior que durante más de una década (del 1° enero de 1998 al 22 de octubre de 2009) los asuntos en los que las personas sospechosas de cometer algún delito eran sorprendidas in fraganti, en flagrante delito o en flagrancia, a pesar de la poca investigación que sus causas penales requerían, se tramitaban también mediante el procedimiento ordinario, con los mismos plazos, las mismas etapas procesales y los mismos recursos impugnaticios que el éste  tiene dispuestos; tornándose esos procesos innecesariamente largos, y provocando que se les mantuviera activos, formando parte de los altos circulantes de las fiscalías, juzgados penales y tribunales de juicio, por mucho más tiempo del requerido, pues el procedimiento ordinario está previsto y dispuesto para aquellas causas que son más complejas, de más difícil y lenta investigación, y que requieren un plazo más amplio para su resolución.





Han transcurrido más de diez años desde que la “Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes” entró a regir estableciendo reglas claras para dar un tratamiento ágil, sencillo, rápido y eficaz, a los casos de delitos en flagrancia. Sin embargo, su aplicación, por falta de una oportuna y adecuada capacitación a los operadores del sistema y de la facilitación de un manual práctico o una guía que permitiera a cada persona interviniente entender correctamente lo que debe hacer, cómo, y cuándo, quedó a merced de la interpretación que cada uno o cada una le ha dado; generando que la celeridad, que fue el objetivo que se planteó con esta regulación especializada, en muchas ocasiones, no haya sido completamente alcanzado. 




Sumado a lo antes dicho, la divergencia de criterios sobre la procedencia o no de la aplicación de ese procedimiento especializado, en determinados supuestos ha propiciado que el mismo no se utilice o se desista, aunque sea aplicable.




Es hora, entonces, de hacer un alto en el camino y repasar lo que señala la ley, analizarla y entenderla, para hacer posible la aplicación uniforme de ese procedimiento por sus intervinientes en todos los despachos judiciales del país, y a partir de ello, lograr un uso más cuantitativo, así como la celeridad pretendida en el juzgamiento de esos casos sencillos, de fácil investigación y resolución; pero, sin dejar de lado el respeto y observancia de los principios, derechos y garantías, sea, el  debido proceso. Fundamentalmente, el derecho a la debida defensa técnica y material y al principio de tutela judicial efectiva para todas las partes intervinientes. 




Teniendo en mira lo antes expuesto, desde el Despacho de la Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia  y Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, se pone a disposición de las personas operadoras y profesionales usuarias del sistema penal costarricense, este “Manual práctico para la aplicación del procedimiento de flagrancia", con la esperanza de que resulte de gran ayuda para orientar su aplicación, lograr los objetivos propuestos por la ley que lo creó, y hacer realidad los principios constitucionales de una justicia pronta, cumplida y efectiva, para las personas involucradas en un conflicto penal que puede resolverse por esta vía célere.




III.- OBJETIVOS.




III.- 1. Objetivo General.



Confeccionar el “Manual Práctico para la Aplicación del Procedimiento Especial de Flagrancia” que sirva de instructivo sencillo a las personas agentes de los distintos cuerpos policiales, profesionales del Ministerio Público y la Defensa Pública, juzgadoras, y demás intervinientes en el “Procedimiento Expedito para los delitos en flagrancia”.




III.- 2. Objetivos Específicos.



III.- 2. 1. Lograr una mejor compresión de lo que debe entenderse por flagrancia para que en todas las causas penales en que conforme a ley ésta exista, se proceda a la aplicación del procedimiento especialmente creado para ellas -salvo aquellas que, por la excepción contemplada legalmente, no resulte posible-.




III.- 2. 2. Explicar los pasos que debe dar y seguir cada interviniente en el procedimiento especialmente creado para los delitos flagrantes.




III.- 2. 3. Promover un mayor y más eficaz uso del procedimiento expedito, para hacer realidad el principio constitucional de justicia pronta y cumplida, sin dejar de lado el debido proceso.





IV. SIGNIFICADO Y CONCEPTO JURIDICO DE FLAGRANCIA.




IV.- 1. Significado de la palabra flagrancia.



Qué es flagrancia?. El Diccionario de la Real Academia Española señala que la palabra deriva del latín flagrante, que a su vez significa: /Que flagra./Que se está ejecutando actualmente./De tal evidencia que no necesita pruebas./En el mismo momento de estarse cometiendo un delito sin que el autor haya podido huir./.




En similar sentido, el Diccionario Enciclopédico Océano Uno, define “flagrante” indicando: “Que flagra. Que se está ejecutando actualmente, o es de tal evidencia que no necesita prueba.”. 



Asimismo, el Diccionario Jurídico Elemental del Dr. Guillermo Cabanellas Torres, define "flagrante" como "lo que se está ejecutando o haciendo en el momento actual". Referido al delito, indica que flagrancia es: "hecho delictivo que se descubre en el momento mismo de su realización; y cuya comisión en público, ante diversos testigos, facilita la prueba y permite abreviar el procedimiento.".




A partir de las definiciones expuestas, se entiende que hay flagrancia cuando un hecho o un suceso está sucediendo o recién acaba de suceder y su descubrimiento es inmediato. Al ejemplificarse con un incendio, se dice que hay flagrancia cuando es descubierto aún en llamas, ardiendo, caliente o humeante, de forma tal que no cabe duda que acabar de suceder.




IV.- 2. Concepto jurídico de flagrancia.



El Código Procesal Penal no define lo que debe entenderse por flagrancia.




En su lugar, plantea cuatro situaciones o circunstancias en las que se debe considerar que existe. Al respecto, el artículo 236, literalmente, dispone:




"Flagrancia. Habrá flagrancia cuando el autor del hecho punible sea sorprendido en el momento de cometerlo o inmediatamente después, o mientras sea perseguido, o cuando tenga objetos o presente rastros que hagan presumir vehementemente que acaba de participar en un delito."




Tanto por la acepción de la palabra como por los dos primeros supuestos contenidos en la anterior disposición normativa, por flagrancia se debe entender la circunstancia de que una persona sea “sorprendida” cometiendo un delito o inmediatamente después de cometerlo. Esto es lo que popularmente se conoce como encontrar a alguien “con las manos en la masa”. 




Además, la norma contempla otras dos circunstancias en las que, por la situación o forma como es “sorprendida” la persona, se puede considerar sin necesidad de realizar mayor investigación, que es quien acaba de ejecutar, o intentó cometer, un hecho delictivo que ocurrió o trató de ejecutar, muy poco tiempo antes.




Para que exista flagrancia, además, es requerido que la persona sospechosa sea aprehendida en el mismo lugar del suceso o muy cerca de él, y que haya una estrecha proximidad temporal entre la comisión o tentativa de ejecución, y la detención. A continuación se explican las situaciones o circunstancias que constituyen flagrancia.




IV.-3. Supuestos que constituyen flagrancia.




De la norma procesal transcrita en el aparte anterior, se derivan cuatro situaciones en las que se debe considerar que una persona fue sorprendida in fraganti, en flagrante delito o en flagrancia.  A saber, las siguientes:





IV.- 3. 1. Cuando la persona autora es sorprendido cometiendo el hecho típico. 




Esto es, cuando la persona es descubierta ejecutando actos directamente encaminados a la realización de la conducta tipificada como delito, en el Código Penal o en leyes especiales.




Que la persona sea sorprendida cometiendo el hecho punible implica que sea percibida a través del sentido de la vista, por la propia víctima u otra persona o personas, en el sitio y momento mismos en que lo ejecuta.




Pero, además, es requisito que la aprehensión se realice de inmediato o muy poco tiempo después (si logra huir); debiendo existir una estrecha proximidad temporal y/o espacial, entre el hecho, y la captura de quien lo ejecutó o intentó consumar.




En este supuesto, el delito puede estar consumado o quedar tentado por la intervención de una tercera persona que impide su consumación, sea ésta o no, quien descubre a la persona en el lugar y momento en que está cometiendo el ilícito.  




Como ejemplos de este supuesto, se exponen los siguientes casos hipotético:




IV.- 3.1.1. En el momento que A ingresa a la habitación de B, observa a C disparar un arma de fuego hacia la humanidad de B, quien dormía sobre su cama, y producto del impacto del proyectil, fallece. De inmediato, C es aprehendido por A, en la misma habitación donde cometió el hecho delictivo.




En este ejemplo, A ve a C cometiendo el homicidio y de inmediato lo aprehende, en el mismo lugar que realiza la acción típica. Pero, también habría flagrancia si la persona autora es aprehendida en cualquier otro aposento de la vivienda o cerca de ella, lo mismo que si huye y es perseguida sin que sea perdido de vista en ningún momento.




IV.-3.1.2. D dispara en una ocasión contra F, para acabar con su vida. Al notar que la víctima fue herida, pero continúa con vida, D se dispone a disparar por segunda ocasión; momento en el que interviene G, quien le arrebata el arma a D, impidiéndole que vuelva a disparar y mate a F. Seguidamente, D es detenido, en el sitio del suceso o cerca de él.




Al igual que en el ejemplo anterior, la persona autora del hecho es vista por G, quien con su intervención impide que el delito se consuma, quedando tentado.




Indistintamente que la detención se produzca en el mismo lugar donde se llevó a cabo la acción u otro cercano, habrá flagrancia porque la persona actora fue observada en el momento que intentaba provocarle la muerte a la víctima; sin que importe que la aprehensión sea ejecutada por quien la vio cometer el hecho, o un tercero, siempre que no haya transcurrido mucho tiempo desde la comisión del hecho.




IV.- 3.1.3. H toma entre sus manos, de la góndola del supermercado donde se exhibe, un desodorante, que de inmediato esconde entre sus vestimentas con el propósito de sustraerlo sacándolo del negocio sin pagar.  En el momento que oculta el bien, una persona que labora en el negocio observa a H, e informa a la seguridad del establecimiento lo sucedido. H se dirige a la salida del establecimiento, sobrepasa las cajas registradoras sin pagar el desodorante, por lo que la puerta de salida es retenido por oficiales de la seguridad privada del establecimiento, quienes le impiden llevarse el bien.




Se trata este ejemplo, de un hurto simple tentado, en el que la persona autora es percibida por un empleado del negocio cometiéndolo, y los oficiales de la seguridad le impiden consumarlo. En el mismo escenario del suceso (salida del supermercado) y cuando aún está agotando la etapa de consumación del hecho, la persona sospechosa es aprehendida. 




IV.-3.1.4. Una persona es encontrada y aprehendida por la policía administrativa dentro de la vivienda a la que tiene prohibido ingresar, por orden de juez o jueza competente, que le fue notificada personalmente.




También en esta hipótesis, la persona sospechosa es vista u observada realizando la acción típica (desobedecer), por los oficiales de la policía, quienes en el lugar donde aquel comete la acción, y en el acto mismo en que la está cometiendo, la detienen.   





IV.-3.2. La segunda situación contemplada en la norma como constitutiva de flagrancia, es cuando la persona que realiza la acción típica es sorprendida inmediatamente después de cometer el hecho.




Esta hipótesis es similar a la anterior. Requiere que la persona autora de la acción típica sea percibida por el sentido de la vista de la víctima u otra persona, tan pronto cometió el delito. Se diferencia del primer supuesto porque en éste la persona sospechosa ya agotó todas las etapas del iter criminis y consumó el delito (inmediatamente después de cometerlo), mientras en aquel, como se expuso y ejemplificó, pudo no haber consumado aún el delito, quedando el mismo tentado, por la intervención de un tercero que lo impide.




Al igual que en el primer supuesto, la aprehensión de quien realiza la acción delictiva debe ejecutarse en el sitio del suceso o muy cerca de él, con una relación temporal muy estrecha entre la realización del hecho y la detención, la cual puede ser realizada por la propia víctima, por quien lo vio, o por otra persona o personas; siempre que haya una proximidad espacial y temporal entre el hecho y la detención. 




IV.- 3.2.1. El ejemplo más clarificador de esta circunstancia que señala la doctrina, es que la persona que realiza la acción prohibida no es observada disparando, pero, inmediatamente después que se escucha el disparo, se le ve y se le encuentra con el arma en la mano “aún humeante”, al lado del cadáver. 




IV.-3.2.2. Otro ejemplo de este supuesto es: M es observado cuando sale con una arma en la mano, de la vivienda donde se escuchó el disparo con el que se le dio muerte a N, y se le detiene.




En ambos ejemplos, la persona sospechosa no es observada disparando contra la víctima, pero sí, inmediatamente después de dispararle.




IV.-3.3. La tercera situación en la que existe flagrancia, de acuerdo con el numeral 236 del CPP, se presenta cuando la persona que realizó o intentó realizar la acción delictiva es sorprendida mientras es perseguida. 




En este supuesto, el delito pudo haberse consumado o quedar tentado, y la persona autora pudo o no ser sido vista, cometiendo o tratando de cometer el hecho ilícito. Pero, logra huir o abandonar la escena, y de inmediato, es perseguida, sin ser perdida de vista, en ningún momento, hasta que se logre su efectiva aprehensión.




En este supuesto no importa la distancia ni el tiempo transcurrido entre la consumación o intento de comisión del hecho y la efectiva aprehensión de la persona sospechosa. Tampoco, que la aprehensión no la realice quien persigue (puede ejecutarla otra persona que le brinda colaboración), ni que en poder de la persona perseguida no se encuentren rastros o evidencia del delito. Pero sí se requiere que la persona que realiza la persecución no la haya interrumpido, ni haya perdido de vista a la persona perseguida, en ningún momento. Es decir, que haya continuidad entre persecución y la detención, de forma que no exista duda que la persona aprehendida es la misma que se observó huir de la escena del suceso.




Ejemplos de este supuesto, son:




IV.- 3.3.1. A camina frente a una casa en el momento que de ella sale B corriendo, y C grita desde la vivienda que quien huye le robó. A de inmediato corre tras B, sin perderla de vista en ningún momento, a la vez que pide ayuda para detenerle. D y E, ciudadanos comunes o miembros de cuerpos policiales, al ver a A corriendo tras de B, intervienen, y detienen a quien huía; lo que es observado por A.




En este caso, quien persiguió a la persona sospechosa no la observó cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo. Pero sí la vio huir del sitio donde ocurrió, y la persiguió continuamente, sin perderla de visión, hasta que resultó detenida. 




IV.- 3.3.2. P camina por la vía pública cuando R se le acerca y le arrebata la cartera. La víctima la persigue mientras pide ayuda para que R sea aprehendido. Los oficiales de la policía municipal S y T, al escuchar los gritos de P y ver a R correr, lo aprehenden. P reconoce a quien fue aprehendido como la persona que le sustrajo la cartera y persiguió sin perderla de vista.




En este ejemplo, puede suceder que la persona ofendida no conociera a quien cometió el hecho en su perjuicio, ni le viera el rostro, Pero tan pronto como le arrebató la cartera la persiguió pudiendo estar segura de que quien resultó detenido o detenida por los o las oficiales de policía, es la misma persona que cometió el hecho delictivo en su perjuicio, y huyó.




En este caso habrá flagrancia, también, si la persecución la realizan terceras personas que pueden confirmar que quien se detiene, es la persona que huyó de la escena del hecho.




IV.- 3. 4. La persona es sorprendida con objetos o rastros que hagan presumir que acaba de participar en un delito. 




En este supuesto, el delito se intenta consumar o se consuma, y la persona autora pudo ser vista o no; perseguida o no. Pero, con mucha cercanía temporal y espacial, es encontrada o descubierta con objetos o rastros que tienen relación directa con un delito recién cometido. 




Lo anterior significa que, entre la comisión del hecho delictivo y la aprehensión del sujeto con objetos o rastros del delito, no puede mediar mucho tiempo, a lo sumo, minutos. 




Por objetos se debe entender todos aquellos bienes que son producto del ilícito cometido (dinero, teléfono, electrodomésticos o cualquier otro bien sustraídos), o que fueron utilizados para realizarlo (soldadora con la que se desprendió el cajero automático, segueta con la que se cortó la verja, sangre o pintura frescas, etc.). 




Los rastros son cualquier vestigio, señal o indicio que comprueben que la persona estuvo en el lugar donde recientemente se cometió la acción típica.




IV.- 3. 4. 1. En el caso de ejemplo que se expuso en el aparte IV.3.3.2., si la policía recibe una llamada telefónica pidiendo ayuda porque un sujeto con determinadas vestimentas acaba de sustraer un microondas de una vivienda, y a poca distancia y muy poco tiempo después del suceso una persona sospechosa es aprehendida vistiendo ropas que coinciden con las descritas, y con el electrodoméstico entre sus manos, sí habrá flagrancia. 




IV.- 3. 4. 2. Igualmente la habrá, aunque las vestimentas no sean descritas, pero el sujeto es visto y aprehendido a corta distancia del sitio del suceso, pocos minutos después, con el bien sustraído, o con instrumentos utilizados en la comisión del hecho, como podría ser, por ejemplo, el arma homicida. 




Sin embargo, la detención debe realizarse casi de inmediato a la ocurrencia del hecho, de forma que no exista posibilidad de pensar que los objetos están en poder de la persona aprehendida, por traslación o entrega de otra.




Lo importante en este supuesto -se reitera- es que la persona encontrada con rastros del delito, sea aprehendida muy poco tiempo después de sucedido el hecho, pues la norma señala que su participación debe presumirse con mucha fuerza: “cuando tenga objetos o presente rastros que hagan presumir vehementemente que acaba de participar de un delito”. (Resaltado ausente en la norma) 




Otro ejemplo del supuesto cuarto es: 





IV.- 3. 4. 3. Una persona dispara y da muerte a la víctima. No fue sorprendido cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de haberlo cometido, ni tras una persecución. Pero, muy cerca del lugar donde lo cometió y muy poco tiempo después (segundos o minutos), es encontrada con el arma utilizada para dar muerte a la víctima, o con pintura fresca en sus vestimentas que son del mismo color con la que se estaba pintado la habitación donde se cometió el homicidio.





IV.- 5. Situaciones que no constituyen flagrancia.





No hay flagrancia si no se presenta una o más de las cuatro situaciones o circunstancias previstas en el numeral 236 del CPP, antes expuestas, y explicadas.




Lo anterior, aunque la detención de la persona sospechosa se produzca en un tiempo relativamente corto (varios minutos) después de  la ocurrencia de un hecho ilícito; o se le encuentre con rastros o evidencias de un hecho que sucedido minutos u horas atrás.  Algunos ejemplos para esclarecer lo dicho, son:




IV.- 5. 1. No hay flagrancia de un delito de hurto o robo, si una persona es sorprendida con la moto ilícitamente sustraída de la vía pública, horas o días después. 




En ese supuesto, la persona bien pudo haber obtenido la moto de quien la sustrajo o de otra persona. Entonces, podría estarse en presencia de un supuesto diferente al hurto (como una receptación), o no estar en presencia de delito alguno (porque adquirió la moto de buena fe). En consecuencia, el caso requerirá de una investigación más exhaustiva para establecer lo que realmente sucedió. 





IV.- 5. 2. Tampoco habrá flagrancia si una persona, conocida por la víctima, comete la acción típica (le arrebata el celular) y huye; sin ser perseguida. Aún, cuando varios minutos después sea encontrada cerca del sitio donde cometió el hecho, sin ningún rastro o evidencia del delito. En esta situación, lo mismo que en la anterior, no se presentan ninguno de los cuatro supuestos que conforme al numeral 236 del CPP, constituyen flagrancia.





En el primer ejemplo citado de lo que no es flagrancia (IV.5.1), la persona no es encontrada cometiendo la sustracción ilícita de la moto. Tampoco fue sorprendida inmediatamente después de sustraerla ilegalmente. No se le persiguió sin solución de continuidad después de cometer el hurto o robo, y cuando se le detuvo con el bien sustraído, la sustracción no acaba de suceder, había sucedido días antes.




Siguiendo con el mismo ejemplo, eventualmente se podría considerar que hay flagrancia de un delito de receptación. Pero para ello se requeriría acreditar que instantes antes de su aprehensión, la persona recibió la motocicleta, con conocimiento o en circunstancia que le ponían en conocimiento o le debían hacer pensar que había sido hurtada o robada. Sin embargo, si el momento exacto en que adquirió la moto es desconocido, tampoco sería un delito en flagrancia de receptación, aunque se le sorprendió con el bien sustraído.   




En el segundo ejemplo expuesto de lo que no constituye flagrancia (IV.-5. 2), a la persona no se le sorprendió cometiendo el hecho. Ni se le sorprendió inmediatamente después de cometerlo. No fue perseguida de forma continua hasta lograrse su detención. Cuando finalmente se le encuentra y aprehende, aunque haya pasado poco tiempo desde la comisión del hecho, no presenta el celular objeto del delito, ni rastros que hagan presumir vehemente que acaba de participar en él. 




Pero, en ese supuesto existiría flagrancia si la persona autora del hecho, conocida y reconocida por la dependiente de la tienda, es aprehendida minutos después de la comisión del hecho, con el celular. 




Lo característico y común de todos los supuestos previstos en el numeral 236 del rito, es que requieren una inmediatez entre el hecho y la aprehensión de quien o quienes participaron en la comisión de la acción delictiva, de forma que la sospecha de su participación en el delito, en calidad de autor, coautor o partícipe del mismo, es muy fundada y no se necesita realizar una investigación larga y compleja, para demostrarlo, pues, la circunstancia en que se le aprehendió resulta suficiente para concluir desde el inicio, con alto grado de probabilidad, que es el autor o autora del hecho, lo que en definitiva y en grado de certeza, deberá establecer la sentencia firme.




Lo anterior tampoco impide que en el procedimiento de flagrancia se puedan realizar algunas diligencias investigativas simples, sencillas y rápidas, como podría ser un reconocimiento en rueda de personas por parte de la víctima que vio a la persona que cometió el hecho y que minutos después es aprehendida por terceras personas que lo persiguieron continuamente desde que lo vieron salir del lugar donde lo ejecutó.





La exigibilidad de las condiciones o circunstancias previstas en los cuatro supuestos contemplados en el numeral 236 procesal, tiene su razón de ser en que, como al inicio se explicó, debe tratarse de un hecho delictivo que acaba de suceder y que por la proximidad temporal de la detención de la persona que lo cometió, y las circunstancias en las que su aprehensión se produce, no se generaría mayor duda sobre su vinculación con el delito recientemente ocurrido, ni se requeriría de mucha investigación y prueba, para acreditar su participación.





Para mayor abundamiento sobre lo que es flagrancia, pueden consultarse la resolución de la Sala III de la Corte Suprema de Justicia, número 508-F, de las 9 horas 50 minutos del 6 de setiembre de 1995  y la número 2015-000153, emitida a las 15 horas 16 minutos del 6 de marzo de 2014, por el Tribunal de Apelación de Sentencia del III Circuito Judicial de Alajuela, Sección Segunda. 





IV.6. Autoevaluación. Marque falso o verdadero.




En los siguientes casos hipotéticos, marque “V” si existe flagrancia, y “F“, si no la hay. Justifique su respuesta.




(  ) A las cinco de la tarde del 23 de febrero de 2019, Pedro es sorprendido por oficiales de la Delegación de la Fuerza Pública de Puriscal, caminando en la vía pública y escuchando música de un radio portátil similar al que Juan denunció que Pedro le sustrajo el día anterior. Justifique:____________________________________________________________________________________________________________________________                 




(  ) Rogelio le dispara a su esposa en la casa de habitación de ambos, y huye. Los vecinos, tras escuchar el disparo salen y ven a Rogelio con sus ropas ensangrentadas y cargando un arma de fuego entre sus manos, justo cuando abandonaba la vivienda; por lo que lo persiguen sin perderlo de vista en ningún momento hasta que él se introduce a la vivienda de su madre. Los vecinos llaman al O.I.J., informan lo sucedido y señalan el sitio donde se encuentra Rogelio. Tras una negociación de cinco horas, los oficiales logran que el sospechoso se entregue, y los vecinos, que permanecen fuera de la vivienda, refieren que es la misma persona que persiguieron. Justifique su respuesta.




__________________________________________________________________________________________________________________________________




(  ) Rita ingresa a una vivienda forzando la puerta principal y sustrae un televisor. Un vecino la observa en el momento que sale de la casa cargando el aparato, y la reconoce, por lo que llama a la policía e informa lo que vio, a la vez que describe los colores de la ropa que viste la mujer e informa la ruta de escape que siguió. Diez minutos después, a un kilómetro de distancia de la vivienda donde se produjo el hecho y en la ruta utilizada para huir, Rita es aprehendida por la policía, pero no tiene en su poder el televisor. Justifique su respuesta:____________________________________________________________________________________________________________________________________




(      ) Pedro llama por varios días, por teléfono, a la víctima, para ofrecerle la venta de un teléfono celular, nuevo y barato, argumentando que la aduana lo está rematando. Así logra convencer a la víctima de adquirir el bien. Cuando la víctima le está entregando el dinero a Pedro, en la vía pública, es detenido por la policía que lo andaba buscando por una denuncia anterior.




V.- DELITOS QUE SE PUEDEN JUZGAR EN EL PROCEDIMIENTO DE FLAGRANCIA.




El artículo 236 del CPP no enlista los delitos que se pueden investigar y juzgar a través del procedimiento de flagrancia. Ninguna otra norma del código, ni ley especial, disponen que un determinado delito no se pueda juzgar a través de el mismo. 




Refuerza la consideración anterior que el artículo 427 procesal, en lo que interesa, refiere:




“El tribunal de juicio, en cualquier tipo de delito que se juzgue mediante este procedimiento, será constituido según su competencia….”.




El procedimiento de flagrancia, entonces, es viable, aplicable o procedente, en causas por cualquier delito, siempre que concurran una o más circunstancias de las establecidas en el artículo 236 del CPP, y la investigación de los hechos no resulte incompatible con la celeridad característica del procedimiento; conforme se  deriva de lo que disponen los artículos 422 y 435 del CPP. La primera, en lo que interesa, dice: 




“[….]. En casos excepcionales, aun cuando se trate de delito flagrante, se aplicará el procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel.” 




La segunda norma, también en lo que interesa, dispone:




“Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles, entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal.[….].” (Las negritas no pertenecen a los originales).



En apego a ambos ordinales, no es posible aplicar este procedimiento aun cuando la persona sospechosa haya sido aprehendida en alguno de los cuatro supuestos contemplados en el numeral 236 idem, si la investigación del delito, cualquiera que éste sea, requiere mucho tiempo. La experiencia señala que ello ocurre en delitos continuados cuya demostración requieren de la práctica de múltiples diligencias de investigación y la realización de pericias imprescindibles que tardan largo tiempo en su elaboración y recolección, como resultan ser, por ejemplo, los delitos de administración fraudulentas y algunas estafas. También, los relacionados con el tráfico de drogas que requieran la realización de intervenciones telefónicas, allanamientos, seguimientos, compras encubiertas, y cualquier otra diligencia investigativa; así como pericias que, por lo general, tardan mucho tiempo en su elaboración y recolección.




VI.- GENERALIDADES DEL PROCEDIMIENTO EXPEDITO DE FLAGRANCIA.




Este procedimiento tiene características que le son propias y lo diferencian del procedimiento ordinario. Aunque, en otras, es idéntico a éste. Veamos: 




VI.- 1. Celeridad o mínima duración. El “Procedimiento Expedito para los delitos en flagrancia”, se caracteriza, como su nombre lo sugiere, por la prontitud y corto plazo que tiene para desarrollarse y finalizar. Así lo establece la siguiente norma:




“Artículo 435: Duración del proceso. Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal….”.




|





El inicio del procedimiento se da cuando la persona sospechosa, aprehendida en cualquiera de las circunstancias establecidas en el numeral 236 del rito, es presentada al Ministerio Público.





La audiencia a la que se refiere la norma antes transcrita (435) está regulada en el artículo 428 ibidem, y se divide en dos partes (adelante se hará referencia a ellas). 




El juicio oral y público se desarrolla en la segunda parte de la citada audiencia, y en virtud de la norma supletoria o norma de remisión contenida en el numeral 436 del proceso (a la que se hará referencia en el siguiente aparte) al debate del procedimiento de flagrancia le son aplicables las mismas disposiciones previstas para la realización del debate en el procedimiento ordinario. En consecuencia, son procedentes las suspensiones y continuaciones del juicio; con lo que el plazo de quince días puede ser válidamente superior. Sobre ello se ahondará también, más adelante.   




El plazo de duración del procedimiento es el mismo que la ley fijó para la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva, a saber, quince días. Así, la siguiente norma:




“Artículo 430: Dictado de la prisión preventiva. […]. En caso que el tribunal, conforme a los parámetros establecidos en este Código, considere proporcional y razonable la solicitud del fiscal, establecerá la medida cautelar de prisión preventiva en contra del imputado, la cual no podrá sobrepasar los quince días hábiles.”.



Sin embargo, ese plazo también podría ser superior, de acuerdo con reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional, en los que ha indicado que es posible prorrogar el plazo de la prisión preventiva ordinario y extraordinario, para asegurar la culminación del juicio oral y público. Y, por disposición legal, es posible prorrogarlo, hasta por seis meses, con el dictado de la sentencia condenatoria, como más adelante se expondrá.




VI.-2. Regla de remisión o norma supletoria. El procedimiento expedito de flagrancia, en sus aspectos generales y pasos a seguir, se encuentra regulado del artículo 422 al 436 del CPP. Pero no todo lo relativo a su trámite (por ejemplo, lo relativo a las suspensiones y continuaciones, publicidad o privacidad del juicio oral y público) se encuentra regulado en esas catorce normas. Por eso, la última norma antes citada, establece que, para lo no regulado por ellas, se deben aplicar, de manera supletoria, todas las otras disposiciones previstas en el mismo código, siempre que sean compatibles con la celeridad que caracteriza este trámite especializado.



“Artículo 436. Normas supletorias. Para lo no previsto en este título, se aplicarán las regulaciones de este Código de manera supletoria, en tanto sean compatibles con la naturaleza célere del procedimiento expedito.”.




VI.-3. Oralidad. Se trata de un procedimiento que, de manera novedosa, es completamente oral, en el sistema penal costarricense. La oralidad es una característica desde su inicio y hasta el dictado de la sentencia.  Así lo disponen los artículos del CPP que se transcriben, en lo que interesan, a continuación. En ellos se resaltan las palabras “oral” y /u “oralmente”, sin que las negritas se encuentren en sus originales.



“Artículo 422: […]. Este procedimiento especial omitirá la etapa intermedia del proceso penal ordinario y será totalmente oral.” 





“Artículo 423: “[…]. No serán necesarios la presentación escrita del informe o el parte policial, bastará con la declaración oral ante la autoridad actuante.”.




“Artículo 425: […]. El Ministerio Público, de inmediato, deberá rendir un breve informe oral acerca de la acusación y la prueba existente.”. 




(Esto con relación al nombramiento e intervención de la defensa).




“Artículo 426: Solicitud de audiencia ante el juez de juicio. Cuando el fiscal considere pertinente que el asunto debe ir a juicio y se encuentre constituida la defensa técnica, procederá a solicitar oralmente al tribunal de juicio que realice una audiencia para conocer de su solicitud…”.




“Artículo 428: Realización de la audiencia por el tribunal. Recibida la solicitud por parte del fiscal, el tribunal, de forma inmediata, realizará la audiencia, la cual será oral y pública... […]. En caso contrario, el fiscal deberá corregirla oralmente en el acto.” (En referencia a la acusación).




Artículo 429: “Realización del juicio. “[…] En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia oral, si lo considera necesario, se retirará a deliberar y luego de un plazo razonablemente corto, el cual no podrá sobrepasará las cuatro horas, salvo causa excepcional que lo justifique y se comunicará oralmente a las partes…[...]. Posteriormente, el tribunal se constituirá en la sala de audiencias, donde oralmente dictará sentencia íntegra. El dictado de la resolución en forma oral, valdrá como notificación para todas las partes….”.




“Artículo 432: Sobre la acción civil y la querella. [….] en cuyo caso el tribunal ordenará su explicación oral……[….] el tribunal se lo prevendrá oralmente…” 
      




No obstante que la oralidad es una característica de este procedimiento, por disposición del numeral 428 del rito, y así disponerlo el Reglamento y Protocolo de Actuación de los delitos en flagrancia, aprobado por Corte Plena en la sesión número 14-09, del 27 de abril de 2019, deben realizarse registros grabados y/o escritos de la audiencia que realiza el tribunal de juicio.




“Artículo 428: […]. De la audiencia quedará registro digital de video y audio….”.




El registro de la audiencia indicada resulta útil y necesaria para que el Tribunal de Apelación de Sentencia y la Sala de Casación Penal puedan corroborar, posteriormente, el respeto del debido proceso legal y el contenido de las resoluciones y sentencias orales dictadas por el juez o la jueza de juicio.




Por disposición del protocolo mencionado, también el Ministerio Público debe documentar en registro audio visual o por escrito, el informe o parte policial, la denuncia, y la identificación de la persona imputada; vertidos oralmente por la persona denunciante, agentes de la policía y quien figura como el sospechoso o sospechosa ante ese despacho. Estos registros, si son ofrecidos y admitidos como prueba documental, son útiles, posteriormente, para fundamentar la correspondiente sentencia, si el caso se resuelve con la aplicación de un procedimiento abreviado.





VI.- 4. Publicidad. El procedimiento, a partir de que interviene el órgano jurisdiccional, es público en su totalidad. 




“Artículo 428. Realización de la audiencia por el tribunal de juicio. Recibida la solicitud por parte del fiscal, el tribunal, de forma inmediata, realizará la audiencia, la cual será oral y pública.”. (Subrayado ausente en el original).    




Como se adelantó, la audiencia que realiza el tribunal es una sola, que se divide en dos partes. Ambas, por disposición de la norma antes transcrita, son públicas. Sin embargo, por la regla de remisión o norma supletoria (artículo 436 idem) y las excepciones contempladas legalmente para la publicidad de las audiencias orales (artículo 334 del mismo código), el tribunal puede decretar la privacidad, total o parcial, de la audiencia; fundamentando debidamente su decisión, en los siguientes casos:




“Artículo 330. Publicidad. El juicio será público. No obstante, el tribunal podrá resolver por auto fundado y aun de oficio, que se realice, total o parcialmente, en forma privada, cuando:




a) Se afecte directamente el pudor, la vida privada o la integridad física de alguno de los intervinientes.




b) Afecte gravemente la seguridad del Estado o los intereses de la justicia.




c) Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible,




d) Esté previsto en una norma específica.




e) Se le reciba declaración a una persona menor de edad y el tribunal estime inconveniente la publicidad, en atención a su interés superior.




f) Se reciba el testimonio de víctimas y testigos de la trata de personas.




g) Se reciba el testimonio de víctimas o de testigos protegidos procesalmente.”…..





VI.- 5. Ejercicio de repaso. Pareo. Con una línea, asocie cada característica indicada en la columna izquierda, que resulte propia de uno o varios de los procedimientos que se indican a la derecha.




Oral, público y expedito. 
         

                        Procedimiento abreviado.




Contempla audiencias privadas y públicas. 




Prevé una sola audiencia pública.                                 Procedimiento de flagrancia.




Sentencia oral y escrita.




Sentencia oral.




Plazo razonable.                                          

Procedimiento ordinario.




Plazo de 15 días.




VII.- INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIETO.



En este procedimiento, deben intervenir, necesariamente, la persona acusada, la víctima, el Ministerio Público, la defensa técnica y jueces o juezas del tribunal de juicio.




Antes del inicio del procedimiento, tienen una participación muy importante, las personas que ejecutan la aprehensión de la persona sospechosa del cometer el hecho (puede tratarse de ciudadanos comunes, oficiales de los cuerpos policiales o la propia víctima). Estas personas no son intervinientes o parte procesal. Su actuación se limita a declarar como testigos del hecho -si lo observaron-, y sobre la forma y circunstancias en que se produjo la detención. 



 También es procedente en este procedimiento especial, la intervención de las partes civiles (demandante y demandada) y de la querella (querellante y querellada); si presentan acción civil resarcitoria y querella, como lo permite el numeral 432 del CPP. Sin embargo, estos intervinientes o partes procesales no son imprescindibles, por lo que pueden participar o no. 




Sobre la intervención de cada una de las partes procesales mencionadas se ahondará más adelante, en el capítulo de desarrollo del procedimiento.




VIII. DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO DE FLAGRANCIA.



El desarrollo del procedimiento de flagrancia se encuentra regulado del artículo 422 al 436 del CPP. No obstante, en esas catorce normas no todo lo relativo al trámite, obligaciones y facultades de todas las partes procesales y demás intervinientes, está contemplado en ellas. En esas circunstancias, conforme lo dispone la norma supletoria o de remisión (último artículo citado), se debe recurrir a las restantes otras normas procesales, tal y como en lo que sigue, se irá exponiendo. 



VIII.-1.  Aprehensión de la persona sospechosa.



La aprehensión de la persona sospechosa no implica el inicio del procedimiento de flagrancia, pero sin ella, no es posible iniciarlo, pues es requisito inescindible que la persona sospechosa sea presentada al Ministerio Público luego de haber sido detenida en cualquiera de los cuatro supuestos contemplados en el artículo 236 del CPP, ya referidos en el aparte IV.3.




La retención o privación momentánea de la libertad de quien cometió o intentó cometer el delito puede ser ejecutada por un ciudadano o ciudadana común, la víctima, o agentes de los cuerpos policiales, conforme lo dispone el Código Procesal Penal, en el artículo que, en lo que interesa, se transcribe a continuación. 




“Artículo 235. Aprehensión de las personas. Las autoridades de policía podrán aprehender a toda persona, aún sin orden judicial, cuando:




a) Haya sido sorprendida en flagrante delito o contravención o sea perseguida inmediatamente después de intentarlo o cometerlo.”  […] Asimismo, en caso de flagrancia, cualquier persona podrá practicar la aprehensión e impedir que el hecho produzca consecuencias.”. (La negrita no se encuentra en la norma).



Generalmente, la persona sospechosa es aprehendida por ciudadanos o ciudadanas comunes que residen o transitan por el lugar donde se ejecuta o intenta cometer el hecho delictivo. Son personas que de primera mano conocen de la realización del suceso, y en algunas oportunidades hasta impiden la consumación del ilícito. 




Una vez realizada la aprehensión de la persona sospechosa por parte de la víctima o de cualquier ciudadano o ciudadana, debe entregarla, de inmediato, a los cuerpos policiales administrativos (Fuerza Pública, Policía Municipal, Policía Turística, etc.) o al Organismo de Investigación Judicial, para que sus agentes la trasladen, también de inmediato, a la sede del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba recabada hasta ese momento (ofendido, testigos, videos, actas de decomiso, evidencia material, etc). 




En algunas ocasiones los y las agentes de los cuerpos policiales son quienes realizan la aprehensión de la persona sospechosa de cometer el delito, debiendo ellos, de igual modo, y de inmediato, trasladarla ante la oficina del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba que se haya recopilado hasta ese momento, conforme lo señala la siguiente norma: 




“Artículo 423. Trámite inicial. El sospechoso detenido en flagrancia será trasladado inmediatamente, por las autoridades de policía actuantes, ante el Ministerio Público, junto con la totalidad de la prueba con que se cuente. No serán necesarios la presentación escrita del informe o el parte policial, bastará con la declaración oral de la autoridad actuante.”.



El traslado y presentación de la persona sospechosa a la fiscalía, de acuerdo con el anterior numeral, no requiere que previamente se confeccione y entregue un informe o parte policial escrito sobre las razones y circunstancias de la detención, ya que éste debe rendirlo la autoridad actuante, de manera oral, ante la fiscalía; órgano que, como ya se indicó, debe grabar en audio y video lo que aquel indique, o transcribir lo que indique, en un acta.




VIII.-2. Intervención del Ministerio Público.



Cuando la persona sospechosa es presentada al Ministerio Público junto con las pruebas recopiladas hasta ese momento, la persona representante de la fiscalía debe valorar los hechos que motivaron la detención para determinar si constituyen delito. Además, debe analizar si la persona fue aprehendida en alguno de los supuestos del numeral 236 del CPP para la existencia de flagrancia. 




Si el fiscal o la fiscala considera que en el caso no existe delito, que conforme a la política de persecución penal establecida por el Ministerio Público corresponde aplicar un criterio de oportunidad y prescindir total o parcialmente la persecución penal (artículo 22 del CPP), o que procede requerir el dictado de un sobreseimiento definitivo ( numeral 311 ídem); debe presentar la solicitud de desestimación (numeral 282 del CPP) o cualesquiera de las otras solicitudes indicadas, ante el juez o la jueza penal de la vía ordinaria, a fin de que se resuelva la petición, con observancia y respeto del debido proceso, concediendo el derecho de intervención y los recursos establecidos en la ley, a todas las partes. 



De determinar la persona representante de la fiscalía, en esa primera valoración, que el comportamiento atribuido a la persona aprehendida constituye una acción típica y que su detención se produjo en una o varias de las cuatro circunstancias que conforme al artículo 236 del CPP constituyen flagrancia, con sustento en lo establecido en el artículo 424 del CPP, debe dar trámite a la causa.




“El fiscal dará trámite inmediato al procedimiento penal, para establecer si existe mérito para iniciar la investigación. Para ello contará con la versión inicial que le brinde la autoridad de policía que intervino en el primer momento, así como toda la prueba que se acompañe.”. 




Asimismo, esta norma establece que el fiscal o fiscala, de oficio o a petición de parte, constatará la existencia de los requisitos de admisibilidad e informará a la víctima, a la persona imputada y su defensa técnica sobre la posibilidad de tramitar el caso mediante la aplicación del procedimiento de Justicia Restaurativa, a fin de comunicar la solicitud al Tribunal de Juicio para trasladar el caso a la respectiva Oficina de Justicia restaurativa.



Después de lo anterior, el Ministerio Público debe concederle a la persona acusada el derecho de nombrar defensa técnica de su confianza, o bien, solicitarle, si así lo desea, el nombramiento de defensa pública para que le asista en el procedimiento. 




“Artículo 425. Nombramiento de la defensa técnica. Desde el primer momento en que se obtenga la condición de sospechoso, el fiscal procederá a indicarle que puede nombrar un defensor de su confianza. En caso de negativa de la persona sospechosa o si no comparece su defensor particular en el término de veinticuatro horas, se procederá a nombrar, de oficio, a un defensor público para que lo asista en el procedimiento…” […]. 




Cuando la defensa se encuentre constituida y se haya apersonado al proceso, por disposición de la misma norma recién mencionada, la persona representante de la fiscalía le informará, oralmente, a ella y a la persona acusada, los hechos que se le atribuyen y la prueba existente hasta ese momento.




[…] El Ministerio Público, de inmediato, deberá rendir un breve informe oral acerca de la acusación y de la prueba existente.”. 




También, con sustento en el mismo artículo antes indicado, la fiscalía debe conceder a la defensa técnica y a la persona acusada, el término de veinticuatro horas para que prepare su estrategia defensiva. 




“[…]. Una vez nombrado el defensor de la persona imputada, se le brindará, por parte del fiscal, un término de veinticuatro horas para que prepare su defensa para tal efecto. El Ministerio Público de inmediato, deberá rendir un breve informe oral acerca de la acusación y de la prueba existente.”.  (El resaltado no lo contiene la norma).








La razón por la cual la fiscalía debe conceder el término de veinticuatro horas a la defensa para que elabore su plan defensivo radica en que ésta puede proponer o solicitar la recopilación de prueba, que resulta de su interés, y que eventualmente podría demorarse más del plazo establecido para este procedimiento para su recopilación. Además, porque la defensa técnica y la persona acusada deben tener oportunidad de establecer la estrategia que les convenga y deseen seguir; antes de que el caso sea presentado al tribunal de juicio. 




Las posibilidades estratégicas que tiene la defensa técnica consisten en oponerse al procedimiento de flagrancia, proponer la aplicación de medidas alternas como la conciliación (artículo 25 del CPP), la suspensión del procedimiento a prueba (artículo 36 ibidem), el pago del máximo previsto para la pena de multa (artículo 30 inciso c) ); someterse al procedimiento abreviado (artículo 374 idem), solicitar la recopilación de prueba que resulte de su interés ofrecer para un eventual juicio; o bien, si se presentan los requisitos legales, o proponer a la persona acusada someter el asunto a la Justicia Restaurativa. En este último caso, ante la anuencia de la persona acusada, la defensa técnica debe informar a la fiscalía para que ésta lo comunique al Tribunal, en virtud de lo que dispone el párrafo segundo del numeral 425 antes indicado, que dice:




“La defensa técnica o la defensa pública, constatados los requisitos de admisibilidad deberá explicar a la persona ofensora sobre la posibilidad de resolver el caso mediante la aplicación del procedimiento de justicia restaurativa, así como sus derechos y obligaciones establecidos por ley, a fin de restaurar el daño causado a la víctima y la comunidad con la comisión del hecho delictivo. Si la persona ofensora manifiesta la anuencia de referir el caso deberá comunicar al Ministerio Público, con el fin de verificar el cumplimiento de requisitos, y comunicar la solicitud al Tribunal de Juicio para trasladar el caso a la respectiva sede restaurativa.”.




La valoración de aplicar la Justicia Restaurativa resulta obligatoria en el procedimiento de flagrancia, por disposición del numeral 2 de la Ley de Justicia Restaurativa, que al respecto, dispone:




“El procedimiento restaurativo se aplicará en materia penal…”.



Asimismo, el numeral 14, de ese mismo cuerpo normativo, señala:




“El procedimiento de Justicia Restaurativa procederá a solicitud de Ministerio Público, la Defensa Técnica, la autoridad jurisdiccional, la policía administrativa, la persona ofensora, quienes podrán remitir la causa penal ordinaria y la causa del procedimiento de flagrancia a la respectiva oficina de justicia restaurativa, la cual podrá tramitarse por esta vía en una sola oportunidad en cualquier etapa del proceso penal…”.





Como se indicó líneas atrás, la oportunidad para que defina su plan defensivo, se la debe conceder la fiscalía a la defensa, quien la puede prescindir, expresamente. De previo a ello, el Ministerio Público debe identificar a la persona imputada, conforme lo establece el artículo 83 del rito, pues la información de su identidad la debe contener la acusación (artículo 303 inciso a) del CPP). Además, debe indicarle que fije domicilio y lugar o medio para atender notificaciones (numeral 89 ibídem) para los efectos establecidos en el numeral 89 ibidem. 




 Cumplido lo que se ha dicho hasta aquí, quien representa al Ministerio Público debe valorar si solicita la tramitación expedita del asunto, mediante el procedimiento de flagrancia. 




Solo cuando considere que procede solicitar la incompetencia material o territorial, aplicar el procedimiento de Justicia Restaurativa o formular un requerimiento acusatorio; el fiscal o la fiscala presentará el caso ante el tribunal de juicio de flagrancia. 





La regla es que todas las causas en que la persona sospechosa sea aprehendida en flagrancia, se sometan al procedimiento especial y expedito para los delitos en flagrancia. Sólo por la excepción legal, no procede este trámite, conforme se deriva de lo dispuesto en el numeral 422 del código de cita, que dice:




“Procedencia. Este procedimiento especial, de carácter expedito, se aplicará en los casos en los cuales se trate de delitos en flagrancia e iniciará desde el primer momento que se tenga noticia de la comisión de un hecho delictivo de tal especie. En casos excepcionales, aun cuando se trate de delito flagrante, se aplicará el procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel.[…].” (Subrayado ausente en la norma).




  
La excepción contemplada en la norma supra transcrita, para que el Ministerio Público no someta la causa al procedimiento de flagrancia cuando la persona sospechosa fue aprehendida en las circunstancias establecidas en el artículo 236 procesal, no es una facultad discrecional del representante del órgano acusador. Por el contrario, es una potestad reglada, es decir, puede omitir hacerlo, únicamente, cuando la investigación del suceso delictivo requiera la realización y recopilación de pruebas que en la práctica tardan mucho tiempo. 




Se podría prescindir el procedimiento de flagrancia, por ejemplo, cuando deban practicarse pericias que requieran del transcurso de un periodo de tiempo más o menos amplio para llegar una conclusión definitiva. Este sería el caso de un dictamen médico que exija revaloración del paciente varios meses después. Sucede los mismo con algunos dictámenes criminalísticos, como el de ADN. También, cuando en el caso resulten imprescindibles intervenciones telefónicas, seguimientos u otras diligencias, que imposibilitan la celeridad característica del procedimiento de flagrancia para su tramitación. Pero, cuando esa circunstancia no se da, es obligación del representante del Ministerio Público, atendiendo lo que dispone la ley, solicitar la aplicación de la tramitación célere de flagrancia.




Si el caso puede ser sometido al procedimiento expedito y la fiscalía no lo solicita, el juez o jueza penal de la etapa preparatoria del procedimiento ordinario, puede, válidamente, declarar su incompetencia material para conocer la causa, y ordenar el reenvío a la fiscalía, para que lo someta al procedimiento de flagrancia, pudiendo ser el fiscal o la fiscala responsable de la demora ocurrida en el procedimiento, y enfrentar la consecuencia establecida en el artículo 435 del CPP. 








Además, al decidir si requiere obtener pruebas cuya producción y recolección podrían demorar mucho tiempo, la persona representante del órgano acusador debe tener presente que en nuestro sistema procesal penal no opera el sistema de prueba tazada, sino, el principio de libertad probatoria, lo que significa que los hechos, así como las circunstancias agravantes y atenuantes del delito, pueden probarse con cualquier medio de prueba, siempre que sea lícito, y no exista prohibición expresa en la ley para ordenarla, recopilarla, ofrecerla y admitirla. 




Aunado a lo anterior, debe el fiscal o fiscala debe valorar que los hechos pueden ser demostrados con prueba directa o indirecta (también llamada indiciaria), tal y como lo indica el siguiente numeral:




“Artículo 182: Libertad probatoria. Podrán probarse los hechos y las circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por cualquier medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de la ley.”. 





Quien acusa, también debe sopesar la utilidad, necesidad y pertinencia de la prueba que pretende ordenar, recabar y ofrecer, para no incurrir en actos investigativos innecesarios que tornen incompatible el trámite de la causa con el plazo establecido para el procedimiento expedito de flagrancia, ni incurra en el ofrecimiento de prueba que podría resultar superabundante, innecesaria o inconducente, y por esas circunstancias le pueda ser rechazada, toda vez que, para ser admisible, ésta requiere:




“Artículo 183. Admisibilidad de la prueba. Para ser admisible, la prueba deberá referirse, directa o indirectamente, al objeto de la averiguación deberá ser útil para descubrir la verdad. Los tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia, cuando resulten manifiestamente superabundantes. El Tribunal puede prescindir la prueba cuando sea ofrecido para acreditar un hecho notorio.”. 




 Si la fiscalía decide solicitar la medida cautelar de prisión preventiva contra la persona aprehendida, mientras transcurren las veinticuatro horas que debe conceder a la defensa, debe poner al detenido a la orden del tribunal (artículos 27 y 39 de la Constitución Política y 235 del CPP), a quien le informará de ello. 




Si resuelve solicitar medidas cautelares alternas distinta a la privación de libertad, o no pedir ninguna, de forma inmediata deberá ordenar la libertad de la persona aprehendida, y citarla para que comparezca vencidas las veinticuatro horas concedidas a la defensa para la planificación de su estrategia, o en un plazo que sea inferior de quince días naturales desde que se ejecutó su aprehensión.




 Vencido el término de las veinticuatro horas o dentro del plazo de los quince días desde que ocurrió el hecho, la representación fiscal solicitará, de manera oral, una audiencia al tribunal, a la cual deberá llevar preparadas todas las solicitudes que pretenda hacer, entre ellas, la acusación y solicitud de remisión del caso al juicio oral y público.




“Artículo 426. Solicitud de audiencia ante el juez de juicio. Cuando el fiscal considere pertinente que el asunto debe ir a juicio y se encuentre constituida la defensa técnica, procederá a solicitar oralmente al tribunal de juicio que realice una audiencia para conocer de su solicitud.".




La pieza acusatoria debe presentarse oralmente reuniendo los mismos requisitos establecidos en los artículos 303 y 304 del Código Procesal Penal y puede contener una acusación principal y una alternativa o subsidiaria (artículo 305 ibidem).





Cuando el tribunal de juicio acuerde la apertura a juicio, la representación fiscal deberá intervenir en el debate realizando los actos propios del ente acusador, previstos en el artículo 429. 



VIII.- 3.  Intervención de la defensa técnica.




Una vez apersonada, la defensa técnica debe asesorar a la persona acusada sobre las opciones que tiene dentro del proceso, a las que ya se hizo referencia en el aparte anterior. 




También le corresponde interponer excepciones, protestas por actividades procesales defectuosas, intervenir en la audiencia inicial y en el juicio oral y público, conforme lo dispone el numeral 429, así como ejercer la actividad recursiva que sea procedente a lo largo de todo el proceso.   




VIII.- 4. Intervención de la parte querellante.




La parte querellante debe presentar su acusación privada con los mismos requisitos que dispone el numeral 74 del CPP, salvo que lo debe hacer oralmente y en la primera parte de la audiencia que celebra el tribunal de juicio en virtud de lo dispuesto en el artículo 428 del rito.




Cuando la prueba que ofrezca la parte querellante resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal le prevendrá para que indique si prescinde de su querella o solicita la aplicación del procedimiento ordinario; caso en el cual, el tribunal ordenará readecuar los procedimientos y enviar la causa a la vía ordinaria.  



Si la querella es admitida, la parte querellante debe actuar en el juicio oral y público, interrogando a los testigos y emitiendo sus conclusiones y pretensiones punitivas.




VIII.- 5. Intervención de la parte querellada.



La defensa técnica, pública o privada, también ejercerá la defensa de la parte querellada, de igual manera que lo hace frente a la acusación fiscal, tanto en la primera como en la segunda parte de la audiencia que celebra el tribunal de juicio, y deberá ejercer los recursos impugnaticios que procedan. 



VIII.- 6. Intervención del actor civil.




En la primera parte de la audiencia que celebra el tribunal de juicio, la parte actora civil debe presentar su demanda y pretensiones resarcitorias bajo los mismos requisitos que exige el numeral 112 del CPP, solo que de manera oral. Cuando la prueba que ofrezca la parte actora civil resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal le prevendrá para que indique si prescinde de su demanda o solicita la aplicación del procedimiento ordinario; caso en el cual, el tribunal ordenará la readecuarán de los procedimientos al procedimiento ordinario.




No procede la acción civil resarcitoria en el procedimiento de flagrancia, si existen terceros civilmente demandados ausentes o que están representados por algún abogado, en el momento de la apertura del juicio. En tal caso, puede la parte actora acudir a la jurisdicción civil contra ellos.    



VIII.-7. Intervención del tribunal de juicio.



Al recibir el asunto, lo primero que debe verificar el tribunal de flagrancia (integrado inicialmente de forma unipersonal), es que el Ministerio Público le haya concedido a la defensa, el tiempo establecido en la ley para planificar su estrategia (artículo 425 CPP). Si no lo ha hecho y la defensa no ha prescindido de esa oportunidad, el tribunal debe ordenarle a la fiscalía que lo haga, de previo a recibir el caso y realizar la primera parte de la audiencia prevista en el numeral 428 del rito.




VIII.7.1. Realización de la audiencia inicial. 




Si la fiscalía ha concedido a la defensa el tiempo para decidir su estrategia, o la defensa lo ha prescindido, el tribunal iniciará la primera parte de la diligencia que el protocolo y la práctica forense denominan “audiencia inicial” y para ello se constituirá de manera unipersonal. 




El tribunal debe verificar la presencia de las partes y advertir a la persona acusada mantenerse atenta a lo que suceda. De seguido, la representación fiscal solicitará a la persona juzgadora autorizar la aplicación del procedimiento expedito de flagrancia. Para ello, expondrá los hechos atribuidos a la persona sometida al proceso penal y explicará la forma como se produjo su aprehensión. De esa solicitud, la persona juzgadora dará audiencia a la defensa técnica que se podrá oponerse a ese trámite, fundamentando su posición. 




Seguidamente, el tribunal debe resolver de manera oral lo que resulte procedente, con la debida fundamentación y con apego al numeral 422 del proceso, ya transcrito, al hacer referencia a la intervención del Ministerio Público.




  Son competencia del tribunal de flagrancia todos los asuntos en los que la persona acusada haya sido aprehendida en las circunstancias establecidas en el numeral 236 del código de rito, salvo la excepción contemplada en el artículo 422 del CPP. Es decir, cuando la investigación del hecho impida aplicar el procedimiento expedito de flagrancia. 




Una vez autorizada la aplicación del procedimiento de flagrancia, el tribunal asumirá la competencia para conocer el asunto, la cual, conforme al principio de indeclinabilidad de la competencia, no podrá ser posteriormente declinada, aunque la finalización del caso sobrepase el plazo de quince días, como se verá. 




Posteriormente, el fiscal o la fiscala expondrá oralmente la acusación que ha debido confeccionar previamente a la audiencia, cumpliendo los requisitos de los artículos 303 y 304 del CPP, y solicitará que se disponga la realización del juicio, pues, conforme con el numeral 426 transcrito líneas atrás, ese es el único requerimiento conclusivo que puede presentar la persona acusadora al tribunal.




De la acusación expuesta por la representación fiscal, el tribunal dará audiencia a la defensa técnica, la cual podrá oponerse por razones de forma o de fondo, a ella. También podrá proponer la aplicación de medidas alternas, el procedimiento especial abreviado, u ofrecer prueba que resulte de su interés para el juicio. 




Seguidamente, el tribunal debe verificar que la acusación reúna los requisitos establecidos en el numeral 303 del rito. De no cumplirlos, conforme al artículo 15 idem prevendrá a la fiscalía, su corrección.




Cuando sea procedente, las partes podrán solicitar la aplicación del procedimiento restaurativo, conforme al artículo 14 de la Ley de Justicia Restaurativa.



Cumplido lo anterior, el tribunal resolverá y emitirá pronunciamiento, de manera oral, sobre todas y cada una de las propuestas realizadas por las partes, en observancia de la siguiente disposición normativa: 



“Artículo 428. Realización de la audiencia por el Tribunal. Recibida la solicitud por parte del fiscal, el tribunal, en forma inmediata, realizará la audiencia, la cual será oral y pública. De la audiencia quedará registro digital de video y audio; tendrán acceso a ella las partes, por medio de una copia. En la primera parte de esta audiencia, el fiscal expondrá oralmente la acusación dirigida en contra el imputado, donde se describan los hechos y se determine la calificación legal de estos, así como el ofrecimiento de prueba. La defensa podrá referirse a la pieza acusatoria y realizar sus consideraciones sobre ella, además de ofrecer la prueba para el proceso. El juez verificará que la acusación sea clara, precisa y circunstanciada y que el hecho atribuido sea típico. En caso contrario, el fiscal deberá corregirla oralmente en el acto. Inmediatamente, se conocerá de la aplicación de medidas alternativas, del procedimiento de justicia restaurativa y el procedimiento abreviado. […].




Si la defensa propone la aplicación de alguna medida alterna o del procedimiento restaurativo y la persona juzgadora resuelve acogerla tras haber escuchado la posición de la fiscalía y/o de la víctima, la causa continuará radicando en el tribunal hasta el correspondiente dictado de la sentencia de sobreseimiento definitivo (artículos 30 incisos f) o k) en relación con el numeral 311 incisos d) ). Este procede cuando las condiciones de la conciliación o la suspensión del procedimiento a prueba pactadas, así como el plazo dispuesto en éstas; hayan sido cumplidos. 




En caso de incumplimiento de la medida alterna, tan pronto tenga noticia de ello, el tribunal convocará a una audiencia para determinar si el incumplimiento es justificado; caso en el cual puede ampliar el plazo. Si no lo fuera, procede revocar la medida por incumplimiento injustificado, y disponer la continuación del procedimiento.




Si se aprueba la remisión del caso a la sede restaurativa, se suspenderá la audiencia hasta por un plazo máximo de ocho días hábiles para el trámite correspondiente. En el mismo acto, El Tribunal de Juicio se comunicará y coordinará con la Oficina de Justicia Restaurativa respectiva la fecha y hora de la Reunión Restaurativa y fijará la continuación de la audiencia en que se homologarán los acuerdos restaurativos o se continuará con el trámite establecido en flagrancia. 



La persona juzgadora que participó en la primera parte de la audiencia podrá facilitar la Reunión Restaurativa, conforme al artículo 427 CPP y según las disposiciones del artículo 3 iniciso ñ) de la Ley de Justicia Restaurativa, pero de hacerlo, no podrá integrar el tribunal que realizará el juicio. En todo momento se garantizará la confidencialidad de la información obtenida en justicia restaurativa.



La Reunión Restaurativa se realizará conforme a la metodología prevista en la Ley de Justicia Restaurativa y los protocolos vigentes.




También es posible que el asunto sea remitido a la sede restaurativa para la aplicación del procedimiento restaurativo con el apoyo del Centro de Conciliación, que en caso de alcanzarse un acuerdo restaurativo, estará a cargo de verificar el cumplimiento de la medida alterna y dictar sentencia de sobreseimiento definitivo una vez cumplidas las condiciones y el plazo dispuesto en éstas. Si la medida alterna es revocada por incumplimiento injustificado, la causa será devuelta al Tribunal de Flagrancia para que continúe el procedimiento.




Cuando las partes convienen la aplicación del procedimiento especial abreviado y el tribunal lo admite, por cumplirse con los requisitos legales, una persona juzgadora distinta a la que participó en la primera parte de la audiencia, procederá, a la mayor brevedad, en un término no superior a cuatro horas; a dictar la sentencia. También podrá el tribunal, por razones de forma o probatorias, rechazar el procedimiento abreviado. En este último caso devolverá el asunto a la audiencia inicial para que tome otra decisión, o corrija cualquier el error del procedimiento que sustentó su decisión (artículo 375 del CPP).




Cuando sea procedente, las partes podrán solicitar la aplicación del procedimiento especial abreviado o la cesura para la determinación de la pena mediante Justicia Restaurativa, conforme al artículo 14 de la Ley de Justicia Restaurativa y los protocolos de actuación vigentes.




El seguimiento de los acuerdos restaurativos judicializados como medida alterna o pena alternativa estará a cargo del equipo psicosocial de Justicia Restaurativa bajo el principio de Alto Apoyo y Alto Control y en coordinación con la Autoridad Judicial competente, con el IAFA o entidad acreditada o con el programa, oficina o nivel de atención en comunidad del Ministerio de Justicia que corresponda.



Si no se aplicara medida alterna alguna, ni el procedimiento abreviado o el procedimiento restaurativo, la persona juzgadora dispondrá la realización del juicio, previa valoración y admisión de la acusación y de la prueba ofrecida por las partes, que resulte admisible. Con ello, finaliza la primera parte de la audiencia prevista en el numeral 426 del CPP, por disposición del párrafo final del artículo 428:




[…] En el caso de que no proceda la aplicación de las medidas, no se proponga por la defensa o no se acepte por el Ministerio Público o la víctima, según fuere la medida, o el tribunal las considere improcedentes, este último procederá a realizar el juicio en forma inmediata y en misma audiencia. En este caso, deberá calificar la procedencia y pertinencia de la prueba ofrecida por las partes.”.




VIII.7.2. Realización del juicio oral y público. Inmediatamente después de haberse dispuesto la realización del juicio, el tribunal se integrará de manera  unipersonal o colegiada, según su competencia determinada por la sanción  prevista para el delito acusado, con sustento en los siguientes artículos. 



“Artículo 427. Constitución del tribunal de juicio y competencia. El tribunal de juicio, en cualquier tipo de delito que se juzgue mediante este procedimiento, será constituido según su competencia, conforme lo dispone la Ley orgánica del Poder Judicial, el cual tendrá competencia para resolver sobre causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones y nulidades. También tendrá competencia para aplicar cualquiera de las medidas alternativas al proceso, así como el procedimiento abreviado. Cuando no proceda ninguna de las medidas anteriores, el tribunal realizará el debate inmediatamente.”.




Por su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial, dispone:




“Artículo 96.- Los tribunales penales de juicio estarán conformados al menos por cuatro jueces y se integrarán, en cada caso, con tres de ellos, para conocer de los siguientes asuntos: 




1.- De la fase de juicio, [….] por  delitos sancionados con más de cinco años de prisión……”.




4.- De los impedimentos, las excusas y las recusaciones, de los jueces propietarios suplentes.






5.- De los demás asuntos que se determinen por ley.




Y, el artículo 96 bis, de la misma ley antes indicada, ordena: 




“Los tribunales penales de juicio se constituirán con uno solo de sus miembros, para conocer:



[…] 4.- De los juicios, por delitos sancionados con penas no privativas de liberta o hasta con un máximo de cinco años de prisión…”. 



En observancia de los principios de objetividad e imparcialidad, la persona juzgadora que intervino en la primera parte de la audiencia, si ha emitido criterio de la probabilidad comisión del hecho ilícito por parte de la persona sospechosa, no debe integrar el tribunal que realizará el debate. Sin embargo, podría integrarlo, si solo se ha limitado a valorar la existencia de flagrancia. 




El juicio oral público del procedimiento expedito de flagrancia, se debe de realizar en la segunda audiencia prevista en el numeral 428 del código del rito, de manera muy similar a como está previsto para el procedimiento ordinario, según lo dispone la siguiente norma: 




“Artículo 429. Realización del juicio. En la segunda parte de la audiencia inicial, se verificará el juicio, donde se le recibirá la declaración al imputado. En forma inmediata, se recibirá la aprueba testimonial de la siguiente manera: inicialmente la declaración del ofendido y luego la demás prueba; posteriormente, se incorporará la prueba documental y las partes podrán prescindir de su lectura. Por último, se realizarán las conclusiones por el fiscal y luego, la defensa. En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia en forma oral; si lo considera necesario, se retirará a deliberar y luego de un plazo razonablemente corto, el cual no podrá sobrepasar las cuatro horas, salvo causa excepcional que lo justifique y se comunique oralmente a las partes, sin que la ampliación del plazo exceda de veinticuatro horas luego de finalizada la audiencia de debate. Posteriormente, el tribunal se constituirá en la sala de audiencias, donde oralmente dictará sentencia en forma integral. El dictado de la resolución en forma oral, valdrá como notificación para todas las partes, aunque estas no comparezcan.”.  





Debe tenerse presente que por la regla de remisión establecida en el artículo 436), en lo no previsto para el debate en el numeral 429 del procedimiento, se deben aplicar las restantes regulaciones contenidas en el código procesal penal para el juicio, siempre que resulten compatibles con la naturaleza célere del procedimiento expedito. 




En virtud de lo anterior, es posible suspender el juicio en el procedimiento




de flagrancia, hasta por un plazo máximo de diez días, siempre y cuando se presente alguna de las causales que taxativamente lo permite, establecidas en el numeral 336 ibidem, pues, aún en ese supuesto, el procedimiento se culminaría en un menor tiempo que en el procedimiento ordinario.




Aunado a lo anterior, las circunstancias que permiten la suspensión del debate son imprevisibles, por lo que no se pueden valorar antes de que los representantes del Ministerio Público o la persona juzgadora decidan o admita la aplicación de ese procedimiento especial.   



La suspensión y continuación del juicio solo es posible, sin que la sentencia




pueda contener vicio que la torne ineficaz por la forma, por disposición de la norma, en los siguientes casos:



“Continuidad y suspensión. La audiencia se realizará sin interrupción, durante las sesiones consecutivas que sean necesarias hasta su terminación, pero, se podrá suspender por un plazo máximo de diez días, en los casos siguientes:




a) Cuando deba resolverse alguna gestión que, por su naturaleza, no pueda decidirse inmediatamente.




b) Cuando sea necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pueda cumplirse en el intervalo entre una y otra sesión.




c) Cuando no comparezcan testigos, peritos o intérpretes cuya intervención sea indispensable, salo que pueda continuarse con la recepción de otras pruebas hasta que el ausente sea conducido por la fuerza pública.




d) Si algún juez, fiscal o defensor se enferma hasta el punto de no poder continuar su actuación en el juicio, a menos que los dos últimos puedan ser reemplazados inmediatamente no el tribunal se haya constituido, desde la iniciación de la audiencia, con un número superior de jueces que el requerido para su integración, de manera que los suplentes integren el tribunal y permitan la continuación de la vista.




e) Cuando se compruebe, con dictamen médico forense, que el imputado se encuentra en la situación prevista en el inciso anterior. En este caso podrá ordenarse la separación de juicios y continuarse el trámite con los otros imputados.




f) Si alguna revelación o retractación inesperada produce alteraciones sustanciales en la causa, lo cual hace indispensable una prueba extraordinaria.




g) Cuando el imputado o su defensor lo soliciten después de ampliad la acusación o la querella, siempre que, por las características del caso, no se pueda continuar inmediatamente.¨.



En los anteriores supuestos, el juicio oral y público puede ser suspendido por el tiempo estrictamente necesario considerando la celeridad que debe caracterizar el procedimiento especializado de flagrancia, y hasta por un máximo de diez días. Con ello, el plazo duración previsto en el artículo 435, podría extenderse más allá de quince días naturales, sin sanción procesal, por existir una justificación legal, y porque el plazo establecido en la norma recién citada; es ordenatorio, y no perentorio. Esto significa que el incumplimiento de ese plazo solo acarrea responsabilidad disciplinaria a quien resulte responsable de la demora (si lo hubiera), pero no conlleva, por el sólo hecho de su incumplimiento, sanción procesal que determine la ineficacia de lo actuado y de la sentencia. 




En la recepción de la prueba testimonial y pericial, se seguirán las reglas establecidas para el debate en el procedimiento ordinario, de modo que interroga primero, quien la propuso.




VIII. 7.3.  Dictado de la sentencia. 



La sentencia que se dicta en el procedimiento expedito de flagrancia, por la regla de remisión o norma supletoria, debe contener todos requisitos establecidos en el artículo 363 del CPP.



A diferencia de lo establecido en el procedimiento ordinario, el dictado de la sentencia en el procedimiento para los delitos en flagrancia debe hacerse inmediatamente después de finalizado el juicio, con las conclusiones de las partes y la intervención final de la persona acusada. Así lo dispone la siguiente norma:




“Artículo 429. […] Por último, se realizarán las conclusiones por el fiscal y luego, la defensa. En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia…” 




La deliberación en el procedimiento de flagrancia, indicó la Sala III de la Corte Suprema de Justicia en la resolución 2011-00249, de las 8 horas cuarenta y dos minutos del 11 de marzo de 2011, no es la regla.




No obstante, es posible que la sentencia se difiera para ser dictada cuatro horas después de finalizado el debate; si la persona juzgadora debe deliberar. Excepcionalmente, la exposición del fallo podría demorarse hasta veinticuatro horas después de la finalización del juicio. En ambos supuestos, el juez o jueza debe justificar la decisión de postergar la exposición inmediata del fallo, e informar a las partes la hora en que se hará.




“Artículo 429. […] En forma inmediata el tribunal dictará sentencia […..], si lo considera necesario, se retirará a deliberar y luego de un plazo razonablemente corto, el cual no podrá sobrepasar las cuatro horas, salvo causa excepcional que lo justifique y se comunique oralmente a las partes, sin que la ampliación del plazo exceda de veinticuatro horas luego de finalizada la audiencia de debate….”.




La sentencia en este procedimiento, a diferencia de la que se dicta en cualquier otro de los procedimientos regulados en el código, debe ser oral. Además, se debe exponer de forma íntegra, por disposición de la siguiente norma:




“Artículo 429. […] En forma inmediata, el tribunal dictará sentencia oral.[…]…Posteriormente, el tribunal se constituirá en la sala de audiencias, donde oralmente dictará la sentencia en forma integral….” [Negrita ausente en la norma] .




Debe tenerse presente que el Reglamento y Protocolos de actuación de los delitos en flagrancia, aprobado por la Corte Suprema de Justicia, en la sesión 14-09 del 27 de abril de 2009, artículo XIX, ordena que la persona juzgadora confeccione un documento escrito en el que indique el número, fecha, hora y tribunal que dicta la sentencia, así como los hechos probados y la parte dispositiva o por tanto del fallo.




Por otra parte, la Comisión de la Jurisdicción Penal, en sesión número 030-2020 celebrada el 24 de febrero de 2020, ante consulta realizada por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del II Circuito Judicial de San José, y conforme a las circulares 164 y 212  de 2013, 123-2016 y 116-2017, así como el voto 2009-003117 de la Sala Cuarta Constitucional en el que indicó “que en las causas complejas o de larga duración es posible que la motivación oral no asegure una fundamentación constitucionalmente aceptable”, recomendó al Consejo Superior del Poder Judicial sugerir a los tribunales de flagrancia redactar por escrito, o transcribir, las sentencias con una duración superior a dos o cinco horas (sic).   




En virtud de la recomendación anterior, el Consejo Superior del Poder




Judicial, en la Sesión 017-2020, celebrada el 3 de marzo de 2020, en el artículo XLIX, acordó sugerir a los tribunales de flagrancia del país, transcribir las sentencias dictadas por ellos, oralmente, con una duración superior a dos  o cinco horas (sic).





Otra diferencia de este procedimiento en relación a otros que también regula el CPP, es que la sentencia se puede exponer, en su totalidad, sin que las partes se encuentren presentes. En otras palabras, es legalmente válido el fallo que es emitido en ausencia de las partes. Además, con su exposición quedan notificadas las partes, aunque no estén encuentren presentes, y en consecuencia, con su emisión oral empieza a correr el plazo para impugarla.




“Artículo 429. […]El dictado de la resolución en forma oral, valdrá como notificación para todas las partes, aunque estas no comparezcan.”. 



IX.- IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CUTELARES.




En el procedimiento expedito de flagrancia, la imposición de medidas cautelares es procedente desde su inicio. Sin embargo, éstas solo pueden ordenarse, en principio, por un plazo máximo de quince días hábiles que resulta acorde con la duración dispuesta para la trámite de la causa en esta vía, en la siguiente norma:




“ARTICULO 430. DICTADO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Cuando el fiscal considere la conveniencia de la imposición de la prisión preventiva o cualquier otra medida cautelar, lo podrá solicitar así al tribunal de juicio, desde el inicio del proceso. En caso de que el tribunal, conforme a los parámetros establecidos en este Código, considere proporcional y razonable la solicitud fiscal, establecerá la medida cautelar de prisión preventiva en contra de la persona imputada, la cual no podrá sobrepasar los quince días hábiles.”. […]. (El resaltado es propio) 



El plazo ordinario o inicial contemplado para la imposición de la prisión preventiva en el procedimiento de flagrancia, al amparo de la norma supletoria contenida en el numeral 436 y lo dispuesto en el artículo 258, ambos del CPP, puede ser prorrogado por el tribunal de juicio, por el plazo estrictamente necesario y de oficio, para asegurar la realización del debate.




Artículo 258: Prórroga del plazo de la prisión preventiva. […]. Vencidos esos plazos, no podrá acordarse una nueva ampliación del del tiempo de la prisión preventiva, salvo […] para asegurarse la realización del debate…..”.




Sobre esa prórroga, la Sala Cuarta Constitucional de la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado reiteradamente, entre otros, en los votos números 14902-05 de las 12:17 horas del 28 de octubre de 2005, 16851-2012 del 30 de noviembre de 2012, y el más reciente, 24942-2019, del 13 de diciembre de 2019, en los que ha indicado que ese plazo es legalmente prorrogable por el tribunal de juicio, de oficio y únicamente por el plazo estrictamente necesario, para realizar el debate.




La misma norma arriba indicada, en el párrafo segundo, establece un plazo extraordinario para la medida cautelar privativa de libertad que puede ordenar el tribunal de juicio, aún de oficio, al dictar sentencia condenatoria.




 […] Si el tribunal de juicio dicta sentencia condenatoria que imponga pena privativa de libertad, el plazo de la prisión preventiva podrá ser prorrogado mediante resolución fundada, por seis meses más.…”.  




X. DURACION DEL PROCESO.




Ya se ha indicado, en reiteradas oportunidades, que el procedimiento expedito para los delitos en flagrancia, consiste en un trámite célere, que tiene un previsto un plazo de quince días hábiles desde que inicia hasta la celebración de la audiencia prevista en el numeral 428 del CPP, por parte del tribunal de juicio.




También se adelantó que ese plazo es ordenatorio y no perenterio, lo que significa que su incumplimiento no acarrea sanción procesal alguna. En otras palabras, si el plazo se extiende más allá de los quince días hábiles, eso no acarrea, per se, la ineficacia de las actuaciones o de la sentencia. La única sanción prevista para la inobservancia de ese plazo, es de índole disciplinaria administrativa, para el funcionario o funcionaria que causó el atraso. Así contemplado en la siguiente norma:




“Artículo 435: Duración del proceso. Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal. El incumplimiento de ese plazo será causal de responsabilidad disciplinaria para el funcionario responsable de la demora.”     




La norma anterior refiere que el pazo de duración del procedimiento (15 días) corre desde que inicia y hasta la celebración de la audiencia por parte del tribunal. Pero, no aclara, si esa audiencia -que como se dijo, se divide en dos partes- debe celebrarse en su totalidad, sea, de principio a fin, o basta con iniciarla en su primera parte. 




Considerando que, por la norma supletoria o regla de remisión, el debate puede celebrarse en varias audiencias continuas y puede suspenderse por las causas expresamente establecidas en el artículo 336 del CPP, resulta lógico que el plazo finaliza con la celebración de la primera parte de la audiencia que ordena la apertura a juicio de la causa o la realización del juicio, que, debe iniciar de inmediato, y puede suspenderse y continuarse, cuantas veces sea necesario y por un plazo máximo de 10 días, bajo las presupuestos legales que lo permitan.




Por tanto, los 15 días hábiles que ordena el numeral transcrito líneas anteriores, constituye un plazo inicial que circunstancias permitidas por la ley podría extenderse, de manera razonable, fundamentada, y por el tiempo estrictamente necesario. 




La extensión del plazo por razones legales no faculta al tribunal, a declinar su competencia para conocer la causa y ordenar su envío al procedimiento ordinario. Tampoco genere la ineficacia del debate, ni de la sentencia.
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ANEXO.




Solución a la autoevaluación de la unidad IV. 



(F) Pedro no fue sorprendido cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo, Tampoco fue perseguido. Y cuando se le detuvo con el objeto del delito, el hecho no acaba de suceder.                 




(F) Rogelio no fue sorprendido cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo. Se le ve salir de la vivienda donde ocurrió el femicidio instantes después, e inmediatamente se inicia su persecución. Pero, no es sorprendido mientras huye, sino, algunas horas después, cuando ya no se le perseguía.




(F) Rita no fue sorprendida (aprehendida) cometiendo el hecho, ni inmediatamente después de cometerlo. Tampoco se le persiguió, y cuando fue detenida, poco tiempo después de cometer el hecho, no tenía en su poder la evidencia del delito.  




(v)  Pedro es aprehendido en el momento en que está realizando actos de ejecución del delito de estafa.




Solución al pareo de la unidad VI.



Oral, público y expedito. 
         

                        Procedimiento abreviado.




Contempla audiencias privadas y públicas. 




Prevé una sola audiencia pública.                                 Procedimiento de flagrancia.




Sentencia oral y escrita.




Sentencia oral.




Plazo razonable.                                          

Procedimiento ordinario.




Plazo de 15 días.
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La fiscalía debe conceder a la defensa el término de 24 horas para que elabore la estrategia que va a seguir.

















Si existe flagrancia, todas las causas se deben tramitar con el procedimiento especial. Salvo por la excepción establecida en la ley.











La prueba, para ser admisible, debe ser útil, necesaria, pertinente y no superabundante.
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I.- INTRODUCCION.




El presente documento constituye una guía para la aplicación del Procedimiento Expedito para los delitos en flagrancia” regulado en el Código Procesal Penal costarricense, al cual fue introducido mediante la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes”, número 8720, del 4 de marzo de 2009, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 77 del 22 de abril 2009, y que entró a regir el 22 de octubre del mismo año de su promulgación.




Tiene como propósito explicar, de manera sencilla y resumida, los pasos que deben seguir cada uno de los intervinientes, en la tramitación de la causa, desde su inicio y hasta su finalización con el dictado de una sentencia legalmente válida; con estricto apego a las disposiciones jurídicas que lo regulan.




Está dirigido, fundamentalmente, a operadores del sistema penal. Específicamente, a las personas funcionarias de los cuerpos policiales administrativos y de la policía judicial. A los fiscales y las fiscales del Ministerio Público. A las personas profesionales de la defensa pública. A los jueces y juezas penales. A las personas juzgadoras que integran los tribunales de juicio de flagrancia y ordinarios, así como los tribunales de apelación de sentencia. También se dirige a letrados y letradas de la sala de casación penal, y las personas profesionales en derecho que litiguen en materia penal y tengan interés en conocer los pasos de este procedimiento especial.



II.- MARCO REFERENCIAL




El "Procedimiento Expedito para los delitos en flagrancia" no es novedoso en nuestro sistema procesal penal pues, el Código de Procedimientos Penales de 1973, regulaba el procedimiento de citación directa a fin de darles un trámite más ágil y rápido a las causas en las que la persona sospechosa era sorprendida en la flagrante comisión del delito, aunque, en la práctica, no siempre se logró la celeridad deseada.





El actual Código Procesal Penal -vigente desde el 1° de enero de 1998- desde su promulgación contempló el concepto de flagrancia. Sin embargo, omitió legislar un procedimiento especial para tramitar esas causas, a pesar de la poca investigación que las mismas requieren. Fue la “Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes” la que creó un procedimiento diferenciado, con reglas claras, para dar un tratamiento ágil, sencillo, rápido y eficaz, a los casos de delitos en flagrancia. Y con dicha ley también se fueron creando las fiscalías y tribunales especializados, para que, con la participación de defensores y defensoras dedicados exclusivamente esas causas, se aplicara el trámite de manera eficiente y cuantitativa,




La falta de orientación, la divergencia de criterios sobre la procedencia o no de la aplicación de ese procedimiento especializado, y las distintas formas como se aplica en los distintos despachos judiciales, ha propiciado que el procedimiento no se utilice de la forma pretendida por la ley, por lo que con esta herramienta se pretende, con estricto apego a la ley, señalar el a, b, c, de su aplicación y unificar su aplicación.




Teniendo en mira lo antes expuesto, desde el Despacho de la Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia  y Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, se pone a disposición de las personas operadoras y profesionales usuarias del sistema penal costarricense, esta “Guía práctica para la aplicación del procedimiento de flagrancia", con la esperanza de que resulte de gran ayuda para orientar su labor y hacer realidad los principios constitucionales de una justicia pronta, cumplida y efectiva, en los conflictos penales que puede resolverse por esta vía.




DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO EXPEDITO DE FLAGRANCIA E INTERVENCION DE LAS PARTES.




I.- Aprehensión de la persona sospechosa.



La aprehensión de la persona sospechosa no implica el inicio del procedimiento de flagrancia, pero sin ella, no es posible aplicarlo, pues es requisito inescindible que la persona sospechosa sea presentada al Ministerio Público luego de haber sido detenida en cualquiera de los cuatro supuestos que configuran la flagrancia y que están indicados en el artículo 236 del Código Procesal Penal (en adelante CPP).




La retención o privación momentánea de la libertad de quien cometió o intentó cometer un delito, puede ser ejecutada por un ciudadano o ciudadana común, la víctima o agentes de los cuerpos policiales del país.




 Si la aprehensión de la persona sospechosa por parte de la víctima o de cualquier ciudadano o ciudadana, debe entregarla, de inmediato, a los cuerpos policiales administrativos (Fuerza Pública, Policía Municipal, Policía Turística, etc.) o al Organismo de Investigación Judicial, para que sus agentes la trasladen, también de inmediato, a la sede del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba recabada hasta ese momento (ofendido, testigos, videos, actas de decomiso, evidencia material, etc.). 




En algunas ocasiones los y las agentes de los cuerpos policiales son quienes realizan la aprehensión de la persona sospechosa de cometer el delito, debiendo ellos, de igual modo, y de inmediato, trasladarla ante la oficina del Ministerio Público más cercano, junto con la prueba que se haya recopilado hasta ese momento.



El traslado y presentación de la persona sospechosa a la fiscalía no requiere la confección previa, y la entrega, de un informe o parte policial escrito sobre las razones y circunstancias de la detención, ya que el mismo debe rendirlo la autoridad actuante, de manera oral, ante la fiscalía; órgano que debe grabar en audio y video o transcribir en un acta, lo que ella indique.




II.- Inicio del procedimiento. Intervención del Ministerio Público.



El procedimiento inicia cuando la persona sospechosa es presentada al Ministerio Público, junto con las pruebas recopiladas hasta ese momento.




De inmediato, la persona representante de la fiscalía debe valorar los hechos que motivaron la detención para determinar si constituyen delito, y la forma como se realizó la detención de la persona acusada, para determinar si se dio en alguno de los supuestos establecidos en el numeral 236 del CPP para la existencia de flagrancia. 




Si el fiscal o la fiscala considera que en el caso no existe delito, de acuerdo a la política de persecución penal establecida por el Ministerio Público procede aplicar un criterio de oportunidad y prescindir total o parcialmente la persecución penal (artículo 22 del CPP), o que debe requerir el dictado de un sobreseimiento definitivo ( numeral 311 ídem); debe presentar la solicitud de desestimación (numeral 282 del CPP) o cualesquiera de las otras solicitudes indicadas, ante el juez o la jueza penal de la vía ordinaria, a fin de que se resuelva la petición, con observancia y respeto del debido proceso, concediendo el derecho de intervención y los recursos establecidos en la ley, a todas las partes. 



De determinar la persona representante de la fiscalía, en esa primera valoración, que el comportamiento atribuido a la persona aprehendida constituye una acción típica y que su detención se produjo en flagrancia, debe concederle a la persona acusada el derecho de nombrar defensa técnica de su confianza, o bien, solicitarle, si así lo desea, el nombramiento de defensa pública para que le asista en el procedimiento.




Asimismo, conforme al artiuclo 424 CPP, el fiscal o fiscala, de oficio o a petición de parte, constatará la existencia de los requisitos de admisibilidad e informará a la víctima, a la persona imputada y su defensa técnica sobre la posibilidad de tramitar el caso mediante la aplicación del procedimiento de Justicia Restaurativa, a fin de comunicar la solicitud al Tribunal de Juicio para trasladar el caso a la respectiva Oficina de Justicia restaurativa.




Cuando la defensa se encuentre constituida y se haya apersonado al proceso, la persona representante de la fiscalía debe informarle, oralmente, a ella y a la persona acusada, los hechos que se le atribuyen y la prueba existente hasta ese momento; y concederles el término de veinticuatro horas para que preparen su estrategia defensiva; el cual, puede ser expresamente renunciado por la defensa.




Si la fiscalía decide solicitar la medida cautelar de prisión preventiva contra la persona aprehendida, mientras transcurren las veinticuatro horas que debe conceder a la defensa, debe poner a la persona aprehendida a la orden del tribunal (artículos 27 y 39 de la Constitución Política y 235 del CPP), a quien le informará de ello. 




Si resuelve solicitar medidas cautelares alternas distinta a la privación de libertad, o no pedir ninguna, de forma inmediata deberá ordenar la libertad de la persona aprehendida, y citarla para que comparezca vencidas las veinticuatro horas concedidas a la defensa para la planificación de su estrategia, o en un plazo que sea inferior de quince días naturales desde que se ejecutó su aprehensión.




Una vez concedido el término antes indicado, o si lo renuncia, la defensa, previa verificación del cumplimiento de los requisitos legales, podrá solicitar la aplicación del procedimiento restaurativo. En ese caso, ante la anuencia de la persona acusada, la defensa técnica debe informar a la fiscalía para que ésta lo comunique al Tribunal, que en caso de considerarlo procedente, remitirá la causa a la sede de Justicia Restaurativa correspondiente para que se valore la aplicación de la Ley de Justicia Restaurativa.




La persona representante del Ministerio Público debe someter todas las causas en que la persona sospechosa sea aprehendida en flagrancia, al procedimiento especial y expedito para los delitos en flagrancia. Sólo por la excepción contemplada en la ley (artículo 422 del legal), puede prescindir del mismo, pero esa excepción no es una facultad discrecional del representante del órgano acusador. Por el contrario, es una potestad reglada que puede ejercer, únicamente, cuando la investigación del suceso delictivo requiera la realización y recopilación de pruebas que en la práctica tardan mucho tiempo. 




Además, el fiscal o fiscala deberá valorar la aplicación del procedimiento restaurativo en cada caso, conforme a las disposiciones de la Ley de Justicia Restaurativa.




Solo cuando considere que procede solicitar la incompetencia material o territorial, aplicar el procedimiento de Justicia Restaurativa o formular un requerimiento acusatorio; el fiscal o la fiscala puede presentar el caso ante el tribunal de juicio de flagrancia y le solicitará la realización de la audiencia inicial, en la que le informará los hechos denunciados y la forma como se produjo la aprehensión de la persona detenida. Sobre esta petición  la persona juzgadora dará audiencia a la defensa y resolverá.




Autorizado el procedimiento de flagrancia, el Ministerio Público expondrá la acusación con los requisitos establecidos para su admisión, y solicitará que se ordene la realización del juicio. Si las peticiones de la fiscalía son aceptadas por la persona juzgadora, en la segunda parte de la audiencia que realiza el tribunal, el fiscal o fiscala deberán participar en el debate realizando todas las actuaciones que le son asignadas a la parte acusadora en el CPP y en su ley orgánica. 




II.- Realización de la audiencia inicial. Intervención del tribunal de juicio.



El tribunal se constituirá unipersonalmente para realizar la primera parte de la audiencia inicial dispuesta en el artículo 426 del CPP.




 Lo primero que debe verificar el tribunal es que el Ministerio Público le haya concedido el término de 24 horas a la defensa, para que planifique su estrategia. Si no lo ha hecho, ordenará a la fiscalía hacerlo. 




Vencida o renunciada la oportunidad de la defensa de diseñar su estrategia, el tribunal realizará la audiencia, verificando la presencia de todas las partes y advirtiendo a la persona acusada mantenerse atenta.




De las solicitudes que presente la fiscalía (aplicación del procedimiento de flagrancia y solicitud de apertura a juicio), el tribunal dará audiencia a la defensa, la que podrá oponerse al procedimiento, proponer la aplicación de medidas alternas como la conciliación (artículo 25 del CPP), la suspensión del procedimiento a prueba (artículo 36 ibidem), el pago del máximo previsto para la pena de multa (artículo 30 inciso c) ); someterse al procedimiento abreviado (artículo 374 idem), u ofrecer prueba para el juicio.




Cuando sea procedente, las partes podrán solicitar la aplicación del procedimiento restaurativo, conforme al artículo 14 de la Ley de Justicia Restaurativa. Si se aprueba la remisión del caso a la sede restaurativa, se suspenderá la audiencia hasta por un plazo máximo de ocho días hábiles para el trámite correspondiente. En el mismo acto, El Tribunal de Juicio se comunicará y coordinará con la Oficina de Justicia Restaurativa respectiva la fecha y hora de la Reunión Restaurativa y fijará la continuación de la audiencia en que se homologarán los acuerdos restaurativos o se continuará con el trámite establecido en flagrancia. 



La persona juzgadora que participó en la primera parte de la audiencia podrá facilitar la Reunión Restaurativa, conforme al artículo 427 CPP y según las disposiciones del artículo 3 iniciso ñ) de la Ley de Justicia Restaurativa, pero de hacerlo, no podrá integrar el tribunal que realizará el juicio. En todo momento se garantizará la confidencialidad de la información obtenida en justicia restaurativa.



La Reunión Restaurativa se realizará conforme a la metodología prevista en la Ley de Justicia Restaurativa  y los protocolos vigentes.



También es posible que el asunto sea remitido a la sede restaurativa para la aplicación del procedimiento restaurativo con el apoyo del Centro de Conciliación, que en caso de alcanzarse un acuerdo restaurativo, estará a cargo de verificar el cumplimiento de la medida alterna y dictar sentencia de sobreseimiento definitivo una vez cumplidas las condiciones y el plazo dispuesto en éstas. Si la medida alterna es revocada por incumplimiento injustificado, la causa será devuelta al Tribunal de Flagrancia para que continúe el procedimiento.





Seguidamente, si se ha constituido, intervendrá la parte querellante, que debe presentar su acusación privada con los mismos requisitos que dispone el numeral 74 del CPP, salvo que lo debe hacer oralmente.




Cuando la prueba que ofrezca la parte querellante resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal se le prevendrá para que indique si prescinde de su querella o solicita la aplicación del procedimiento ordinario; caso en el cual, el tribunal ordenará readecuar los procedimientos y enviar la causa a la vía ordinaria.  




Posteriormente, intervendrá el actor civil, que debe presentar su demanda y pretensiones resarcitorias bajo los mismos requisitos que exige el numeral 112 del CPP, también de manera oral. Cuando la prueba que ofrezca la parte actora civil resulte incompatible con la celeridad del procedimiento de flagrancia, el tribunal se le prevendrá para que indique si prescinde de su demanda o solicita la aplicación del procedimiento ordinario; caso en el cual, el tribunal ordenará la readecuarán de los procedimientos al procedimiento ordinario.




La persona juzgadora debe rechazar la acción civil resarcitoria, si existen terceros civilmente demandados ausentes. En tal caso, puede la parte actora acudir a la jurisdicción civil contra ellos.    



Cuando sea procedente, las partes podrán solicitar la aplicación del procedimiento especial abreviado o la cesura para la determinación de la pena mediante Justicia Restaurativa, conforme al artículo 14 de la Ley de Justicia Restaurativa y los protocolos de actuación vigentes.




El seguimiento de los acuerdos restaurativos judicializados como medida alterna o pena alternativa estará a cargo del equipo psicosocial de Justicia Restaurativa bajo el principio de Alto Apoyo y Alto Control y en coordinación con la Autoridad Judicial competente, con el IAFA o entidad acreditada o con el programa, oficina o nivel de atención en comunidad del Ministerio de Justicia que corresponda.




De todas las pretensiones presentadas por las partes intervinientes en la primera parte de la audiencia inicial, el tribunal concederá audiencia a la contraparte, la defensa penal y civil, y de seguido resolverá, de manera oral.




Cuando rechace la aplicación del procedimiento especial, ordenará la remisión de la causa a la fiscalía para que continúe el trámite en la vía ordinaria.




Si la persona juzgadora determina que la acusación presentada por el Ministerio Público no reúne los requisitos establecidos en el artículo 303 del CPP, debe prevenir su corrección con sustento en el artículo 15 del rito.





El tribunal se pronunciará también, oralmente, sobre la querella y la acción civil resarcitoria, la admisibilidad de la prueba ofrecida por todas las partes, y si dispone la realización del juicio oral y público, ordenará que éste se verifique en la segunda parte de la audiencia inicial que se celebrará de inmediato.




III.- Realización del juicio oral y público. El juicio oral público del procedimiento expedito de flagrancia, se debe de realizar en la segunda audiencia prevista en el numeral 428 del código del rito, de manera muy similar a como está previsto para el procedimiento ordinario.




Para iniciar el juicio oral y público, el tribunal se constituirá según su competencia, determinada por la pena prevista para el delito de que se trate, de conformidad con los artículos 427 del rito, 29 y 29 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 




El tribunal verificará la presencia de las partes. Al juicio deben asistir todos los y las intervinientes procesales (Ministerio Público, víctima, persona imputada y defensa), y las que se constituyeron en la primera parte de la audiencia. Se declarará desistida la acción civil resarcitoria si el actor o actora no comparece, se aleja de la audiencia o no presenta conclusiones (artículo 117 inciso c).





Con fundamento en la norma supletoria o regla de remisión establecida en el artículo 436 del rito, en lo no previsto para el debate en el numeral 429 del procedimiento, se deben aplicar las restantes regulaciones contenidas en el código procesal penal para el juicio en el procedimiento ordinario, siempre que resulten compatibles con la naturaleza célere del procedimiento expedito. 




Cuando se presenten alguna de las causales previstas en el numeral 336




del CPP es posible la suspensión del juicio, por el plazo estrictamente necesario y  hasta por un máximo de diez días, por lo que el plazo duración del procedimiento de flagrancia previsto en el artículo 435 procesal, podría extenderse más allá de quince días naturales, sin sanción procesal, si existe justificación legal para suspender el debate. 





En la recepción de la prueba testimonial y pericial, se seguirán las reglas establecidas para el debate en el procedimiento ordinario, de modo que interroga primero, quien la propuso.




VI.- Dictado de la sentencia. Después de evacuada la totalidad de la prueba y escuchadas las conclusiones y pretensiones de las partes, de inmediato, el tribunal dictara la sentencia, íntegra y oral. 




La deliberación en el procedimiento de flagrancia no es la regla. No obstante, es posible que el tribunal difiera su dictado, para excepcionalmente deliberar, y dictar la resolución cuatro horas después de finalizado el debate.




Excepcionalmente, la exposición del fallo podría demorarse hasta veinticuatro horas después de la finalización del juicio. 




En ambos supuestos, el juez o jueza debe justificar la decisión de postergar la exposición inmediata del fallo, e informar a las partes la hora en que se hará.




La sentencia debe contener todos los requisitos establecidos en el numeral 363 procesal y el tribunal la debe emitir aunque las partes no comparezcan, a la hora y fecha señalada o en el tiempo indicado. Con la exposición oral del fallo, las partes son notificadas de su contenido, y el plazo para recurrir inicia su curso..




El tribunal, conforme a lo que dispone el Protocolo de actuación del procedimiento de flagrancia, aprobado por la Corte Suprema de Justicia, en la sesión 14-09 del 27 de abril de 2009, artículo XIX, debe elaborar un documento escrito en el que indique el número, fecha, hora y tribunal que dicta la sentencia, así como los hechos probados y la parte dispositiva o por tanto del fallo.




Además, en virtud de la sugerencia emitida por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la Sesión 017-2020, celebrada el 3 de marzo de 2020, en el artículo XLIX, el tribunal debe transcribir las sentencias dictadas oralmente, con una duración superior a dos o cinco horas (sic).




IV.- Solicitud e imposición de medidas cautelares




En el procedimiento expedito de flagrancia, la imposición de medidas cautelares es procedente desde su inicio. Sin embargo, éstas solo pueden ordenarse, en principio, por un plazo máximo de quince días hábiles que resulta acorde con la duración dispuesta para el trámite de la causa en esta vía, conforme al artículo 430 CPP.




El plazo ordinario o inicial indicado, para la imposición de la prisión preventiva en el procedimiento de flagrancia, al amparo de la norma supletoria contenida en el numeral 436 y lo dispuesto en el artículo 258, ambos del CPP, puede ser prorrogado por el tribunal de juicio, por el plazo estrictamente necesario y de oficio, para asegurar la realización del debate.




El artículo 258 antes mencionado, en el párrafo segundo, establece un plazo extraordinario para la medida cautelar privativa de libertad que puede ordenar el tribunal de juicio, aún de oficio, al dictar sentencia condenatoria.




v.- Duración del proceso. El procedimiento expedito para los delitos en flagrancia consiste en un trámite célere, que tiene un previsto un plazo de quince días hábiles desde que inicia hasta la celebración de la audiencia prevista en el numeral 428 del CPP, por parte del tribunal de juicio.




Ese plazo es ordenatorio y no perenterio, lo que significa que su incumplimiento no acarrea sanción procesal alguna, Si el plazo se extiende más allá de los quince días hábiles, eso no acarrea, per se, la ineficacia de las actuaciones o de la sentencia. La única sanción prevista para la inobservancia de ese plazo es de índole disciplinaria administrativa, para el funcionario o funcionaria que causó el atraso. 





La ley establece que el plazo de duración del procedimiento (15 días hábiles) corre desde que inicia y hasta la celebración de la audiencia por parte del tribunal. Conforme con la norma supletoria o regla de remisión, el debate puede celebrarse en varias audiencias continuas y puede suspenderse por las causas expresamente establecidas (artículos 436 y 336 del CPP), por lo que el plazo finaliza con la celebración de la primera parte de la audiencia que ordena la apertura a juicio de la causa o la realización del juicio, que debe iniciar de inmediato, y puede suspenderse y continuarse, cuantas veces sea necesario y por un plazo máximo de 10 días, bajo las presupuestos legales que lo permiten.




Los 15 días hábiles que ordena el numeral 436 antes indicado, constituye un plazo inicial que, por las circunstancias permitidas por la ley, podría extenderse, de manera razonable, fundamentada, y por el tiempo estrictamente necesario. 




La extensión del plazo por razones legales no faculta al tribunal, a declinar su competencia para conocer la causa y ordenar su envío al procedimiento ordinario. Tampoco genere la ineficacia del debate, ni de la sentencia.
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			Reunión ordinaria


			Poder Judicial



Sala Tercera


			30 DE SETIEMBRE DE 2020





			


			COMISIÓN NACIONAL DE FLAGRANCIA 



(Microsoft Teams)


			





			I. INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:





			Reunión 


			Sesión 04-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia.





			Fecha  


			30 de setiembre de 2020.





			Asistentes:


			Patricia Solano Castro


			Magistrada de la Sala de Casación Penal, Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia





			


			Juan Carlos Pérez Murillo


			Dirección de la Defensa Pública





			


			Érick Núñez Rodríguez


			Sub dirección de la Defensa Pública





			


			Fabiola Luna Durán 


			Ministerio Público





			


			Flavio Quesada Sánchez


			Organismo de Investigación Judicial 





			


			Paul Hernández Balmaceda


			Representantes de los jueces de Flagrancia





			


			Lucía Sánchez Mora 


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro. 





			


			Xinia Salazar Víquez


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro.





			


			Fabián Freyean Mora


			Técnico Judicial, de la Comisión de la Jurisdicción Penal.





			


			Ligia Arias Alegría


			Invitado.





			


			Paúl Hernández Balmaceda


			





			


			------ Última Línea------





			Agenda:


			ASUNTOS POR CONOCER: 



I. Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología y metodología de la Escuela Judicial.


II. Observaciones realizadas por el Ministerio Público, Defensa Pública y Justicia Restaurativa. 


III. Aprobación de la Embajada de Estados Unidos de presupuesto para incluir asuntos de flagrancia en el programa de Justicia Restaurativa.


IV. Consulta de la jueza Mauren Sancho González sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia. 



V. Forma de trabajo de las Secciones de Flagrancia de los Tribunales Penales, salvo II Circuito Judicial de San José, en días feriados y asuetos. 









			Hora de 



inicio:


			14:00 p.m.


			Hora de finalización:


			16:00





			RESULTADOS DE LA REUNIÓN





			· Se da inicio a la sesión 04-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia, al ser las 15:00 horas.



Artículo I, 



Exposición del Manual y Guía sobre funcionamiento de Flagrancia. Documentos revisados por el área de filología y metodología de la Escuela Judicial.



· Magistrada Patricia otorga la palabra a doña Ligia.


· Doña Ligia procede a explicar su presentación sobre el procedimiento expedito de flagrancia, así como el manual y la guía.


· Indica que por la forma en como está confeccionado el procedimiento, las partes deben estar debidamente capacitadas para que puedan ejercer debidamente las funciones que le corresponden a cada uno. 


· Doña Patricia expone las observaciones hechas al manual y la guía, dado lo avanzado de la hora, consulta a los miembros de la Comisión si les parece que retomemos el asunto para una sesión futura, puede ser la otra semana, para discutir las observaciones que se han hecho al manual y la guía, o si desean a la luz de la exposición de doña Ligia, replantear o considerar sus observaciones. Desea escuchar su opinión para determinar si de analizan dichas observaciones en otro momento.



· Doña Fabiola manifiesta que sí le parece adecuado, incluso estima oportuno reunirse nuevamente con don Érick, o con don Stwart, para replantear el asunto, respecto a si el manual atiende los artículos que contemplan flagrancia, pero frente a esta nueva explicación que hace doña Ligia, sería importante retomar el estudio. 


· Doña Ligia, debo indicar que en el manual, yo no desarrollé el tema de Justicia Restaurativa para que ellos siguieran haciendo la capacitación, por ello, solo hice mención de los momentos procesales donde se puede y cómo debe aplicarse la Justicia Restaurativa, esas fueron la decisión que tomamos en las primeras reuniones.



· Don Juan Carlos, la Defensa Pública se compromete con la Dirección de Heredia para proceder conforme, que debe cuentarse con toda la colaboración de la Dirección de la Defensa Pública. Esto debe caminar pronto.



Artículo II, 



Observaciones realizadas por el Ministerio Público, Defensa Pública y Justicia Restaurativa.


· Se acordó a la luz de la exposición de la licenciada Ligia, se atenderán en una sesión futura.


Articulo III,



Aprobación de la Embajada de Estados Unidos de presupuesto para incluir asuntos de flagrancia en el programa de Justicia Restaurativa



· La magistrada Patricia explica el tema, dado que la Embajada dio un plazo para que Justicia Restaurativa ejecute el presupuesto, se necesita la aprobación del Manual y la Guía. Es importante y necesario, también porque se quería hacer una capacitación en flagrancia, la cual nunca se dio, nunca hubo una capacitación adecuada para flagrancia.


Artículo IV, 



Consulta de la jueza Mauren Sancho González sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia.



· Indica la licenciada Lucía que el informe que esta revisando la jefatura de planificación proponen tres escenarios: 1.- mantener a los jueces de la forma en que están ahora, 2.- adoptar la propuesta de doña Mauren, y 3.- la eliminación de estos dos jueces, al parecer esta última propuesta es como la que más fuerza tiene para doña Nacira, pero que si se contempla dentro de las opciones la propuesta que hace doña Mauren.



· Magistrada Patricia, no quiero entrar  a conocer el asunto hasta no tener el informe, me parece que se puede trabajar con un plan piloto, mientras optimizamos ese recurso.



· Don Paúl, me gustaría que si se autoriza, nos los comuniquen lo antes posible.


· Se acordó, autorizar el trabajo como plan piloto, mientras se conoce el informe y los resultados de Planificación, iniciando a partir del día 12 de octubre pueden empezar con la labor en Heredia.



Artículo V, 



Forma de trabajo de las Secciones de Flagrancia de los Tribunales Penales, salvo Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, en días feriados, asuetos y fines de semana.


· La Magistrada Patricia explica el tema, me parece que podemos tomar un acuerdo que tratándose de feriados y asuetos, simplemente flagrancia no atiende, lo ve turno.


· Indica don Paúl que hay varias circulares,



· Indica doña Patricia, se puede tomar como acuerdo, que Planificación nos mande la estadística de los últimos cuatro meses, que con el decreto ejecutivo, nos indiquen los números, para poder evaluar eso.



· Se acordó, solicitar a la Dirección de Planificación, nos remitan un informe estadístico de los últimos cuatros meses, en el cual nos indiquen la métrica, para que esta Comisión valore al respecto del tema. 



Magistrada Patricia, En la primera quincena de octubre, se podría agendar una futura sesión de la Comisión, podríamos dejar de una vez el 15 de octubre, a las 09:00 horas para poder terminar de ver estos temas y si existe algún tema pendiente, para ir cerrando círculos.


· Se queda convocada la próxima sesión de la Comisión Nacional de Flagrancia número 05-2020, para el día 15 de octubre de 2020, a las 09:00 horas.



· Se cierra la sesión, al ser las 17:40 horas.



___________________________Última línea_________________________





			Fabián Freyean Mora



Técnico Judicial Tres



Comisión Nacional de Flagrancia
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			Reunión ordinaria


			Poder Judicial


Sala Tercera


			21 de mayo de 2020





			


			COMISIÓN NACIONAL DE FLAGRANCIA


			





			I. INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:





			Reunión 


			Sesión 01-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia.





			Fecha  


			21 de mayo de 2020.





			Asistentes:


			Patricia Solano Castro


			Magistrada de la Sala de Casación Penal, Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia





			


			Erick Nuñez Rodríguez


			Defensa Pública





			


			Fabiola Luna Durán 


			Ministerio Público





			


			Flavio Quesada Sánchez


			Organismo de Investigación Judicial 





			


			Wilbert Kidd Alvarado 


			 Dirección Ejecutiva





			


			Paul Hernández Balmaceda 


			Juez de Flagrancia





			


			Lucía Sánchez Mora 


			Sala Tercera, Oficina Magistrada Patricia Solano Castro. 





			


			------ Ultima Línea------





			Agenda:


			





ASUNTOS POR CONOCER: 





I. Observaciones realizadas por los integrantes de la Comisión, don Erick Nuñez y don Paul Hernández, respecto al oficio 008-CNFLAG “Aclaración sobre cierres colectivos y secciones de Flagrancia”. 


II. Informe Anual de Labores del año 2019 de la Sección de Flagrancia del Tribunal de Heredia.


III. Informe relacionado con la evaluación final del Plan Estratégico Institucional 2013-2018


IV. Informe de Planificación en torno a la nota de la Licda. Ligia de los Ángeles Arias Alegría, quien fue Jueza de Flagrancia del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.


V. Informe de Rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia


VI. Propuestas de mejora del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y el avance del rediseño del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, los resultados que se estarían observando serían de las siguientes oficinas:


1) Juzgado Penal = Limón, Bribrí, Bataán, Pococí y Siquirres


2) Tribunal Penal = Limón, Pococí y Siquirres


3) Flagrancia = Limón y Pococí


VII. Gestión del Juez Andrés Olsen ante la Comisión. 


VIII. Tema planteado por la señora Fiscal General ante la Comisión Nacional de Flagrancia, sobre audiencia de competencia.








			Hora de 


inicio:


			14:00 p.m.


			Hora de finalización:


			16:00





			RESULTADOS DE LA REUNIÓN





			


· Se da inicio a la sesión 01-2020, de la Comisión Nacional de Flagrancia, al ser las 14:00 horas.


Artículo I, 





1.	Observaciones realizadas por los integrantes de la Comisión, don Erick Nuñez y don Paul Hernández, respecto al oficio 008-CNFLAG “Aclaración sobre cierres colectivos y secciones de Flagrancia”. 


· En relación con el oficio de la Comisión Nacional de Flagrancia No. 008-CNFLAG-2019, que fue puesto en conocimiento de los integrantes, conocido por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No.  sesión N° 03-2020 celebrada el 14 de enero del 2020, artículo XXI, el señor Erick Nuñez, sub jefe de la Defensa Pública y el señor Paul Hernández Balmaceda, Juez coordinador de la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Heredia, realizan observaciones.  


· La Defensa Pública expone que: Les genera preocupación el hecho de que el diferir la realización de la etapa de juicio de aquellos casos que entren en estos periodos especiales de cierre de funciones- hasta que se restablezca el servicio ordinario- pueda atentar en contra del principio de justicia pronta y cumplida, previsto en el artículo 41 de la Constitución Política, sobre todo considerando que algunos de esos usuarios puedan estar privados de libertad, a la espera de que se realicen esos debates que se posponen.


· El representante de la Sección de Flagrancia de Heredia considera que el informe de Planificación tenía como propósito estimar la colaboración de las Secciones de Flagrancia a la jurisdicción penal ordinaria, no la de realizar un estudio integral acerca de la atención en horarios no hábiles.


· Estima que la definición de las jornadas laborales de las diversas secciones de Flagrancia las ha dispuesto Corte Plena, tendría que ser en tal sede que se modifiquen, lo que no ha ocurrido, salvo para los despachos mencionados desde el año 2014 y que se vuelven a mencionar en el último informe, a saber el 135-PLA-OI-2020 pues se estima que en este punto, aún y a pesar de lo recopilado en el oficio OO8-CNFLAG-2019, estamos lejos de contar con un estudio integral al respecto, como lo requirió la Comisión de Flagrancia en el 2017 y tampoco existe algún acuerdo de Corte, Consejo Superior o la propia Comisión de Flagrancia que establezca la variación de la jornada laboral de las diferentes secciones de Flagrancia, como si lo existe por ejemplo para el Tribunal del II Circuito Judicial de Guanacaste, por ejemplo, con respecto a los días feriados.


· Solicita:


· 1-La realización del estudio integral de atención de Flagrancia de todo el país y todos los despachos para los días que no son hábiles en la jurisdicción ordinaria, para lo cual se debe tomar en cuenta todas las variables, estadísticas, presupuestarias, legales, constitucionales y necesidad del servicio, ya que no existe al día de hoy. 


· 2-En su defecto, y conforme lo sugiere el informe 135-PLA-2020, se sistematice, conozca, difunda y apruebe en la Comisión de Flagrancia las disposiciones que al respecto se adopten en los despachos que ya han sido intervenidos o están siendo intervenidos “con base en las propuestas del Equipo de Trabajo destacado en el “Proyecto para el Desarrollo e Implementación del Modelo Estándar Integral del Proceso Penal” actualmente en ejecución.”. Lo que en todo caso implica que se deba aclarar por parte de esta Comisión la forma de atención en el resto de despachos no intervenidos a la fecha para seguridad de todas las partes. 


· 3-Que, previamente a la decisión correspondiente, se analicen las posiciones de todas las partes en reunión presencial o virtual, según se considere conveniente y se someta a votación y análisis de quienes integramos esta comisión. 


Se acordó:


· Solicitar informe a Planificación (ver sesión de diciembre de 2017 de la Comisión Nacional de Flagrancia)


· Para que analice labores de Flagrancia en temas de asuetos y feriados y cierres colectivos. 


· Don Erick: con la circular 84-20 queda compensada en parte su gestión. Solicitar incluir el oficio que aportaron para que cuando planificación tenga ese insumo y valore la necesidad de uno o más insumos. Solo primero y segundo se abriría por lo que eso no tendría vigencia ya la gestión. 


· Doña Patricia: Se podría pedir general 


· Solicitar a Planificación que exponga el informe en la Comisión Nacional de Flagrancia. 


Artículo II, 





Informe Anual de Labores del año 2019 de la Sección de Flagrancia del Tribunal de Heredia. 


· Este informe fue puesto en conocimiento mediante correo electrónico, a los miembros de la Comisión para su revisión el día 20 de enero de 2020.


· Indicadores: 


· En cuanto a resoluciones dictadas (Medidas cautelares, medidas alternas, autos de elevación, determinación de competencia, disconformidad, desestimaciones, rebeldías, etc) por la Sección de Flagrancia del Tribunal de Heredia, tenemos en total:  


                                2018      3970


                                2019      4297


· Esto es, en el año 2019, se dictaron 327 resoluciones mas con respecto al año 2018 (datos derivados de los libros de votos respectivos y comprobables con el detalle de expediente, hora, fecha, intervinientes y persona juzgadora que lo dictó).





· En lo que respecta a sentencias dictadas tenemos la siguiente comparativa: 


                                  2017     488


                                  2018     697


                                  2019     747


  


· En particular y durante el mismo período (2019) el rendimiento mensual promedio por plaza de persona juzgadora resolutora es la siguiente: 


Juez 1 (Serrano Rodríguez)                            154,8%                        


Juez 2 (Hernández Balmaceda)                      152.2%


Juez 3 (Córdoba Herrera)                                150%


Juez 4 (Víquez Gómez)                                   141%


Jueza 5 (Mata Sánchez)                                  134% 


Jueza 6 (Rojas Calvo)                                      121%


Jueza 7 (Ledezma Solórzano)                         139% .


Se acordó: Tomar nota del informe presentado, con indicación de un aumento en el desempeño del Tribunal en resoluciones y sentencias dictadas. Aprobar y mandar resumen de informe a prensa. Difusión de buena labor.


Artículo III, 





Informe relacionado con la evaluación final del Plan Estratégico Institucional 2013-2018. 


· Sobre este informe preliminar, la Comisión Nacional de Flagrancia conoció en Julio de 2019, sin que se realizarán observaciones.


Se acordó: Darle seguimiento a las indicaciones realizadas en el informe en relación con Flagrancia, con el rediseño de procesos que se mantiene en la Comisión de la Jurisdicción Penal. 


Artículo IV, 





Informe de Planificación en torno a la nota de la Licda. Ligia de los Ángeles Arias Alegría, quien fue Jueza de Flagrancia del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.





· La ex funcionaria indica que pudo percatarse de que no existe necesidad, con el ingreso actual de asuntos en la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Juicio del I Circuito Judicial de Alajuela, de nombrar una persona juzgadora que me sustituya en la plaza que dejaré vacante, por acogerme a mi jubilación - si el Consejo Superior así lo aprueba-, a partir del día de mañana 16 de octubre de 2019. 


· Al respecto, Planificación indica que el análisis de fondo e integral del Circuito se atenderá como parte del rediseño del Modelo Penal en el Primer Circuito Judicial de Alajuela, programado y aprobado, según cronograma del Consejo Superior para llevarse a cabo durante el segundo semestre del 2020. En ese momento, se analizarán las cargas de trabajo de los despachos y se implementarán acciones de mejora al proceso, así como indicadores de gestión para la sostenibilidad del modelo.


· Recomienda  por ahora mantener el puesto 351358 de Juez o Jueza 4 en la Sección de Flagrancia de Alajuela, con la finalidad de que realice labores propias de esa materia y para que brinde colaboración a las Secciones ordinarias del Tribunal Penal de Alajuela, apoyo que  es monitoreado mediante el proyecto de la mejora integral del proceso penal, sin embargo, el coordinador del Tribunal deberá de forma precisa y mensual y hasta por cuatro meses llevar el control detallado de la carga de trabajo que destina a esa Sección, de tal forma que los cambios propuestos en los informes aprobados se lleven a cabo tal cual se propusieron. En el segundo semestre cuando se analice la situación global de circuito se podrá brindar una respuesta definitiva de la solicitud..


Se acordó: Tomar nota de que el tema ya fue conocido por el Consejo Superior. Se hará llegar a los integrantes el acuerdo respectivo. 


Artículo V, 





Informe de Rediseño de procesos de la Sección de Flagrancia de Liberia 285-PLA-OI-2020. 


· Se trata del informe preliminar que fue puesto conocimiento del Tribunal Penal de Liberia. Para observaciones. 


Se acordó: El informe final ya fue elaborado y remitido al Consejo Superior, ha sido puesto en conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal. Se hará llegar a los integrantes el oficio final para que los integrantes realicen observaciones si las consideran. La Fiscalía conversará sobre aspectos importantes de esta Jurisdicción con don Jorge Fernández de Planificación. La Comisión acuerda instar a que se utilicen las herramientas tecnológicas en el abordaje de estos temas para dar una solución efectiva. 


Artículo VI, 





Propuestas de mejora del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y el avance del rediseño del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, los resultados que se estarían observando serían de las siguientes oficinas:


 


A.	Juzgado Penal = Limón, Bribrí, Bataán, Pococí y Siquirres


B.	Tribunal Penal = Limón, Pococí y Siquirres


C.	Flagrancia = Limón y Pococí. 





· El informe será remitido a la Oficina de la Magistrada Patricia Solano Castro en esta semana, momento para el cual les será remitido.


Se acordó: Esperar resultado del informe que se remitirá una vez sea enviado por el Departamento de Planificación. En relación con corredores y las observaciones realizadas por don Paul Hernández en relación con el rol y sugerencias del Tribunal que en la Fiscalía se analice la posibilidad de que un fiscal esté en audiencias y otro en trámite. Se acuerda sobre ese tema que la fiscal Fabiola Durán va a conversar el tema. 


Artículo VII, 





Gestión del Juez Andrés Olsen ante la Comisión. 


· Consultas planteadas por el licenciado Andrés Olsen a la Comisión Nacional de Flagrancia.


Se acordó: Socializar propuesta por parte de la oficina de doña Patricia para dar respuesta a gestión del Juez para que sea aprobada de manera virtual. 


Artículo VIII, 





Tema planteado por la señora Fiscal General ante la Comisión Nacional de Flagrancia, sobre audiencia de competencia. 


· Petición de la Fiscal General licenciada Emilia Navas, sobre tema de realización de audiencias de competencia en materia de Flagrancia y el proceso que implementa la jurisdicción de Limón en materia de Flagrancia.


Se acordó: Darle seguimiento a este tema. Darle seguimiento a este tema. Hacerle ver al Tribunal Penal de Limón, Sección Flagrancia que el Código Procesal Penal establece cuál es el procedimiento expedito que debe seguirse en materia de Flagrancia, que están obligados a respetarlo y que no es posible modificarlo o hacer interpretaciones distintas de la Ley. Deben respetarse los plazos establecidos por Ley. 


Se le reitera que los recursos creados para la atención de asuntos de Flagrancia deben ser utilizados por lo que este tipo de procedimiento debe potencializarse, en lo cual se requiere la participación responsable del Ministerio Público, Defensa Pública y la Judicatura. 


En este momento se encuentra en estudio en la Escuela Judicial el Manual y Guía para la implementación del procedimiento de Flagrancia que una vez aprobado por la institución deberá respetarse en todos sus extremos. 


Se acuerda invitar a los coordinadores de Limón para la próxima sesión de la Comisión Nacional de Flagrancia. 


· Se cierra la sesión, al ser las 16:15 horas.


___________________________Última línea_________________________
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San José, 29 de octubre de 2020

Oficio No.009-CNFLAG-2020

Señora:

Siria Carmona Castro

Tribunal de la Inspección Judicial

Estimada señora:

Reciban un saludo cordial. La Sala Constitucional tramitó el recurso de hábeas corpus No. 20-018192-0007-CO, interpuesto por Jonathan Argüello Coto a favor de Rodolfo Wilson Williams, contra el Tribunal Penal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón. Ante la respuesta emitida por el Juez del Tribunal Penal en cuestión, la Sala Constitucional me solicitó informe en mi condición de Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia, el cual rendí en tiempo y forma aclarando lo correspondiente al funcionamiento de la materia penal y las disposiciones institucional atinentes.
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Mediante resolución dictada a las 09:20 horas del 09 de octubre de 2020, notificada el 14 de octubre del 2020, la Sala Constitucional solicitó informe a la Comisión Nacional de Flagrancia, la cual presido, en relación con el recurso de hábeas corpus No.

20-018192-0007-co.

El 28 de octubre del presente año, la Sala Constitucional notificó el voto No. 202020687, dictado al ser las 09:45 horas del 27 de octubre de 2020, en el cual se declaró con lugar el recurso de hábeas corpus.

En dicho pronunciamiento de la Sala Constitucional se establece que: "se acredita la conculcación de los derechos filildamentales del tutelado, toda vez que, pese a ingresar al tribunal accionado -en condición de rebelde capturado- desde las 19:15 horas del 1 0 de octubre del 2020, no fue si no hasta las 20:54 horas del día siguiente que se celebró la audiencia correspondiente para resolver sobre su situación jurídica; lo anterior, a pesar de que en el tribunal accionado había otro juez que podía haber celebrado la audiencia el mis1110 día en que el tutelado fue capturado. De esta manera, se verifica una dilación excesiva e injustificada en la resolución de la situación jurídica del amparado, a pesar de que esta Sala ha dispuesto reiteradamente en su jurisprudencia la obligación de las autoridades de actuar diligente y céleremente sobre todo en los casos en los que el imputado se encuentre detenido" (sic).

En mi condición de Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia, como de la Comisión de la Jurisdicción Penal, considero que me encuentro en la obligación de comunicar al Tribunal de la Inspección Judicial los hechos que fueron acreditados por la Sala Constitucional, en relación al juez Sergio Arturo Céspedes Rivera, que en lo que interesa dice:

"f) El tener a la orden no. 0640350, correspondiente al tutelado, ingresó al tribunal recurrido a las 19:15 horas del 10 de octubre del 2020 (véase informe rendido y prueba aportada).

g) Al momento en que el tutelado ingresó al tribunal recurrido, estaba en servicio un juez (hecho incontrovertido). h) En el expediente penal tramitado contra el tutelado se aprecia ulla collstancia del 1 0 de octubre de 2020 suscrita por la técnica judicial del tribunal recurrido donde se indica que "se le comunicó a las partes, Defensa y Fiscal, que la audiencia con el Rebelde Capturado se realizará el día de mañana 02 de octubre del 2020, en horario de Flagrancia, esto bajo la directriz del Lic. Sergio Céspedes (sic)"
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Se acreditó que dicho juez impidió que en el caso concreto se resolviera de forma célere lo correspondiente a la situación jurídica del señor Rodolfo Alberto Wilson Williams. Como puede corroborarse las circulares emitidas por Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial (circulares de la Secretaría General No. 57-2020, No. 1012020, No. 120-2020 y No. 140-2020), tanto la Comisión Nacional de Flagrancia como la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Gestoría Penal en asocio con la Dirección de Planificación, hemos destacado que pese a la emergencia nacional, los tribunales que atienden la materia penal, sin importar su categoría, deben atender a la brevedad los casos de personas detenidas.

En razón de lo señalado, solicito a este Tribunal que examine la cond ucta del Juez Céspedes Rivera, frente a lo dispuesto en los numerales 190 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para que se investigue si la actuación de dicho juez constituye una infracción que deba ser sancionada mediante el procedimiento administrativo, tomando en cuenta que la institución despliega múltiples esfuerzos para lograr que la población privada de libertad reciba una atención prioritaria, motivo por el cual se habilita la prestación de servicios aún en horarios inhábiles.

Aclaro que, si bien es cierto, conocí de estos hechos mediante la resolución de emplazamiento notificada el 14 de octubre de 2020, me encontraba a la espera de lo que resolviera la Sala Constitucional en relación a la conducta del juez Céspedes Rivera, al percatarme de que no se dispuso la comunicación al Tribunal de la Inspección Judicial, procedo a remitirla desde mi oficina.
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San José, 16 de noviembre del 2020


Oficio N° 10-CNFLAG-2020


Señor


Róger Mata Brenes 


Director


Despacho de la Presidencia

Estimado señor:

En atención a su oficio número DP-541-2020 mediante el cual nos solicita un informe de labores correspondiente a las acciones realizadas por la Comisión Nacional de Flagrancia durante el año 2020, con el propósito de ser incluido en la rendición de cuentas del Poder Judicial de Costa Rica, para el año 2021.


Al respecto por este medio le remito el informe solicitado.

Atentamente,


Patricia Solano Castro


Magistrada de la Sala de Casación Penal


Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia.

PAGE  

_________________________________________________________________________


Teléfono N° 2295-4985  Correo electrónico  despacho_mag_solano@poder-judicial.go.cr    Apartado 04-1003 SJ
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San José, 26 de noviembre del 2020


Oficio N° 11-CNFLAG-2020


Señora


Maureen Sancho González


Jueza Coordinadora


Tribunal Penal de Heredia (Ordinario, Flagrancia y Sarapiquí)


Estimada señora:


En atención a su consulta de fecha 3 de noviembre del año en curso, mediante la cual solicita se valore la asignación de una plaza de Juez/a de Trámite y de una plaza de técnico/a judicial para que brinde soporte a las secciones de Flagrancia del Tribunal Penal de Heredia, al respecto me permito indicarle que la Comisión Nacional de Flagrancia, mediante sesión ordinaria número 06-2020 del pasado jueves 19 de noviembre del año en curso, propiamente en el artículo I, acordó comunicar lo siguiente: “Se acuerda, comunicar que no es posible aprobar la asignación de recurso adicional para dicho Tribunal, toda vez que, con base en el informe técnico de la Dirección de Planificación, en el cual se refleja el poco trabajo producido por la Sección de Flagrancia de Heredia. Además, cabe indicar que el Tribunal Penal de Heredia debe redireccionar sus acciones con el recurso humano con la cuenta actualmente”.

Dando así respuesta a su solicitud, me despido con la más alta estima.

Atentamente,


Patricia Solano Castro


Magistrada de la Sala de Casación Penal


Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia.

PAGE  

_________________________________________________________________________
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San José, 26 de noviembre del 2020


Oficio N° 12-CNFLAG-2020


Señores


Consejo Superior


Poder Judicial


S.
D.

Estimadas señoras y estimados señores:


Reciban un cordial saludo. Por medio del presente me permito remitirles lo acordado por la Comisión Nacional de Flagrancia, en sesión ordinaria número 06-2020 del pasado jueves 19 de noviembre del año en curso, donde en el artículo II, se dispuso: 


“Apoyar la propuesta para que las secciones de flagrancia de todo el país, atiendan audiencias tempranas, y que además den apoyo a las secciones ordinarias celebrando debates preferentemente de personas privadas de libertad, durante los cierres colectivos, hacer este acuerdo de conocimiento por parte del Consejo Superior. Cabe mencionar que en el presente acuerdo se encontraban presentes los Gestores de la Jurisdicción Penal, quienes manifestaron su anuencia.”.

Con mis más altas muestras de consideración, atentamente;


Patricia Solano Castro


Magistrada de la Sala de Casación Penal


Presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancia.
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San José, 04 de diciembre de 2020

Oficio No 0013-CNFLAG-2020

Señora

Licda. Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i. de Planificación

Estimada Señora:
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En atención al oficio N O 1935-PLA-EV-2020, de fecha 27 de noviembre [image: image2.jpg]



de 2020, remitida a este Despacho en relación al informe suscrito por el Ing. [image: image3.jpg]



Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Evaluación, relacionado con la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021, que literalmente dice:
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Tribunal Penal ordinario, por lo cual pueden realizar sentencias y juicios de esa jurisdicción, por lo que se considera que durante el próximo cierre colectivo se puede hacer un plan piloto para que puedan realizar juicios ordinarios y de esa forma [image: image5.jpg]



disminuir la afectación que en este momento sufre la Jurisdicción Penal por la suspellsión de debates ordinarios por teinas de la pandemia (.. .)."[image: image6.jpg]





Se procede a informar lo que a continuación se expone.


En la sesión número 06-2020 de la Comisión Nacional de Flagrancia, celebrada el 19 de noviembre de 2020, se tomó el siguiente acuerdo:
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"Artículo II: En cuanto al segundo punto de la agenda, doña Patricia refiere que Corte aprobó que el cierre colectivo iría del 18 de diciembre al 04 de enero. En el pñmer acuerdo de Corte, se dijo que dijo que se adelantaba el cierre colectivo por el COVID, pero al final se aprobó que sí habrá cierre colectivo en fin de año. Planificación propone que [image: image7.jpg]



cada circuito judicial debe ser evaluado y que, según el rediseño, se definirá si se labora, o no, los cierres colectivos, esto según cada caso en particular. La propuesta es que las secciones de flagrancia atiendan audiencias tempranas, y que ni no realicen juicios del ordinario, potenciando los juicios unipersonales de privados de libertad. Se propone trabajar el fin de año. Se indica que tratándose de privados de libertad hay urgencia en resolver los temas. La [image: image8.jpg]



sección trabajaría completa, durante el cierre colectivo y verían los asuntos de privados de libertad de la sección ordinaria. Un juez hace un unipersonal y tres hacen el colegiado. Don Érick propone que se defina que debe atenderse presos, abreviados y los asuntos del ordinario. Don Érick pregunta por el principio de continuidad de la defensa porque habría que pasar el asunto del defensor ordinario al de flagrancia. Doña Patricia dice que los derechos de las personas deben respetarse. Don Érick dice que está de acuerdo. Doña Patricia dice que de todas formas solo señan dos semanas. Doña Lorna dice que los tribuales tienen agenda llena en señalamientos propios de flagrancia. Don Ronald Nicolás dice que, en Puntarenas, se implementó un plan remedial, en el cual se manda a la defensa los asuntos de poco monta, e incluso de penalización. Añade que el juez de trámite le corresponde señalar, con la fiscalización del juez coordinador. Pero, el juez de trámite puede hacerles frente a 3 secciones colegiadas. Don Érick dice que don Ronald tiene razón, solo se trata de pasar los casos de ordinario a flagrancia. Doña Patricia, a futuro nos pronunciaremos en cada lugar, pero en este cierre colectivo van a trabajar las sesiones flagrancia íntegras, potenciando flagrancia y atendiendo asuntos del ordinario. Doña Fabiola dice que este es el modelo que está implementado Alajuela y Puntarenas, hay fiscales disponibles que deben conocer la agenda para la atención de presos. Los fiscales deben atender los presos que vayan llegado y los señalamientos con presos. Se aprueba el acuerdo bajo las condiciones que explica doña Patñcia. Esta decisión será informada al Consejo Superior. Se debe consignar la presencia de los 2 señores gestores. Se acuerda: Apoyar la propuesta para que las secciones de [image: image9.jpg]



flagrancia de todo el país, atiendan audiencias tempranas, y que [image: image10.jpg]



además den apoyo a las secciones ordinarias celebrando debates preferentemente de personas privadas de libertad, durante los cierres colectivos, hacer este acuerdo de conocimiento por parte del Consejo Superior. Cabe mencionar que en el presente acuerdo se encontraban presentes los Gestores de la Jurisdicción Penal, quienes manifestaron su anuencia.[image: image11.jpg]
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En virtud de lo anterior, resulta un acuerdo tomado por la Comisión Nacional de Flagrancia el que todas las Secciones de Flagrancia del país realicen audiencias tempranas durante el cierre colectivo de 2020-2021, y que además den apoyo a las Secciones Ordinarias celebrando debates, preferiblemente de personas privadas de libertad.
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A partir de las consideraciones indicadas, la Comisión Nacional de Flagrancia se pronuncie sobre el informe suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Evaluación, relacionado con la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021, quedando en la mayor disposición de atender [image: image13.jpg]



cualquier consulta o aclaración.
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San José, 16 de noviembre del 2020

Oficio NO 10-CNFLAG-2020

Señor

Róger Mata Brenes Director

Despacho de la Presidencia

Estimado señor:
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En atención a su oficio número DP-541-2020 mediante el cual nos solicita un informe de labores correspondiente a las acciones realizadas por la Comisión Nacional de Flagrancia durante el año 2020, con el propósito de ser incluido en la rendición de cuentas del Poder Judicial de Costa Rica, para el año 2021. Al respecto por este medio I orme solicitado.

Atentamente,

Presidenta d la Comisión Nacional de Flagrancia.
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San José, 10 de diciembre de 2020


Oficio N° 0015-CNFLAG-2020


Señoras y señores


Consejo Superior


Poder Judicial 


Estimadas señoras y estimados señores:


En atención al oficio N°10988-2020, de fecha 23 de noviembre de 2020, remitida a este Despacho en relación a la consulta que plantea la jueza coordinadora del Tribunal Penal de Heredia, la señora Mauren Sancho González, sobre el funcionamiento del Tribunal de Flagrancia de Heredia para los fines de semana largos, al respecto me permito indicarles que la Comisión Nacional de Flagrancia en sesión 07-2020 del día de hoy, en el artículo II, se resolvió en lo que interesa lo siguiente: 


“Se acordó: En atención a la consulta que realiza el Consejo Superior, siendo que las secciones de Flagrancia, forman parte de los diferentes tribunales penales del país, los jueces de flagrancia pueden entrar en el rol general de disponibilidad del Tribunal, la persona juzgadora que se encuentre disponible, pueda y debe atender los asuntos de personas detenidas que se presenten en ese período, tanto del ordinario como de flagrancia.” 


Quedando en la mayor disposición de atender cualquier consulta o aclaración. 


Patricia Solano Castro


Magistrada de la Sala de Casación Penal


Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia
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San José, 10 de diciembre de 2020


Oficio N° 0016-CNFLAG-2020

Señora


Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i.


Dirección de Planificación


S.
D.

Estimada señora:


En atención al informa número 1893-PLA-MI-OI-2020, de su dirección, relacionado con el abordaje realizado a las oficinas de Flagrancia del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José (Defensa Pública – Ministerio Público – Judicatura), el cual fue conocido previamente por esta Comisión mediante el oficio número 010-CNFLAG-2020, de fecha 04 de diciembre de 2020, al respecto la Comisión Nacional de Flagrancia en sesión ordinaria número 07-2020 del 10 de diciembre del año en curso, en el artículo I, se dispuso adicionar lo siguiente:

“Se acordó: Se mantiene lo informado por la Comisión, y adicionar que la Comisión aprueba el informe de planificación y recomienda que, al momento de hacer el cierre de San José, se realice de forma ordenada a efectos de evitar afectación al servicio y tribunales.” 


Con mi más alta estima, atentamente; 


Patricia Solano Castro


Magistrada de la Sala de Casación Penal


Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia
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San José, 10 de diciembre de 2020


Oficio N° 0017-CNFLAG-2020


Señores y señoras


Consejo Superior


Poder Judicial


S.
D. 


Estimadas señoras y estimados señores:


La Comisión Nacional de Flagrancia, en sesión ordinaria número 07-2020 del 10 de diciembre del año en curso, en el artículo III, conoció las observaciones suscitadas en relación a informe número 1935-PLA-EV-2020, de la Dirección de Planificación, con respecto a la propuesta de las secciones de Flagrancia para realizar juicios durante el cierre colectivo 2020-2021, el cual fue conocido previamente por esta Comisión mediante el oficio número 013-CNFLAG-2020, de fecha 04 de diciembre de 2020, al respecto se dispuso remitir al Consejo Superior estas observaciones, a efectos que si lo considera oportuno, giren las directrices a la Dirección Ejecutiva, a efectos que las Unidades Administrativas, de los diferentes circuitos judiciales donde operan los tribunales de flagrancia, brinden los servicios necesarios para que puedan continuar con el servicio durante el cierre colectivo 2020 – 2021, en los términos que recomienda la Dirección de Planificación.

Con mi más alta estima, atentamente; 


Patricia Solano Castro


Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia
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San José, 10 de diciembre de 2020


Oficio N° 0018-CNFLAG-2020


Señora


Emilia Navas Aparicio

Fiscalía General de la República


S.
D.

Estimada señora:


La Comisión Nacional de Flagrancia, en sesión ordinaria número 07-2020 del 10 de diciembre del año en curso, en el artículo IV, conoció su gestión relacionada con la inclusión de los fiscales y las fiscalas de Flagrancia en los roles de disponibilidad de las respectivas fiscalías territoriales en las que trabajan, cuando su horario sea de 7:30 am a 4:30 pm, al respecto se acordó:


“La comisión estima no existe ningún motivo para que las fiscalías tomen parte en este rol, pero se trata de una competencia que le corresponde en forma exclusiva a la Fiscalía General de la República.”


Con mi más alta estima, atentamente; 


Patricia Solano Castro


Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancia
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